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EL DERECHO DE LA INTEGRACION ANTE UNA 
NUEVA DECADA: ANALISIS COMPARATIVO 

DE ALALC y ALADI 

Raymundo Barros Charlín. 

l. CAMBIO, CONTINUIDAD, ALTERNATIVAS Y VAcíos EN EL PROCESO 

DE INTEGRACIÓN DE AMÉRICA LATINA 

El tema que nos corresponde desarrollar debe limitarse, específica­
mente, a efectuar un análisis comparativo de los Convenios que 
generaron ALALC y la nueva Asociación Latinoamericana de Integra­
ción en 1960 y 1980, respectivamente. 

Dejaremos el punto II para cumplir el cometido que se nos en­
cargara, describiendo la naturaleza jurídica de ambos instrumentos 
internacionales de carácter regional;· estudiando los objetivos perse­
guidos por ambas instituciones; analizando los instrumentos con­
templados por uno y otro esquema y el problema de la viIiculación 
externa de ALADI o de la nueva dimensión de la cláusula de la na­
Ción más favorecida. En el punto III analizaremos, brevemente, el 
panorama institucional de la nueva AsociaCión. Creemos que con 
el estudio de los aspectos mencionados, hemos cubierto los puntos 
más relevantes propios de un enfoque "jurídico-institucional" del 
proceso de integración de América Latina, en la óptica, bajo el 
prisma estrict,Q de lo que "es" o "está siendon ¡dicho proceso. Si nos 
atenemos a una clasificación propia de la "epistemología jurídica", 
nuestro estudio es una mera descripción de un ordenamiento, legal 
determinado, desprovisto de intención valorativa. Sírvanos de justi­
ficación, o como algunos puedan pensar, de "pretexto", el hecho 
·que no es fácil analizar, proyectar, desentrañar las dimensiones de 
un Convenio como el de ALADI) que a la fecha de esta exposición 
(4 de diciembre de 1980), aún no entra en vigencia, y que por su 

característica más profunda y consustancial, es de tal flexibilidad 
que cae algunas veces en la ambigüedad. Por lo demás, el real con­
tenido de la normat¡~vidad jurídica de la nueva Asociación, sólo de­
'penderá de la voluntad política que expresen durante su gradual 
perfeccionamiento los países miembros. Ubicarnos en una posición 
"inicialmente" crítica frente al Convenio recién suscrito, sería en­
trar en un terreno propio de la "conjetura"; de una adivinación o 
proyección jurídica que en el caso de la realidad política latino­
americana resulta doblemente peligrosa. O lo que es peor: estéril, 

II 



NUEVAS INSTITUCIONES DE INTEGRACIÓN EN AMÉRICA LATINA / F. On'ego y J. higo in 

y, además, tratándose de instrumentos tan pragmáticos, viene aser 
una tarea de muy dudosa atracción académica. Con todo, y a título 
estrictamente personal, por cierto, quisiéramos formular algunas 
reflexiones generales que nos permitimos englobar bajo el título 
de este punto, antes de entrar al análisis comparativo propiamen­
te tal que constituye el meollo de nuestro cometido. 

BARROS ARANA, que fue uno de los primeros historiadores latino­
americanos que ofreció una visión de conjunto de nuestra región, 
decía que la historia está destinada a "rehacerse constantemente". 
Añadía que: "cada edad busca en ella una enseñazan que corres­
ponda a las nuevas ideas y a las nuevas aspiraciones; y de allí pro­
viene la necesidad de reconstruirla, adaptándola a esta necesidad1• 

Si aplicamos la premisa de Barros Arana al proceso histórico de la 
integración de América Latina sólo en estos últimos años, vemos 
que ALALC necesariamente debía entrar en un proceso de profunda 
revisión. Son razones obvias, las que abonan lo anterior: 

a) un proceso de negociaciones comerciales virtualmente estan­
cado desde hace mds de diez años, que producía profundas insatis­
facciones en los países del Grupo Andino y particularmente en to­
dos aquellos denominados de menor desarrollo económico relativo; 

b) la -existencia de modestos Acuerdos de Complementación, por 
limitadísimos sectores industriales, desprovistos de verdadera "en­
vergadura integracionista"; sin localización industrial ni principios 
claros de programación económica, aún reducida al sector de que 
se trate; 
'" c) continuos y flagrantes incumplimientos de los compromisos 
contraídos, traducidos en constantes alteraciones al "margen de pre­
ferencia" generado por las "concesiones" emanadas de la inclusión 
de productos en las llamadas "listas nacionales"; 

d) propósitos reiterados en los paises del Cono Sur de desarro· 
llar políticas económicas claramente "aperturistas" al comercio ex­
terior con todo el mundo, sin la existencia de protecciones arance­
larias elevadas en la relación latinoamericana que, a juicio de ellos, 
podría "regionalizar" la ineficacia productiva nacional; 

e) manifestación del Grupo Andino de "consolidarse como tal" 
·antes de negociar regionalmente en el marco más amplio de ALALC. 
Sobre todo, de vincularse entre sí mediante la estructura de los de­
nominados "programas sectoriales de desarrollo industrial"; 

f) propósitos expresados por los países de mayor desarrollo eco­
nómico relativo del área; esto es: la República Argentina, Brasil y 
México, de enhebrar entendimientos bilaterales de naturaleza co­
mercial (o económicos en general) con determinados países de 

lEn una publicación editada por el Instituto de Estudios Internacionales de 
la Universidad de Chile denominada: "Consideraciones sobre la integración la­
tinoamericana en el siglo XIX, con particular referencia a la política de Chile". 
(Serie de Publicaciones Especiales NQ 8), el autor de este trabajo analiza los 
distintos intentos de unidad regional en aquel período. 
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ALALC O del Mercado Centroamericano, sin la subsecuente automá­
tica y necesaria multilateralización de los mismos; 

g) carencia, en las estructuras institucionales del esquema propio 
de ALALC} de un órgano técnico que formulara proposiciones aptas 
para dinamizar el proceso y que velara por el cumplimiento efecti­
vo de los compromisos jurídicamente obligatorios que se fuesen 
gradualmente contrayendo. 

Al desánimo político se le añadía} entonces, la ince1"tidumbre le­
gal y la falta de claras expectativas económicas. ALALC no podí.a se­
guir sino una ex·v.stencia meramente vegetativa . .. 

Hay otro historiador chileno, Ricardo Krebs, que dice que: "en· 
tre las distintas características de la historia debe destacarse el he­
cho de que la dimensión propia de ella es el tiempo. El tiempo 
histórico está sujeto a las categorías de continuidad y cambio. Si 
no hubiese continuidad, no habría historia, sino sólo una suma de 
hechos inconexos. Si no hubiere cambio, tampoco habría historia, 
ya que todo seguiría siempre igual". El peruano Haya de la Torre 
ahondaba con gran profundidad en estas reflexiones y, desde otro 
punto de vista ideológico, lo había hecho, con anterioridad, el esta­
dista argentino Sarmiento. Todos ellos preocupados de la renova­
ción institucional latinoamericana. 

El proceso de integración de América Latina necesitaba una 
profunda renovación. Y las alternativas eran pocas. O se construía 
un proceso radicalmente diferente con un daro ordenamiento jurí­
dico, con sólidos perfiles supranacionales, con un arancel externo 
comón frente al resto del mundo, con un desarrollo integrado del 
área, algo similar al Acuerdo de Cartagena o a la Comunidad Eco­
nómica Europea; o bien, se trataba de ordenar, reconociéndola, la 
dura realidad regional. La primera alternativa, la más atrayente 
académicamente, se inserta en el "deber ser" y prescinde tanto de 
los comportamientos empíricamente observables en el área, como 
de la voluntad política actual y la predecible, a mediano y quizás 
a largo plazo. Hubiese sido una "utopía", y al cabo de cierto lapso, 
hubiéramos tenido que repetir con Bolívar aquello de haber "ara­
do en el mar". La segunda alternativa, tiene como principio rector 
aquel que se ha dado en llamar la "flexibilidad". Somos enemigos 
de "idealizar la realidad". No es el papel de los hombres de dere­
cho limitarse a ser buenos glosadores de los "porfiados hechos". 
¡Triste hubiera sido el destino de la humanidad si el derecho se 
hubiese limitado a legitimar la realidad deteniéndola en normas 
inmutables 1 

La nueva Asociación Latinoamericana de integración, si efectiva­
mente pretende: "proseguir el proceso de integración encaminado a 
promover el desarrollo económico-social, armónico y equilibrado 
de la región", "establecer a largo plazo, en forma gradual y progre­
siva un mercado común latinoamericano"; "promover y regular el • 
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comercio recíproco, la complementación económica y el desarrollo 
de las acciones de cooperación económica que, coadyuven a la am· 
pliación de los mercados", tendrá, a nuestro juicio, que desarrollar 
los siguientes instrumentos: ' 

a) profundización gradual de preferencias económicas regiona­
les, que a partir de la preferencia arancelaria regional, involucren 
otros aspectos, como circulación incentivada del capital regional 
dentro del área para empresas conjuntas; abastecimiento priorita-
rio Qe materias primas y .energía, etc.. . . 

b) efectiva .multilateralización, progresiva de las acciones' de :al­
canee parcial, en términos tales que ALADI no pU~Qa implica:r: upa 
regresión al bilateralismo propio de la década de los años 502 • 

c) entendimientos con países ajenos a ALADI que no impliquen 
desnaturalizar el esfuerzo preferencial interALADI. 

Sobre este particular, recordemos al insigne maestro latinoame­
ricano Andrés Bello, que en la Cancillería chilena desde la década 
de los años 30 del siglo pasado, postulaba que los países latinoame­
ricanos (hispanoamericanos) no concedieran ventajas o favores a 
"otras !ladones", sin que de inmediato entrara a gozar de éstas la 
otra parte hermana. La misma tarea, en igual época histórica, era 
emprendida por el Ministro de Relaciones Exteriores de México, 
Lucas Alamán; 

d) efectivo control (a lo menos en un nivel técnico en una pri­
mera etapa) del cumplimiento de los. compromisos. En la parte 1lI 

de este trabajo se ahonda en estos aspectos, lo mismo en lo que di­
ce relación al trascendental papel que tendrá que desempeñar la 
nueva Secretaría General de ALADI como "órgano de proposición" y 
el propio sector empresarial latinoamericano; 

e) incorporación, adaptada a los nuevos objetivos y mecanismos 
de ALADI, que veremos a continuación, de lo que podríamos deno­
minar el "patrimonio histórico jurídico" de ALALC. Esto es: de las 
normas de origen de las mercaderías; cláusulas de salvaguardia; 
disposiciones agropecuarias; eliminación de restricciones de toda 
naturaleza; normas de competencia comercial. La inteligencia, en 
este caso, está en equilibrar la conti'nuidad con el cambio y en evi­
tar vados perniciososs. . 

En buenas cuentas, el proyecto de integración que ofrece el Con­
venio de ALADI y al cual algunos, quizás empapados de una ortodo­
xia "europea" de integración, le niegan tal carácter y lo insertan 

"En la revista "Estudios SocialeS" de la Corporación de Promoción Universi­
taria NQ 10, correspondiente al Cuarto Trimestre de 1976, el autor analiza la' 
perspectÍ\'a del bilateralismo aludido en las relaciones entre los países del area. 

'El autor de este trabajo en varias publicaciones editadas por el' Instituto de 
Estudios Internacionales, ha aúalizado algunos de estos aspectos jurídicos vincu­
lados al proceso de integración regional. Puede verse al respecto: "La indus­
tria en la integración latinoamericana"; "La agricultura en la integración lati­
noamericana"; "El momento actual de la integración y de la cooperación en 

• América Latina"; "Prácticas Restrictivas y Discriminatorias en el Comercio Inter­
nacional". Editorial Universitaria, 1978 y 1979. 
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más bien en, la esfera propia de la cooperaci6n económica, cons­
tituye un cuerpo de disposiciones jurídicas cuya consistencia, cohe­
rencia y eficacia para realizar los 'objetivos perseguidos, que no son 
tímidos, van a depender sólo de la voluntad política claramente 
manifestada en el futuro mediato y de una imaginativa capacidad 
de proposición técnica apta para conciliar los intereses nacionales 
con el proyecto comün,' 

Como en la zarzuela española, adaptada a la integración latino­
americana, el proceso: 

"bien puede estar enfermo, 
bien puede no lo estar 
y de esta duda sólo 
el tiempo nos sacará". 

Terminemos aquí las reflexiones generales. 

n. ANÁLISIS COMPARATIVO DE LOS CONVENIOS DE ALALC y DE ALADI 

La segunda parte de nuestro trabajo, tiéne por objeto destacar tan­
to las similitudes como las diferencias entre el Tratado de Monte­
video 1960, que dio origen a la Asociación Latinoamericana de Li­
bre Comercio (ALALC) y el Tratado de mismo nombre suscrito re­
cientemente en agosto de 1980, que dio origen a la Asociación La> 
tinoamericana de Integración (ALADI). 

Para desarrollar la materia expuesta se ha dado especial relieve 
a los siguientes aspectos: 

Similitud en la naturaleza jurídica del insu'umento a la luz 
del derecho internacional público; 
Comparación entre los objetivos perseguidos por ambos ins­
trumentos; 
Análisis comparativo de los instrumentos contemplados en 
los Tratados mencionados para desarrollar aquellos objetivos; 
N ueva dimensión de la cláusula de la nación más favorecida 
expresada en las posibilidades de vinculación externa de la 
Asociación Latinoamericana de Integración. 

Creemos que con el análisis comparativo de dichos elementos 
jurídicos se presentan claramente las principales similitudes y con­
trastes entre ALALC y ALADl .. 

Aun cuando nuestro enfoque es estrictamente jurídico, lo impor­
tante es considerar que ambos instrumentos internacionales se ins­
piran en una determinada doctrina económica. El Tratado de Mon­
tevideo 1960 perseguía la liberación del intercambio recíproco me~ 
diante negociaciones anuales selectivas, multilaterales, salvo las ex­
cepCiones que se verán en su oportunidad. Una pretendidarecipro­
cidad referida Ha la expectativa de corrientes crecientes de comer­
cio entre cada Parte Contratante y el conjunto de las demás", era: 

15 
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el principio regulador del proceso. Tal reciprocidad, como se vio 
en la práctica, era difícil de obtener en un marco rigidamente mul­
tilateral al cual concurrian países con profundas diferencias en sus 
estructuras productivas. De allí que al amparo del propio Tratado 
de Montevideo se gestara en mayo de 1969, el Grupo Andino. Se­
gún la Junta del Acuerdo de Cartagena, dicho Grupo: "naci~. co­
mo una respuesta a la inviabilidad política de una integración ba. 
sada exclusivamente en el mecanismo de los precios y la apertura 
de mercados. Se consideró que deberian manejarse, conjuntamente, 
tanto los conceptos de eficiencia como de igualdad y desarrollo ar­
mónico". 

El Tratado de Montevideo 1980 es absolutamente explícito, en 
cambio, al determinar los principios que han de regular el proceso 
que persigue desarrollar. En efecto, en su artículo tercero destaca 
al pluralismo; a la convergencia; a la flexibilidad; a la solidaridad 
manifestada en la existencia de tratamientos diferenciales y a la 
multiplicidad de instÍ-umentos, como los soportes doctrinarios más 
relevantes del esquema. 

El proceso de ALADI se irá perfeccionande por aproximaciones su· 
cesivas que permitan ir generando, dentro de un marco sumamen­
te flexible, una masa de intereses que configure a la región como 
un área de preferencias económicas. Será, en definitiva, la volun­
tad política paulatinamente expresada y no la norma juridica re· 
guIada detalladamente "ab initio" la que desarrolle y oriente el 
proceso. El objetivo mediato, indeterminado en el tiempo, es el es­
tablecimiento de un mercado común regional. 

1. Similitud en la naturaleza jurídica del instrumento 

1.l. Tanto el Tratado de Montevideo 1960 como el suscrito en 
1980, presentan, básicamente las mismas características jurídicas co­
mo "convenios de derecho internacional público". 
. Esto es: se trata de instrumentos internacionales multilaterales; 
regionales; de integración económica; marcos; evolutivos; perma­
nentes e institucionales. 

1.2. Multilaterales, en el sentido que el Tratado de Montevideo 
1960 fue suscrito el 18 de febrero de ese año por la Argentina, Chi­
le, México, Paraguay, Perú y Uruguay. Posteriormente adhirieron 
Brasil (21511961); Colombia (301911961); Ecuador (311111961); 
Venezuela (3118¡ 1966) Y Bolivia (81211967). 

El Tratado de Montevideo 1980 fue suscrito, en un solo actQ, el 
12 de agosto de 1980, por los once estados mencionados. 

1.3. Regionales, en el sentido que ambos instrumentos quedan 
abiertos a la adhesión de los demás estados "latinoamericanos" (Ar­
ticulo 58 en ambos casos). Aun cuando en ninguno de los dos ins-
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trumentos se precisa la cuestión, creemos que el Caribe queda In­

cluido en el concepto de "latinoamericaneidad"4. 

lA. De integradlÓn económica, en el sentido que ambos instru­
mentos postulan, en forma mediata, la constitución de 'Qn mercado 
común regional, el que se obtendrá por aproximaciones sucesivas 
que se orienten hacia una gradual integración económica. Al 
efecto, el Tratado de 1960 establece una zona de libre comercio co­
mo etapa previa, y el de 1980 un área de preferencias económicas, 
compuesta por una preferencia arancelaria regional, por acuerdos 
de alcance regional y por acuerdos de alcance parcial. Ciertamen­
te, ninguno de ellos se "agota" en la etapa primaria elegida. In­
teresa destacar, por el momento, que ambos se insertan en la esfe­
ra jurídica que regula determinadas situaciones e instrumentos eco­
nómicos orientados a la consecución de una integración económica 
regional. 

1.5. "Marcos", en el sentido que ambos Tratados establecen los 
grandes objetivos, las institucIOnes y los instrumentos y mecanis­
mos para perfeccionar el proceso, sin entrar a una regulación deta­
llada del mismo. Será la voluntad política de los países miembros 
expresada a través de los órganos establecí dos en ambos Tratados 
la que le vaya dando al proceso la gradual ejecución pretendida5, 

'El término "América Latina" que hasta hace pocos años no planteaba diti­
cultades para indicar el conjunto ue países Situados "al sur del Río Bra\'O", de­
be entenderse que, en la actualidad, comprende al Caribe. 

El Sistema Económico Latinoamericano (S,E.L.A.). comprende a Barbados, 
Grenada, Guyana, Haití, Surinam, Trinidad )' Tobago. Lo mismo puede de­
cirse en el caso de la Comisión Económica para America Latina (C.E.l'.A.L.). 

"jurídicamente, tiene una gran importancia reconocer la jerarquía de "tra­
tado·marco" a un convenio de integración, toda vez que de ese modo las deci­
siones o resoluciones de los órganos que éstos crean no necesitan, cada vez, de 
nuevo texto legal autorizante para ser nacionalmente obligatorias. Se limitan a 
"ejecutar" el Tratado inicial. 

En el marco de ALALC se precisan las fuentes del derecho común en la Re­
solución 5 (L), que declara la estructura jurídica, sustantiva y adjetiva de la 
Asociación. igual sistema apal'ece en el Protocolo del Tribunal Andino de JUs­
ticia. 

En esta materia, la experiencia europea manifestada en la Com:unidad Eco­
nómica Europea ha ofrecido un aporte del mayor interés. El análisis doctrina­
rio de estos aspectos ha merecido una atención preferente de la Revista Dere­
cho de la Integración, editada por INTAL. Al respecto, pueden consultarse los 
siguicn tes estudios: 
Tomo 1: Emilio J. Cárdenas: "Hacia un derecho comunitario latinoamericano". 
Tomo 2: Felipe faolilli: "Repartición de competencias y poderes entre la 

ALALC y los Estados miembros". 
Tomo 7; Francisco Orrego Vicuña: "La incorporación del ordenamiento ju­

rídico subregional al derecho interno. Análisis de la práctica chilena". 
Tomo 11: Francisco On-ego Vicuña: "La incorporación del ordenamiento jurí­

dico y subregional al derecho interno, Análisis de la práctica y juris­
prudencia de Colombia". 

Tomo 12: Francisco VilIagrán Kramer: "Sistematización de la estructura jurídica 
del Acuerdo de Cartagena". 
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1.6.PeHnanentes, en el sentido que ambos contemplan una du­
ración indefinida (ilimitada en el tiempo) Artfcl,11o 62 del Trata­
do de 19806• 

1.7. Institucionales, en el sentido que ambós crean una Asocia­
ción que, desde el punto de vista del derecho internacional pú­
blico, goza de personalidad jurídica e inmunidades y privilegios. 
El Capítulo vm del Tratado de Montevideo 1980 regula esta si­
tuación7• 

Por otra parte, ambos instrumentos -con distintas modalida­
des- establecen una "organización institucional" que regula las 
modalidades del perfeccionamiento de la voluntad común, las com­
petencias de los órganos y los niveles de participación de los mis­
mos. Posteriormente nos referiremos a las innovaciones introduci­
das por el Tratado 1980 al esquema orgánico anterior. 

A la luz del derecho internacional público, nos parece que son 
los elementos mencionados los más relevantes para caracterizar am­
bos instrumentos. Por ciertó, no ha sido nuestra intención ahon· 
dar en un análisis doctrinario de dichas características. Para ello 
nos remitimos a la bibliografía mencionada, 

2. De los objetivos paseguidos 

Si bien es cierto que, como ya lo señaláramos, ambos Tratados se 
orientan al perfeccionamiento de un proceso de integración econó­
mica regional, está claro que no utilizan para tal propósito, igua­
les objetivos ni instrumentos. En cuanto a los objetivos principa­
les perseguidos por ambos Tratados, cabe formular las siguientes 
distmciones más relevantes8• 

Tomo 14: Jean V. 1.ouis: "Las l-elaciones entre el derecho comunitario y el de­
l'echo nacional en las Comunidades Europeas". 

Tomo 16: Félix Peña:' "Algunos aspectos de la experiencia institucional de la 
integración económica de América Latina", 

Tomo 27: Alberto Rioseco: "El marco jurídico de ALALC y su flexibilidad para 
adaptarse a nuevas circunstancias del proceso de integración". 

"Que un tratado de esta naturaleza sea "permanente" no se opone a que 
cualquier país miembro pueda' desligarse del mismo. En el marco de ALADI el 
procedimiento previsto al efecto figura en el artículo 63 del Tratado de Mon­
tevideo 1980. 

71.08 órganos de la ALALC establecidos por el Tratado de Montevideo 1960, de­
jarán de existir a partir de la entrada en vigor del Tratado de 1980. 

La personalidad jurídica de ALALC continuará, para todos sus efectos, en la 
Asociación Latinoamericana de Integración. Por lo tanto, desde el momento en 
que entre en vigencia el Tratado de 1980, los derechos y obligaciones de ALALC 
conesponderán a la nueva Asociación, 

sDeliberadamente no se ha querido entrar en detalle enumerando numero· 
sos objetivos auxiliares propuestos en los veinte años de vigncia de ALALC. Cree­
mos que sí se señalan, como es nuestro propósito, los "objetivos principales per­
seguidos". 
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2.1. Tratado de Montevideo 1960 

a) Establecimiento de una zona de libre comercio, conforme a un 
determinado Programa de liberación del intercambio. En su vir­
tud, las Partes Contratantes debían eliminar para lo esencial del co­
mercio recíproco todos los gravámenes y restricciones el 31 de di­
ciembre de 1980. 

b) Establecimiento de mecanismos que protejan las concesiones 
negociadoras al amparo del Programa de Liberación del Tratado, 
principalmente las incluidas en Listas Nacionales y en las denomi­
nadas listas de ventajas no extensivas en favor de los países de me­
nor desarrollo económico relativo. Dentro de este orden de ideas 
se han aprobado las disposiciones que veremos al analizar los ins­
trumentos contemplados en el punto siguiente de este análisis com­
parativo. 

c) Establecimiento de normas que permitan la expansión del 
intercambio y la complementación económica, resultado de lo cual 
se establecieron los Acuerdos de Complementación por sectores in­
dustriales específicos regulados por la Resolución 99 en desarrollo 
del artículo 15 del Tratado. 

d) Propósito de coordinar las políticas de desarrollo agrícola de 
intercambio de productos agropecuarios. (Capítulo VII del Tra­
tado) . 

e) Realización de objetivos auxiliares al Programa de Libera­
ción contenidos en el artículo 49 del Tratado. 

f) Orientación de políticas y realización de estudios para esta­
blecer un mercado común latinoamericano en los términos progra­
máticos del artículo 54 del Tratado. 

Dentro de la inquietud por avanzar hacia el establecimiento de 
un verdadero mercado comun regional, las Partes Contratantes del 
Tratado de Montevideo aprobaron en diciembre de 1964 la Resolu­
ción 100 (IV), que contenía un Programa de complementación e 
integración económica. Se daban allí tanto "Directivas básicas de 
política económica" como un "Plan de Acción" para perfeccionar 
tales propósitos. La Resolución aludida constituye el instrumento 
más ambicioso aprobado en el área en materia de comercio exte­
rior; desarrollo industrial y agropecuario; asuntos financieros y mo­
netarios. 

Debe reconocerse que aquellos propósitos no fueron cumplidos y 
que en la realidad la Resolución 100 (IV) sólo constituye un con­
junto de normas programáticas. 

2.2. Tratado de Montevideo 1980 

a) Establecer a largo plazo, en forma gradual y progresiva, un mer· 
cado comun latinoamericano. 
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b) Promover y regular el comercio recíproco, la complementa­
ción económica y el desarrollo de las acciones de cooperación eco­
nómica que coadyuven a la ampliación de los mercados, conforme 
a lo estipulado en el artÍCulo 2 del Tratado. 

c) Privilegiar el intercambio recíproco mediante el estableci­
miento de un margen de 'preferencia regional en los términos que 
veremos más adelante. . 

d) Promover el (;omercio entre los países mediante acuerdos co­
merciales sean de alcance regional (donde participen todos los paí­
ses) o de alcance parcial (Artículo 10 del Tratado). En estos úl­
timos no participa el total de los paises, pero deben "multilaterali-
zarse progresivamente". . _ 

e) Promover el máximo aprovechamiento de los factores de pro­
ducción, estimular la complementadón económica, asegurar condi­
ciones equitativas de competencia, facilitar la concurrencia de los 
productos al mercado internacional e impulsar el desarrollo equi­
librado y armónico de los países miembros mediante los acuerdos 
de complementación económica contemplados en el artículo 11 del 
Tratado. - Estos Acuerdos también podrán ser de alcance regional 
o parcial. 

f) Fomentar y regular el comercio agropecuario intrarregional 
mediante la concertación de los acuerdos agropecuarios que con­
templa el artículo 12 del Tratado, los que podrán tener, asimis~o, 
alcance regional o parcial. 

g) Establecer condiciones favorables para la participación de los 
países de menor desarrollo económico relativo, basándose en los 
principios de la no reciprocidad y de la cooperación económica. Al 
efecto, el Capítulo III del Tratado contempla el "sistema de apo-
yo" pertinente. . 

h) Multilateralizar progresivamente las denominadas "acciones 
parciales" para lo cual, las mismas han de contener cláusulas que 
propicien la convergencia, a fin de que sus beneficios alcancen a 
todos los países miembros (Artículo 9 letra b del Tratado). Se 
contemplan, asimismo, reuniones periódicas de la Conferencia de 
Evaluación y Convergencia que debe examinar el panorama de la 
convergencia en todos sus aspectos conforme a la letra a) del ar­
tículo :13 del Tratado. 

i) Establecer regímenes de asociación o de vinculación multilate­
ral que propicien la convergencia con otros países y áreas de inte­
gración económica de América Latina en los términos del articulo 
;¿4 del Tratado. Tratándose de la concertación de acuerdos ue al­
cance parcial siempre dentro del ámbito latinoamericano, debe es· 
tarse a lo perceptuado en el artículo 25. 

j) Vincularse con países o áreas de integración económica del 
mundo en desarrollo en los términos previstos en el artículo 27 del 
Tratado. Frente a los países industrializados, o sus agrupacio­
nes económicas, debe estarse a la pretensión contemplada eIl el ar­
ticulo 26. 
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Estos objetivos serán analizados al comentar los instrumentos 
previstos para su consecución. 
I 

3, De los instrumentos contemplados 

3,1. En el T"atado de Montevideo 1960 

a) Listas Nacionales con la reducción anual de gravámenes y de­
más restricciones que cada Parte Contratante concede a las demás. 
Es un instrumento esencial y exclusivamente multilateral. No pue­
de haber ningtm prodU{:to incluido en una lista nacional que no 
pueda ser exportado por cualquier Parte Contratante, aprovechan-
do la concesión respectiva. . 

Posteriormente, en virtud de la Resolución 53 (u), se señaló 
que las concesiones que cada Parte Contratante otorgue a las demás 
en cump1imiento del programa de liberación, además de consistir 
en la reducción o eliminación de gravámenes y restricciones a la 
importación de cada uno de los productos incorporados a la lista 
nacional, suponen el establecimiento de un margen de preferencia 
zonal, con relación a los tratamientos aplicados a la importación 
de esos mismos productos desde terceros países. 

U na serie de normas jurídicas pretendían garantizar una co­
rrecta utilización del Programa de Liberación del Tratado de 
Montevideo, aparte de la señalada en la Resolución 53 (n), Es 
así como los países se comprometían a: 

- no provocar ninguna modificación en el régímen de impo­
sición de gravámenes a la importación que pueda significar un 
nivel menos favorable que el vigente antes de la modificación, 
salvo las medidas adoptadas para la actualización del aforo (pau­
ta del valor mínimo), conforme a 10 previsto en el artículo 48 
del Tratado de Montevideo; 

- a no gravar los productos originarios -del territorio de una 
Parte Contratante con impuestos, tasas y otros gravámenes que 
discriminen contra dichos productos favoreciendo, en cambio, al 
producto nacional (artículo 21 del Tratado de Montevideo); 

- a no imponer restricciones de ningnna especie a los pro­
ductos procedentes de la Zona e incorporados al programa de li­
beración sin haber recurrido a un mecanismo colectivo expresa­
do. en la autorización para adoptar las denominadas "cláusulas 
de salvaguardia", Dichas cláusulas están configuradas y regla­
mentadas en el Capitulo VI del Tratado; en el articulo 28 del 
mismo, y procesalmente, en forma principal, por la Resolución 
219 (VII). Son instrumentos básicamente transitorios y no discri­
minatorios en relación a medidas· que se adopten frente a terce­
ros países; 

- a no retirar ningún producto que haya sido objeto de con­
cesiones sin que medie la negociación pertinente y el pago de 
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una "adecuada compensación", de acuerdo a lo que señala el al" 
ticulo 89 del Tratado y la Resolución 103 (IV); 

- a no favorecer sus exportaciones mediante subsidios u otras 
medidas que puedan perturbar las "condiciones normales de 
competencia dentro de la Zona en la forma prescrita y con la 
excepción contemplada en el artículo 52 del Tratado. Dentro 
de este orden de ideas, el artículo 49 en su literal e) instó a las 
Partes Contratantes a definir, en el más breve plazo posible, los 
criterios para la caracterización del "dumping" y otras prácticas 
desleales de comercio y los procedimientos al respecto. Median· 
te la Resolución 65 (n), las Partes Contratantes se dieron ciertos 
elementos rudimentarios para la caracterización de las prácticas 
desleales de comercio y facultaron al Comité para el ejercicio de 
ciertas funciones al respecto y la proposición de medidas especí. 
ficas; 

- a cumplir con los denominados "requisitos de origen" que 
afectan a los productos materia del intercambio. Al respecto, 
deben los países miembros ajustarse a las normas sobre califica­
ción (Resoluciones 49 (n) y 82 (m) y las reglas sobre certifica­
ción y comprobación del origen (Resolución 84 (m); 

La eliminación de restricciones no arancelarias constituye, 
aún después de quince años de discusiones, materia pendiente de 
definición. Los países, eso sí, no deben incluir nuevos productos 
en el programa de liberación que tengan estas restricciones. De­
bían determinarse con precisión en el momento de la negocia­
ción, las medidas de carácter administrativo, financiero, cambia 
rio o de cualquier naturaleza aplicadas a la importación de pro­
duétos que se negociaran, incluyendo las que se adoptaran en vir­
tud de disposiciones sanitarias de seguridad, de protección a la 
moralidad o de la salud de las personas, de los animales y los 
vegetales. 

Correspondía que en el futuro se eliminaran las restricciones 
no arancelarias, aprobando un programa automático al efecto, o 
bien mediante las negociaciones del caso. Al respecto, se pronun­
cia la Resolución 275 (x). 

Como lo veremos más adelante, el Tratado de Montevideo 1980 
no contiene un Programa de Liberación único, multilateral. Ello 
no obsta a que en un ejercicio de determinadas acciones regionales 
o parciales se regule la liberalización del intercambio, pudiendo es­
tablecerse, asimismo, las normas auxiliares que tengan relación al 
retiro· de concesiones; al origen de las mercaderías; a la eliminación 
de restricciones no arancelarias; a la protección del valor de las 
concesiones; a la aplicación de cláusulas de salvaguardia. 

Es más, estos importantes aspectos figuran en el "Programa de 
tareas suplementarias para 1980 y en el programa de tareas de la 
Asociación para 1981 ". (Resolución 8. Pautas del articulo 39). En 
vez del Programa de Liberación del intercambio concebido en la 
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forma que hemos visto, el Tratado de Montevideo 1980, prevee "ab 
inido", el establecimiento de un margen de preferencia regional, el 
cual será analizado más adelante como el primer instrumento de 
AI"ADI, inidalmente multilateral. 

b) Listá Común con relación de los productos cuyos gravámenes 
y demás restricciones las Partes Contratantes se comprometían a eli­
minar el 31 de diciembre de 1980. Se iban a negociar trianualmen­
te, y sólo se pudo perfeccionar su primer tramo. 

<:) Acuerdos de Complementación, destinados a facilitar progra­
mas de integración sectorial en un número determinado de produc­
tos industriales. Sólo beneficiarán a los países suscriptores o adhe­
rentes del Acuerdo, salvo el caso de los países de menor desarroIlo 
económico relativo a los cuales se les extienden los beneficios de 
los Acuerdos independientemente de negociación y adhesión a los 
mismos. Los Acuerdos de Complementación, a diferencia de las 
Listas Nacionales no son instrumentos necesariamente de alcance 
multilateral9 • 

Como lo veremos cuando corresponda analizar los instrumentos 
previstos en el Tratado de Montevideo de 1980 para perfeccionar 
AT~ADI, este último Convenio contempla mecanismos similares a los 
Acuerdos de Complementación propios de ALALC. 

Los contempla, eso sí, en forma mucho más amplia detallando 
la diferente naturaleza jurídica de los mismos y posibilitando el 
hecho que sean acuerdos de alcance regional o parcial, según se ma­
nifieste la voluntad de los países miembros. Podrá tratarse de acuer­
dos comerciales, de complementación económica, de promoción del 
comercio y otros. 

d) Acuerdos agropecuarios en los términos del artículo 29 del 
Tratado. También pueden realizarse sólo entre dos o más Partes 
Contratantes. 

El Tratado de Montevideo ]980, en cambio, reglamenta los 
"acuerdos agropecuarios" en forma minuciosa, como tendremos oca-. 
sión de ver más adelante. 

e) Lista de ventajas no extensivas a las demás Partes Contratan­
tes, que incluyen concesiones en favor de los países de menor desa­
n'oBo económico relativo. Las medidas en favor de estos países fi­
guran en el Capítulo VIII del Tratado de Montevideo 1960 y al­
canzan a Bolivia, al Ecuador, al Paraguay y transitoriamente al 
UruguaylO. 

Por su parte, el Tratado de Montevideo 1980 que crea ALADl 

contempla todo un "sistema de apoyo en favor de los países de me-

"Dice el Artículo 21 de la Resolución 99 (IV) que: "Las Partes Contratantes 
convienen expresamente que aquellas que no participen de un acuerdo de corno 
plementación sólo se beneficiarán de las franquicias recíprocamente pactadas 
entre las Partes que inten'engan mediante el otorgamiento de adecuada com­
pensación. 

'OEntre las medidas del Capítulo VIII citado, está la realización de "gestiones 
colectivas" en favor de los países de menor desarrollo económico relativo, en el 
sentido de apoyar y promoveIl dentro y fuera de la Zona, medidas de carácter 
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nor desarrollo económico relativo", con las medidas concretas que 
analizaremos al tratar este instrumento en el marco de la ALADI. 

f) Acue1-dos sub regionales incorporados al ordenamiento jurídico 
emanado del Tratado de Montevideo 1960 recién en 1967 y que de­
ben ajustarse a las Resoluciones 202. 203 Y 222. Podrán ser celebra­
dos por dos o más Partes Contratantes. Al igual que los Acuerdos 
de Complementación. no son imtrumentos "necesariamente" de al· 
cance multilateral g-loballl. 

-Los Acuerdos Subregionales pro'piamente tales, en la forma pre­
vista en las Resoluciones 202. 222. 223 de ALALC, no figuran en es­
trkto sentido como instrumentos propios del Tratado de ALADJ. En 
cambio, los denominados "<tcuerdos de complementación económi­
ca" previstos en el artículo 11 del Tratado de Montevideo 1980 
contienen eleinentos simil<tres a aquéllos, como veremos en su opor­
tunidad. 

3.2. En el Tratado de Montevideo 1980 

Tanto en los Capítulos II, como IIT, IV Y v del Tratado, se encuen­
tran los mecanismos para llevar a cabo aquellos objetivos que vi­
mos en el punto 2.2 de este análisis comparativo. 

El Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores de ALALC en 
su reunión de agosto de 1980 aprobó sendas Resoluciones que di­
cen relación a aquellos mecanismos o instrumentos y que deben 
entenderse incorporados a ellos. En esta oportunidad, citaremos los 
instrumentos según el orden contemplado en el Tratado, aludien· 
do, en cada caso, a las Resoluciones pertinentes. 

, a) Preferencia arancelaria regional, otorgada recíprocamente por 
los países miembros y aplicada "con referencia al nivel que rija pa­
ra terceros países". 

Esta "preferencia arancelaria regional", en conformidad a la 
CM/Resolución 5, que estipula sólo sus normas básicas, deberá suje­
tarse a las siguientes pautas: 

i) Abarcar en Jo posible, la totalidad del universo arancelario; 
ii) No implicará consolidación de gravámenes; 
iii) Tiene carácter mínimo y su intensidad podrá ser profundi­

zada a través de negociaciones multilaterales; 
iv) Podrá ser distinta, de acuerdo con el sector económico de 

que se trate. 

financiero o técnico destinadas a lograr la expansión de las actividades produc­
tivas ya existentes o a fomentar 'nuevas activid:ldes. 

Las 'concesiones no extensivas para la importación de productos originarios 
del Uruguay fueron autorindas por la Resoluci6n 204 (LM-U/VI-E) sucesivamen­
te prorrogada. 

"Dice el Artículo 7 de la Resoluci6n 222 (VIlI) que: "las desgravaciones pac­
tadas en un acuerdo subregional no se harán extensivas a las Partes Contratan­
tes no participantes en el acuerdo subregional ni crearán para ellas obligacio­
nes especiales". 
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v) Podrán establecerse listas de excepciones; 
vi) Se eliminarán las restricciones no arancelarias. 
Cabe tener presente que el tratamiento en materia de preferen­

cia arancelaria regional varía segllU el grado de desarrollo econó­
mico de las tres categorías de países que se contemplan en la Reso· 
lución 6. Asimismo. habrán de establecerse fórmulas que "permi­
tan contemplar, en forma equitativa, la situación derivada de dife· 
rencias en los niveles arancelarios de los países miembros!:!. 

La preferencia arancelaria regional entrará en vigencia junto 
con el Tratado de Montevideo 1980. 

La preferencia arancelaria regional, en el supuesto que sea pe­
riódicamente "profundizada", contiene una gran potencialidad eco­
nómica para elevar el intercambio comercial recíproco a los más al­
tos niveles posibles. A su vez, es un importante "foco de conver­
f!encia" abierto al resto de los países del área latinoamericana que 
deseen, mediante una incorporación que .1urídicamente debe ser 
concebida en forma muy flexible, adherir a dicho man~en. Cabe 
destacar que no pueden los países aplicar restricciones de ninguna 
especie para los productos incluidos en dicho man~'en de preferen­
cia regional. .Esta nueva Institución ha sido analizada pormenori­
zadamente, desde el punto de vi.sta jurídico. en un trabajo del 
INTAL denominado: "Aspectos jurídicos 'vinculados al establecimien· 
to de un margen de preferencia regional". 

Nos remitimos a lo señalado en aquel documento. ya que en es· 
~a oportunidad no es nuestro propósito estudiar con detalle cada 
lI1strumento. 

Con todo, cabe señalar que el marg-en de preferencia regional 
del Tratado de Montevideo 1980, puede ser objeto de las normas 
complementarias que deseen ir introduciendo los paises miembros 
para dotarlo de mayor "seguridad jurídica" en su profudización 
y adecuado aprovechamiento. 

b) Los acuer.dos de alcance regional son aquellos en los que, ne­
cesariamente, participan todos los países miembros. Son, entonces, 
esencialmente multilaterales, globales, totalizadores. Se prefirió 
utilizar la expresión "regional", por cuanto en derecho internacio­
nal público una convención, instrumento o acuerdo es "multilate­
ral", por el solo hecho que participen en él, sea como suscriptores 
o adherentes, más de dos países (opuesto, simplemente, a bilateral) . 

1!IA efectos de la aplicación de los tratamientos diferenciales previstos en el 
Tratado de Montevideo 1980, se considerarán tres categorías de países: 

a) Países de menor desarrollo económico relativo: Bolivia, Ecuador y Pa­
raguay; 

b) Países de desanollo intermedio: Colombia, Chile, Perú, Uruguay y Vene­
zuela; 

c) Otros países miembros: Argentina, Brasil y México. 
Bajo la vigilancia del Tratado de Montevideo 1960, se aprobó la Resolución 

71 relativa a la "situación de los países de mercado insuficiente", que no con· 
tenía mecanismos precisos y diferenciados de aplicación, constituyendo más 
bien una declaración programática que, un estatuto legal. 
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Estos "acuerdos de alcance regional" aparecen en el Tratado de 
Montevideo 1980 mencionados en los artículos 4, 6, 18, 33 letra f, 35 
lera a. Asimismo, en las Resoluciones 1 artículo 4; y 3 artículo 313, 

El artículo 6 del Tratado de Montevideo 1980' señala que los 
acuerdos de alcance regional: "se celebrarán en el marco de los ob­
jetivos y disposiciones del presente Tratado, y podrán referirse a las 
materias y comprender los instrumentos previstos para los acuerdos 
de alcance parcia!". 

La norma anterior implica que los acuerdos de alcance regional 
pueden decir relación a los siguientes aspectos vinculados al per­
feccionamiento de la integración económica regional: 

- acuerdos comerciales; 
- de complementación económica; 
- agropecuarios; 
- de promoción de comercio; 

de cooperación científica y tecnológica; 
- de promoción del turismo; 
- de preservación del medio ambiente. 

Esta enumeración no es taxativa, y como se dijo, comprende ma· 
terias comunes tanto para los acuerdos de alcance regional como 
parcial (en estos últimos no participan todos los países miem­
bros). Más adelante señalaremos el contenido de cada tipo de es­
tos acuerdos. 

Resulta obvio señalar que mientras mayor sea el número de es­
tos acuerdos de alcance regional y más intenso el vínculo integra­
cionista que ellos promuevan, mayores serán las expectativas reales 
de orientarnos hacia el objetivo de establecer un mercado común 
regional. . 

Desde el momento que el Tratado de Montevideo 1980 estable­
ce un "área de preferencias económicas", se abre a la voluntad po­
lítica de los paises miembros un vasto espectro de posibilidades en 
orden a perfeccionar acuerdos de alcance regional en materias tan 
relevantes como el financiamiento del comercio recíproco (perfec­
cionamiento del Convenio de Compensación de Saldos y Créditos 
Recíprocos); como el de las facilidades para permitir el desplaza­
miento del capital regional dentro del área para la constitución de 
empresas conjuntas; como es el caso de la concertación de conve­
nías que impliquen un abastecimiento energético y de materias pri­
mas de índole prioritaria; igual sería el caso de un mecanismo pre-

1!ILa Conferencia de Evaluación y Convergencia tiene, entre otras facultades, 
la de "propiciar la negociación y concertación de acuerdos de alcance regional 
en los que participen todos los países miembros y que se refieran a cualquier 
materia objeto del presente Tratado", 

Por su parte, el Comité (que es un órgano permanente de la nueva Asocia­
ción) , debe: "promover la concertación de acuerdos de alcance regional". Con 
ese fin podrá "convocar reuniones gubernamentales", las que servirán para em­
prender negociaciones sectoriales o multisectoriales con la participación de too 
dos los países miembros para concertar acuerdos de alcance regional/, referidos 
básicamente a desgravaciones arancelarias. 
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ferencial de compras estatales o de participación en licitaciones o 
propuestas públicas. Estos ejemplos son meramente ilustrativos de 
las amplias perspectivas que ofrece el instrumento multilateral en 
comentario. 

c) Los acue1'dos de alcance pm'cial 

El Tratado de Montevideo 1960 hacía necesariamente multilatera­
les, esto es, extensivas a todos los paises miembros, las concesiones 
incorporadas en el Programa de Liberación. Ello fue un obstáculo 
que inhibió a Jos países a negociar con interés y expectativas cier­
tas de intercambio. Las profundas diferencias en las estructuras 
productivas de los estados socios hada temer a los países de "mer­
cado insuficiente" y con mayor razón a los de "menor desarrollo 
económico relativo" que las ventajas otorgadas fueran aprovecha­
das, en buena medida, por la Argentina, Brasil o México. La afir­
mación anterior se corrobora al examinar el hecho de que sólo un 
30% de las concesiones otorgadas en listas nacionales fueron apro­
vechadas. En el caso de las concesiones incluidas en las denomina­
das listas de ventajas no extensivas en favor de los países de menor 
desarrollo económico relativo el grado de aprovechamiento sólo 
alcanzó un 5%, 

La posibilidad de concertar acuerdos de alcance parcial entre los 
países de la Asociación Latinoamericana de Integración que con­
tengan compromisos que no se extiendan necesariamente a todos los 
estados participantes, fue uno de los temas más importantes que se 
plantearon en las denominadas "negociaciones colectivas" de ALALC, 

En aquella oportunidad, a este tipo de entendimientos se les deno· 
minaba "convenios por partes o grupos de países", Ahora bien, no 
es menos cierto que está latente la posibilidad de que mediante es· 
tos entendimientos pueda volverse a la situación de la década de 
los años cincuenta, que ofrecía en la región un panorama generali· 
zado propio de un bilateralismo estéril y agotado. De allí que atri­
buyamos una importancia decisiva a los mecanismos de "multilate­
ralización progresiva" que deben contener estos acuerdos parciales. 
Es necesario armonizar entonces, de una manera muy equilibrada 
y precisa, la necesidad real de perfeccionar estos acuerdos con el 
propósito multilateral irrenunciable de una integración regional 
global. 

El economista mexicano Miguel S. Wionezek atribuye el hechb 
que el Tratado de Montevideo 1980 carezca de mecanismos concre­
tos de convergencia de las acciones parciales, a la circunstancia de 
la nueva situación política y económica prevaleciente en el Cono 
Sur. En virtud de dicha circunstancia, se deja la armonización y la 
coordinación a las fuerzas del mercado14• 

"Trabajo inédito del autor, solicitado por el INTAL y que versa sobre "La 
evaluación del Tratado de ALADI y las perspectivas de las acciones de alcance 
parcial", 
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Como se dijo anteriormente, estos "acuerdos de alcance parcial" 
pueden versar sobre las mismas materias vistas al desarrollar el pun­
to anterior de este análisis comparativo. Esto es: puede haber acuer­
dos de alcance parcial comerciales; de complementadón económica; 
agropecuarios: de promoción del comercio; de cooperación cientí­
fica y tecnológica; de promoción del turismo; de preservación del 
medio ambiente. Reiteramos que esta enumeración no es taxativa. 

Los acuel'dos comercrales tienen por finalidad exclusiva la promo­
ción del comercio entre los países miembros, y se sujetarán a las nor­
mas específicas que se establezcan a su respecto (An. 10) . 

Los acuerdos de complementación económica tienen por objetivo, 
entre otros, promover el máximo aprovechamiento de los factores 
de la producción, estimular la complementación económica, asegu­
rar condiciones equitativas de competencia, facilitar la concurren­
cia de los productos al mercado internacional e impulsar el desarro· 
llo equilibrado y armónico de los países miembros. Estos acuerdos 
se sujetarán a las normas específicas que se establezcan al efecto. 
(Art. 11). 

Los acuerdos agropecuarios tienen por objeto fomentar y regular 
el comercio agropecuario intrarregional, debiendo contemplar ele· 
mentos de flexibilidad que tengan en cuenta las características.so­
cio-económicas de la producción de los países participantes. Estos 
acuerdos podrán estar referidos a productos específicos o a grupos 
de productos y podrán basarse en concesiones temporales, estaciona­
les, por cupos o mixtas o en contratos entre organismos estatales o 
paraestatales y se sujetarán a las normas específicas que se establez­
can al efecto. (Art. 12) . 

Los acuerdos de promoción de comercio están referidos a materias 
no arancelarias y tenderán a promover las corrientes de comercio 
intrarregionales, y se sujetarán a las normas básicas que se establez­
can al respecto. (Art. 13) . 

Los acuerdos de alcance parcial están reglamentados en la Reso­
lución 2 del Consejo de Ministros (agosto, 1980), Y para su análi­
sis debe tenerse presente que han de contener ciertas cláusulas de 
carácter jurídico obligatorio y otras normas de naturaleza legal facul· 
tativa. En este último aspecto, prima ampliamente el principio ju­
rídico de la autonomía de la voluntad de las partes contratantes. 

i) Cláusulas obligatorias de los acueTdos de alcance parcial 
- Deberán estar abiertos a la adhesión, previa negociación, de 

los demás países miembros. 
-Deberán contener cláusulas que propicien la convergencia a 

fin de que sus beneficios alcancen a todos los países 
miembros. 

- Contendrán tratamientos diferenciales en función de las tres 
categorías de países ya señaladas. 
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- Deberán tener un plazo mínimo de un año de duración, sal­
vo los acuerdos de complementación económica, que dura­
rán tres años a lo menos. 

ii) e láusulas facultativas de Los acuerdos de alcance pa1'eial 
- Podrán contener cláusulas que propicien la convergencia 

con otros países latinoamericanos. 
- La desgravación arancelaria que contengan podrá efectuarse 

para los mismos productos o subpartidas arancelarias, y so­
bre la base de una rebaja porcentual respecto de los gravá­
menes aplicados a la importación originaria de los países no 
participantes. 

- Podrán contener, entre otras, normas específicas en materia 
de origen, cláusulas de salvaguardia, restricciones no aran­
celarias, retiro de concesiones, renegociación de concesiones, 
denuncia, coordinación y armonización de políticas. 

El procedimiento para concertar tales acuerdos está contenido 
en el artículo 5Q de la mencionada Resolución 2/CM. No nos pare­
ce procedente, en esta oportunidad, entrar en análisis meramente 
reglamentarios. Con todo, cabe considerar que el procedimiento 
contemplado al efecto es mucho más rápido y flexible que el que se 
preveía en el ámbito de ALALC para la concertación de los Acuerdos 
de Complementación. 

4. VinculaátÓn externa de ALADI y nueva dimensión de la cláusula 
de la nación más favo1'cci1da 

4.l. En el Tratado de Montevideo 1960 la cláusula de la nación 
más favorecida tenía una aplicación ,incondicional. Esto es: las ven­
tajas, favores, franquicias, privilegios que aplicara una Parte Con­
tratante a un producto originario de o destinado a cualquier otro 
país, debía ser inmediata e incondicionalmente extendida al pro­
ducto similar de un país de ALALC. 

En torno al contenido y alcance del artículo 18 del Tratado de 
Montevideo 1960, se fue elaborando gradualmente una verdadera 
doctrina jurídica, producto de la cual se precisó su exacto campo 
de aplicación. Los juristas estudiosos de la materia llegaron a la 
conclusión que cada vez que un país de ALALC otorgaba una venta­
ja a otro país ajeno al esquema, podían gozar de ella los productos 
similares originarios de ALALC. La misma regla debía aplicarse 
cuando se concedieren ventajas los países de ALALC entre ellos mis­
mos al margen de los mecanismos negociadores normales del Tra­
tadode Montevideo. 

Dichos juristas estimaron que las concesiones otorgadas en las 
listas nacionales se extendían a todas las Partes Contratantes en vir­
tud de lo preceptuado en el artículo 4 del Tratado y no por la·me-. 
cánica propia del artículo 18, que consagra la cláusula de más fa-
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vor. Se sostuvo que, precisamente, el' mencionado artículo 18 tenía 
por objeto allegar un mayor número de productos al Programa de 
Liberación. Cualquiera que sea la interpretación jurídica que se 
elija, y sin ahondar en consideraciones doctrinarias, el hecho es que 
en el marco de ALALC la cláusula de más favor tenía una aplicación 
automática e incondiciona}1fi. 

4.2. En el Tratado de Montevideo 1980, esto es, en el ámbito de 
ALADI, la situación es radicalmente diversa en dos caSIos: 

a) los países miembros podrán concertar acuerdos de alcance 
parcial con otros países y áreas de integración económica de Ame­
Tica Latina cuyas concesiones no se harán extensivas a los demás 
miembros de ALADI, salvo a los países de menor desarrollo econó­
mico relativo. Incluso las concesiones podrán ser superiores a las 
convenidas entre sí por los países de ALADI en acuerdos parciales, 
en cuyo caso han de realizarse consultas con el fin de encontrar so­
luciones mutuamente satisfactorias. Los países miembros en el se­
no del Comité apreciarán multilateralmente estos acuerdos pacta­
dos facilitando la participación en ellos de otros países miembros de 
ALADI. Esta es la excepción "latinoamericana" de la cláusula de 
más favor, que encuentra así una aplicación "condicionada" en fa­
vor de la región. Los países que suscribieron el Tratado de Mon­
tevideo 1980 pero que posteriormente no lo ratifiquen, quedan, ob­
viamente, en condiciones de utilizar el artículo 25 para efectuar es­
te tipo de entendimientos. Creemos justificada esta disposición, ya 
que lo que se pretende es la constitución, a largo plazo, de un mer­
cado común regional. ALADI, representa más de! 9U% del territorio, 
de la población y del producto bruto latinoamericano, y debe ser el 
núcleo que permita, promueva y aglutine la convergencia. 

Estos acuerdos de alcance parcial dentro del ámbito latinoame­
ricano pueden referirse a las mismas materias vistas al analizar los 
acuerdos inter-ALADI. 

b) Los países miembros podrán concertar acuerdos de alcance 
parcial con otros paises en aesaTTollo o sus respectivas áreas de inte­
gración económica fuera de América Latina y las concesiones otor­
gadas tampoco se harán extensivas al resto de ALADIJ salvo en favor 
de los países de menOl- desarrollo económico relativo. También se 
harán extensivas si incluyen productos negociados dentro de ALADI, 
siendo superiores las ventajas negociadas con aquellos terceros. En 
esta excepción a la cláusula de más favor debe operar una declara 

""A propósito de ALALC, existen importantes estudios doctrinarios sobl'e la 
cláusula de la nación más favorecida: 

a) Secretaría de ALALC: "La cláusula de la nación más ~avorecida en el sis­
tema de ALALC". Sec./PA/Z, junio de 1973. b) Peña, Félix: "La cláusula de la 
nación más favorecida en el sistema jurídico de la Asociación Latinoamericana 
de Libre Comercio". Derecho Internacional Económico. Fondo de Cultura Eco­
nómica. Tomo 1, pp. 153-156. e) Diaz Albónico, Rodrigo: "La cláusula de la na­
ción más favorecida en un nuevo sistema de ALALC". Revista del INTAL N,os 45-46, 
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ción de compatíbilidad de parte de los países miembros en el seno 
del Comité .. 

Esta última excepción la podríamos denominar: "del mundo en 
desarrollo". No nos parece justificada y creemos que atenta contra 
la característica de área económica preferencial que quiere dársele 
a ALADI toda vez que un país puede darle a un estado ajeno a Amé­
rica Latina iguales ventajas que a sus socios de ALADI. 

4.3. La nueva dimensión de la cláusula de la nación más favore­
cida la encontramos en el artículo 44 del Tratado de Montevideo 
1980 que expresa que: "las ventajas, favores, franquicias, inmunida­
des y privilegios que los países miembros apliquen a productos 
originarios de o destinados a cualquier otro país miembro o río 
miembro, por decisiones o acuerdos que no estén previstos en el 
presente Tratado o en el Acuerdo de Cartagena, serán inmediata e 
incondicionalmentee extendidos a los restantes países miembros". 

El Tratado de Montevideo 1980 con esta disposición disipó cual­
quier interpretación jurídica que pudiese poner en duda la aplica­
ción de la cláusula en relación a las ventajas otorgadas en el ám­
bito subregional andino. 

Al mismo tiempo, queda en claro que el Acuerdo de Cartagena 
no es uno de los acuerdos previstos en el Tratado de Montevideo 
1980 y su ordenamiento juridico cobra plena autonomía en rela­
ción a ALADI tal como lo dispone, por lb demás, el Protocolo rela­
tivo al Tribunal de Justicia Andino16• 

4.4. En relación a la cláusula de la nación más favorecida pro­
pia de los capitales, está expresada de la siguiente forma: "Los _ca­
pitales procedentes de los países miembros de la Asociación goza­
rán en el territorio de los otros países miembros de un tratamiento 
no menos favorable que aquel que se concede a los capitales pro­
venientes de cualquier otro país no miembro, sin perjuicio de las 
previsiones de los acuerdos que puedan celebrar en esta materia 
los países miembros, en los términos del presente Tratado". (Ar­
tículo 48). Esto quiere decir que a los capitales de un país latino­
americano no miembro de ALADI podrían aplicársele las modalida­
des del artículo 25 (cláusula latinoamericana) y a los capitales 
procedentes de un país extra latinoamericano, pero en desarrollo, 
podrían aplicársele las modalidades del artículo 27 (cláusula mun­
do en desarrollo). 

III. PANORAMA INSTITUCIONAL DE LA NUEVA ASOCIACIÓN 

Es obvio que la organización institucional que decida dársele a un 
proceso de integración va a depender de los objetivos, instrumentos 

"'El párrafo final del artículo 38 del Protocolo que crea el Tribunal de Jus­
ticia del Acuerdo de Cartagena señala que: "tanto este Tratado como el del 
Acuerdo de Cartagena, tendrán vigencia de manera independiente de la vigen­
cia del Tratado de Montevideo". 
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y mecanismos del esquema. Resultaría inapropiado pretender el 
perfeccionamiento de un proceso muy ambicioso de integración que 
implicara, por e.jemplo, una programación económica conjunta o 
un alto grado de coordinación de políticas, con una organización 
primaria y tradicional propia de aquellos tratados internacionales 
clásicos. 

Asimismo, no parecería justificado estructurar instancias supra­
nacionales importantes para promover simples entendimientos co­
merciales desprovistos de mayor envergadura integracionista. 

Veinte años de vigencia de ALALC y el caso concreto del Acuerdo 
de Cartagena ofrecen una experiencia institucional para nuestra re­
gión, que debe considerarse en la evolución de la nueva Asociación. 

Sin entrar en un anáÍisis pormenorizado, llama la atención en el 
panorama institucional andino la aparición, desde 1979, de nuevas 
mstituciones de 'importante relieve político. Nos referimos tanto al 
Consejo de Ministros de Rehiciones Exteriores, como al denomina­
do Parlamento Andino. El primero de ellos, se perfecciona jurídi­
camente el 12 de noviembre de 1979 y se conoce como Consejo An­
dino. Sus funciones principales dicen relación tanto a la formula­
ción de la política exterior conjunta de los países miembros, como 
a su injerencia en el diseño de la "política general del proceso de 
integración subregional" recomendando las medidas que aseguU!n 
la concreción de sus fines y objetivos. Por otra parte, la reunión de 
Ministros de Relaciones Extenores es una instancia orientadora de 
todo el proceso andino que deberá tener en cuenta la coordinación 
de todos los convenios y acuerdos que conforman el sistema de la 
integración andina17 • 

El Parlamento Andino, por su parle, que es un "parlamento de 
parlamentos", al menos en su primera etapa, también tiene inje­
rencia en lo que respecta a "coadyuvar a la promoción y orienta­
ción del proceso de la integración subregional andina". Las atribu­
ciones del Parlamento comprenden asimIsmo el examen de la mar­
cha del proceso de integración subregional y la promoción de me­
didas y sugerencias "que coadyuven a la aproximación de las legis­
laciones nacionales". 

El trabajo del Profesor Ferrero se referirá a estos aspectos. 
El Tratado de Montevideo 1980 contempla en su Capítulo VI 

la organización institucional. 
Como órganos políticos de la nueva Asociación, señala el Conse· 

jero de .Müustros de Relaciones Exteriores (el Consejo); la Confe­
rencia de Evaluación y Convergencia (la Conferencia) y el Comité 
de Representantes (el Comité) . 

Los tres órganos son intergubernamentales y los representantes 
en ellos han de circunscribir su acción dentro de las instrucciones 
precisas que reciban al efecto. 

HAJ respecto, puede verse la publicación del INTAL: "El proceso de integra­
ción en América Latina en 1979", pp. 125 Y ss. 

32 



EL DERECHO DE LA II"TEGR,\CTÓN ANTE U:-'A NUEVA DÉcADA: ANÁLlSL~ , .. 

Debemos destacar que la estructura misma del Tratado le con­
fiere al principio de la "convergencia" una considerable importan­
cia; de allí que la labor de la Conferencia que deberá reunirse tri­
anualmente sea decisiva. La creación de una Conferencia, abocada 
a este aspecto tan relevante del proceso, como a la misión de "pro­
mover acciones de mayor alcance en materia de integracióneconó­
mica" es una innovación institucional importante en relación al es­
quema anterior. 

Consideramos que para que el órgano citado pueda cumplir ade­
cuadamente su misión es necesario que la Secretaria de la Asocia­
ción le presente informes técnicos exhaustivos sobre la materia, los 
que deben contener sugerencias muy claras que hayan sido discuti­
das previamente con los técnicos nacionales. De allí que creemos 
importante la norma señalada en el artículo 42 del Tratado en or­
den a que se considere la creación de un órgano auxiliar de consul­
ta integrado por "funcionarios responsables de la política de inte­
gración de los países miembros". 

En relación a las funciones del Consejo y del Comité, el nuevo 
Tratado no presenta innovaciones importantes en relación a las 
que les otorgaba el Convenio anterior a sus órganos principales. 

El artículo 43, en cambio, ofrece una alteración interesante 
frente a la situación,anterior, al señalar que tanto el Consejo, co­
mo la Conferencia y el Comité "adoptarán sus decisiones con el vo­
to afirmativo de Idos teTcios de l.os países miembros". Esta norma 
que aparece como una regla general de votación contiene impor­
tantes excepciones que dicen reJación a las siguientes materias más 
trascendentales: 

a) Enmiendas o adiciones al Tratado; 
b) Adopción de decisiones que correspondan a la conclusión po-

lítica superior del proceso; . 
c) FIjación y profundización de la preferencia arancelaria re­

gional; 
d) Multilateralización (conversión en acuerdos de alcánce re-

gional) de los acuerdos de alcance parcial; . 
e) Aceptación de la adhesión de nuevos países miembros; 
t) Reglamentación de las normas del Tratado; 
g) Adopción de medidas correctivas que surjan de las evalua­

ciones de la marcha del proceso de integración; 
h) :Fijación de las normas básicas que regulan las relaciones de 

la Asociación con otras asociaciones regionales, organismos o enti­
dades internacionales. 

Para estas materias y otras de menor importancia (carácter ad­
ministrativo) la votación será de dos tercios de votos afirmativos y 
sin que haya voto negativo. 

Otra innovación institucional interesante la constituye el hecho 
que la Secretaría como órgano técnico aparece robustecida, por 
cuanto puede formula?" propuestas a los órganos de la Asociación, 
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a través del Gomité y "orientadas a la mejor consecución de los ob· 
jetivos y al cumplimiento de las funciones de la Asociación", . 

Por otra parte puede "representar a la Asociación. ante otganis. 
mos y entidades internacionales de carácter económico con el obje­
to de tratar asuntos de interés común". 

Aparte de 'estas funciones de órgano de proposición y representa­
ción, el Tratado que crea ALADl permíte intervenir de una manera 
decisiva en el perfeccionamiento del proceso al organismo técnico 
mencionado al darle injerencia en dos aspectos vítales: 

- La evaluación periódica de su marcha, manteniendo un segui. 
miento permanente de las actividades emprendidas por la Aso­
ciación y de los compromisos de los acuerdos logrados en el 
marco de' la misma; 

'-c El análisis por iniciativa propia,para, todos los países, o a pe­
dido del Comité, del cumplimiento de los compromisos conve­
nidos. Asimismo, puede evaluar las disposic~ones legales de 
los países miembros que alteren directa o indirectamente las 
concesiones. pactadas. 

Creemos que estas atribuciones de "control técnico", a pesar de 
que no les señala una consecuencia jurídica precisa, pueden servir 
de importante apoyo al perfecciosamiento normal y correcto del 
proceso. A su vez, el cumplimiento adecuado de estas atribuciones 
le permitirá al Comité cumplir con sus funciones de: 

- Evaluar y orientar el funcionamiento del proceso; 
- Proponer fórmulas para resolver las cuestiones planteadas, por 

los países miembros, cuando fuera alegada la inobservancia de 
algunas de las normas o principios del. Tratado; 

- Apreciar multilateralmente o declarar la compatibilidad, se­
gún sea el caso, de los acuerdos parciales con países ajenos al 
esquema. 

Obviamente, esta acción de control técnico de la Secretaria ayu­
da a las labores de la Conferencia (examinar el funcionamiento 
del proceso y recomendar medidas correctivas de alcance multilate­
ral} , y por cierto al Consejo que decidirá, en definitiva, la cuestión. 

No nos encontramos en presencia de un procedimiento propio 
de lln sistema jurisdiccional para solucionar las controversias o in~ 
terpretar los CQmpromisos emanados de ALADI, pero sí frente a ins­
tancias técnicas y políticas que vigilan la correcta aplicación del 
Tratado. 

Finalmente, en relación al ordenamiento institucional de ALADI 

cabe formular una aspiración. En desarrollo del articulo ~2 del Tra­
tado que faculta la creación de órganos auxiliares de consulta, ase­
soramiento y apoyo .. técnico, es posible incorporar al esquema, de 
una manera orgánica ysistemática, al sector priYado regional. Tan-
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to a nivel "de cúpula", a través de reuniones periódicas de las or­
ganizaciones más representativas del comercio y la' producción en 
cada país, como a nivel sectorial, para promover entendimientos es­
pecíficos en áreas económicas concretas. 

De otra parte, el mismo artículo 42 del .Tratado de Montevideo 
1980 debe servir de marco jurídico adecuado para coordinar las 
labores de la Asociación con otras entidades regionales que de una 
manera muy estrecha se vinculan al proceso, como es el caso de 
CEPAL; del BID; del elES y del SELA. 

La experiencia institucional de América Latina nos lleva a pen­
sar que es necesaria una estrecha colaboración y coordinación en­
tre todas las instituciones que, según su ámbito de acción, se preo­
cupan del desarrollo, de la cooperación ·,.0 de la integración del 
área. Parece ser la manera más eficaz de evitar la dispersión de es­
fuerzos y de aprovechar al máximo las experiencias y los aportes de 
cada cual. En este aspecto, parecería haber llegado el momento de 
estructurar un verdadero "sistema" institucional para la región, 
donde las instituciones de estudio y análisis; de financiamiento; . de 
proposición y ejecución de la integración y de las distintas modali­
dades de cooperación se coordinen más estrechamente. 
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EL DERECHO DE LA INTEGRACION LATINO­
AMERICANA FRENTE A LA NUEVA DECADA, 

CON PARTICULAR REFERENCIA A LA 
INTEGRACION SUBREGIONAL ANDINA 

Eduardo FeTrero Costa 

1. LA ALALC y EL ACUERDO DE INTEGRACIÓN SUBREGlONAL ANDINA 

En la década del sesenta, frente a la idea inicial de la ALALC como 
una zona de libre comercio que podría conducir aun sistema único 
de integración global, los Países Andinos fueron apreciando pau­
latinamente las limitaciones de la ALALC y la necesidad de adoptar 
decisiones que tuvieran en cuenta su situación especial en la región, 
que los caracterizaba como Países de mercado insuficiente y de me­
nor desarrol1o relativo. 

l.a) Creación del Acue1'do de Cartagena. 

Luego de diversos antecedentes que contribuyeron a la idea de ce­
lebrar acuerdos de integración subregional más completos, parale. 
los al proceso global de integración latinoamericana1, el 26 de mayo 
de 1969 los Plenipotenciarios de Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador 
y Perú suscribieron el Acuerdo de Integración Subregional o Acuer­
do de Cartagena2, Después que el órgano pertinente de la ALALC 
declaró la compatibilidad del Acuerdo con el Tratado de Monte­
videos y a partir de la ratificación formal del Tercer Estado Miem-

'Entre estos antecedentes destacan la Declaración de Bogotá, suscrita el 16 
de agosto de 1966 por los Presidentes de Colombia, Chile y Venezuela y los re· 
presentantes de los Presidentes de Ecuador y Colombia, así como la Declara­
ción de los Presidentes de América, suscrita el 14 de abril de 1967 en la Re­
unión de Jeies de Estados Americanos celebrada en Punta del Este. Asimismo, 
son relevantes las Resoluciones 202 y 203 del Consejo de Ministros de la ALALC 

adoptadas en el Sexto Período de Sesiones Extraordinarias de la Conferencia 
de las Partes Contratantes, celebrada del 28 de agosto al 2 de septiembre de 
H!67, en Asunción, También la Resolución 222 (Vll) de la Conferencia de las 
Partes Contratantes adoptada en el Séptimo Período de Sesiones Ordinarias, ce­
lebrados del 23 de octubre al 18 de diciembre de 1967, en Montevideo. 

"Véase el Texto Oficial Codificado del Acuerdo de Cartagena, aprobado por 
la Decisión 147 de la Comisión del Acuerdo en el XXIV Período de Sesiones Ex­
traordinarias de la Comisión del 3 al 7 de septiembre de 1979. 

"Resolución 179 del 9 de julio de 1969 del Comité Ejecutivo Permanente de 
la ALALC. Adicionalmente, sobre el tema de la compatibilidad, véase Emilio 
Cárdenas y Félix Peña: "Los Acuerdos Subregionales y el Tratado de Montevi-
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bro, el Acuerdo de Cartagena entró en vigencia el 16 de octubre 
de 19694. 

La estrecha relación jurídica inicial del Acuerdo de Cartagena 
con el Tratado de Montevideo y la característica del Acuerdo de 
ser un convenio derivado del Tratado de Montevideo se despren­
den de] contenido mismo de dicho Tratado, de las resoluciones de 
la ALALC y del Texto del Acuerdo de Cartagena. También se ad· 
vierte de la práctica inicial adoptada por los mismos Miembros del 
Acuerdo al haber condicionado su vigencia a la Declaración de Com­
patibilidad del Comité Ejecutivo Permanente de la ALALC. 

Si bien el Acuerdo de Cartagena surgió como un Convenio deri­
vado de la ALALC, el Acuerdo era mucho más completo en sus ob· 
.ietivos, mecanismos y alcances. Así con el Acuerdo de Cartagena se 
inició uno de los procesos de integración más originales, profundos 
y complejos habidos hasta la fecha entre países en desarrollo. 

Tal como señala el Texto Constitutivo, el gran objetivo del 
Acuerdo es promover el desarrollo equilibrado y armónico de los 
Países Miembros y acelerar su crecimiento mediante la integración 
económica, para lograr una distribución equitativa de los beneficios 
derivados de la integración de modo de reducir las diferencias exis· 
tentes. 

Además, el Acuerdo también proclama como objetivo facilitar 
la participación de los Países Miembros en el proceso de Integra­
ción Latinoamericana previsto en el Tratado de Montevideo y es­
tablecer condiciones favorables para la conversión de la ALALC en 
un mercado común; todo ello, con la finalidad de procurar un me· 
joramiento persistente en el nivel de vida de los habitantes de la 
Subregión Andina5• 

l.b) Mecanismos del AcuenLo de Ca1"tagena. 

Para lograr sus objetivos, el Acuerdo de Cartagena diseñó diversos 
mecanismos, novedosos y complementarios entre sí, que superaban 
ampliamente a los instrumentos iniciales de otros modelos de in­
tegración dirigidos principalmente a liberizar el Comercio ZonalG• 

Un primer grupo de mecanismos, orientados principalmente a la 
creación de una unión aduanera, consiste en un Programa de Libe­
raóón conducente a eliminar los gravámenes y restricciones sobre 
la importación de productos originarios de los Países Miembros, si· 
multáneamente con un proceso de desarrollo industrial de la sub· 
región mediante la ejecución conjunta de Programas Sectoriales de 

deo", en "La Dimensión Jurídica de la Intef5l<ación", lNTAL, Buenos Aires. 1973, 
pp. 124 a 142. 

'El Tercer País Miembro que 10 ratificó fue el Perú. 
"Acuerdo de Cartagena: artículos 1 y 2. 
·Para efectos del ordenamiento de los mecanismos, nos hemos basado en la 

clasificación mencionada en GAlvez, José Luis y Llosa, Augusto, en: "Dinámica 
de la Intcf5l'ación Andina'.', Ediciones Banco Popular del Perú, Lima. 1974. 
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Desarrollo Industrial. Estos dos mecanismos se complementan nece­
sariamente con una protección común de los Estados Miembros 
frente a terceros países mediante un Arancel Externo Común y la 
adopción de Normas Especiales para la Calificaci6n del Origen de 
las Mercaderías producidas en la Subregión7• 

Un segundo grupo de mecanismos previstos en el Acuerdo, tan 
importantes como los anteriores, pero inclusive de más difícil im­
plementación práctica, son las medidas relativas a la armonización 
de poHticas. En este sentido, el Acuerdo de Cartagena establece que 
los Países Miembros adoptarán una estrategia para el Desarrollo de 
la Subregión, iniciarán un proceso de coordinación de los Planes 
Nacionales de Desarrollo en sectores específicos y armonizarán sus 
políticas económicas y sociales. Adicionalmente, el Acuerdo regula 
expresamente la obligación de los Países Miembros de adoptar cier­
tas armonizaciones específicas, entre las que son relevan tés el Ré­
gimen Común sobre Tratamiento a los Capitales Extranjeros y el 
Régimen Uniforme para las Empresas Multinacionales8• 

Por último, un tercer grupo de mecanismos está orientado a esta­
blecer medidas de corrección de la realidad dispar existente entre 
los países de la subregi6n. Entre tales mecanismos destaca la 
adopción de un Régimen Especial de Tratamiento para Bolivia y 
el Ecuador, cuyo objetivo es disminuir gradualmente las diferen­
cias en el grado de desarrollo económico de estos dos Estados en 
relación a los demás países de la subregión. Además, el Acuerdo 
contempla la adopción de políticas y planes en el Sector Agropecua­
rio, en el campo financiero y programas de integración física, prin­
qipalmente en los sectores de la energía, los transportes y las comu­
nicacionestl • 

Ahora bien, para efectos de implementar los mecanismos y lograr 
los objetivos propuestos, los Países Miembros tuvieron que diseñar 
un sistema jurídico especial, creando órganos que se han ido com­
plementando gradualmente. Se ha generado un ordenamiento jud­
dico propio, de características especiales, que constituye un reto 
permanente a las instituciones tradicionales del Derecho Interna­
cional en general y del Derecho de Integración en especial. Sin 
agotar el tema, a continuación se presentan algunos de estos aspec­
tos jurídicos, con referencia a los órganos del sistema de integración 
subregional andino tal como han ido apareciendo en el tiempo, 
para luego proyectar algunas de las situaciones jurídicas que po­
drían ocurrir en, la próxima década. 

'Acuerdo de Cartagena: Capítulos IV, v, VI, VIII, IX Y x. 
"Acuerdo de Cartagena: Capítulos III y XII.' Además, véase Decisiones 24 y 

46 de la Comisión del Acuerdo. 
"Acuerdo de Cartagena: Capítulos VlJ, XI, XU y XIII. 
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2. LA ESTRUCTURA JURÍDICA DE LA INTEGRACIÓN SUBREGlONAL EN LA 

PRIMERA DÉCADA . 

Aun cuando es difícil sistematizar en etapas el desarrollo de he. 
chos económicos, y políticos complejos, desde un punto de vista de 
estructura jurídica y bajo la perspectiva del marco institucional, se 
aprecia en términos generales, una primera etapa de. formación y 
consolidación interna del proceso de .integración subregional an­
dino. Esta etapa se. desenvuelve desde la creación del Acuerdo de 
Cartagena en 1969, hasta la Reunión de los Presidentes de los Pai­
ses Miembros, celebrada 10 años después en la misma ciudad que 
dio origen al Acuerdo1o. 

Durante esta etapa, el sistema de integración subregional desple­
gó una intensa actividad interna y pasó por períodos políticos di­
fíciles, producto de la situación de los Países Miembros y del im­
pacto del marco externo. Luego de los primeros años iniciales, el 
Acuerdo de Cartagena se robusteció en 1973 con la adhesión de 
Venezuelall. No obstante, en los años siguientes se enfrentó un pe­
ríodo difícil y de vicisitudes no previsibles, que condujeron en 
1976, al retiro voluntario de Chile del Acuerdo de Cartagena12• 

Los atrasos en los plazos previstos para la implementación de los 
mecanismos, los desbalances entre ciertos mecanismos de aplicación 
automática y otros que requerían negociación entre los Países Miem­
bros, el mayor énfasis inicial puesto en algunos mecanismos en per­
juicio de otros y la rigidez de algunas estipulaciones del Acuerdo; 
entre otros factores, llevaron a los Paises' Miembros a modificar 
ciertos plazos y realizar ajustes, reformándose así el Acuerdo de Car­
tagena mediante los Protocolos de Lima y de Arequipa de 1976 y 
de 1978, respectivamente111• 

En forma paralela a los acontecimientos económicos y políticos, 
en la primera década se inició el proceso de consolidación del or­
denamiento .iurídico del Acuerdo y de sus órganos principales. 

'·Para 'una evaluación integral y completa de esta primera elapa, véase Jun­
ta del Acuerdo de Cartagena: "Evaluación del Proceso de Integración 1969-1979", 
(172 páginas y sus 10 Anexos Técnicos). Unidad de Comunicaciones de la Jun­
ta del Acuerdo de Cartagena, Lima, 1979. 

JlVenezue1a depositó su instrumento de adhesión en la Junta del Acuer­
do el 31 de diciembre de 1973. También en este caso el Comité Ejecutivo Per­
manente de la ALALC, mediante Resoluciones 292 y 293. declaro la compatibili­
dad eon el Tratado de Montevideo del Instrumento y de los términos de la ad­
hesión de Venezuela al Acuerdo de Cartagena. 

1.!lMediante la Decisión 102 de la Comisión cesaron' p~ra Chile sus derechos 
y obligaciones derivados del Acuerdo de Cartagena. 

"El Protocolo de Lima fue suscrito el 30 de octubre de 1976 y el Protocolo 
de Arequipa el 21 de abril de 1978. ' ' 
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2.a) La Comisión. 

De los órganos principales, la Comisión es el órgano máximo, cons­
tituida como la instancia política y el órgano de decisión. Su ca, 
rácter intergubernamental se adyierte al estar integrada por repre­
sentantes P1enipc:>tenciarios de cada uno de los Gobiernos de los 
Países Miembrosu . , 

A la Comisión. Que se pronuncia a través de Decisiones, se le 
otorgaron principalmente compet_encias de carácter ejecutivo y de 
carácter normativo; estas Ílltimas, daro está, dentro del marco de 
los obi~tivos del Acuerdo y de las competencias delegadas por los 
Países Miembros. Así. a la Comisión le corr~sponde formular la 
política general del Acuerdo y adoptar las medidas necesarias para 
el logro de sus obletivos, aprobar las normas indispensables para 
hacer posibles la coordinación de los planes de desarrollo y la ar­
monización de las políticas de desarrollo de los Países Miembros, 
aprobar o enmendar las proposiciones de la Junta y conocer y re­
solver todos los demás asuntos de interés común. 

Además, a la Comisión también le corresponde velar por el 
cumplimiento armónico de las obligaciones derivadas del propio 
Acuerdo y del Tratado de Montevideo. Complementariamente. tie­
ne la función de llevar a cabo los procedimientos diplomáticos de 
solución de controversias, tales como la negociación, buenos oficios. 
mediación y conciliación. cuando fuere necesario en el caso de dis­
crepancias en la interpretación o ejecución del Acuerdo o de las 
Decisiones de la Comisión15 . En consecuencia, conforme al diseño 
original, a la Comisión también se le otorgaron ciertas competen­
cias jurisdiccionales. dándole la facultad de actuar "como órgano 
contralor de ]a legalidad del Acuerdo" y como "órgano que resuel· 
ve todos aquellos otros problemas derivados de la aplicación e in­
terpretación de sus disposiciones que no sean de competencia de 
otros órganos"16. 

2.b) La Junta. 

La Junta es el órgano técnico comunitario del Acuerdo, de carác­
ter permanente, compuesta por tres :Miembros. A diferencia de la 
Comisión, la Junta debe actuar únicamente en función de los in­
tereses de la Subregión en su conjunto17 • 

"Acuel-do de Cartagclla: Capítulo 11, Sección A. 
"Acuerdo de Cartagcna, Artículo 2.3. 
"IVillagrán Kramer, Francisco: "Sistematización de la Estructura Jurídica del 

Acuerdo de Cartagena", en "La Dimensión Jurídica de !a Integración", INTAL, 

Buenos Aires, 1973, p. 166. Además, véase Garda Amador, F. V.: "El Ordena­
miento Jurídico Andino - Un Nuevo Derecho Comunitario", Ediciones DEPAL­

MA, Bucnos Aires, 1977. 
lSAcuerdo de Cartagena: CapItulo I1, Sección B. 
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No obstante que la Junta tiene principalmente facultades de ca­
rácter técnico, se le conceden atribuciones especiales que van más 
allá de dichas funciones. En efecto, el Acuerdo preceptúa que la 
Junta debe velar por la aplicación del Acuerdo y el cumplimiento 
de las Decisiones y Mandatos de la Comisión. Más aún, la Junta 
disfruta de ciertas competencias de carácter normativo, correspon­
diéndole dictar Resoluciones en su función reguladora del Acuerdo 
y de las Decisiones de la Comisión1S• 

Asimismo, la Junta efectúa estudios y presenta a la Comisión 
proposiciones destinadas a facilitar o acelerar el cumplimiento del 
principio de distribución equitativa de los beneficios de la integra­
ción, recomendando a la Comisión las medidas correctivas que fue­
sen necesarias. 

2.c) Los Organos Auxiliares y los Consejos. 

Complementariamente a los órganos principales, el Acuerdo de Car­
tagena contempla como órganos auxiliares a un Comité Consultivo, 
integrado por representantes de los Países Miembros, así como a 
un Comité Asesor Económico y Social integrado por representantes 
de los empresarios y de los trabajadores19• 

Adicionalmente, desde el inicio la Comisión fue creando diver­
sos Consejos para asuntos específicos, constituidos por representan­
tes de alto nivel de las instituciones nacionales encargadas de for­
mular y ejecutar los planes de desarrollo y las políticas sectoriales. 
En tal virtud, se han creado los Consejos de Planificación, Mone­
tario y Cambiarío, de Financiamiento, de Política Fiscal, de Co­
mercio Exterior, de Turismo, de Asuntos Sociales, de Salud, de In­
tegración Física, de Estadística y el Consejo Agropecuari02o. Los 
Consejos tienen el objeto de facilitar la armonización de las polí­
ticas económicas y sociales de los Países Miembros y coordinar sus 
planes de desarrollo, así como de mantener una estrecha vincula­
ción entre los organismos nacionales competentes y los órganos del 
Acuerdo de Cartagena. 

Los Consejos y los Comités, en su calidad de órganos auxiliares, 
emiten recomendaciones o informes que no obligan a los órganos 
principales del Acuerdo ni a los Países Miembros. En el caso del 
Comité Asesor Económico y Social su Reglamento señala expresa· 
mente que "los órganos principales deberán considerar los infor­
mes del Comité, aun cuando la aceptación de sus planteamientos 
sea facultativo para el1os"21. 

'''Villagrán Kramer, }o'rancisco, op. cit. pp. 180·184. 
'"Acuerdo de Cartagena: Capítulo I1, Sección C y Decisión 17 de la Comisión. 
"'Decisiones de la Comisión N.os 22, 36, 39, 68, 71 Y 76. . 
"'Artículo 16 del Reglamento del Comité Asesor Económico y Social, aproba­

do por la Decisíón 17 de la Comisión. 
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2.d) Los Convenios sobre aspectos sociales, culturales y iinancieros. 

Aun cuando el Acuerdo de Cartagena estableció mecanismos acen­
tuados en el área de la integración económica, el proceso de inte­
gración también tiene objetivos sociales. Consecuentes con la "fina­
lidad del Acuerdo de procurar un mejoramiento persistente en el 
nivel de vida de los habitantes de la Subregión", los Países del Gru­
po Andino han celebrado tres tratados vinculados con aspectos cul-
turales y sociales. . 

En este sentidó, el primer tratado es el convenio Andrés Bello, 
suscrito en 1970, con el' propósito de acelerar el desarrollo integral 
de los países mediante esfuerzos mancomunados en la educación, 
la ciencia y la cultura, a fin de que los beneficios derivados de la 
integración cultural aseguren el desenvolvimiento armónico de la 
Región y la participación consciente del pueblo como actor y bene­
ficiario de dicho proceso22 • El segundo está representado por el 
Convenio Hipólito Unanue, celebrado en 1971, con el objeto de 
mejorar la salud humana en los Países del Area Andina, para lo 
cual estos países se han comprometido a dar carácter prioritario a 
la solución de los problemas de salud que los afectan en forma se­
mejante23• Finalmente, el tercero es ei Convenio Simón Rodríguez, 
aprobado en 1973, que propone adoptar estrategias y programas en 
el campo sociolaboral, que orienten la actividad de los organismos 
Subregionales y nacionales para que los objetivos globales del 
Acuerdo de Cartagena repercutan integralmente en el mejoramiento 
de las condiciones de vida y de trabajo de los países del Grupo 
Andino24 • 

. En adición a los COllvenios Sociales y Culturales, los Países Miem­
bros del Acuerdo también han celebrado convenios en el campo fi­
nanciero. Así, se debe tener en cuenta a la CorporacióIi Andina de 
Fomento (CAF) , constituida en 1968 como el Organismo Financiero 
encargado de impulsar la integración subregional25• Posteriormente, 
en 1976, los Estados Miembros del Acuerdo suscribieron el Conve­
nio Constitutivo del Fondo Andino de Reservas. El Fondo tiene 
por objetivo acudir en apoyo de las Balanzas de Pagos y de la li­
quidez de las inversiones en reservas internacionales de los Países 

""El Convenio Andrés Bello fue suscrito en Bogotá el 31 de enero de 1970, 
por los representantes de Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú y Venezuela. 

""El Convenio Hipólito Unanue fue suscrito en Lima el 18 de diciembre de 
1971 por los representantes de Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú y Vene­
zuela. 

"El Convenio Simón Rodríguez fue suscrito en Caracas el 26 de octubre de 
1973 por los representantes de Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Perú y Ve­
nezuela. 

""El Convenio Constitutivo de la Corporación Andina de Fomento (e,u) fue 
suscrito en Bogotá el 7' de febrero de 1968. por los representantes de Bolivia, 
Colombia, Chile. Ecuador. Perú. y Venezuela. En agosto de 1977 Chile se reti-
ró de la Corporación Andina de Fomento. . 
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Miembros. Igualmente, pretende contribuir a la armonización de 
las políticas cambiarías, monetarias y financieras, en coordinación 
con los órganos principales del Acuerdo26• 

Los diversos Convenios sobre aspectos culturales, sociales y finan­
cieros trazan políticas a seguir por los Países Miembros en sus cam­
pos específicos de acción. Los Convenios no forman parte del 
Acuerdo de Cartagena e inclusive Chile es miembro de los Conve­
nios Andrés Bello e Hipólito Unanue, mas no así de los otros 
Convenios. Además, cada Convenio establece mecanismos separados 
y órganos propios para velar por el cumplimiento y la aplicación de 
sus fines específicos. 

3. LA AMPLIACIÓN DE LA ESTRUCTURA JURÍDICA DE LA INTEGRACIÓN 

SUBREGIONAL 

Con los Convenios antes mencionados no se agotó la estructura 
jurídica institucional del sistema de integración. A partir de 1979 
empezó una nueva etapa que aún está en proceso de conforma­
ción. En ese año, mediante el Mandato de Cartagena, los Presiden­
tes de los cinco Países Miembros del Acuerdo reiteraron la volun­
tad política de sus Estados para continuar con el proceso de inte­
gración subregional e imprimieron nuevas directivas económicas a 
fin de lograr una implementación balanceada y coherente de sus 
mecanismos. Asimismo, orientaron el proceso de integración hacia 
su marco externo, destacaroJl el significado social y el sentido emi­
nentemente poIftico del proceso de integración subregional andino 
y acordaron completar la estructura institudonal27 • 

3.a) El Trat(JJrJ,o del Tribunal Andino 

La nueva etapa que ha iniciado el proceso de integración subre­
gional en su dimensión jurídica, está tipificada, en primer lugar; 
por la adopción en 1979 del Tratado del Tribunal de Justicia del 
Acuerdo de Cartagena28. 

El Tratado, cuando entre en vigor, será de importancia funda­
mental para la institucionalización del proceso por varios motivos. 
De un lado, precisa cuál es el ordenamiento jurídico del Acuerdo 
de Cartagena y define aspectos legales que habían sido materia de 

"El Convenio Constitutivo del Fondo Andino de Reservas fue suscrito en 
Caracas el 12 de noviembre de 1976 por los representantes de Bolivia, Colom­
bia, Ecuador, Perú y Venezuela. 

"'El Mandato de Cartagena fue suscrito por los Presidentes de las Repúblicas 
de Bolivia, Colombia, Perú y Venezuela y el Presidente del Consejo Supremo 
de Gobierno del Ecuador, el 28 de mayo de 1979, en la ciudad de Cartagéna. 

""El Tratado que crea el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena" fue 
aprobado también el 28 de mayo de 1979, simultáneamente con el Mandato de 
Cartagena. Al 30 de noviembre de 1980 el Tratado aún no estaba vigente. por 
faltar la ratificación de Venezuela. Véase su texto en Junfdi 402. del 29 de 
mayo de 1979. 
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diversa interpretación por los PaíSes Miembros. De otro lado, el 
Tratado proclama la autonomía jurídica del Acuerdo de Cartagena 
al declarar que tendrá vigencia de manera independiente del Tra­
tado de Montevideo. 

Además, el Tribunal de Justicia completa el marco institucio­
nal del Acuerdo, al habérsele otorgado competencias jurisdicciona­
les fundamentales, delegadas por los Países Miembros en ejercido 
de su soberanía. En este sentido, corresponde al Tribunal declarar 
la nulidad de las Decisi9nes de la Comisión y de las Resoluciones 
de la Junta dictadas en violación del ordenamiento jurídico del 
Acuerdo de Cartagena. Igualmente. tiene la facuItad de interpretar 
dichas normas por vía prejudicial con el fin de asegurar su apli­
cación uniforme entre los Países Miembros. Compete también al 
Tribunal pronunciarse sobre los incumplimientos de las normas 
del Acuerdo. 

3.b) La dimensión política: El Pa1'1<lmento 'y el Consejo Andino. 

Otro aspecto que caracteriza esta nueva etapa 'iurídica del procew 
de integración, es la acción política desarrollada por los países de 
la Subregión Andina. 

Al más alto nivel político, los Presidentes de la República han 
formulado declaraciones de política general del proceso de integra­
ción andina, como es el caso del Mandato de Cartagena, del Acta 
de Panamá y de la Declaración de Lima29. Estas Declaraciones se 
hah convertido en directivas impartidas a las instituciones del sis­
tema de integración para el mejor cumplimiento de sus· objetivos. 
Inclusive, se han llegado a aprobar declaraciones políticas sobre li­
neamientos generales, en defensa de principios· de Derecho Inter­
nacional, tal como se desprende de la Carta de Conducta suscrita 
por los Presidentes en la Reunión de Riobamba de septiembre de 
19803°. 

Dentro de la nueva dimensión política, en octubre de 1979 se 
suscribió el Tratado Constitutivo del Parlamento Andino, que to­
davía no est:í. vigente!ll. El nuevo Organismo se visualiza como una 
institución política orientada a la supervisión general del proceso 

""El Acta de Panamá fue suscrita el 2 de octubre de 1979 por los Presiden­
tes de las Repúblicas de Bolivia, Colombia, Perú, Venezuela y el representante 
personal del Presidente del Ecuador. La Declaración de los Pre~identes de Li­
ma fue suscrita el 28 de julio de 1980 por los P¡'esidentes de Colombia, Perú y 
Venezuela, el representante personal del Presidente de Ecuador, el Presidente 
de Costa Rica, un Miembro de la ,Junta de Gobierno de Nicaragua y el Presiden­
te del' Gobierno de España. 

"La Carta de Conducta fue suscrita el II de septiembre de 1980 por los 
Presidentes de Colombia, Ecuador, Venezuela y el Representante Personal del 
Presidente del Perú. 

I!1EI Tratado constitutivo del Parlamento Andino fue adoptado el 25 de oc­
tubre de 1979 en La Paz. V(-ase en Documento Junfdi 493, del 20 de agosto 
de 1980. 
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de integración subregional. Sus propósitos son, entre otros, coadyu· 
var a la promoción y orientación del proceso de integración sub re­
gional andina, sustentar en la subregión andina el pleno imperio 
de la libertad, de la justicia social y de la democracia, velar por el 
respeto de los derechos humanos y fomentar el desarrollo e inte­
gración de la comunidad latinoamericana. 

El Parlamento Andino no tiene funciones legislativas, propia­
mente dichas. Más bien, emite recomendaciones respecto a las ma· 
terias relacionadas con sus propósitos y sus atribuciones. 

Por otra parte, formalizando reuniones ya realizadas con ante· 
rioridad, en noviembre de 1979 los Cancilleres del Grupo Andino 
suscribieron el instrumento Constitutivo del Consejo de Ministros 
de Relaciones Exteriores del Grupo Andin032• 

El Consejo Andino es un órgano eminentemente político, que 
tiene como atripuciones las de formular la política exterior conjunta 
de los Países Miembros, orientar y coordinar la acción externa de 
los diversos órganos del sistema andino, contribuir a la formulación 
de la política general del proceso de integración sub regional y reco­
mendar ·las medidas que aseguren la consecución de sus objetivos. 
Asimismo, le corresponde determinar los medios para la ejecución 
de las acciones de la polftica exterior conjunta y establecer los ni­
veles de coordinación y consulta más- apropiados para asegurar su 
plena aplicación. 

Debido a su especial conformación política, el Consejo Andino 
ha realizado intensa actividad desde su inicio. A ello ha contribuido 
su naturaleza jurídica especial, ya que a diferencia de los tratados 
constitutivos del Tribunal Andino y del Parlamento Andino, el 
instrumento constitutivo del Consejo Andino no quedó sujeto a 
ratificación, habiendo entrado en vigencia en la oportunidad en 
que así lo determinaron los Plenipotenciarios de los cinco Estados 
Miembros. 

S.e) La acción internacional del Grupo Andino. 

La tercera característica de la nueva etapa institucional surgida en 
el proceso de integración subregional, se advierte por la dinámica 
acción internacional desplegada por el Grupo Andino en los últi· 
mos dos años. 

El Grupo Andino ha actuado intensamente tanto a nivel polí­
tico como económico, habiendo logrado en la práctica un cierto 
reconocimiento internacional como interlocutor válido para las re­
laciones económicas y políticas de la subregión, en especial dentro 
del ám bi to latinoamerican033 • 

""El Instrumento Constitutivo del Consejo Andino fue suscrito el 12 de no­
viembre de 1979, en Lima. Véase su Texto en DocumenLO Jun/di 494, del 26 
de agosto de 1980. 

""Véase Documento e P L/IV (di), del 19 de mayo de 1980, Junta del Acuer· 
do de Cartagena. 
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En el plano poIftico, por ejemplo, el Grupo Andino asumió una 
decidida posición conjunta en el caso de Nicaragua34 • En el plano 
económico está actuando unificado en ciertas conferencias interna­
cionales y está celebrando reuniones o acuerdos con los gobiernos 
de los países más desarrollados de América Latina. En este sentido, 
a comienzos de 1980 el Grupo Andino ha suscrito un Memorándum 
y un Acta de Entendimiento con Brasil y Argentina, respectiva­
mente35• 

Asimismo, con el Gobierno de los Estados U nidos se ha firmado 
a fines de 1979 un Memorándum de Entendimiento y un acuerdo 
comercial sobre concesión recíproca de algunas ventajas comerciales. 
Dentro de este acuerdo se contempla el uso por Ecuador y Vene­
zuela del Sistema General de Preferencias de los Estados Unidos, 
conservando estos Estados su permanencia en la OPEP. De esta ma­
nera, dos miembros del Grupo Andino lograron una ventaja que 
no les habia sido posible alcanzar unilateralmente, lo que demues­
tra la conveniencia de una acción concertada36• 

4. EL DERECHO DE LA INTEGRACIÓN SUBREGIONAL PARA LA PRÓXIMA 
DÉCADA 

Tal como se puede advertir, desde la creación del Acuerdo de Car­
tagena en 1969 hasta la actualidad, los Países Miembros han am­
pliado su marco de acción y están estableciendo otros órganos com­
plementarios a los órganos iniciales, en función a las nuevas nece­
sidades presentadas y a las experiencias obtenidas en el desarrollo 
del proceso de integración. 

En resumen, conjuntamente con la consolidación de los órganos 
iniciales del Acuerdo, como son la Comisión, la Junta, los Comités 
y luego los Consejos, el desenvolvimiento del proceso de integra­
ción hizo necesaria la creación del Tribunal Andino como órgano 
principal del Acuerdo, de carácter jurisdiccional. Además, los paí­
ses andinos han celebrado convenios independientes entre sí, a fin 
de ampliar el proceso de integración a las áreas de la educación, 
la ciencia y la cultura, la salud y los aspectos sociolaborales. Igual­
mente, se han vinculado mediante convenios financieros y de coope­
ración para la Balanza de Pagos. Finalmente. la complejidad del 
Sistema de Integración aumentó con la creación del Parlamento 
Andino y del Consejo Andino, a lo cual se agregan las directivas 
políticas que periódicamente están impartiendo los Presidentes de 
los Países Miembros. 

"'Declaraciones de los Presidentes del 28 de mayo de 1979 y de los Cancille­
res, del 8 Y 16 de junio de 1979. 

""Acta de Entendimiento suscrita entre el Consejo Andino y Argentina" el 14 
de mayo de 1980' en Quito, y Memorándum de, Entendimiento suscrito entre el 
Consejo Andino y Brasil, el 17 de enero de 1980, en Lima. 

"Memorándum de Entendimiento suscrito el 21 de noviembre de 1979 en 
Washington, y Acuerdo Comercial suscrito el 14 de diciembre de 1979, en Lima. 
entre la Comisión del Acuerdo de Cartagena y los Estados Unidos de América. 
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Ahora bien, si evaluamos los aspectos institucionales de los dis­
tintos organismos antes mencionados, advertimos una diferente es­
tructura y ordenamiento jurídico en cada uno dé dichos organismos, 
un grado distinto de cumplimiento de las normas dictadas, y en al­
gunos casos, los Organismos no tienen la capacidad de adoptar 
acuerdos obligatorios para los Países Miembros. Habría que agregar 
que las instituciones creadas han tenido una operatividad disímil 
en sus diversas áreas funcionales, que no permite una visión inte­
gral ni una acción coherente del proceso de integración subregional. 
Por último, aspectos iguales se programan y ejecutan en distintas 
instituciones, duplicando innecesariamente esfuerzos; todo esto, en 
"organismos de la integración que operan con diferentes grados de 
autonomía, complicando aún más el panorama institucional"37. 

La heterogeneidad del sistema subregional andino no debe cau­
sar sorpresa ni rechazo. Es la consecuencia inevitable del desarrollo 
de un proceso dinámico que se va conformando de acuerdo a las 
exigencias del momento, a las nuevas orientaciones y a la aspira­
ción de encontrar soluciones a los problemas que van entrabando 
el proceso de integración. Es, en suma, el deseo de establecer los 
mecanismos e instituciones que conduzcan al logro de los objetivos 
de la integración, concebida hoy en día como un concepto global 
que comprende en conjunto aspectos económicos, políticos, sociales 
y culturales. 

4.a) El Sistema de Coordinación Permanente 

Los Gobiernos y los órganos comunitarios están tomando conciencia 
de la necesidad de encontrar fórmulas que encaucen el proceso de 
integración bajo marcos coherentes, interrelacionados y orientados 
hacia un mismo objetivo. En este sentido, en el Mandato de Car­
tagena los Presidentes de los Países Miembros expresaron la nece­
sidad de que los órganos principales de las instituciones creadas "se 
desenvuelvan de manera coordinada, de conformidad con los pro­
pósitos del proceso integracionista". Por ello, en el Mandato se 
propició la más amplia coordinación interna dentro de cada uno 
de los Países Miembros y se impartieron instrucciones a los Orga­
nos Principales del Acuerdo para que establecieran un Sistema de 
Coordinación Permanente38• 

En este orden de ideas, la Comisión del Acuerdo de Cartagena 
ha aprobado recientemente un "Proyecto de Sistema de Coordina­
ción Permanente entre los Convenios de la Integración Andina", 
que comprende el Acuerdo de Cartagena, a los Convenios Andrés 
Bello, Hipólito Unanue y Simón Rodríguez, a la Corporación 

S'Véase el Documento de la Junta del Acuerdo de Cartagena, sobre "Proyec­
to de Sistema de Coordinación Permanente de los Organismos de la Integra­
ción Andina". Documento jun/dt 146, del 7 de octubre de 1980. 

"Párrafo NQ 61 del Mandato de Cartagena aprobado por los Presidentes de 
los cinco Países Miembros del Acuerdo de Cartagena, el 28 de mayo de 1979. 
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Andina de Fomento y al Fondo Andino de Reservas. El Proyecto 
tiene como propósito "llevar a cabo un trabajo conjunto y coordi­
nado de los organismos de la integración andina. que permita el 
cumplimiento oportuno de las distintas áreas que se programan 
para alcanzar los objetivos de la integración subregional"39. 

El Proyecto de Sistema, que aún debe ser sometido a la conside­
ración de los órganos de los otros Convenios, se ha estructurado 
en función a dos órganos que se reunirían sólo periódicamente, de­
sempeñando la Junta del Acuerdo de Cartagena las fundones de 
Secretariado Permanente del Sistema. El órgano de mayor jerar­
quía del Sistema sería una Reunión de Coordinación General con­
vocada anualmente por el presidente de la Comisión, contándose 
con la participación de los máximos órganos de los diversos con­
venios. La Reunión tendría como objetivos formular las directri­
ces de la acción conjunta o concertada de los órganos principales 
de los diversos Convenios, así como, contribuir a la formulación de 
la política general del proceso de integración subregional y reco­
mendar medidas que aseguren la consecución de sus fines y objeti­
vos. Además, la Reunión elevaría un informe al Consejo y al Par­
lamento Andino sobre el funcionamiento del Sistema, correspon­
diéndole adicionalmente la instrumentalización de las recomenda­
ciones que puedan emanar de estos Foros. 

El otro órgano del Sistema de Coordinación sería un Comité de 
Coordinación Técnica, presidido por el Coordinador de la Junta e 
integrado por los funcionarios ejecutivos de mayor nivel de los di­
versos convenios. El Comité tendría como funciones coordinar la 
ejecución de las directrices de acción conjunta o concertada defini­
da por la Reunión de COordinación General, aprobar los planes y 
programas de interés para las instituciones del Sistema, evaluando 
su avance y ejecución y señalar los procedimientos para desarrollar 
las acciones conjuntas, indicando las tareas y responsabilidades per­
tinentes de cada institución. 

El Proyecto de Sistema de Coordinación Permanente es un paso 
positivo en la coordinación de los diversos organismos para la 
orientación global del proceso de integración subregionaL Sin em­
bargo, este Sistema es insuficiente para lograr los propósitos de un 
proceso de integración uniforme, progresivo,· coherente y global 
concebido en su dimensión económIca, política, social y cultural. 
Además, el Sistema tampoco resolvería los problemas jurídicos fun­
damentales que se advierten a consecuencia de la situación existen­
te y que serán materia de análisis jurídico en la próxima década. 

m'EI Proyecto de Sistema de Coordinación Permanente. que difiere en algo 
de la Propuesta de la Junta, fue aprobado por la Comisión en su sesión ordi­
naria celebrada en Lima del 13 al 16 de octubre de 1980. Véase el acta final 
de dicha sesión y su anexo 1'19 3. La Comisión ha encomendado a la Junta que 
eleve este rroyecto a los órganos pertinentes de los otros Convenios. 
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4.b) Personalidad jurídica de los: OrganIsmos del Sistema de 
Integración Subregional ' . 

Un primer aspecto jurídico :r;~lev¡mte a.unÍformizar en el futuro 
se refiere a la personalidad jurídica internacional de .cada una de 
las instituciones que conforman el Sistema de Integración Subre~ 
gional. . . , 

En relación al Acuerdo de C¡¡Uagena, actualmente no cabe du­
da que:e¡l 'Acuerdo es una Organización Intet:nacional autónoma, 
claro está, con sus prQpiaspeculiaríPcades" al igual que toda orga­
nización para fines de. integración que se estructura en función de 
la realidad que pretende regular. 

El Acuerdo de Cartagena no declara expresamente su·personali. 
dad jurídica internacional ni se define ,como organismo internacio­
nal, a diferencia de laALALC y de la reciente Asociación Latino, 
americana de Integración' (ALADI). No' obstante, ya está admitido 
en la doctrina y en la jurisprudencia que no es necesario procla­
marlo expresamente para que la entidad sea un organismo interna­
cional. En este orden de ideas. si se examinan el conjunto de atri­
buciones y capacidades conferidas por los Estados· Miembros a los 
órganos princIpales del Acuerdo, se puede concluir que éste posee 
personalidad jurídica internacional40• 

En lo que se refiere a la Corporación Andina de Fomento y al 
Fondo Andino de Reservas, en sus convenios constitutivos se señala 
expresamente' que estas organizaciones son "personas jurídicas de 
derecho internacional público". Algo similar se dice en el Tratado 
de Parlamento Andin041 • 

En cambio. la situación es diferente en el caso de los Convenios 
Andrés Bello, Hipólito Unanue y Simón Rodríguez, en los cuales 
no se crea una organización internacional, tampoco se conceden fa­
cultades claras y precisas, ni se establecen privilegios e inmunida­
des. Asimismo, se presenta el caso especial del Consejo Andino,' 
que no es un órgano del Acuerdo de Cartagena, a pesar de su es­
trecha vinculación, y que tampoco tiene la característica de una or­
ganización . internacional. 

Consecuentemente, se puede concluir que existe una situación di· 
ferente en cuanto a la personalidad jurídica de los diversos conve· 
nios e instituciones que integran el Sistema de la Subregión An-
~L . . 

"'Véase Morales PauI, Isidro: "Derecho Internacional' Económico: Derecho de 
la Integración", Editorial Jurídica Venezolana, CaracaS. 1980 . 

. "Véase el Art. 19 de los Convenios Constitutivos de la (:AF y del Fondo An- . 
dmo de Reserva, así como .el Art, 19 del Tratado Constitutivo del Parlamento 
Andino. " . 
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4.c) Autonomía y. Relaciones Jurídicas enh'e el Acuerdo y los 
demás' Organismos del Sistema de Integrací6nSubregional 

El tema de la autonomía de los organismos o convenios es especial, 
mente importante en el caso del Acuerdo de Cartagena, que surgió 
como un convenio derivado de la ALALC, pero que actualmente es 
autónomo e independiente de la vigencia del Tratado de Monte­
video. 

La autonomía actual del Acuerdo de Cartagena se desprende del 
artículo 389 del Tratado del Tribunal. Andino, qué señala que 
ambos Tratados "tendrán vigencia de manera. independiente de la 
vigencia del Tratado· de Montevideo". Asimismo, la voluntad dé 
los Estados de que el Acuerdo es autónomo se advierte en el hecho 
de que las: normas de la .ALALC no se mencionan en el artículo 19 

del Tratado del Tribunal que define el ordenamiento jurídico del 
Acuerdo, a pesar de que aquellas sÍ. figuraban en el Proyecto 'sobre 
un órgano jurisdiccional elaborado inicialmente por la Junta en 
1972<12. 

La autonomía del Acuerdo también es evidente desde el mo­
mento en que se ha suscrito el Tratado de Montevideo de 1980, 
que disuelve la ALALC y crea la Asociación Latinoamericana de In­
tegración (ALADI). Por lo demás, el . artículo 449 del Tratado de 
Montevideo de 1980 individualiza al Grupo Andino y.reconoce una 
situación diferente para los Paises Miembros del Acuerd043• 

Igualmente, es relevante .la diversidad. de. las relaciones jurídicas 
existentes entre el Acuerdo de Cartagena y los demás Convenios ce­
lebrados entre los Países Miembros., Analizando esta situación, se 
aprecia un primer grupo de convenios que crean órganos integran­
te~ del Acuerdo de Cartagena, como es el tratado del Tribunal An­
dinó, En este ,caso, los Estados que adhieran al Acuerdo, también 
deberán adherir al Tratado del Tribunal. Además,.el Tratado per­
manecerá en vigencia mientras esté en vigor el Acuerdo; y, finalmen­
tes del Acuerdo de Cartagena, como es el tratado' dél Tribunal An­
Acuerdo44• Adicionalmente; en el caso, especial ~el Tribunal,. al 
haber sido creádo como órgan9 del Acuerdo" el Tribunal no tiene 
jurisdicción para resolver asuntos relacionados con los grandes con­
venias y organismos que no son parte del Acuerd~, ni sobre aspec­
tos o problemas que surjan entre dichos convenios y el propio 

.o¡nforme de la Junta sobre el Establecimiento de' un órgano jurisdiccional 
del Acuerdo de Cartagena, COMfX'EJdi 5, 12 de diciembre de 1972. Véase el 
texto del Art. 19 en García Amador, F. V. op. cit. p. 213. 

"El Tratado de Montevideo que instituye la Asociación Latinoamericana de 
Integraci6n fue suscrito el 12 de agosto de 1980. Su Art: 44<> señala que las 
\'entajas y privilegios .que los Países Miembros apliquen a productos originarios 
o destinados a otro país, por decisiones o acuerdos no previstos en el dicho 
Tratado o en el Acuerdo de Cartagena, serán inmediatamente extendidos a los 
restantes países miembros. 

UArts, 36 y 38 del Tratado del Tribunal de Justicia. 
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Acuerdo. Consecuentemente, se trata de un órgano jurisdiccional 
limitado en su competencia al Acuerdo de Cartagena, sin cubrir la 
totalidad del universo del Sistema de Integración Subregional. 

Otro grupo de tratados está referido a organismos que, aun 
cuando no forman parte integrante del Acuerdo de Cartagena, sí 
se encuentran vinculados jurídicamente y su existencia misma de­
pende de la vigencia del Acuerdo, En este .caso están, con sus pro­
pias peculiaridades, los tratados constitutivos del Parlamento Andi­
no y del Fondo Andino de Reservas. En ambos tratados se estipu­
la que sólo podrán adherir los Países Miembros del Acuerdo y se 
establece que la denuncia del Acuerdo comportará también la de­
nuncia de dichos "tratados45• 

Dentro de un tercer grupo se puede situar a convenios que ins­
tituyen relaciones formales con el Acuerdo, pero que no dependen 
de éste. Tal es el caso del Acuerdo de Cartagena y lá Corporación 
Andina de Fomento, que deben coórdinar sus actividades, confor­
me señala el texto del Acuerdo, pero que constituyen dos organi­
zaciones autónomas sin relación de dependencia jurídica entre 
eIla,s46 También está la situación especial del convenio Simón Ro­
dríguez, el cual señala que la Conferencia de Ministros de Trabajo 
está integrada por los Ministros de Trabajo de los Países Miem­
bros del Acuerdo de Cartagena47 • 

Por último, un cuarto grupo de convenios está constituido por 
aquellos que no tienen relación jurídica alguna entre sí y que 
tampoco dependen del Acuerdo de Cartagena, a pesar de que todos 
tienden al objetivo común de la integración subregional. Dentro 
de este grupo se comprenden los Convenios Andrés Bello e Hipó-
lito Unanue.· . 

4.d) La capaciddd para celebrar tratados. 

Otro aspecto complejo que merece comentarios es el de la capaci­
dad de los órganos del Acuerdo de Cartagena para celebrar trata­
dos. A pesar de que no existe disposición expresa en el mismo 
Acuerdo, se puede interpretar que la Comisión tiene competencia 
para celebrar tratados, 10 que se desprende de las atribuciones ge-
nerales que le han sido conferidas. . 

La Comisión, a su vez, mediante las Decisiones 29 y 9948, ha de­
legado algunas de sus competencias en esta materia a favor de la 
Junta. En este sentido, el órgano técnico comunitario celebra 
acuerdos internacionales de asistencia técnica y financiera con or-

«'Arls. 19 y 21 del Tratado Constitutivo del Parlamento Andino y Arts. 40 
y 42 del Convenio del Fondo Andino de Reservas. 

'"ArL 24 del Acuerdo de Cartagena. 
'"Art. 6Q del Convenio Simón Rodríguez. 
"La" Decisión NQ 2 sobre delegación de atribuciones a la Junta se aprobó 

en el Primer Período de Sesiones Ordinarias de la Comisión, celebrado de) 21 
al 25 de octubre de 1969, y la Decisión NQ 9 sobre Reglamento de la Junta se 
aprobó en el Segundo Período de Sesiones Ordinarias de la Comisión, celebra-
do en marzo de 1979. . . 
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ganizaciones internacionales y con terceros Estados que no pertene­
cen al Grupo Andin04D• 

Asimismo,· la Comisión ha desarrollado acciones que han culmi­
nado en ,declaratorias conjuntas constitutivas de mecanismos institu­
cionales conformados por la Comisión y terceros Estados, tal como 
fue' en 1972, el caso de las Comisiones Mixtas Andino Argentina y 
Andino Mexicana5(). Sin embargo, la forma de 'constituir las dos 
Comisiones Mixtas' fue diferente. Mientras que en un caso el acto 
constitutivo fue suscrito por la Comisión del Acuerdo compt,lesta 
por sus cinco miembros, en el otro caso, el documento fue firmado 
directamente por los plenipotenciarios de los Gobiernos y no por 
los miembros de la Comisión en su condición de tales. 

,En la celebración de acuerdos internacionales entre el Grupo 
Andino y otros Estados, un avance sustancial ha sido el acuerdo ya 
mencionado suscrito por Estados Unidos con el Grupo Andino. En 
este caso se adoptó un procedimiento especial de naturaleza com­
binada. En efecto, luego de que la Comisión aprobó una Decisión 
autoritativaá1 , el acuerdo fue firmado tanto por el presidente de la 
Comisión a nombre del Acuerdo de Cartagena, como por los repre­
sentantes de los cinco Gobiernos a nombre de los Países Miembros. 

Adicionalmente, se advierte una falta de delimitación de funcio· 
nes entre la Comisión del Acuerdo y el Consejo Andino, para efec­
tos de .la celebración de Convenios con Terceros Estados. Así por 
ejemplo, mientras que el memorándum de entendimiento de fines 
de 1979 celebrado con Estados Unidos fue suscrito por la Comisión; 
los Memorándum y Actas de Entendimiento con BrasH y Argentina, 
de enero y marzo de 1980, respectivamente, fueron suscritos por el 
Consejo Andino. 

Por consiguiente, con excepción de los acuerdos sobre asistencia 
técnioa y financiera celebrados por la Junta, en el caso de los 
acuerdos de mayot:' ~nverg¡tdura, falta una definición dara en cuan­
to a la capacidad y forma de celebrar los acuerdos, y en particu­
lar, respecto a las flicultades de la Comisión por una parte y del 
Consejo Andino por la otra. 

4.e) El ordenamiento jurídico del Sistema de Integraci6n 
Subregional 

El último aspecto que, sin agotar el tema, puc:;de ser mencionado 
como uno de los temas jurídicos relevantes del Sistema de Integra-

"'Véase Vendlell, F.,j.:, "La Organización del Acuerdo de Cartagena"~ en 
Revista de la Integración N.os 18-22. p., 59. 

""Véase la Declaración Conjunta Constitutiva de la Comisión Andino Argen­
tina suscrita en Lima el 17 de noviembre. de 1972 y el Acta Final de la Reunión 
de ln~t;llación de la Comisión Mixta Andino'Mexicana suscrita en Lima el 15 
de dicierr¡bre _de 1972, ~n: Junta 'del Acuerdo de Cartagena, INTAL: "Historia Do- , 
cumental del Acuerdo de Cartagena", pp. 567 a 582. 

,"'DeCisión 150, aprobada pox la Comisión en su 289 Penodo de Sesiones 01" 
dinarias. ccleorada del a-al 15' de diciembre de 1979. 
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ción Subregional para la: próxima década, seguirá siendo lo relati~ 
vo al ordenamiento' jurídico subregional y a la incorporación de 
dicho ordenamiento al derecho interno de los Páíses Miembros; en 
especial de las Decisiones de la Comisión. 

El Tratado del Tribunal Andino de Justicia contiene diversas 
normas relativas' al ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartage­
na52• Conforme al artícúlo primero, el ordenamiento' jurídico del 
Acuerdo comprende dicho Acuerdo, sus 'Protocolos e instrumentos 
adicionales, el Tratado del Tribunal, las Decisiones de la Comi· 
sión y las Resoluciones de la Junta. En este sentido, el artfculoen 
referencia es acertado, por cuanto precisa cuáles son las normas 
que constituyeri el ordenamiento jurídico del Acuerdo de Carta· 
gena. " 

, Sin embargó, dentro del' ordenamiento jurídico del Acuerdo nó 
se mencionan los diversos actos jurídicos e instrumeritos legales 
que adoptan los Países Miembros en su derecho interno para efec­
tos de la ejecución '0 aplicación de las riormas del Acuerdo. Si bien 
estos actos internos se infieren como consecuencia lógica de 1á exis­
tencia' misma de las normas del 'Acuerdo, hubiera sido déscaDle 
que el Tratado mencionara expresamente tales actos internos, que 
constituyen parte integrante del ordenamiento ,jurídico del Acuel·do. 

'Adicionalmente, es pertinente seí'íalar que el artÍCulo primero 
del Tratado del Tribunal define el ordenamiento jurídico del ' 
Acuerdo de' Cartagena, 'pero no el ordenamiento de todo el Sistema 
de Integración Subregional, que es' más amplio.' ' 

En efecto, además de las normas del Acuerdo de Cartagen'a que 
son los dispositivos .fundamentales, el' ordenaniiento jurídico del 
Sistema también comprende los diversos convenios' constitutivos de 
Jos otros organismos' ya mencioríados anteriormente, tales como los 
convenios constitutivós de Ji Corporación Andina de Fomento, del 
Fondo Andino de Reservas, del Parlamento Andino, del Consejo 
Andino, etc.' 19ualmente,fonnan parte del ordenamiento jurídico 
del Sistema de Integración los diversos actos y resoluciones dictados 
por los órganos competentes de dichos 'organismos. ' 

'En ló que respecta a la incorporación del ordenamiento jurídico 
del Sistema de Intégración al derecho interno de los Países Miem­
bros, éste ha répresentado uno' de los grandes problemas jurídicos 
en la aplicación del Acuerdo de Cartagena, desde su creación hasta 
hi fecha58• Más concretamente, entre los diversos aspectos que com-

MVéase el Tratado 'que creó el Tribuna] de Justicia del Acuerdo de Carta­
gena, Capítulo 1, Arts. 1 al 5, 

""Véase el Informe Final y Anexos de la Primera Reunión Especial de 'Ju-' 
ristas sobre Incorporación de Decisiones al Derecho Interno de los Países Miem­
bros, Documento JUN!R-EJ/t/ Informe Final, 29 de febrero de 1980. Asimismo, 
véase Onego Vicuña, Francisco: "La Incorporacíón del Ordenamiento, Jurídico 
Subregional al Derecho Interno - Análisis de la práctica y jurisprudencia de 
Colombia", y "Análisis de la práctica chilena", en R-evista "Derecho de la In­
tegración, ¡l'TAL ]\;Q 7 Y en "La Dimensión Jurídica de la Integración", op. cit 
tegración", op. cit, 
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prende este. tema,· ha 'sido_ especialmente importante' y .aún sigue 
siendo, 10 relativo a la incorporación de las Decisiones de la Co­
misión del Acuerdo al derecho interno. de los países miembros. Al 
respecto, el Reglamento de la ComisiónM ya. disponía que las De­
cisiones entran en vigor en la fecha que indique la misma Decisión 
o, en c~so contrario, en la fecha del acuerdo final de la reunión 
respectiva. No obstante, en la práctica los Países Miembros han 
utilizado con frecuencia el procedimiento de aprobación y ratifica­
ción formal por cada- Estado, como requisito previo a la entrada en 
vigencia de las Decisiones, al menos en el caso de aquellas Ded­
siones que establecen obligaciones y derechos para los Paises Miem­
bros. Inclusive, en estos casos los Países Miembros han dictado dis' 
positivos en sus ordenamientos jurídicos internos que presentan di· 
ferencias de grado _y de naturaleza jurídica. Por lo demás, hasta la 
fecha los Paises Miembros todavía no han aprobado ni han puesto 
eri práctica algunas Decisiones vinculadas con aspectos fundamenta­
les del proceso de integración subregional. La demora en la incor­
poración . de las Decisiones al derecho interno y en otros casos la 
falta de ejecución de las Decisiónes, han motivado la persistente 
denuncia de algunos Países Miembros y de los órganos del Acuerdo 
por incumplimiento de las Decisiones, lo que a' su vez haocasio­
nado una éierta inestabilidad que atenta contra la seguridad jurídi­
ca del SisteinalllS• . .•. . 

El Tratado del Tril::iunal pretende' solucionar esta situación, _ aJ 
establecer que las Oecisiones obligan a los Paises Miembros desde 
la fecha en que son aprobadas por la Comisión. Asimismo, el Trae 
tado dispone que las Decisiones serán directamente aplicables en 
los Países Miembros a partir de la fecha de su publicación, a me­
nos que las mismas señalen una fecha posterior. De esta manera, 
en el Tratado del Tribunal ha quedado establecido en principio la 
incorporación directa de las Decisiones al ordenamiento jurídico 
interno de los PaIses Miembros, con lo que se consolida uno de los 
aspectos fundamentales del derecho comunitario. 

Sin embargo, el mismo tratado del tribunal. establece una excep­
ción a la regla, al señalar que cuando el texto de una Decisión así 
lo disponga, para su incorporación al derecho interno dicha Deci­
sión requerirá de acto expreso en el cual se indicará la fecha de su 
entrada en vigor en cada País Miembro56• De esta manera, se ha 
abier~o la puerta a una excepción que, si se abusa de -ella, podría 
convertirse en la práctica usual para todas aquellas Decisiones de 
carácter fundamental, que es 10 que justamente se ha pretendido 
evitar con los dispositivos ya mencionados del mismo Tratado del 
Tribunal. -

En adició!:i q los problemas jurídicos planteados, y además de los 
diversos factores politicos y económicos que no han sido menciona-

"Decisión 6 dé la Comisión. 
""Véase "Evaluación del- Proceso de Integración 1969-1979, op. cit. 
"Tratado del Tribunal, Art. 3Q. 
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dos pór' habernos centrado en los' aspectos jurídicos, un,o de los pro­
blemas de fondo radica en la heterogeneidad del Sistema actual. En 
efecto, con la situación presente será muy difícil desarrollar un 
proceso de integración que tenga las características' de ser un pro­
ceso uniforfne, coherente, progresivo y glóbal, en sus' múltiples as­
pectos económicos, políticos, sóciales y culturales. Además, parecería 
ser que los orgailiSmos creados aún rio responden adecuadamente 
a la realidad económica y política de los Países M.iembros, poi 10 
que se podría estar creando una compleja superestructura sinuri 
claro contenido, ni viabilidad. 

5. PROPUESTA: EL TRATAJ>O MARCO 

En base a la realidad expuesta, estimamos que los di\rer$.osproble~ 
mas jurídicos deberían' ir aclarándose en el transcursó de la década 
que se está iniciando. Una alternativa para ello, podría ser la de 
ir adoptando reformas, modificadones y complementaciones parcia­
les. implementadas conJuntamente con un Sistema de Coordinación 
Permanente. 

Sin embargo, otra posible alternativa a considerar, que es la que 
se presenta como conclusión de este trabajo, es la posibilidad de 
que los Paises Andinos avancen hacia la celebración de un Tratado 
Marco del Sistema de Integración Subregional. Los aspectos princi. 
pales del contenido de . este Tratado Marco, podrían ser los si­
guientes: 

1. El Tratado Marco proclamaría los objetivos básicos de la inte­
gración subregional andina, comprendiéndose los objetivos eco­
nómicos, políticos,' sociales y culturales. 

2. El Tratado Marco establecería los lineamientos centrales y los 
mecanismos principales del proceso de integración, sin mencio· 
nar aspectos específicos ni plazos perentorios, todo lo cual que~ 
daría sujeto a las reglamentaciones que adoptarían los órganos 
competentes del Sistema. 

3. El Tratado Marco vincularía jurídicamente y ordenaría a todos 
los Organismos y Convenios del Sistema de Integración Subre­
gional. 

4. El Tratado Marco diseñaría la estructura institucional del Sis­
tema de Integración Subregional, definiendo sus aspectos jurídi­
cos principales, que comprenderían, entre otros, la personalidad 
jurídica del Organismo Internacional y el ordenamiento jurídico 
del Sistema. 

5. El Tratado Marco definiría las jerarquías y funciones de sus ór­
ganos principales, evitando duplicidades y precisando las atribu­
ciones de cada uno de dichos órganos. 
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Por último, el, Tratado Marco del Sistema de Integración .SuQre­
gional debería estableéer una. estructura· que responda a la realidad 
económica y política de la Subregión, que; esté diseñada para armo­
nizar los diferentes intereses de los P.aíses Miembros. Además, de­
bería tener dos cara'cterísticas fundamentaÍes que serían la flexibi­
lidad y el pluralismo político, a ,fin de que el.dinámico proceso de 
integración se adapte a las circunstancias y. avap.ce progresivamente, 
logre sus objetivos pr~pios y contribuya a la integración de la na­
ción IatinoaIllericana .. 

:, I 

,;; 

. ; .. 
~. , 
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NUEVAS DIMENSIONES INSTITUCIONALES· DE 
LA INTEGRACION ECONOMICA EN AMERICA 

LATINA Y EL CARIBE 

F. V. García-Amador 

El presente trabajo no tiene más objeto que el de destacar, a gran­
des rasgos, las nuevas dimensiones institucionales de los procesos de 
integración económica que existen actualmente en América Latina 
y el. Caribe. Para ello quizá sería útil describir primero, aun cuando 
. sea del modo más sucinto posible, el marco institucional de l.a in­
tegración regional durante la década que se inicia en 1960. 

1. EL MARCO INSTITUCIONAL DE LA PRIMERA DÉCADA (1960-70) 

Durante la primera década de la integración económica regional 
existieron cuatro procesos o esquemas integracionistas: el Mercado 
Común Centroamericano (Mec) , que establecen, como culminación 
de las iniciativas bilaterales multilaterales de la década de 1950, el 
Tratado General de Integración Económica Centroamericana, sus­
crito en Managua el 13 de diciembre de 1960, y los tratados y pro­
tocolos complementarios; la Asociación Latinoamericana de Libre 
Comercio (ALALC), instituida por el Tratado de Montevideo, de 18 
de febrero de 1960; el llamado Grupo Andino (OA) , constituido 
por un "acuerdo subregional" de la naturaleza de los previstos en 
el Tratado de Montevideo; el Acuerdo de Integración Subregiorial 
("Acuerdo de Cartagena"), suscrito en Bogotá el 26 de mayo de 
1969; y la Asociación de Libre Comercio del Caribe (CARIFTA), 
creada por varios países angloparlantes de esta otra subregión, me­
diante el Acuerdo de 15 de diciembre de 1965 y los dos Acuerdos 
Suplementarios, el segundo de los cuales, que estableció la Zona de 
Libre Comercio, suscrito el 30 de abril de 19681,2. 

'Los aspectos jurídicos e institucionales de estos procesos de integración eco­
nómica se examinan detenidamente en .la publicación del Instituto. Interame­
ricano de Estudios Jurídicos Internacionales. Derecho de la Integración Latino­
americana, Ensayo de Sistematización (Depalma. Buenos Aires, 1969); el texto 
completo de los instrumentos básicos de dichos procesos figuran en la compila­
ción del propio Instituto y del Instituto para la Integración de América Latina 
(INTAL), Instrumen(os Relativos a la Integración Económica de América Latina 
(2'-' ed.. 1968). 
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Desde el punto de vista institucional, a estosGU.atro esquemas'dé 
integración económica cabe caracterizarlos; según la composición, 
las competencias y el modus operandi de sus respectivos órganos, del 
siguiente modo. De uua parte se encuentran aquellos cuyas estruc­
turas institucionales participan de la naturaleza de los organismos 
internacionales de tipo. intergubernamental tradicional, y de otra 
parte, aquellos que participan, en cambio, de la naturaleza de la 
organización "comunitaria". LAFTA y CARIFTA .• decididamente, caen 
dentro del primer grupo, mientras que el MCC y el GA, cada cual en 
el sentido y el grado que se verá más adelante, caen en el segundo 
grupo. 

El carácter marcadamente intergubernamental de la estructura 
institucional de la LAFTA se advierte no sólo a través de la compo­
sición de sus dos órganos colegiados, la Conferencia de las Partes 
ContrataIltes y el Comité. Ejecutivo Permanente. Ello, por si solo, 
no bastaría para asimilar la estructura institucional de este esquema 
a la de los organismos internacionales meramente intergubernamen­
tales; su asimilación a este tipo de organismos obedece, más bien, 
a la presencia de ciertos elementos relacionados con' el modus IOpe­
randi de los dos . órganos mencionados. En efecto, la Conferencia, 
el "órgano máximo" de la Asociación, solamente podía tomar de­
cisiones con el voto afirmativo de los dos tercios de las Partes Con­
tratantes y sienlpl:e que no hubiera voto negativo. El Tratado de 
Montevideo contemplaba. algunas ex.cepdones, pero las. decisiolles 
en. todas las materias o asuntos sustantivos estaban sujetas al . .veto. 
Esderto que, al amparo del carácter transitorio de este régimen de 
votación, se trató .de superar esta. situación liberando del veto algu­
nas materias o asuntos, pero sin que se llegara, en realidad, a gran: 
des resultados práctícos. En lo referente al Comité, el órganoper­
manente, si bien se regía por la regla de la mayoría de dos terdos 
sin veto, según lo dispuso su Reglamento, . puesto que el Tratado 
guardaba silencio a este respecto, sus "atribuciones y obligaciones" 
no incidían en. los aspectos sustantivos del proceso de integración; 
y cuando sí ocurría esto, debido a que la Conferencia le delegaba 
tina decisión sobre algunos de dichos aspectos, entonces procedía p'e 
acuerdo con el sistema de votación de aquélla, salvo en alguno que 
otro caso de excepción, en el que también se autorizó al Comité a 
decidir por mayoría de dos tercios .sin veto, y aun por una mayoría 
inferior. 

Antes de finalizar la década hubo serias iniciativas y esfuer­
zos con miras a fortalecer la débil estructura institucional de la 

"Con respecto a la integración económica en el' Caribe, juntamente con la 
creación de CAmFTA Se creó el Mercado Común del Caribe Oriental (MCCO), 
entre las islas más pequeñas y menos desarrolladas de esa parte del área. El 
MCCO subsiste y también lo prevén los instrumentos constitutivos de la CARICOM, 
el .nueVO proceso integracionista del área cuya estructura institucional se des· 
cribirá más adelante. El instrumento constitutivo del MCCO es el Agreemellt Es­
tablising the East Caríbbean Common Market. 
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ALALC,' que incluso podría haberla transformado en una organiza­
ción dotada de instituciones comunitarias. En efecto, entre las reso­
luciones que adoptó la Reunión de Ministi:os de Relaciones Exte­
riores de los países miembros que se celebró en noviembre de 1965, 
figura una que preveía la creación de una "Comisión Técnica", 
que representaría los intereses nacionales. Dicha Comisión, sin em­
bargo, aun cuando se llegó a crear en 1967, por una resolución pos­
terior de la Conferencia, nunca llegó a establecerse. El Consejo de 
Ministros, en cambio, sí llegó a reunirse, aunque con el carácter de 
"Conferencia Extraordinaria". Sobre este particular cabe agregar 
que la creación de este Consejo estaba prevista en el Protocolo que 
modificaría el Tratado de Montevideo, aprobado por la Tercera 
Conferencia Extraordinaria en diciembre de 1966, pero al cual rati­
ficaron solamente algunos de los once países miembros de la ALALC. 

Además del Consejo, el Protocolo contemplaba los dos órganos ya 
existentes, la Conferencia y' el Comité. Al nuevo órgano, sin em­
bargo, no se conferían otras competencias que las que venía ejer~ 
ciendo la Conferencia. La idea de dotar a la ALALC de un órgano 
comunitario se había desechado al aprobarse el Protocolo. 

La naturaleza de la estructura institucional de CARIFTA también 
radicó, primordialmente, en la composición de' su único órgano co­
legiado, el Consejo, en el cual estaban representados todos los Te­
rritorios Miembros. Aunque el Consejo estaba autorizado para esta­
blecer otros órganos y comités fuera de él, en el Acuerdo constitu­
tivo solamente se creaba la Secretaría Regional del Commonwealth 
del Caribe, con funciones técnicas y administrativas. Al Consejo, 
sin embargo, se le confirieron vastas e importantes competencias, 
tales como las de velar por la aplicación del Acuerdo, y la de mo­
dificar ciertas disposiciones del mismo, las disposicionees sobre prác­
ticas restrictivas de las empi-esas, las relativas al derecho de estable­
cimiento, las reglas de origen, de deflación del comercio, etc. Cabe 
destacar, además, que por disposición expresa del Acuerdo de CA­

RIFTA las decisiones del Consejo eran obligatorias para las Partes 
Contratantes. Ahora bien, la adopción de estas decisiones requería 
la unanimidad, aun cuando, al igual que en la Conferencia de la 
ALALC, el Consejo podía adoptar algunas por mayoría de dos tercios, 
como en el caso de la autorización de las cláusulas de salvaguardia. 
En 10 referente al sistema de votación también debe tenerse preSen­
te que las abstenciones no se computaban a los efectos de la unani­
midad; había unanimidad cuando no hubiese ningún voto negativo. 

No obstante el carácter también intergubernamental de sus dos 
órganos colegiados principales, la estructura institucional del Mer­
cado Común Centroamericano muestra los elementos esenciales de 
la organización comunitaria,. En efecto, si bien es cierto que nin­
guno de dichos órganos -el Consejo Económico Centroamericano y 
el Consejo Ejecutivo-, debido a su composición no están intrínse­
camente habilitados para representar el interés comunitario del 
área, en la práctica ello se logró de hecho, gracias a la actuación, 
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sobre' todo, del Consejo Ejecutivo. Las competencias que éste ha 
ejercido, especialmente las de náturaleza normativa y ejecutiva, que 
en algunos casos se tradujeron en resoluciones directamente aplica­
bles a los particulares (como la conocida Res. 71) , ponen de relieve 
la medida en que este órgano ha funcionado como órgano "comu­
nitario". Cabe observar, además, que ese Consejo decide por ma­
yoría de votos y que a sus resoluciones se les ha atribuido fuerza 
obligatoria en todos los Estados. A todo esto se agrega el papel que 
desempeña la SIECA -la Secretaría Permanente que creó el Tratado 
GeneraI- en el marco institucional del proceso de integración. 
Entre sus funciones y facultades figuran la de velar por la correcta 
aplicación de ese y de los tratados complementarios, "y cuya inter­
pretación no esté específicamente encomendada a otro organismo"; 
asimismo, "velará por el cumplimiento de las resoluciones" de los 
dos Consejos y "ejercúá las demás funciones Que le delegue el Con­
selo Ejecutivo". Como se advertirá, la atribución de semejantes 
funciones y facuItades, que no corresponden, por cierto. a las de 
las secretarías técnico-administrativas de los organismos internacio­
nales de cualquier índole, permite advertir en la SIECA una acentua­
da analogía con la institución u órgano comunitario de un proceso 
de integración económica.s. 

A diferéncia del Mce, el Grupo Andino contó, desde su creación, 
con una estructura institucional típicamente comunitaria: junta~ 
mente con el órgano gubernamental -la Comisión-, el Acuerdo de 
Cartagena creó, como segundo "órgano principal" y como "órgano 
técnico", la Junta, "integrada por tres miembros y actuará única­
mente en función de los intereses de la Subregión en su conjunto" 
(Arts. 5 y 13). En este sentido, por tanto, el carácter típicamente 

comunitario de la estructura institucional andina se pone de mani­
fiesto a partir de la composición y naturaleza mismas de los órga­
nos. Tal carácter se advierte de nuevo en el sistema de atribución 
de competencias del Acuerdo, así como en los efectos de 105 actos 
de los órganos, algunos de los cuales tienen validez erga omnes. La 
importancia de esto último es mucho más significativa cuando se 
tiene presente que, conforme al referido sistema del Acuerdo, sal­
vo algunas excepciones, las competencias ratione materiae están re­
servadas a los órganos subregionales. Se trata, precisamente, de una 
de las más destacadas características de la estructura institucional 
de este otro proceso de integración económica latinoamericana: ella 
revela, en efecto, la vastÍsima esfera de acción que se ha confiado a 
dichos órganos, así como el papel preponderante de sus actos en 
el proceso integracionista4 • 

"Sobre estos y otros aspectos institucionales del MCC ver la publicación del 
Instituto Interamericano, Derecho Comunitario Centroamericano, Ensayo de 
Sistematización (San José, C. R., 1968), Capítulos IV y v. 

'Sobre estos y otros aspectos institucionales "del CA, ver Carda·Amador, El 
Ordenamiento Jurídico Andino, un Nuevo Derecho. Comunitario. (Depalma, 
Buenos· Aires, 1977), Capitulos II y IV. " 
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2. LAS INSTITUCIONES DE LA COMUNIDAD DEL CARlBE (CARICOM) 

La antigua Asociación de Libre Comercio del Caribe (CARlFTA) 
fue reemplazada por la Comunidad y el Mercado Común que crea­
ron, respeCtivamente, el Tratado y su Anexo, suscritos el 4 de julio 
de 197$ en Chaguaramas, Trinidad y Tobago. El marco institucio­
nal de la CARICOM es sumamente complejo, lo cual obedece a las ca­
racterísticas peculiares del actual esquema de cooperación e integra­
ción económicas de los países angloparlantes del. área. Dichas ca­
racterísticas radican, esencialmente, en el hecho de que los tres ob­
jetivos básicos del nuevo esquema -política exterior, cooperación 
funcional y mercado común- no interesan por igual a los países. 
De allí la existencia de los dos instrumentos mencionados: el Tra­
tado propiamente, que regula los dos primeros objetivos, y el An.e­
xo, que se contrae al mercado común. Ahora bien, aunque se tra­
te de dos instrumentos, uno de los cuales -el Anexo- es parte in­
tegrante del otro, cada cual establece una estructura instItucional 
propia; así, mientras el Tratado establece la "Comunidad del Cari­
be", el Anexo establece, por su lado, el "Mercado Común del Ca· 
rIbe" (Art. 1 de los respectivos instrumentos) . 

Como se ha señalado acertadamente, la anterior separación for­
mal de algo que en esencia constituye un todo, resulta mucho me­
nos tajante si se estudian las instituciones participantes y sus po­
siciones y funciones respectivas dentro del marco general de la 
CARICOM. De hecho sus estructuras institucionales se han ideado de 
modo tal que, por lo menos ciertos órganos -la Conferencia de Je: 
fes. de GobIerno, la Secretaria y algunas de las instituciones auxilía­
res- tienen cabida tanto en la Comunidad en sentido estricto, co­
mo en la Organización del Mercado Común. Se ha creado así un 
vigoroso vínculo orgánico entre dos organizaciones jurídicanlente. 
independientes, basado en el concepto de un órgano común, Este 
concepto, claramente definido en la doctrina jurídica tradicional, 
encarna la idea de un órgano único, capaz de representar a dos en­
tidades diferentes y de actuar en nombre de ambas5, A este respec­
to se advierte una estrecha analogía con las instituciones comunes 
de las Comunidades Europeas, incluso en el sentido de que, como 
se verá enseguida, los órganos comunes de la CARlCOM también de­
sempeñan sus funciones y ejercen sus competencias de conformidad 
con 10 dispuesto en el instrumento que estén aplicando. 

Los dos "principales órganos de la Comunidad" son la Confe­
rencia de los Jefes de Gobierno y el Consejo del Mercado Común, 
según reza el Articulo 6 del Tratado. Son "Instituciones de la Co­
munidad" la Conferencia de Ministros de Salud y siete Comités 
Permanentes representativos de otras ramas, incluso de las Relacio-

·Ver Hans J. Geiser, "La integración regional entre los países en desarrollo: 
el caso de la Cotntnonwealth del Caribe", De1'echo de la Integración (INTAL), 
voL IX, NQ 21, marzo 1976, pp. 100·0I. 
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nes Exteriores, así como cualquier otra institución que pueda ser 
creada o establecida por la Conferencia de Jefes de Gobierno (Art. 
10). El Banco de Desarrollo del Caribe, la Corporación de Inver­
siones del Caribe, la Universidad de las Indias Occidentales,entre 
otras que se enumeran en el Artículo 14, así como cualquier otra 
creada como tal por la Conferencia, son "reconocidas como insti­
tuciones asociadas de la Comunidad". Finalmente, como "órgano 
administrativo principal de la Comunidad", el Tratado reconoce 
a la antigua Secretaría Regional del Commonwealth del Caribe, 
bajo el nuevo nombre de "SecretaTÍade la Comunidad" (Art. 13). 

Los "Organos del Mercado Común" previstos en e1 Capítulo ü 
del Anexo son los siguientes: el Consejo del Mercado Común, la 
Secretaría del Mercado Común y el Tribunal. En el propio capitu­
lo se consigna expresamente que los dos primeros son los mismos 
órganos previstos en las disposiciones correspondientes del Trata­
do, sólo que dotadósde las funciones y competencias que les- asig­
na el Anexo. ... .. 

En lo que concierné a las funciones y competencias de los órga­
nos, corresponde a la Conferencia' de Jefes de Gobierno, como 
principal responsabilidad, determinar la póHtica de la comunidad; 
puede a este respecto, diCtar normas de carácter general o especial, 
tal como la política a ser ejecutada por el Consejo y demás insti­
tuciones de lá Comunidad para la realización de los objetivos de 
ésta, normas a las cuales "deberá darse cumplimiento". La Confe­
rencia también es' la "suprema autoridad" para concluir tratados 
de interés para la Comunidad y para establecer relaciones entre 
ésta y organismos internacionales y Estados. Disfruta de la misma 
autoridad en relación a los asuntos· financieros de la Comunidad 
(Art. 8). 

El Consejo,' por su parte, tiene la responsabilidad principal de 
asegurar el funcionamiento eficiente del Mercado Común, inclu­
yendo la solución de problemas derivados de su funcionamiento; 
en este orden de ideas, el Consejo ha de mantener el Anexo bajo 
constante revisión con miras a hacer proposiciones a la Conferen­
cia para el desarrollo progresivo del Mercado Comón. Para facili­
tar el establecimiento de vínculos económicos o comerciales más es­
trechos con otros Estados; asociación de Estados u organizaciones 
internacionales, el Consejo podrá considerar que otras medidas adi­
cionales deberían adoptarse por los Estados miembros y el Mercado 
Común, y también haCer proposiciones a la Conferencia (Art. 7 del 
Anexo) .. Las funciones de la Secretaría son muy parecidas en las 
disposiciones pertinentes del Tratado y el Anexo: entre ellas cabe 
destacar la que la autoriza a tomar medidas apropiadas para que 
se ejecute lo acordado por los órganos, instituciones o comités de 
la Comunidad o por reuniones del Mercado Común o de alguno de 
sus comités (Arts. 8 del Tratado y 10 del Anexo) . 

En lo referente a la validez o efectos jurídicos de los actos de 
los órganos e instituciones, tanto de la Comunidad como del Mer-
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cado Común, los respectivos instrumentos contienen varias disposi­
ciones. De una parte, la Conferencia y el Consejo pueden adoptar 
decisionés y recomendaciones; las primeras obligan a cada Estado 
Miembro a que se dirigen, y las segundas carecen de fuerza obliga­
toria. Sin embargo, en el caso de las recomendaciones de la Con­
ferencia, 'el Tratado dispone que el Estado que no aceptase una de 
ellas deberá informara aquella tan pronto como sea posible y nun­
ca en un plazo mayor de seis meses, explicando los motivos de su 
incumplimiento. Las decisiones y las recomendaciones se tomarán 
con eL \.(oto favorable de todos los miembros, pero las abstenciones 
no se interpretarán como comprometiendo la validez de estos actos, 
siempre que no menos de las % partes de los miembros de la Con­
ferencia o del Consejo, incluyendo dos de los países. de mayor de­
sarrollo, haya votado en favor de la decisión o recomendación de 
que se trate (Art. 9 del Tratado y 8 del Anexo). De otra parte, 
ambos instrumentos contienen una cláusula del mismo tenor deno­
minada "Compromiso general de implementación", según la cual, 
los Estados Miel11bro~ tomarán todas las medidas apropiadas, gen~­
rales o particulares, que aseguren el cumplimiento de las obligacio­
nes establecidas tanto por el Tratado y el Anexo como por las de­
cisiones del Mercado Común y se abstendrán de adoptar cualquier 
medida que pudiera menoscabar la consecución de los objetivos del 
Tratado y del Anexo (Art. 5 del Tratado y 4 del Anexo) . 

En los Artículos II y 12 del Anexo se establece un procedimien­
to para el arreglo de las controversias que surjan en el Mercado 
Común, del cual forma parte el Tribunal a que se hizo referencia 
más arriba. Pero en el Tratado que establece la Comunidad tam­
bién hay una cláusula sobre la "solución de controversias" que 
surjan con motivo de la interpretación o aplicación de dicho ins­
trumento; de conformidad con esta cláusula, tales controversias se­
rán resueltas por la Conferencia de Jefes de Gobierno, "salvo que 
se disponga otra cosa, particularmente en los Artículos 11 y 12 del 
Anexo" (Art. 19). Como puede advertirse, sobre este particular la 
CAlUCOM se aparta del sistema de las Comunidades Europeas, en el 
sentido de haber preferido el arreglo de estas controversias entre 
Estados Miembros o uno de los órganos políticos, no obstante tra­
tarse de controversias de carácter esencialmente jurídico. A otro 
órgano político -el Consejo- también se confiere competencia pa­
ra solucionar los problemas derivados del funcionamiento del Mer­
cado Común, según se indicó, así como para recibir y considerar 
denuncias concernientes a violación de cualquiera de las obligacio­
nes convenidas en este Anexo y decidir en consecuencia" (Art. 7, b Y 
d). ' Sin embargo, cabe señalar que, a diferencia de las controver­
sias que contempla el mencionado Artículo 19 del Tratado, los pro­
blemas y denuncias que contempla el referido Artículo 7 del Ane­
xo no tienen necesariamente que versar sobre asuntos jurídicos. 

Seguramente esta es la razón por la cual el Consejo figura de 
nuevo en el procedimiento de solución de controversias en el Mer-
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cado Común estipulado en el Artículo 11 del Anexo. En efecto, 
conforme al párrafo primero de este articulo, 

Si cualquier Estado Miembro considera que algún benefició acor­
dado en este Anexo o algún objetivo del Mercado Común está 
siendo o puede ser frustrado y no se ha logrado una solución sa­
tisfactoria entre los Estados impliiádos, cualquiera de ellos pue­
de someter el asunto al Consejo. 

Obsérvese que no se requiere el acuerdo de los "Estados impli­
cados" para someter el asunto al Consejo; cualquiera de ellos pue­
de hacerlo de no haberse logradó una solución satisfactoria entre 
dichos Estados y, como comienza diciendo el párrafo 2 del propio 
artículo, "El Consejo rápidamente hará lo necesario para examinar 
el asunto". Ahora bieri, según continúa diciendo el mismo párra­
fo, entre las medidas que 'puede adoptar el Consejo figura la de 
"someter el caso al Tribunal constituido de acuerdo con el Artícu­
lo 12 de este Anexo a requerimiento de cualquiera de los Estados 
implicados". De este modo, si bien se trata de una jurisdicción 
obligatoria iPso tacto, es decir, que tampoco ahora se requiere el 
acuerdo de todos los Estados implicados, a ninguno de ellos corres­
ponde la facultad de someter la controversia al Tribunal; se trata, 
efectivamente, de una facultad reservada al Consejo. 

Por su parte, el párrafo 3 "del propio Artículo 11 reza como 
sigue: 

Si en cumplimiento de las disposiciones anteriores de este ar­
tículo, el Consejo o· el Tribunal, según sea el caso, concluya en 
que algún beneficio conferido a un Estado Miembro por este 
Anexo o algún objetivo del Mercado Común se está frustrando 
o puede frustrarse, el Consejo por mayoría de votos puede dic­
tar las recomendaciones adecuadas al Estado Miembro intere­
sado. 

Conforme a estas estipulaciones, ni siquiera las conclusiones a 
que llegue el Tribunal tienen fuerza obligatoria. Es más, las "re­
comendaciones" que se hagan al Estado Miembro interesado son 
siempre las que dicte el Consejo, aun cuando pueden ser las mis­
mas conclusiones a que llegó el Tribunal o estar fundadas en ellas. 
En todo caso, la idea, aparentemente, fue la de que dichas recomen­
daciones tuvieran cierta validez o alguna eficacia en la práctica. En 
efecto, en el párrafo 4, en el caso de que un Estado se mostrase 
reacio a cumplir una recomendación que se le ha hecho, el Con­
sejo puede, por mayoría de votos, autorizar a cualquier otro Esta­
do a suspender el cumplimiento de obligaciones estipuladas en el 
Anexo que benefician al Estado que incumple . 

. Finalmente, el Artículo 12, que se contrae al establecimiento, 
composición y modus operandi del Tribunal, presenta algunos as-' 
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pectos que mei-ecen destacarse', 'Se alu~e, concretamente, aJ átito­
maticismo' del procedimiento, que no permite que 'éste se frustre 
por la falta de acuerdo de los Estados partes. Así, ·dentro de los 
plazos fijados en el artículo, si los árbitros ~esignados por'dichos 
Estados no hayan! a su vez, 'designado ·301 tercero que presidirá el 
Tribunal, el Secretario General hará la' designación; aSImismo, 
cuando dos o más Estados sean partes en la controversia y río se 
pongan de acuerdo en la: designación de los dos árbitros, el Secre­
tario General designará, a' eSe' efecto, un solo árbitro. ' Por lo de, 
más, cabe llamar la' atención hacia la' disposición que figura en 
el último párrafo del artículo, según 'la cual los Estados Miembros, 
al comprometerse, a emplear los procedimientos previstos en dicho 
artículo para la solución de cualquier controversia de la naturaleza 
de las que se contemplan en el párrafo 19 del Artículo 11; Tenun~ 
dan expresamente a cualquier otro tipo de arregloS; , 

3, LAS INSTITUCIONES DE LA PROYECTADA CoimNlDAD 

ECONÓMICA y SOCIAL CENTROAMERICANA . " 

. , 

Con el objeto de superar la crisis por que ha venido atravesando. el 
proceso de integración como consecuencÍa 'deí conflicto entre El 
Salvador y Honduras (1969), los Gobiernos del área realizaron un 
primer esfuerzo a través del llamado Modus Operandi de 1970; és­
tas negociaciones, sin embargo, no lograron alcanzar sus propósitos7• 

Posteriormente la Secretaría Pern~anente (SIECA) emprendIÓ el es­
tudio mencionado en la nota 7, y que fue entregado a los Gobier­
nos en oqubre de 1972. En una reunión especial de Ministros de 
Economía, de Hacienda o Finanzas y los Presidentes de los ,Bancos 
Centrales, se decidió la creación de un Comité de Alto Nivel que 
examinaría el estudio de la SIECA, juntamente con los puntos de vis­
tade los Gobiernos y formularía: propuestas sobre acciones' tendien­
tes al perfeccionamiento y reestructuración del Mercado' Común 
Centroamericano. En las reuniones que celebraron los Jefes de Es­
tado del área en febrero y julio de H/75, se acordó ampliar el man~ 
dato del referido Comité en el sentido de que elaborara un ante­
proyecto de nuevo tratado de integración. En marzo de 1976 el 

·Sobre estos y otros aspectos institucionales de este proceso de integración, 
ver el estudio de H, J. Geiser, Pamela Alleyne, Cerrol Gajraj, Legal Problems 
01 Cm'ibbean lntegration, A Study 01 the Legal AsjJects 01 CARICOM (Sijthoff­
Leyden, 1976), Part Thiee, Chapters III y v. Ver también el estudio más re­
ciente de Dundas, C, W" Law 01 the Cal'íbbeall Community. En una 'publica­
ción más reciente, este último autor trata varios aspectos institucionales de la 
CARICOM: "Ensayos acerca del derecho y la práctica de la CARICOM (incluyendo 
el Mercado Común) ", Integración Latinoame,'ícana . (INTAL), vol. 44, mano de 
1980, pp, 49-86. 

'Sobre este primer ensayo de ajuste del esquema de integración, ver ia n~ta 
de la SIECA, "Evolución y Estudio Actual del Mercado' Común Centroamerica­
no y sus, Posibilidades de FuncionamientO a Corto PlalO", VOli. 1 y .Ji, Revista 
de la Integración Centroamericana, N9 3,' . 
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Comité de Alto Nivel para el Perfeccionamiento y la Reestructu­
ración del Mercado Común Centroamericano (CAN)' entregó a los 
Gobiernos un Proyecto de Tratado que crea la Comunidad Econó­
mica' y Social Centroamericanas. 

Como su..~ombre lo indica,.se trata de un nuevo esquema iute­
gracionista, que se aparta considerablemente desde el punto de vis­
ta institucional del que prevén el Tratado General de Integración 
Económica Centroamericana de 1960 y los demás instrumentos que 
complementaron a éste. Más aun, aunque, como se indicó oportu­
namente, el proceso de in tegración desarrolló en la práctica dimen­
siones institucionales que trascienden en alto grado el marco ins­
titucional previsto en los referidos instrumentos, todavía las insti­
tuciones de la· propuesta Comunidad muestran dimensiones mucho 
mayores que las que se desarrollaron en el curso de la primera dé­
cada del Mercado Común Centroamericano. Para facilitar la des­
cripción de las referidas instituciones, de su composición, naturale­
za, funciones y competencias, esto es, el marco institucional de la 
propuesta Comunidad, cabe comenzar por señalar que el referido 
Proyecto de Tratado, se inspira, acentuadamente, en las estructuras 
de las Comunidades Europeas, incluso en lo referente a las compe­
tencias del "Tribunal Controlador de la Legalidad" que se prevé. 

El Proyecto contempla "órganos principales, órganos especiales e 
instituciones". Los primeros son el Consejo, la Comisión y el Tri­
bunal; los segundos el Consejo Monetario Centroamericano y el 
Banco Centroamericano de Integración Económica; entre las insti­
tuciones figuran el ICAITI) COCESNA, CONTELCA Y COCAAP, así como 
las demás que prevé el propio Proyecto o en sus instrumentos com­
plementarios o derivados o que cree el Consejo, de conformidad 
con aquél (Art:9). 

Corresponde al Consejo, como órgano máximo de la Comuni­
dad, "dirigir las políticas y asegurar el cumplimiento de las obliga­
ciones contenidas en el presente Tratado, en la forma y oportuni­
dad que el mismo instrumento determina". (Art. 11). Con res­
pecto a su composición, cabe destacar que, a diferencia de la que 
establece el actual Tratado General, el Proyecto dispone que el 
Consejo se integre con los titulares (o en su defecto con represen­
tantes especiales) de los Ministros de cada Estado bajo cuya com­
petencia se hallen, segun el derecho interno, los asuntos a tratar 
en cada reunión (Art. 12). En lo referente a su funcionamiento, 
en una primera etapa -cuya duración determinará el propio Con­
sejo-, éste "adoptará sus decisiones mediante el voto afirmativo 
unánime de sus integrantes, salvo que otras normas del presente 
Tratado o de sus instrumentos complementarios o derivados esta­
blezcan una forma distinta para adoptar decisiones". (Art. 18). En 

"La edición del Proyecto preparada por la SIECA fue publicada por ésta en 
marzo de 1976. La SIECA había elaborado un Anteproyecto de Tratado con el 
mismo nombre, que se publicó en diciembre de 1974, y nuevamente en De"e­
cho de la Integración (INTAL), vol. vm, N.os 18 y 19, marzo.julio 1975, p. 87. 
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casos excepcionales el Consejo está autorizado para decidir y sin 
necesidad de propuesta de la Comisión, "sobre cualquier asunto de' 
carácter grave y urgente relacionado con el incumplimiento de los 
objetivos de la Comunidad, dentro del marco de legalidad estable­
cido por el Tratado", (Art, 13, e). 

Para que represente el interés comunitario del área, el Proyecto 
de Tratado crea la Comisión, el "órgano técnico y administrativo 
de la Comunidad", con el objeto de "adoptar o procurar que se 
adopten, dentro del marco del Tratado, las medidas necesarias pa­
ra asegurar el funcionamiento y desarrollo progresivo de la Comu­
nidad, dotándola a estos efectos de poder propio de iniciativa o de 
decisi6n;en su caso" (Art. 25). 'Salvo en los casos' excepcionales a 
que' se hizo referencia, el Consejo no podrá tomar decisiones si la 
Comisión no le ha presentado una propuesta al efecto (Art. 13, e) . 
La 'Comisión estará integrada por cinco miembros, nacionales de 
cada uno de los cinco Estados; nombrados por el Const!jo de entre 
una terna que cada Gobierno propondrá (Art. 27). Los Miembros 
de la Comisión, así como el personal a su servicio, se abstendrán 
de actuar de manera incompatible con su condición de funciona­
rios regionales; por su parte, "los Estados Miembros, se obligan a 
respetar el carácter exclusivamente comunitario de las funciones de 
los miembros de la Comisión y del personal de la misma, yana 
tratar de influir sobre ellos en el desempeño de sUs labores" (Art. 
33) . Cabe destacar, por último, que la representación de la Comu­
nidad recae en el Presidente de la Comisión (Art. 37), salvo la ex­
cepción prevista en el Artículo 79 del Proyecto, por cuanto éste 
dispone que la representación del Consejo Monetario seguirá co­
rrespondiendo, dentro de la esfera de sus competencias, al órgano 
que determinan los instrumentos que los rigen. 

Abundando en las funciones y facultades de la ComisÍ6n y en 
algunos aspectos relativos a su modus operan di, cabe destacar que 
ella es el principal órgano de vigilancia del cumplimiento de las 
disposiciones del Proyecto de Tratado, así como de las, contenidas 
en los instrumentos que lo complementen o se deriven del mismo 
(Art. 26, a). Tal responsabilidad le corresponde cumplirla tanto 

respecto de los Estados Miembros como de los demás órganos, orga­
nismos especiales e instituciones, y aún' respeCto de los particula­
res, para todo lo cual la Comisión está autorizada a acudir al Tri­
bunal de la Comunidad o a los tribunales de justicia nacionales, 
según proceda. Para facilitar el desempeño de esta función, los 
Gobiernos vienen obligados a suministrar los informes, estudios y 
datos que la Comisión pida, excepto los que tengan carácter confi­
dencial (Art. 41). En cuanto a las entidades, la información que 
aquélla necesite podrá obtenerla dada su condición de coordinadora 
que le asignan los Artículos 12, b) Y 26, d). En otro orden de 
ideas, cabe agregar que el Proyecto de Tratado prevé un Comité 
Económico y Social, como órgano auxiliar de la Comisión. Aunque 
se trata de un órgano meramente consultivo, en el Proyecto se con-
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templan dos ti pos de consulta, una de las cuales' viene obligada a 
, hacer la Comisión, como ocurre en los casos específicamente previs­

tos en los Artículos 224 y 226; el segundo tipo de consultas es op­
tativo (Art:· 43)" Por vía de este Comité el sector privado partici­
pará en las aétividades de la proyectada Comunidad .. 

El carácter vinculante de algunos de los actos del Consejo (los 
decretos comunitarios) y de la Comisión (las resoluciones), consig­
nado explícitamente en el Artículo 46 del ,Proyecto de Tratado, 
constituye una de ,las razones que justifican el órgano jurisdiccional 
que prevé ,dicho Proyecto. Una de las funciones que se asignan al 
nuevo Tribunal centroamericano radica, en efecto,. en, velar por la 
legalidad de los referidos actos. Al igual que la Corte de las Co­
munidades' Europeas y el reciente Tribunal andino, el órgano ju­
risdiccional previsto en el Proyecto también tiene competencia pa­
ra velar por el cumplimiento del ordenamiento jurídico comuni­
.ta:rio por parte, de los Estados miembros, así como por el manteni­
miento de la unidad o uniformidad de la interpretación de las nor­
mas constitutivas de dicho ordenamiento. Podrán interponer las 
acciones y recursos correspondientes ante el Tribunal, el Consejo, 
la Comisión, los Estados y los particulares (personas naturales o 
jurídicas) cuando éstos se consideren afectados directamente por la 
decisión de un órgano o institución de la Comunidad (Arts. 50, 
60, 63,.68 Y 72). 

Además de las anteriores funciones y competencias, y de las que 
el Consejo le confiera de acuerdo con el Artículo .66 del Proyecto, 
el Tribunal está autorizado para resolver las diferencias entre Es­
tados miembros en materias relacionadas con el Tratado y sus ins­
trumentos complementarios o derivados, cuando dichas diferencias 
le sean sometidas en virtud de compromiso, así como para resolver, 
también en virtud de cláusula compromisoria, las cuestiones que 
suscite la aplicación o interpretación de cualquier convenio o con­
trato de derecho público o privado suscrito por la Comunidad o 
por cuenta de ésta (Art. 60, b Y c). Así, mientras que de acuerdo 
con el inciso a) del propio Articulo 60, al Tribunal sólo compete 
conocer de. la legalidad de los actos u omisiones a que se contrae 
dicho inciso, de acuerdo con lo dispuesto en los incisos b) y e) el 
Tribunal actuará como una corte internacional de justicia para 
conocer de conu'oversias que surjan entre Estados miembros y que 
éstos le sometan9 • 

4. LAS INSTITUCIONES CREADAS POR EL TRATADO 

DE MONTEVIDEO 1980 

Mediante el Tratado suscrito en Montevideo el 12 de agosto de 1980, 
los Estados miembros de la ALALC instituyeron, en lugar de esta úl-. 

·Sobre estos y otros aspectos institucionales de la propuesta Comunidad ver 
el detenido análisis del Proyecto de Tratado del CAN, preparado por la SIECA, 

P,'incipales Aspectos' ]urídico-I1lStitucionales del Proyecto de Tratado que crea 
la· Comunidad· Económica y Social Centroamerical1a, septiembre 1976. parte IlI. 
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tima, la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) .EI 
proceso integradonista previsto en el Tratado continúa teniendo 
"como objetivo a largo plazo el establecimiento, en forma gradual 
y progresiva, de un mercado común latinoamericano" (Art. 1) 10. 

La nueva Asociación' cuenta con tres órganos "políticos" y con 
uno "técnico". tos primeros son el Conseio de 'Ministros de Re­
laciones Exteriores, la Conferencia de Evaluación y Convetgencia 
y el Comité de Representantes; el órgano técnico de la Asociación 
es la Secretaría General (Arts. 28 y 29). 'Aun cuando se trata de 
los mismos órganos a través de los cuales funcionó la ALALC a par­
tir de 1965, según se ha visto, las diferencias entre las dos estruc­
turas institucionales no radican solamente en el cambio de nom­
bre de algunos de los órganos; radican también en'la composición, 
atribuciones y modus operandi de estos órganos. 

Así, el Consejo de la ALADI no estará constituido, necesariamen­
te, por los Ministros de Relaciones Exteriores, cuando en mi ,Esta­
do' miembro la competencia de los asuntos de integración estuvie­
ra asignada a un Ministro o Secretario de Estado distinto al de 
Relaciones Exteriores; dicho país podrá estar representado en el 
Consejo, con plenos 'poderes, por el Ministro o Secretario respecti­
V? (Art. 31).' El Consejo, que es "el órgano supremo de la Aso­
CIación y adoptará las decisiones que correspondan a la conduc­
ción política superior del proceso de integración económica", tie­
ne, entre otras, las atribuciones siguientés (Art. 30): 

a) Dictar normas generales que tiendan al mejor cumplimiento 
de los' objetivos de la Asociación, así como al desarrollo armó­
nico del proceso de integración:; 

c) Adoptar medidas' correctivas de alcance multilateral de 
acuerdo con las recomendaciones adoptadas por la Conferencia 
en los términos del articulo 3, literal a) del presente Tratado; 

f) Revisar y actuálizar las normas básicas que regulen los 
acuerdos de convergencia y cooperación con otros países en de· 
sarrollo y las respectivas áreas de integración económica; 

j) Acordar enmiendas y adiciones al Tratado en los términos 
del Artículo 61; 

tOEI texto completo del Tratado de Montevideo 1980 figura en" Integración 
Latinoamericana (INTAL). vol. 47 (junio 1980. pp. 4·14. 
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La Conferencia, por sU parte, "estará integrada por Plenipoten­
ciários de los países' miembros" . (Art. 34), coh lo cualáparente­
mente se quiso garantizar que los representantes ante este otro ór: 
gano estuviesen investidos de plenos poderes, y evitar de ese modo 
problemas tomo los que se habían suscitado' en el pasado baio el 
régimen original 'del Tratado de 1960. Las atribuciones de la Con­
ferencia son, entre' otras, las siguientes (Art. 33) : 

a) Examinar el funcionamiento del proceso de integración en 
todos sus aspectos, y la convergencia de los acuerdos de alcance' 
parcial,' a través de su multilateralización progresiva, así como 
recomendar al Consejo la adopción de medidas correctivas de 
alcance multilateral; . 

b) Promover acciones de mayor alcance en materia de integra­
ción económica; 

c) Efectuar revisiones periódicas de la aplicación de los trata­
mientos diferenciales, que tengan en cuenta no sólo la evolu~ 
dón de la estructura económica de los países y consecuentemen­
te su grado de desarrollo, sino también el aprovechamiento efec­
tivo que hayan realizado los' países beneficiarios del tratamien­
to diferencial aplicado, así como de los procedimientos que 
busquen el perfeccionamiento en la aí)licación de dichos trata­
mientos;' 

d) Evaluar los Tesultados del sistema de apoyo a los países de 
menor desarrollo económico relativo y adoptar medidas para su 
aplicación más efectiva; 

e) Realizar las negociaciones multilaterales para la fijación y 
profundización de la preferencia arancelaria regional; 

f) Propiciar la negociación y concertación de acuerdos de al­
cance regional en los que participen todos los países miembros 
y que se refieran a cualquier materia objeto del presente Tra­

. lado, conforme a Jo dispuesto en el artículo 6; 

Entre los órganos "políticos" de la ALADI, el Comité es el "órgano 
permanente", y está constituido, tal como lo estaba su antecesor, el 
Comité Ejecutivo Permanente, por un Representante Permanente 
de cada país miembro, el cual tendrá un Alterno (Arts. 35 y 36, 
respectivamente) _ Son "atribuciones y obligaciones" del nuevo Co­
mité, entre otras, las siguientes (Art. 35): 

a) Promover la concertación de acuerdos de alcance regiona1. 
en los términos del artículo 6 del presente Tratado y, con ese 
fin, convocar reuniones gubernamentales por lo menos anual, 
mente, con el objeto de: 

i) Dar continuidad a las actividades del nuevo proceso de 
integración; 
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ii) Evaluar y orientar el funcionamiento del proceso;-
iii) Analizar y promover medidas para lograr mecanismos más 

avanzados de integración; y 
iv) Emprender negociaciones sectoriales o multisectoriales con 

la participación de todos los países miembros. para concertal 
acuerdos de alcance regional, referidos básicamente a desgrava­
ciones arancelarias; 

b) Adoptar las medidas necesarias para la ejecución del pre­
sente Tratado y de todas sus normas complementarias; 

m) Proponer fórmulas para resolver las cuestiones planteadas 
por los paises miembros, cuando fuera alegada la inobservancia 
de algunas de las normas o principios del presente Tratado; 

n) Apreciar multilateralmente los acuerdos parciales que ce­
lebren los países en Jos términos del artículo 2.1) del presente 
Tratado; 

ñ) Declarar la compatibilidad de los acuerdos parciales que 
celebren los países miembros en los términos del artículo 27 del 
presente Tratado; 

q) Atender los asuntos de interés común que no sean de la 
competencia de los otros órganos de la Asociación; 

Además de las anteriores funciones y atribuciones, por el Ar­
tículo 26 del Tratado se encarga al Comité que dicte las medidas 
adecuadas para facilitar el cumplimiento de los objetivos señalados 
en dicho artículo sobre "cooperación con otras áreas de integración 
económka" . 

En cuanto al órgano técnico de la ALADl -la Secretaría Gene­
ral-, estará compuesta por personal técnico y administrativo y di­
rigida por un Secretario General, quien "se desempeñará en tal ca­
rácter con relación a todos los órganos políticos de la Asociación" 
(Art. 38) . A este respecto se supera la situación un tanto anómala 
que ha existido en la ALALC, en el sentido de que la antigua Secre­
taría no era un órgano de la Asociación en su conjunto sino la de 
uno de los órganos de ésta, el Comité Ejecutivo Permanente. Al Se­
cretario General lo designa el Consejo (Art. 39), Y se reconoce el 
carácter internacional de sus funciones y de las del personal de la 
Secretaría General o de sus expertos y consultores contratados (ar­
tículo 41). Las "funciones y atribuciones" de este otro órgano. que 
se enumeran en el Artículo 38, son, entre otras, las siguientes: 
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a) Formular propues:f;al\ a los órganos de la Asoc;iaóón que 
• : <:orresponda, a través del Comité, orientad!ls a la mejor consecu­

ción de los objetivos y al cumplimiento de las funciones, de la 
Asociación; 

d) Representar a la Asociación ante organismos y entidades 
internacionalesde< carácter económico con el objeto de tratar 
asuntos de interés común; 

i) Analizar por iniciativá 'propia, <para todos los países, o a 
pedido del Comité, el cumplimiento de los compromisos conve­
nidos y evaluar las disposiCiones legales de los países miembros 
que alteren directa o indirectamente las concesiones pactadas; 

k) Realizar evaluaciones periódicas de la marcha del proceso 
de integración y mantener un seguimiento permanente de las 
actividades emprendidas por la Asociación y de. loso compromisos 
de los acuerdos logrados en el marCO de la misma: 

p) Presentar anualmente al Comité un informe de los resul­
tados de la aplicación del presente Tratado y de las disposicio­
nes jurídicas que de él se derhren. 

Como habrá podido advertirse, comparativamente la Secretaría 
General es el órgano que ha resultado más fortalecido en el nuevo 
Tratado de Montevideo. Esto es obvio, sobre todo si se tienen pre­
sente las funciones y facultades que se le him conferido para la vi­
gilancia del cumplimiento de los compromisos, la evaluación pe­
riódica de la marcha del proceso de integración y la formulación 
de propuestas a los demás órganos de la Asociación. 

Además de estos cuatro órganos principales. el Tratado de Mon­
tevideo 1980 prevé el establecimiento de "órganos auxiliares, ase­
soramiento y apoyo técnico. En particular, uno integrado por fun­
cionarios responsables de la política de integración de los países 
miembros". Tambiériprevé el establecimiento de "órganos auxilia­
res de carácter consultivo, integrados por representantes de los di­
versos sectores de la actividad económica de cada uno de los países 
miembros" (Ari:. 42). El Tratado' de 1960 solamente preveía las 
comisiones· consultivas que podía establecer el Comité Ejecutivo, y 
que estaban integradas por los delegado,> de los sectores corres-
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pondientes de cada uno de los países miembros; las demás entidades 
-las comisiones asesoras, los consejos asesores, los grupos de estudio 
y de trabajo, etc.- tuvieron su origen en resolúcionesde la COíl­
ferencia de las Partes Contratantes, del Comité y ,aun del Consejo 
de Ministros, no obstante lo cual se calificó a algunaS como "órga­
nos auxiliares" de la ALALC. En cambio, el Tratado de 1980 supri­
mió el "Asesoramiento técnico" que el antiguo Comité debía soli­
citar, para los órganos de la Asociación, de la CEPAL y de la Secre­
taría Ejecutiva del ClES. El "asesoramiento técnico" está previsto en 
el nuevo Tratado, pero en términos muy diferentes, como puede 
advertirse en el apartado f) del ArtÍCulo 38 transcrito. Por tratarse 
de cuestiones afines cabe señalar que tal'nbién se traspasó ala Secre­
taría General la función o atribución de representar a la AsoCia­
ción ante organismos y entidades internacionales de carácter co­
mún (Art. 38, d), 'esto es, en materia de relaciones' de cooperación 
con organismos y entidades de ese carácter. 

El Tratado de Montevideo 1980 regula, separadamente, lo refe­
rente al q,uórum requerido para que cada uno de los órganos polí­
ticos pueda sesionar y tomar decisiones (o resoluciones) y lo refe-' 
rente a la mayoría de votos que se requiere pata 10 segundo. En' 
cuanto a 10 primero, tanto el Consejo de Ministros como la Confe­
rencia requerirán la presencia de la totalidad de los países miem­
bros (Arts. 32 y 34, respectivamente) ; el Comité, en cambio, podrá 
sesionar y adoptar sus resoluciones con 'la presencia, solamente: de 
Representantes de los dos tercios de dichos países (Art. 37). En 'el 
sistema del TI'atado de 1960 el quórum para sesionar y para tomar 
decisiones únicamente estaba regulado con respecto a la Conferen­
cia, requiriéndose la presencia, no de todas, sino de por lo menos 
dos tercios de las Partes Contratantes. 

En cuanto a la mayoría requerida para la adopción de decisio­
nes, el nuevo Tratado dispone que el Consejo, la Conferencia y el 
Comité las adoptarán con el voto afirmativo de dos tercios de los 
países miembros, pero se exceptúan de esta norma general las de­
ciones sobre las materias sustantivas, las cuales requerirán los dos 
tercios de votos afirmativos y sin que haya voto negativo (Art. 43) . 
En el sistema anterior, no como lo estableció originalmente el 
Tratado de 1960 sino también tal como fue modificado en la prác­
tica por los órganos, en lo que concierne a la Conferencia, las de­
cisiones eran tomadas con el voto afirmativo de, por lo menos, dos 
tercios de las Partes Contratantes y siempre que no hubiere voto 
negativo; en este sentido, también en el primer Tratado de Mon­
tevideo se reconoció el derecho a veto, salvo en determinados, casos 
de excepción, tales como la aprobación del presupuesto anual ,del 
Comité Ejecutivo, la elección del presupuesto de la Conferencia, 
etc. (Art. 38) . Ahora bien, como en virtud del mismo artículo este 
régimen de votación era transitorio (dos años), no obstante ha­
berseprorrogado por la Conferencia de 1963, ya desde esta fecha 
en la propia ,Resolución 68(n) se aconsejó la eliminación gradual 
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del veto; y así se hizo posteriormente con respecto a determinados 
asuntos o materias de carácter sustantivo, incluso algunos cuya con­
sideración y decisión fue delegada al Comité Ejecutivo, para que 
éste los resolviera por mayoría de dos tercios, pura y simple. El 
Comité ya se había dado en su Reglamento -dado que el Tratado 
no disponía nada al respecto- este régimen más liberal de adoptar 
sus resoluciones con el voto, no calificado, de por lo menos dos ter­
cios del total de los representantes. 

En suma, el régimen de votación estipulado en los dos Tratados 
es esencialmente el mismo, es decir, se trata de un régimen sujeto 
mayormente y en asuntos o materias sustantivas, a la regla de la 
unanimidad. Aun cuando el Tratado de 1980 lo exprese de otro 
modo, las "excepciones" configuran la "norma general" y viceversa, 
toda vez que dentro de ellas caen prácticamente dichos asuntos o 
materias sustantivas, que es lo que ocurría bajo el régimen del Tra­
tado de 1960. Cabe destacar, de otra parte, como un aspecto pro­
gTesista del nuevo Tratado -que no figuraba en el anterior, aun­
que sí quiz¡í en la práctica- la cláusula en virtud de la cual la abs­
tención no significará voto negativo y la ausencia en el momento 
de la votación se interpretará como abstención. También cabe des­
tacar que, al igual que el Tratado que reemplaza, el Tratado de 
1980 contempla, nuevamente, la eliminación de asuntos o materias 
que en virtud de lo dispuesto en su Artículo 43 han de resolverse 
mediante decisiones aprobadas "con dos tercios de votos afirmativos 
y sin que haya voto "negativo". 

5. FORTALECIMIENTO DE LA ESTRUCTURA INSTITUCIONAL 

DE LA INTEGRACrÓN SUBREGIONAL ANDINA 

Las nuevas dimensiones institucionales del proceso de integración 
subregional andina radican, principalmente, en la creación del Tri­
bunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, el Consejo de Minis­
tros de Relaciones Exteriores y el Parlamento Andino. El instru­
mento constitutivo del segundo de estos nuevos órganos -que adop­
tó el nombre de "Consejo Andino"-, se suscribió en Lima el 12 
de noviembre de 1979. Entre sus atribuciones figuran las de formu­
lar la política exterior de los Países Miembros, orientar y coordi­
nar, cuando corresponda, la acción externa de los diversos órganos 
del Sistema Andino, y contribuir a la formulación de la política ge­
neral del proceso de integración subregionaI. El Consejo se reuni­
rá cuando los países lo estimen necesario pero por 10 menos dos 
veces cada año. En cuanto al Parlamento Andino, cuyo Tratado 
Constitutivo se suscribió en La Paz el 25 de octubre de 1979, se 
compondrá de cinco representantes, elegidos por los órganos legis­
lativos de los Países Miembros de entre sus integrantes. El Parla­
mento tiene varios propósitos, entre los cuales se destacan el de co­
adyuvar a la promoción y orientación del proceso integracionista 
andino, sustentar, en la subregión andina, el pleno imperio de la 
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libertad, de la justicia soéialy de la democracia, en su más amplio 
ejercicio participativo, y fomentar el desarrollo de una conciencia 
comuÍlitaria andina y el desarrolIo e integraci6n de la comunidad 
latinoamerieanall. 

El Tratado que crea el Tribunal Andino, antes de entrar en las 
cuestiones concernientes a su organizaci6n y competencias, dedica 
un primer capítulo al "Ordenamiento Jurídico" del Acuerdo, en el 
cual figuran disposiciones llamadas 'a fortalecer la estructura insti­
tucional establecida por dicho instrumento, e incluso a viabilizar 
un meJor y más efIcaz 'funcionamiento del' propio TribunaJ12. A 
continuación se transcriben las disposiciones a que se hace refe­
rencia: 

Capítulo 1 

,Del ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena 

Artículo l. El ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena 
comprende: ' 
a) El Acuerdo de Cartagena, sus Protocolos e Instrumentos adi­
cionales, 
b) El presente Tratado, 
c) Las Decisiones de la Comisión y 
d) Las Resoluciones de la Junta. 

Artículo 2. Las Decisiones obligan a los Países Miembros desde 
la fecha en que sean aprobadas por la Comisiono 

Artículo 3. Las Decisiones de la Comisión serán directamen te 
aplicables en los Países Miembros a partir de la fecha de su pu­
blicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo, a menos que las mis­
mas; señalen una fecha posterior. 
Cuando su texto así lo disponga, las Decisiones requerirán de 
incorporación al derecho interno, mediante acto expreso en el 
cual se indicará la fecha de su entrada en vigor en cada País 
Miembro. 

Artículo 4. Las Resoluciones de la Junta entrarán en vigencia en 
la fecha y con las modalidades que establezca su Reglamento. 

Artículo 
medidas 

5. Los Países Miembros están obligados a adoptar las 
que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de 

~-

. ~ "Ver otras atribuciones y propósitos de estos dos nuevos órganos o institu­
ciones del Grupo Andino, en Inlegl'ación Latinoame,'icana (INTAL), vol. 48, ju­
lio 1980, pp. 4-6. 

12El Tratado que crea este Tribunal fue suscrito por los Presidentes de los 
actuales cinco Países Miembros en Cartageua, Colombia, el 28 de mayo de 1979. 
Su texto completo figura en Integración Latinoamericana (INTAL), vol. 38, 
agosto 1979, pp. 66-68, 
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. las normas que conforman el ordenamiento jUrídico del Acuei'­
do de Cartagena. . 
Se comprometen, asimismo, a no adoptar ni emplear medida al­
guna que sea contraria a dichas normas o que de algún modo 
obstaculice su aplicación: 

Las anteriores disposiciones son sustancialmente las mismas que 
figuraban en la Propuesta 43 de. la Junta del Acuerdo, que conte­
nía el Proyecto de Tratado para la creación de un órgano jurisdic­
donallll . En opinión de la Junta, tales disposiciones, " ... por el 
hecho de figurar en un Tratado internacional, permiten completar 
el sistema normativo del Acuerdo, definiendo cuál es su estructura 
jurídica; la forma de incorporación de las decisiones de la Comi­
sión en los ordenamientos jurídicos nacionales y finalmente, las 
obligaciones de los. Estados miembros respecto de las normas que 
conforman la estructura jurídica del Acuerdo deCartagena"14. Es­
ta opinión de la Junta. refleja su loable preocupación por asegu­
rarla validez, así como la eficacia, de los actos de los órganos sub­
regionales en el territorio de los Países Miembros del Acuerdo. 

Como hemos observado en otra oportunidad con motivo del 
Proyecto de Tratado, los Artículos 2 y 3 transcritos, indudablemen­
te acercan el ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena al 
sistema de los Tratados que crearon las Comunidades Europeas y, 
por ende, mejorarán notablemente la situación actual. A este res­
pecto, la Junta indicó en el Informe citado15 que, 

.. ,es indispensable subsanar los vacíos del Acuerdo de Cartage­
na, en cuanto se refiere a la incorporación de las decisiones de 
la Comisión en el ordenamiento jurídico nacional, mediante dis­
posiciones expresas adoptadas en un instrumento jurídico de va­
lidez suficiente, de manera que se uniforme la práctica de los Es­
tados miembros en esta materia y desaparezcan las diferencias 
existentes en este momento, que podrían conducir a la disper-

. sión del orden jurídico del proceso de integración subregional. 

Más adelante la Junta completó esta opinión expresando lo si-
guiente: 

... es necesario para el éxito del proceso de integración incorpo­
rar el principio de la aplicación directa de las normas deriva­
das del Acuerdo de Cartagena en el ordenamiento jurídico na­
cional. 

Por su parte, las disposiciones contenidas en el Artículo 5 trans­
crito obedecen al propósito de asegurar una efectiva observancia 

iIJIDoc. JUN!Pwpuesta 43/ Rev. 2, 18 de enero de 1974. 
'''''Ver Informe de la Junta sobre el Establecimiento de un Organo Jurisdic­

cional .del Acuerdo deCar~agena. cOMjx-Ejdi 5, 12 de diciembre de 1972, p. 2. 
>LIb., pp. 16 Y 17. 
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del ordenamiento jurídico subregional. De lo que ahora se trata es 
de superar las lagunas que frecuentemente muestran los ordena­
mientos jurídicos internos, así como evitar que a este nivel se adop­
ten o empleen medidas contrarias al ordenamiento subregional o 
que de algún modo obstaculicen su aplicación. En realidad se tra­
ta de cláusulas tácitas de todo tratado -internacional en que, como 
en el Acuerdo de Cartagena, se consignen obligaciones de hacer o 
de no hacer, pero es innegable que en la práctica la exigibilidad 
de tales obligaciones se facilita considerablemente cuando dichas 
obligaciones figuran en cláusulas expresas. 

Hasta cierto punto, las ,disposiciones contenidas en los Artículos 
2 y 3 transcritos son susceptibles de esta misma observación. En 
rigor, también, lo que hacen estas otras disposiciones es consignar 
expresamente -como ocurre en el sistema de los Tratados que 
crearon las Comunidades Europeas-, la validez u obligatoriedad 
automática de las decisiones de la Comisión, así como su aplicabili­
dad directa en los Países Miembros, cuando la decisión no dispon­
ga que su incorporación al derecho interno se efectúe mediante, ac­
to expreso en cada uno de esos países. No obstante, sise tiene pre­
sente, sobre todo, la experiencia de la primera década del Acuerdo, 
se podrá apreciar a cabalidad la enorme importancia de las nuevas 
disposiciones. En efecto, la presencia de tales estipulaciones en el 
nuevo ordenamiento jurídico con que contará el Acuerdo de Car­
tagena en virtud del Tratado de 1979, seguramente irá superando 
la marcada inclinación que se ha podido observar en esos países ha­
cia la recepción expresa, en el sentido de darle -al menos aparen­
temente- carácter "aprobatorio" a los instrumentos mediante los 
cuales se incorporan los actos subregionales a su derecho interno. 

Otra observación que cabría hacer con respecto al Capitulo 1 

del reciente Tratado es la siguiente: al igual que en el Proyecto 
preparado por la Junta, en' dicho capítulo ,se omite, al enUlll,erar 
los instrumentos constitutivos del ordenamiento jurídico del Acuer­
do de Cartagena, a los instrumentos legales que adopten los Países 
Miembros para facilitar, o en su caso para viabilízar, la aplicación 
de las normas emanadas del Acuerdo o de cualesquiera de los otros 
instrumentos y actos subregionales mencionados en el Artículo lQ 
transcrito. Al menos en un sentido amplio, el derecho o estructura 
jurídica de un proceso de integración comprende, además del tipo 
de instrumentos y nonhas que se enumeran en el artículo, la otra 
categoría a que se acaba de hacer referenCÍa16• Esta concepción del 
derecho de la 'integración es especialmente relevante cuando de !ó 
que se trata es de definir el marco jurídico dentro del cual han de 
ejercerse las competencias conferidas a un órgano jurisdiccional. 
En el presente caso, en el Artículo 28 del Tratado se confiere al 
Tribunal una competencia cuyo ejercicio puede muy bien inci-

l"Sobre este particular ver la opinión de la Corte de. Justicia de las Comu­
nidades Europeas en el C,aso N9 6·64 (Costa vs. Enel) , Instituto Interamericano, 
Derecho de la Integración. etc., p. 923., 
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dir en los mencionados instrumentos internos de los Países Miem­
bros17, 18. 

En lo que concierne a la ubicación institucional del Tribunal, 
el Tratado lo crea, como otro "órgano principal" -el tercero del 
Acuerdo de Cartagena, con sede en Quito-, el cual quedará integra­
do por cinco Magistrados, naCionales de los Países Miembros. Tan· 
to por su composición como por otros aspectos relacionados con su 
organización, existeun'a gran analogÍ'a entre el Tribunal andino y 
la Corte de Justicia de las Comunidades Europeas. Lo mismo ocurre 
con respecto al sistema de competencias: el Tratado también prevé 
una "acción de nulidad", una "acci6n de incumplimiento" y la "in­
terprefación prejudicial". 

La acción de nulidad está regulada en la Sección Primera del 
Capítulo III del Tratado. En virtud de esta competencia, "corres­
ponde al Tribunal declarar la nulidad de las Decisiones de la Co­
misión y de las Resoluciones de la Junta dictadas con violación del 
ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena, incluso por des­
viación de poder, cuando sean impugnadas por algún País Miem­
bro, la Comisión, lá Junta o las personas naturales o jurídica,s en 
las condiciones previstas en el Artículo 19 de este Tratado" (Art. 
17). La acción de incumplimiento, en cambio, mira a los actos de 
los Países Miembros, no a los actos de los órganos. La acción la 
promoverá la Junta cuando "considere que un País Miembro ha 
incurrido en el incumplimiento de obligaciones emanadas de las 
normas que conforman el ordenamiento jurídico del Acuerdo de 
Cartagena", formulándole sus observaciones por escrito. Si luego 
de recibir la contestación de los países el dictamen de la Junta 
"fuere de incumplimiento y el País Miembro persistiere en la con­
ducta que ha sido objeto de observaciones, la Junta podrá solicitar 
el pronunciamiento del Tribunal". (Art. 23). La iniciativa para 
promover esta acción también puede tomarla otro País Miembro, 
bien a través de la Junta. bien acudiendo directamente al Tribunal, 
tanto si ella no intentare la acción dentro de los dos meses siguien­
tes a la fecha de su dictamen, como si la Junta no emitiere su dic­
tamen a los tres meses siguientes a la fecha de presentación del re­
clamo o el dictamen no fuere de incumplimiento (Art. 24). 

En CUanto a la tercera de las competencias mencionadas. "Corres­
ponderá al Tribunal interpretar por vía prejudicial las normas que 
conforman el ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena, con 
el fin de asegurar su aplicación uniforme en el territorio de los 
Países Miembros" (Art. 28). Los jueces nacionales que conozcan 

"El Artículo 28 del Tratado reza como sigue: "Corresponderá al Tribunal 
interpretar por vía prejudicial las normas que conforman el ordenamiento ju­
rídico del Acuerdo de Cartagena, con el fin de asegurar su aplicación uniforme 
en el territorio de los Países Miembros". 

lSLas observaciones que se han hecho al Capítulo 1 del Tratado son las que 
oportunamente formulamos con motivo de la Propuesta 43 de la Junta. Ver 
Carda-Amador, op, cit. en la Nota 4, supra, pp. 210-217. 
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de un proceso en que deban aplicarse algunas de las referidas nor­
mas, podrán solicitar la interpretación del Tribunal acerca de las 
mismas, siempre que la sentencia sea susceptible de recursos en de­
recho interno; cuando no lo fuere, "el juez suspenderá el procedi­
miento y solicitará la interpretación del Tribunal, de oficio, en to­
do caso, a petición de parte si- la considera procedente" (Art. 29) . 
El Tribunal es competente solamente para "precisar el contenido y 
alcances de las normas del ordenamiento jurídico del Acuerdo", y 
"no podrá interpretar el contenido y alcances del derecho interno 
ni califioar los hechos materia del proceso". (Art. 30). Por lo de­
más, el juez nacional "deberá adoptar la interpretación del Tribu­
nal" (Art. 31) 19. 

La creación del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena 
constituye, indudablemente, la más destacada de las nuevas dimen­
siones institucionales de la integración económica en América La­
tina y el Caribe. Tal como lo consignaron los Presidentes de los 
Países Miembros del Grupo Andino, al recomendar la urgencia de 
la entrada en vigor del Tratado que suscribieron el mismo día 
creando el Tribunal, éste "es una demostración del alto nivel de 
madurez y estabilidad que adquieren las instituciones del Sistema 
Andino y constituye la primera experiencia latinoamericana que do­
ta al Derecho de Integración de una instancia jurisdiccional e in­
terpretativa y que, como tal, representa la más clara manifestación 
de la voluntad indeclinable de nuestros Gobiernos de respetar y 
cumplir las obligaciones y responsabilidades soberanamente asumi­
das en el Acuerdo de Cartagena, así como la irreversibilidad de la 
integración subregional "20. 

"'Aun cuando el Tratado de 1979 que crea el Tribunal andino incorpora, 
con algunos cambios, el pl'Oyecto de tratado que figuraba en la mencionada 
Propuesta 43 de la Junta del Acuerdo, un estudio detenido de la organización 
y competencias de este nuem órgano subregioual requiere consultar también la 
hb.toría legislati\'a inmediata al texto ddinitivo. Esta última se halla en la do­
cumentaciÓn de las reuniones que celebraron, primero, expel·tos gubernamen­
tales y luego los representantes plenipotenciarios de los actuales cinco Países 
Miembros. A este respecto ver, en especial los siguientes documentos de la 
Junta: JUN/REG. TAC/I y n, 23 de junio de 1977 y 16 de septiembre de 1978, res­
pectivamente. (Informes finales de las reuniones de expertos); JUN ¡di 355, 16 
de febrero de 1979). Informe sobre el proceso y estado actual de la discusión 
del pl'Oyecto del tratado); y JUN/RRP.NT.TAC/I/ACTA y 11 Acta e Informe Final 
de .las reuniones de representantes plenipotenciarios celebradas del 19 al 22 de 
febrero y del 29 de marzo al l Q de abril de 1979, respectivamente. 

"'Ver "Mandato de Cartagena", cuyo texto completo figura en l'lllegmción 
Latinoamericana (INTAL), vol. 37, julio 1979, pp. 61-66. 
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BASICOS 

Rodrigo Díaz Albónico 

INTRODUCCIÓN 

El desequilibrio económico que caracteriza a la actual sociedad in­
ternacional ha conducido a un análisis crítico de principios clásicos 
de la misma, como el de la igualdad soberana; de hechos como 
aquel de la desigualdad de desarrollo, concluyendo en un rechazo 
parcial o total del sistema internacional, de sus estructuras y de sus 
mecanismos. 

Aceptadas estas circunstancias, los países del Tercer Mundo han 
elaborado con bastante dificultad una estrategia común con el ob­
jeto de establecer un nuevo orden internacionaP. Frente a la pre­
sión cada vez mayor de esos países y recogiendo la experiencia que 
significó para el mundo occidental la crisis energética (que ha acre­
centado la dependencia estratégica de los países industriales), la 
Organización de las Naciones Unidas convocó en 1974 a un período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General a fin de estudiar 
"los problemas de las materias primas y el desarrollo y considerar 
las cuestiones económicas más importantes con que se enfrenta la 
comunidad ínternacional"2. 

Durante este período extraordinario de sesiones se aprobaron dos 
resoluciones que constituyen una adopción de posiciones, a menudo 
imperfecta, pero que proyectan sin embargo una nueva etapa en las 
relaciones económicas internacionales. La primera, la resolución 
3201 (S-IV), se refiere a la "Declaración sobre el establecimiento de 

'''éase el discurso pronunciado el 9 de abril de 1974, en la sesión inaugural 
de la sesión especial de la Asamblea General por el Presidente de Argelia señor 
Boumediene, en donde resume la estrategia común de los países del Tercer 
Mundo. 

"Los países industriales deseaban que esta sesión extraodinaria fuese consa­
grada solamente a los problemas de la energía, posición expresada por el Mi· 
nistro de Relaciones de Francia, señor Jobert. Los países en desarrollo repre"­
sentados por Argelia, inscribieron en el temario el estudio del conjunto de ma­
terias primas en la perspectiva de una nueva ,definición de relaciones entre 
países productores y "países consumidores, tal cual la había esbozado Argel. con 
ocasión de la IY Conferencia de ,)'l/aciones no alhleadas, que tUYO lugar en 1973. 

80 



EL FONDO COMÚN PARA LOS PRODUCTOS BÁSICOS 

un nuevo orden económico internacionat:'; la segunda, 3202- (S-VI), 
se titula "Programa de acción sobre el establecimiento de un nuevo 
orden económico internacÍonal"3. ' 

Es cierto que aún se discute el valor jurídico de estos dos ins­
trumentos, a raíz que ellos fueron adoptados sin votación y tampoco 
se hizo mención en el momento de su presentación, que fueron 
adoptados por "consenso"4, El ,representante de los Estados Unidos 
creyó poder deducir de esa omisión que no rigió para ellos el "con­
senso". Cualquiera sea la posición que al respecto se asuma, que 
no deja de tener importancia, es. un hecho que tanto la Declaración 
como el Progra~l)a constituyen instrumentos "de reflexión y de in~ 
citación al cambio"5. . ' 

La resolución' 3201 .contiene' tres aspectos dignos de ser destaca­
dos: un diagnó~~ico del orden econ~mico internacional vigente; 1(1 
afirn:iación de principios sobre los cuales debe basarse el nuevo or­
den económico internacional; y por último, l1:na serit; de prescrip­
ciones en relación al papel que debe jugar Naciones Unidas en el 
estahlecimiento de este nuevo orden internacional. . 

'La segunda r~solución,320l' (S-VI):~ p'ret~nde aplicar la anterior 
elaborando un Programa de acción que deberá ejec~tarse dentro de 
plazos determinados. Pará ello distingue algunas áreas de problemas: 
materias primas y productos primarios; sistema monetario y fina!l~ 
ciamiento; industrialización; transmisión de tecnología; reglamen­
tación y fiscalización de las emprésastr~nsnadonales~ promoción de 

3A estos dos' instrumentos debe agregarse' la Resolución 3281 '(XXIX), liObre 
"Carta de Derechos y Deberes Economlcos de los, Estados", adoptada el 12 de 
dicieml.H'e de 1974, cuyo objetivo fundamental es igualmente promover el es: 
tableeimiento de un nuevo orden económico internacional. ' 

'El consenso' es' un pl'Oéedimiento generado espóritáneainente por la práctica 
internacional, y que consiste en suspender en un momento dado íos debateS y 
la _negociación formal. estableciendo por medio de nego.ciaciones oficiosas un 
texto que es propuesto en la sesión corno traduciendo un "consenso" o' constitu­
yendo un "consenso"; el texto es adoptado sin votación ni debate, como expre­
sando el sentimiento general..' ' . . 

r'Cf. l'lory (M), Droit International du Développment. Paris, P.U.F.) 1977, p. 
271. A propósito de las resoluciones de la Asarnblea General de Naciones Uní­
das, se ha desarrollado toda una polémica de carácter doctrinal pero con con­
secuencias prácticas. En efecto, en relación a un cierto número de resoluciones 
se le ha querido otorgar un valor normativo, no obstante la carencia por par­
te de la Asamblea General de una autoridad legislativa y la naturaleza formal 
de tales actos; que no son sino recomendaciones. Se trata' en los hechos de ac­
tos a quienes se les ha "adicionado" una presión politícal" tan válida en la opi­
nión de sus promotores, corno la presión de cal'ácter jurídico. Sin embargo. ca­
be efectuar una distinción más científica: o bien la regla existía antes de la 
illtC1"\"cnción de Naciones Unidas, y en ese caso la l·eferencia de la Asamblea 
General constituye un simple reconocimiento de la norma; o bien, la regla no 
existía, siendo imposible a través de una resolución obligar a 108 Estados miem­
bros. A pesar de ello cabe señalar que una presión política existe sobre deter­
minados Estados y que si éstos se conforman a ella, una práctica puede desa­
rrollarse, la que transcurrido cierto tiempo puede significar la conciencia de 
una obligación jurídica y dar nacimiento a una norrna consuetudinaria. En 
M'!ntido' contrario, los. Estados pueden perfectamente despejar toda duda, decla-
rando que ellos rechazan en el acto es;!. presión política: ' 
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la cooperación entre países en desarrollo; asistencia para el ejercicio 
de Ja soberanía permanente sobre recursos naturales; fortalecimiento 
del papel de Naciones Unidas en la esfera de la cooperación econó­
mica internacional. 

Adjunto al programa de acción se establece un "programa espe­
cial" con el objeto de adoptar medidas de urgencia para mitigar las 
dificultades de los países en desarrollo más gravemente afectados 
por la crisis económicas. 

Al interior del área "materias primas y productos primarios", 
cabe hacer especial mención del párrafo consagrado al "comercio 
general". En él se propone como una medida concreta para mejorar 
la relación de intercambio de los países en desarrollo, la prepara­
ción de un Programa Integrado General para una amplia gama de 
productos básicos, en cuya exportación estén interesados los países 
en desarrollo. . 

El Programa integrado para los productos básicos fue objeto de 
largas y pacientes negociaclOnes, tanto al interior del grupo de los 
77, como en sus relaclOnes con los países industriales. Los primeros 
habían elaborado un proyecto a nivel ministerial en la reunión ce­
lebrada en Manila en 19767, aunque no· prejuzgaron acerca de los 
productos que se incluirían en el Programa integrado. Anterior­
mente la secretaría de UNCTAD había preparado un documento, va­
rias veces modificado, antes de concluir en su versión definitiva co­
nocida en diciembre de 1975. 

Sobre la base de la "Carta de Manila" y del documento de UNCTAD 

se inició un. proceso negociador con los países industriales que 
abarca el penodo comprendido antes y durante la IV Conferencia 
de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, realizada en Nai­
robi en 1976. 

Los países miembros del grupo de los 77 habían otorgado al fu­
turo Programa Integrado dos objetivos prioritarios: el estableci­
miento de un Fondo Común para financiar reservas estabili_zadoras; 
y la indización del precio de los productos exportados por los países 
en desarrollo en función de los precios de las manufacturas impor-

·La primera medida concreta del programa especial la constituyó la crea­
ción, en 1976, del ":Fondo Internacional de Desanollo Agrícola", institución es· 
pecializada de las Naciones Unidas, que agrupa a tres categorías de miembros: 
países industriales de la O.C.D.E.; países de la O.P.E.P.; y países en desarrollo 
que serán los beneficiarios. Cf. Sauvignon (E), Le Fonds International du Dé· 
veloppment Agricole, A.F.D.I • .; 1977. pp. 660·677. 

7A fin de coordinar sus posiciones teniendo presente la IV Sesión de UNCIA!>, 
los representantes del grupo de los 77 se reunieron en Manila del 2 al 7 de 
febrero de 1976. De esta reunión surgió una plataforma común de los países 
en vías de desarrollo, cuya denominación oficial es "La Declaración y el Pro­
grama de Acción de Manila", igualmente conocida bajo el nombre de "Carta 
de Manila". Dos ideas centrales caracterizan a este documento: el concepto de 
pacto de asistencia entre paises industriales y en desarrollo, y el principio de 
la voluntad de autonomía colectiva ("self-reliance") • mayor solidaridad entre 
países en vías d<: desarrollo. . 
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tadas por los mismos8• En forma adicional se le asignaban dos ór­
denes de intereses, la aplicación del Programa a todos los produc­
tos básicos que presentaban importancia para los países en desarro­
llo, y el mejoramiento de sistema de financiamiento compensatorio 
del F.M.l. 

Las concepciones recogidas en la "Carta de Manila" no eran 
aceptables para los países industriales, situación que se expresó en 
los resultados (Resolución 93), pues éstos no fueron todo lo posi­
tivo que esperaban los países del Tercer Mundo. No obstante ello, 
la Resolución 93 (IV), que contiene el Programa Integrado para los 
productos básicos, establece ciertos principios fundamentales, dejan­
do entrever una progresión en las discusiones futuras. 

La Resolución 93 (IV) fue adoptada en Nairobi sin oposición el 
30 de mayo de 1976. Esta resolución esencialmente programática, 
contiene tres elementos importantes: objetivos; productos básicos in­
cluidos y medidas de aplicación. 

En cuanto a los objetivos, la resolución, reconocido el fracaso de 
la concepción tradicional de producto por producto, adhiere a una 
aproximación global al afirmar la "necesidad de un planteamiento 
global y de un programa integrado para los productos básicos que 
sea un programa de acción de conjunto para mejorar las estructuras 
del comerCIO internacional de productos básicos de interés para los 
países en desarrollo, o para establecer estructuras nuevas, que sea 
compatible con los intereses de todos los países, en particular de los 
países en desarrollo, y que permita tener una idea completa de los 
distintos elementos al tiempo que se tengan presentes las caracterís­
ticas de cada uno de los productos básicos ... "9 • 

.sin embargo, y como lo señala un comentario citando al Secreta­
rio General de la UNCTADlO, este Programa Integrado pretende ofre­
cer una solución intermedia entre la concepción fragmentaria de 
producto por producto y la fórmula global que algunos querrían 
aplicar a .un gran número de productos, sin tener en cuenta las 
particularidades complejas inherentes al comercio de tal o tal pro­
ducto. 

Los objetivos que se enumeran en la primera parte de la resolu­
ción tienen en cuenta tanto los intereses de los paises productores 

"Los objetivos de la estabilización es tender a garantizar un cierto nivel de 
precio; pero. ¿cómo determinar ese nivel? ¿En relación a qué? O bien se tra­
ta del precio del mercado resultante de la ley de oferta y demanda. situación 
muy sensible a relaciones de fuerza y estrategias •. que persiguen compensar las 
desigualdades de esas relaciones, o bien, se adopta un sistema de indización que 
necesariamente debe basarse sobre un consenso de las partes en el marco de 
una solidaridad internacional, concluyendo obligatoriamente en una redistribu­
ción en beneficio de los menos favorecidos. En el fondo, el problema de la 
indización de precios es una cuestión prioritariamente política. 

·Cf. Preámbulo de la Resolución 93 (IV). 
'''Véase el discurso del Secretario General señor Correa el 5 de mayo de 

1976, citado por F10ry (Th) , Chronique de Droit lnternational Economique, 
A.F.D.I., 1976, p. 594. 
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como aquellos de los paises consumidores, persiguiendo un ~guili­
brio. Entre ellos se consignan: 

"1. Lograr condiciones estables en el comercio de productos b{¡­
sicos, en particular evitando las fluctuaciones excesivas de los pre­
cios a niveles que: a) sean remuneradores y justos para los produc­
tores y equitativos para los consumidores; b) tengan en cuenta la 
iJ:?fIación mundial y los cambios de la situación económica mundial 
y monetaria; c) fomenten el equilibrio entre la oferta y la demanda 
dentro de un comercio mundial de productos básicos en expansión. 

"2. Mejorar y sostener los ingresos reales de los distintos países en 
desarrollo aumentando sus ingresos de exportación, y protegerlos 
contra las fluctua,ciones de sus ingresos de exportación, especial-
mente de productos básicos. . 

"3. Trátar de mejorar el acceso o los mercados y la seguridad d~ 
la oferta de los productos primarios y de los productos elaborados 
a partir de éstos, habida cuenta de las necesidades y los intereses de 
los países en desarrollo. ... ". ' ' 

Retomaf!.do la lista de productos que figuraban en el Programa 
de Acción de Manila, la Resolución 93 (IV) prevé ,que el Prograxna 
Integrado debería aplicarse a una gama de 18 productos básicos én 
un primer tiempo, pudiendo incluirse .otros ulteriormente. ' 

Por último, y en lo que se refiere a las medidas de aplicación 
previstas por el Programa Integradó, es necesario distinguir la ne­
gociación de un Fondo Común y aquellas otras sobre productos bá­
SICOS considerados individualmente. 

La resolución 93 (IV) invita al SedetarioGeneral de UNCTAD a 
convocar, a más tardar en marzo de 1977, a una conferencia de ne; 
gOCÍ!lCÍón destinada a crear un Fondo Común que tendría como 
competencia el financiamiento de stocks de productos básicos y la 
implementación de otras medidas que se inscriben en el programa 
integrado. . 

La idea de cre~r un Fondo Común de materias primás fue unó 
de los puntos más importantes de la Conferencia de Nairobi. Conio 
se sabe, los Estados Unidos se habían opuesto~ hasta el final a esé 
proyecto, y en esa perspectiva el entonces Secretario de Estado Kis­
singer había presentado un contraproyecto tencl-iente a la o-eación 
de un Banco Internacional de Recursos, cuyas funciones eran las de 
atraer fondos privados destinados a inversiones necesarias en la 
producción de materias primas en los países menos desarrollados, 
asegurando así a los inversionistas privados. El proyecto de resolu­
ción respecto a la creación de un Banco Internacional de Recursos 
fue rechazado por la Conferencia, pues contó con la oposición del 
grupo D (socialistas) y la mayoría de los 7711~ 

El Gobierno francés propuso como fórmula de conciliación entre 
los proyectos de los 77 y el americano, la constitución de un Fondo 
Central destinado, ya sea a facilitar las transferencias entre los dis-

"La votación iue la siguiente: 33 en cont'ra,Sl a favor y 44 ,abstenciones. 
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tintos fondos específicos, ya sea a complementar el aporte de par~ 
ticipante's para hacer frente a situaciones particulares., Este fondo 
estaría alimentado por los excedentes de Tesorería y por las con­
tribuciones de ciertas organizaciones internacionales, especialmente 
el Banco Mundia.112.' . 

Después de intensas negociaciones la Conferencia adoptó sin opo­
sición la Resolución 93 (IV), instrumento que no refleia las concep­
ciones del grupo de los ,77 según, lo, dispuesto en la Carta, de, Ma­
nila. En efecto. la Conferencia no crea el Fondo Común, sino que, 
sólo invita al Secretario General de la UNCTAD a convocar una con­
ferencia de negociación al respecto. Más aún, la Resolución 93 (IV) 
no contiene ninguna precisión, sobre competencias, estructuras y 
modalidades de ese eventual Fondo. Sin embargo. 25 países durante 
Ja Conferencia asumieron el cómpromiso de participar en el finan­
ciamiento del Fondo Común13• 

En 10 que se refiere al ini do de negociad ones sobre productos 
básicos conside,<ldos individualmente, la Conferencia invitó al Se­
cretario General de la UNCTAD a convocar a reuniones preparatorias 
de negociaci/m internacional sobre productos básicos (entre los 18) 
que contiene la Resolución 93 (rv). Se previó además que esta ac­
ción internacional podría situarse, llegado el momento, en el marco 
de convenios o acuerdos internacionales existentes de productos bá­
sicos entre países productores y consumidores. Es ésta, otra manifes­
tación que en la Conferencia se persiguió conciliar las exigencias 
de una aproximación global con la necesidad de mantener una 
cierta aproximación producto por producto. 

La's negociaciones sobre productos básicos considerados en forma 
aislada debían tener presente, entre otros, dos aspectos prioritarios. 
En primer lugar, se trata, por cada producto básico objeto de una 
Conferencia de negociación, de instituir un dispositivo internacio­
nes de stock. En segundo lugar, se trata de concluir acuerdos en 
materia de precios "en particular de escalas negociadas de precios, 
que se examinarán periódicamente y se revisarían de manera apro­
piada, teniendo en cuenta, entre otras cosas, las fluctuaciones de 
los precios d~ las manufacturas importadas, los tipos de cambio, 
los <:ostos de producción, la inflación mundial y los niveles de pro­
ducCÍón y consumo". Estas referencias, si bien no aceptan el sistema 
de indización, prevén al menos el establecimiento de procedimien­
tos tendientes a revisar periódicamente los precios de productos 
básicos en relación a la variación de los precios de los artículos 
manufacturados. 

"'Véase el discurso del representante francés, seiíor Fourcade, el 8 de mayo 
de 1976, 

'"Entre otros, India, Indonesia, Kenia, Noruega, Filipinas, Yugoslavia, Arge­
lia, Arabia Saudita, Emiratos Arabes Unidos, Finlandia, Chana, Irak, Kuwait. 
Malasia, Nigeria, ,Pakistán, Holanda, Perú, Rumania, México, Srilanka, Suecia, 
Venezuela, Zambia e Irán, 
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Por último, la Resolución 93 (IV) -reforzando el marco institu' 
cional de la UNCTAD en materia de productos básicos- ha invitado 
a la Junta de Comercio y Desarrollo a establecer un Comité espe­
cial intergubertiamental para la coordinación de los trabajos pre­
paratorios y las diferentes negociaciones relativas a la aplicación del 
programa integrado. 

Aun cuando la resolución que hemos comentado está desprovista 
de compromisos obligatorios, es esencialmente programática; no es 
menos cierto que ella ha significado también la implementación de 
una nueva concepción de la acción internacional en materia de 
productos básicos. 

La conclusión de un convenio constitutivo del Fondo Común 
para los Productos Básicos, en junio del año 1980, es una demos­
tración de esta nueva concepción. Un comentario y análisis de ese 
proyecto se efectuará a continuación. 

1. EL FONDO COMÚN: UNA INSTITUCIÓN DEL NUEVO ORDEN 
ECONÓMICO INTERNACIONAL 

Que el Fondo Común para los Productos Básicos sea una institución 
del Nuevo Orden Económico Internacional no constituye duda o 
novedad alguna. En los considerando s, véase el preámbulo, del pro­
yecto de convenio constitutivo se liga el Fondo al Nuevo Orden 
Económico Internacional, recordándose la Resolución 93 (IV), que 
ya hemos comentado. 

Sin embargo, desde la primera reunión preparatoria (noviembre­
diciembre de 1976) existieron divergencias, principalmente entre el 
grupo de los 77 y el grupo B, en cuanto a considerar el Fondo ya 
sea como un instrumento principal del Programa Integrado, ya sea 
como un mecanismo entre otros. 

Iguales divergencias ocurrieron con la naturaleza del Fondo; 
¿con qué recursos dispondrá y quién controlará esta nueva organi­
zación de financiamiento? 

A. El Fondo: instrumento fundamental del Programa Integrado 

No obstante las diferencias ya señaladas, al describir los objetivos 
del Fondo, el artículo 2, letra a), expresa que aquél debe "servir 
de instrumento fundamental para alcanzar los objetivos acordados 
del Programa Integrado para los productos básicos". Pero en la le­
tra b) del mismo artículo se consigna otro de los objetivos del Fon­
do, cual es "facilitar la celebración o funcionamiento de convenios 
internacionales de productos básicos", que en el entender de los 
países del grupo B son los instrumentos más importantes, del Pro­
¿,'Tama Integrado, atendiendo su composición (productores y con­
sumidores) y la finalidad de los mismos (estabilización de precios). 

Podría pensarse que estas divergencias y la conciliación de in­
tereses recogida en el texto, no se deberían sino a énfasis mayores 

86 



· EL FONDO COMÚN PAM LOS 1'I\OIlÚCTOS BÁSICOS 

impu'tables á una u otra posición; la utilización de un análisis exe­
gético sólo nos conduciría a resultados' neutros y posiblemente 
equívocos. 

No obstante ello y teniendo presente que estas diversas opinio~ 
nes han sido expuestas a lo largo de todo un proceso de negocia­
ción, creemos conveniente detenernos en precisar los términos, pues 
así podremos caracterizar mejor los grupos de países directamente 
involucrados. ' 

Para los países miembros del grupo de los 77, el Fondo debía 
constituir el instrumento principal del Programa Integrado. El tér­
mino "principal" implicaba en su concepción tres aspectos: exten­
sión del Fondo en cuanto a productos sujetos a constitución de re­
servas; recursos necesarios para la constitución de las mismas y, por 
ultimo, distribución en la contribución de esos recursos. 

Como se recordará, la Resolución 93 (IV) preveía que el Progra~ 
ma Integrado debería aplicarse a 18 productos básicos. Sin embar­
go, existía una relación directa entre los requerimientos financieros 
del Fondo y el número de productores. Más aún, era necesario estu­
diar qué productos reunían las condiciones necesarias para la cons­
titución de reservas reguladoras. 

A este respecto, Se determinó que solamente para 10 productos 
era· factible la constitución de reservas, constituyéndose así lo que 
se llamó el "nucleo"1'. 

Establecido el "núcleo" se estimó inicialmente que el financia­
miento de los productos incluidos en él exigía un monto de 
us$ 6.000 millones. Esta cifra fue entregada a raíz de un estudio de 
UNCTAO, publicado en 197611, y cuyo objetivo era determinar las exis­
tencias necesarias para mantener los precios de los productos del nú­
cleo dentro de una banda de un 10% en torno a un cierto precio 
de referencia durante cinco años, a partir de 1979. Del estudio en 
cuestión se desprende que sólo tres productos: el café, el azúcar y 
el cobre, cubrían alrededor de un 77% del monto total. En efecto, 
1.029.000 toneladas de cobre requerían us$ 1.939 millones, 4.610.000 
toneladas de azúcar necesitaban us$ 1.709 millones y 613.000 tone­
ladas de café exigían us$ 1.019.000. 

En otros estudios, exclusivamente sobre cobre16, con precios de 
referencia calculados como promedios móviles de trece trimestres y 
con una banda de 5% y ]I}%, respectivamente, se ha llegado a de­
terminar que los requerimientos de stocks necesarios para estabilizar 
el precio serían, en términos físicos, de 1.509.000 toneladas y en tér­
minos financieros monetarios de us$ 3.303 millones en el primer 

"Los productos son: Cacao, café, té, azúcar, algodón, yute (fibras y produc· 
tos); sisal (fibras y productos); caucho, cobre y estaño. 

"'Cf. Minuta del Departamento Asuntos Internacionales y Promoción Comi­
sión Chilena del Cobre. Alj22. "Consideraciones sobre el Fondo Común". 

'·Véase trabajo de Mardones (J. L.); Marshall (I.); Silva (E.); "Copper pú. 
ce stabilization: Welfare Consequences and Buffer Stock Cost", en Natural Re­
sources Forum 4 (1980), pp. 291·305; p. 298. 

87 



NUEVAS INSTITUCIONE:; DE INTEGRACIÓN EN A~!ÉRICA LATINA / E. Orrego y]. 11'ígoin 

caso, y de 1.997.000 tonelAdas con u'n requerimiento de us$ 4.358' 
millones en el segundo caso. 

A pesar de los resultados a que concluyen estos diferentes estu· 
dios, el monto total básico aprobado sólo alcanza a us$ 750 millo· 
nes, de los cuales us$ 470 millolles serán aportados directamente 'por 
países que adhieran ,,1 Fondo y los restantes us$ 280 millones se 
formarán mediante cOlilribudones voluntarias17• Atendido este mon­
to de us$ 750 millones y los problemas con que han tropezado die 
versos aéuerdos sobre productos básicos (azúcar, café, cobre, yute, 
sisal, etc.); es poco probable que se 'alcance, una vez que entre en 
funcionamiento el Fondo, la suma inicial' estimada por UNCTAD de 
us$ 6.000 millones18. Se cree hoy en día que tal cifra no alcanzará; 
dependiendo de los 'convenios que adhieran y de los niveles de en· 
deudamiento, a una suma' superiot a los us$ 3.000 millones o us$ 
4.000 millones. . . . 

Un tercer aspecto considerado importante por el grupo de países 
de los 77, decía relación con la distribución en la contribución de 
los recursos. En la primera reunión preparatoria para la negociao 

dón del Fondo,29 de noviembre al 4, de diciembre de 197619, ese 
grupo proponía prever una contribución mínima igual para todO'S 
Jos Estados miembros; que representaría su compromiso y su parti­
cipación' en el 'FondO' en condiciones iguales, y una cantidad' adi­
cional que para cada EstadO' miembrO' se evaluaría con· arreglo a 
criterios determinados de' común ·acuerdo. PO'steriormente se esti­
maba necesario considerar la situación de los países menos desarro' 
lIados, eximiéndolO's total o parcialmente del pago de las suscrip­
ciones; y considerar, además, la situación de los países en desarro­
llo que presentaran dificultades de balanza de pagO's . 

. De estos' tres elementos más importantes propuestos a lo largo 
de toda la negociación; sólO' se aceptó el primero, al establecerse 
en el artículo 10, la forma de suscripción de acciones. Cada Esta­
do miembro suscribió 100 acciones de capital desembO'lsado y un 
número adicional de acciO'nes de capital desembolsable, de acuerdo 
al Anexo (A) del convenio: Este instrumento recO'ge, el principiO' 

"El 'capital aportado directamente estará constituido por 47.000 aq:iones ca­
da una de las cuales tendrá un valor .nominal de us$ 10.000. El valor total .de 
dichas acciones asciende a us$ 470 millones. Las acciones que emita el Fondo 
se dividirán a su vez en: 37.000 acciones de capital desembolsado y 10.000 ac' 
ciones de capital desembolsabIe. Cf. Art.: 9 y siguientes. . 

l·Además del capital aportado, los recursos del Fondo se formarán con el 
capital de garantía proporcionado directamente por las Organizaciones Interna­
cionales. de Productos Básicos que decidan asociarse con el Fondo (Cf. Artículo 
14, párrafo 4). El aporte que deberá efectuar cada una de estas Organizacio· 
nes ascenderá a 2/3 de sus necesidades financieras máximas, El artículo 17, pá· 
lTafo 8, define que debe cntenden:e por "necesidades financieras máxima,". esti· 
mando que se calculani "multiplicando el volumen autorizado de esa reserva 
que esté especificado en el acuerdo de asociación por un precio de adquisición 
apropiado que fije· esa organización internacional de productos básicos a,o­
ciada". 

'''Cf. TD¡B(IPCjCF/4, 22 de diciembre de 1976. 
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que la distribución entre los miembros de cada grupo debe respon: 
del' a la participación de' cada país en el total del capital aportado 
directamenté sobre la base dé la participación de los paíSes del 
grupo en el éomercio intern"aeÍónal de los productos básicos men­
cionados en la ResoluCión 93 (IV), durante los diei últimos años. 

Con respeCto al problema de la 'contribución, es necesario agre­
gar también otro tipo de consideraciones. Los recursos de capital 
del Fondo se constituirán, entre otros aportes, con el capital de ga­
rantía proporcionado directamente' por los miembros participantes 
en una Organización Internacional de Productos Básicos que se ha­
ya asociado con' el Fondo. Ahora bien, y atendida la importante 
participación que 'en esa categoría de órganizaciones tendrán los 
países del Tercer Mundo, la contribución de estos últimos será en 
los hechos mayor que aquella que hubiera sido deseable por ellos. ' 

Lbs ti-es aspectos ya señalados concurrían a definir al Fondo co­
mó instrumento principal del Programa Integrado tal cual 10 'con­
cebían los miembros del grupo de los 77. En resumen, este grupo 
consideraba al Fondo como un pool global de estabilización abar­
cando numerosos acuerdos de' productos básicos, asegurando así 
una compensación entre la debilidad de unos y la fuerza de otros. 
Bajo esa perspectiva, el Fondo reforzaría sustancialmente ·la posi­
ción económica del conjunto de países del Tercer Mundo, que en la 
actualidad aparece atomizada en múltiples acuerdos y en donde 
los países industriales practican una eficaz política de división. 

El texto del proyecto de convenio constitutivo del Fondo seacer­
ca más a la concepción que poseían y poseen los países industriales, 
en donde el objetivo fundamental del Fondo debe ser la financia­
ción de reservas internacionales de aquellos productos en donde 
existan acuerdos20• ' , 

Si la afirmación anterior es verdadera, el Fondo, tal cual ha· si­
do implementado en el texto, ¿se diferencia de una caja de com­
pensación o de un simple intermediario financiero, encargado por 
cada acuerdo de tomar en préstamo las sumas requeridas en el 
mercado financiero internacional? 

Las divergencias entre el grupo de los 77 y los países industria­
les se situaron también en el plano de la naturaleza, y del control 
de esta nueva organización internacional de financiamiento. 
B. El Fondo: una organización internacional financiera sujeta a 

un contTiol comPlejo 

La vocación universal del Fondo aparece reafirmada en el artículo 
4 del proyecto al establecer los requisitos necesarios para adqui-

'"'Véa~e la importancia que se le asigna a la {unción descrita en la letra a) 
del artículo S9 en relación con el artículo 7Q, La "primera ventanilla", con un 
monto de us$ 400 millones, estará destinada exclusivamente al financiamiento 
de reservas reguladoras internacionales y/o resérvas nacionales coordinadas in­
ternacionalmente, "en el lllarco de convenios internacionales de productos bá­
sicos"« 
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tÍr la calidad de mÍelubro. Pueden ser miembros del Fondo todós 
los Estados miembros de las Naciones Unidas, de Organismos espe­
cializados o del Organismo Internacional de la Energía Atómica. 
Aún más, se le reconoce esa capacidad a una "organización in ter­
gubernamental de integración económica regional que' ejerza algu­
na competencia en las esferas de actividades del Fondo". La refe­
rencia a la Comunidad EconóJ!lica Europea es explícita, siguiendo 
con ello precedentes anterÍores21• 

Además de esta universalidad geográfica es' necesario señalar 
que existe con respecto al Fondo una pluralidad ideológica en 
cuanto a adherentes. Como se sabe, los países socialistas tienen por 
lo general una marcada desconfianza frente a instituciones finan­
cieras ligadas con Naciones Unidas22 . En 10 que se refiere al Fon­
do en especial para la ponderación de votos, como también para' 
la suscripción de capital, se ha dividido a sus posibles miembros 
en cinco grupos, dos de los cuales corresponden a países socialis­
tas: los propiamente tales y' la República Popular' China. 

a) Una organización internacional financiera. 

El Fondo Común para los Productos Básicos se suma a una serie 
de instituciones u organismos especializados del sistema de Nacio­
nes Unidas, a los cuales se refiere el artículo 57 de la Carta de 
San Frandsc023• Como se sabe, el fundamento de éstos reposa en la 
doctrina del funcionalismo que enseña que .la paz debe construirse 
por el "aprendizaje, la práctica y la generalización de la coopera­
ción internacional en campos muy variados, al abrigo de enfren­
tamientos poHticos que no faltarán de ejercerse sobre una institu­
ción política única"24. 

Al lado de organismos financieros clásicos como el BIRD, AID} SFI, 

FIDA} el Fondo Comón adquiere el quinto lugar. Sin embargo, co­
mo ya lo hemos señalado, su capital inicial aparece muy limitado, 
si se tienen en cuenta las funciones que se le han asignado. 

Según el artículo 39 del proyecto, el Fondo ejercerá las siguien­
tes funciones: contribuir al financiamiento de reservas de estabi­
lización internacionales y de reservas nacionales coordinadas ínter-

ll1(;f. Manin (Ph) , Les réactions des Etats victimes de la erise de l'énergie", 
en "La erise de l'énergie et droit international", citado por Sauvignon (E), op. 
cit. p. 664. 

""Como se sabe, Yugoslavia y Vietnam son miembros del Banco Mundial y 
de la AID; Rumania es miembro solamente del ilIRD. Al Fondo Internacional de 
Desarrollo Agrícola han adherido los tres países ya nombrados, más Cuba. So­
bre la posición de los países socialistas con respecto al sistema de Naciones Uni­
das, véase Charvin (R), Les Etats Socialistes aux Nations Unies, París, 1970. 
Armand Colino 87 páginas. 

""Véase el artículo 291' del proyecto de convenio constitutivo del Fondo, que 
hace especial mención de los artículos 579 y 63\> de la Carta de la ONU, 

. "Cf. Virally (M), L'Organisation Mondiales. París, Libl'airie Armand Co­
lín, 1972, 587 páginas, p. 51. 
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nacionalmente en el marco de convenios internacionales' de pro­
ductos básicos distintas a la constitución de reservas; y, por últi­
mo, fomentar la coordinación y las consultas con respecto a medi­
das en el campo de los productos básicos distintas alas anteriores. 

Para ejercer la primera función, financiamiento de reservas de 
estabilización internacionales o nacionales coordinadas, el proyecto 
de convenio constitutivo del Fondo ha establecido una primera 
cuenta o "primera ventanilla", de un montón básico o inicial de 
us$ 4.000 millones. ' 

. Este monto se forma por lá suscripción por cada país que adhie· 
ra de 100 acciones de un valor de us$ 10.000 cada una, agregando 
a ello contribuciones que se calc:ularán' según las disposiciones si­
guientes: países industriales, 68'%: países en desarrollo, 10%; par: 
se,~ socialistas, 17% y República Popular China 5%25. 

Sin embargo, los servicios de la primera cuenta .serán utilizados 
solamente por las organizaciones internaCionales' de productos bá­
sicos que prevean en sus convenios la constitución de reservas inter­
nacionales de estabilización o de reservas nacionales internacional­
mente coordinadas y siempre que hayan suscrito con el Fondo un 
ilcuerdo de asociación2tl• Pero ello no es todo, pues se exige ade­
más que el convenio internacional de productos básicos que se aso­
ciará con el Fondo, cumpla con el principio del financiamiento 
conjunto de la reserva de estabilización por los productores y con­
sumidores partes de él. 

Estos acuerdos de asociación derivarán, a su vez, nuevos recursos 
para la primera cuenta: en primer lugar los depósitos en efectivo, 
ya sea correspondiendo una tercera parte de sus necesidades finan­
cieras máximas, ya sean a resguardos de garantía de un valor equi­
valente, ya sean a cantidades provenientes de superávit; en segun­
do lugar, con el capital de garantía. 

Completan los recursos de esta cuenta las contribuciones volun­
tarias asignadas; las ganancias netas que se obtengan de las opera­
ciones de la Primera Cuenta, y el producto de los empréstitos. Es­
te último recurso requiere de mayores comentario~. 

El Fondo está facultado para ejercer una serie de funciones en 
relación con sus operaciones, distinguiéndose las facultades para to­
mar empréstitos. Sin embargo en lo que se refiere a empréstitos 
tomados por e1 Fondo para las operaciones de su Primera Cuenta 
existen limitaciones. En efecto, según el artÍCulo 15 del proyecto de 
convenio, el monto total pendiente de empréstitos no podrá ser su-

"'Al interior de cada grupo se aplica el principio de la participación de los 
países del grupo en el comercio internacional de los productos básicos mencio­
nados en la Resolución 93 (IV), durante los últimos años. 

""Cf, el artículo 4Q del proyecto de convenio. Estos acuerdos de asociación 
deben ser presentados por el Director Gerente a la Junta Ejecutiva y. con re­
comendación de la Junta al Consejo de Gobernadores para que éste lo apruebe 
por mayoría calificada. es decir. las dos terceras parles del total de los votos 
emitidos. 
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perior á una caritidad que equivalga a la suma de la porción no 're­
qúerida de las acciones de capital desembolsable; de la cantidad no 
requerida del capital de garantía y de las garantías; y de la reserva 
especial.. . 

Si evaluamós y cuantificamos estas limitaciones, ello nos condu-
ciría al desglose' sigUiente: . 

i) La porción· no requerida de las acéiones de capital desembol~ 
sable corresponderían a U5$ 10.000.000 (o a la suma aun no reque­
rida del capital desembolsable) ; 

ji) A una· suma equivaleritea las dos terceras partes de las ne­
cesidades financieras máximas27; 

. iii) Y á la reserva especial. es decir, al 10% del capital aporta­
do directamente, us$ 47.000.000, como máximo, con caigoa las ga­
nancias del Fondo. 

Establecidos los recursos con que' cuenta o contará la Primera 
Cüenta. es necesario referirse a los priricipios aplicables a sus ope­
raciories. Señalamos· en' primer lúgar, que los recursos de cadá 
ctienta deberán "mantenerse, utiJizarse, comprometerse, invertirse () 
aplicarse 'de cualquier otra manera, en forma completamente inde­
pendiente de los recursos de la oti'a cuenta"28. 

Ahora· bien, el capital' aportado diiectamenteque se asigne a la 
Primera Cuenta se utilizará para acrecentar la solvencia del Fondo 
con respecto a ·la5 operaciones· de esa Cuenta: como capital de ex­
plotación para atender necesidades de liguidez de la misma y, para 
proporcionar ingresos con los que sufragaran los ·gastos de tipo ad­
ministrativo. Además, el Fondo col)l.'ará intereses por los préstamos 
que efectúe á las organizaciones internacionales de productos bási­
cos asociadas a las tasas que sean compatibles con las capacidades 
del Fondo para obtener recursos financieros y con la necesidad de 
cubrir los costos de los empréstitos que tome para reunir las sumas 
prestadas a esas organizaciones. 

El Fondo pagará, además, intereses sobre todos los depósitos en 
efectivo y demás saldos en efectivo de las organizaciones internacio­
nales de productos básicos asociadas. 

Para ejercer la segunda función, financiamiento de medidas en 
el campo de los productos básicos distintos de la constitución de re­
servas, el proyecto de convenio establece una segunda cuenta o "se­
gunda ventanilla", de un monto básico de us$ 350.000 millones. 

Este monto se forma por la suscripción del capital por parte de 
los miembros del Fondo que alcanza us$ 70.000.000, como míni­
mo, ya que los us$ 280.000.000 restantes se constituirán mediante 
contribuciones voluntarias. 

"'En el estud::o de UNCTAD, publicado en 1976, y citado anteriormente, se con· 
clúfa en necesidades· financieras que alcanzaban a la suma de us$ 7.395.000.000 
para los 10 productos. Por 10 tanto, la cantidad no requerida de capital de 
garantía y de las garantías en la hipótesis ya señalada, alcanzaría a us$ 5.290 
millones de dólares. 

tlaCf. Art. 16, A, párrafo 3 .. 
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Los recursos de esta segunda cuenta comprenderán, además, los 
ingresos netos, los empréstitos y todos aquellos otros puestos a dis­
posición del Fondo con destino a las operaciones de esta cuenta. 

El Fondo con cargo a esos recursos podrá, a través de la segunda 
cuenta, conceder préstamos o donaciones para el financiamiento de 
medidas en el campo de los productos básicos distintas de la cons­
titución de reservas. Esas medidas podrán tener por objetivo el me· 
jorar las condiciones estructuradas de los mercados y el reforzar la 
competitividad y las perspectivas a largo plazo de determinados pro­
ductos básicos. Esas medidas incluirán "la investigación y el desa­
rrollo; mejoras en la productividad; la comercialización y medidas 
dirigidas a facilitar, por lo general mediante un financiamiento o 
la prestación de asistencia técnica, la diversificación vertical ... "~9. 

Sin embargo, en el proyecto de convenio constitutivo se estable­
ce que aquellas medidas serán patrocinadas y supervisadas conjun­
tamente por productores y consumidores en el marco de un orga­
nismo internacional de productos básicos. En los anexos del ins­
trumento constitutivo se consignan las condiciopes exigidas a los 
organismos internacionales de productos básicos. N o obstante esta 
referencia, es necesario entregar a~ respecto_ mayores explicaciones. 
En efecto, podría pensarse que las funciones del Fondo en relación 
a su segunda cuenta, financiamiento de medidas distintas de la 
constitución de reservas, se ejercerían con prescindencia d(! la inter­
vención de organismos de productos básicos. 

Muy por el contrario, ya que el artículo 79, párrafo 9 del pro­
yecto, dispone que en relación a la segunda cuenta, el Consejo de 
Gobernadores designará como organismos internacionales de pro­
ductos básicos a aquellos de productos que cumplan con las condi­
ciones siguientes: establecidos sobre una base intergubernamental 
y abiertos a una extensa participación de Estados; que tengan por 
misión preocuparse del comercio, producción y consumo de produc­
tos básicos, que cuenten entre sus miembros a productores y consu­
midores representando una proporción suficiente de las exportacio­
nes yde las importaciones; y que estén dotados de un poder de de" 
cisión y de ejecución adecuados. 

La intervención de este tipo de organismos, aun cuando no se 
exija la participación· de una organización internacional propia­
mente tal, otorgarán a los países industriales, generalmente consu­
midores un poder de deliberación, y por ende de decisión bastante 
importante en la programación y aplicación de medidas relaciona­
das con este segundo tipo de funciones del Fondo ejercidas a través 
de la segunda cuenta. 

Por último, cabe señalar~ también, la importancia que adquieren 
los organismos internacionales de productos básicos en proyectos 
respecto de los cuales se solicite su financiamiento con cargo a la 
segunda cuenta. En este caso, dicho proyecto, además de requerir 

:lI>Cf. Art. .8 .. e, páITafo 3. 
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el patrocinio del organismo internacional en cuestión, debe ser ob­
jeto de una propuesta detallada en la que se especificará el propó­
sito, la duración, el lugar de ejecución, el costo y el órgano respon­
sable de su ejecución. 

Hasta el momento nuestro análisis se ha limitado al estudio del 
Fondo Común desde una perspectiva financiera; conviene en ade­
lante referirse a un problema básico: ¿quién controla el poder de 
decisión de esta nueva institución? 

b) El p110blema del control 

Nadie podrá negar que asistimos hoy en día a un proceso de demo­
cratización de la sociedad internacional. Una de las consecuencias 
que se han derivado de ese proceso reside en el plazo normativo. 
Los países en vías de desarrollo, mayoritarios en órganos intergu­
bernamentales plenarios3o, adquieren una capacidad "legislativa" 
desconocida hasta la fecha. 

Sin embargo, la importancia de los países en desarrollo31, como 
agentes del "desarrollo progresivo" del derecho internacional, se 
ha limitado a instituciones preponderantemente políticas. Las or­
ganizaciones financieras clásicas han sido y continúan siendo adic­
tos a la influencia de los países industriales. Como se sabe, el sis­
tema de ponderación de votos ha asegurado a esos países una ma­
yoría32 en consecuencia, un control estable en ese tipo de organiza­
ciones. 

Frente a esas circunstancias, los países en vías de desarrollo han 
intentado una doble estrategia. La primera, más contemporizado­
ra, ha perseguido modificar el proceso de elaboración del Derecho 
Internacional del Desarrollo, variando los métodos de votación. El 
fin deseado es conseguir que la mayoría de los Estados se pronun­
cien en favor de objetivos precisos y favorables al desarrollo. Bajo 
esa perspectiva, es. que debe entenderse la posición asumida por 
Raúl Prebish, con ocasión de la inauguración de UNCTAD en Gine­
bra, en 1964, al señalar que "no existía interés práctico inmediato 

""Cf. ViralJy (M), L'Organisation Mondiales ... , op. cit. 82 y ss. 
"'Aceptemos que esta cuestión es bastante más compleja que su simple enun· 

ciado. La distinción entre "desarrollo progresivo" y "codificación" podría en­
contrar un criterio de diferenciación más bien en los métodos que en elemen­
tos materiales. Un ejemplo de ello lo ofrece el estatuto de la Comisión de De­
recho Internacional de Naciones Unidas, artículos 16 y ss. Cf. Daudet O), 
"Techniques de codification", in l'elaboration du droit international public, Pa· 
rís, Pedone, 1975, pp. 148-169. 

""Sobre este sistema se puede consultar el estudio ya clásico de Drago (R), 
La ponderation daos les Organisations Internationales, A.F.D.I., 1956, pp. 529-
547. En lo que se refiere al control, cabe señalar lo que ocune en el Banco 
Mundial, donde cuatro países industriales disponen del 43,79% de los votos to­
tales. Cf. Lallalle, "La Banque Mondiale et ses filiales: aspects juridiques et 
fonctionnement", París, L.G.D.J., 1972, 323 páginas, p. 75. Véase igualmente Díaz 
Albónico (R). "Contribution a l'étude du fait illicite en d1'oi1 international: Le 
particularisme Latino·americain", Strabou1'g, 1974, 393 páginas, p. 172. 
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en adoptar recomendaciones mediante una mayoría simple de paí­
ses en vías de desarrollo, pero sin el apoyo de países industriales, 
cuando la ejecución de esas recomendaciones depende de la acepta­
ción de estos ultimos33 • La modificación en cuestión ha dado ori­
gen al procedimiento denominado "consenso", que -ya hemos expli 
cado anteriormente y, por cierto, en lineas generales. 

La segunda estrategia, que se ha pretendido implementar desde 
la década de los años cincuenta, persigue crear organismos interna­
cionales en el campo del desarrollo, que escapen en lo posible al 
control de los países industriales. Sauvignon cita el caso de aque­
lla propuesta que pretendía en el seno de las Naciones Unidas, el 
Fondo de Desarrollo Económico34• 

Esta estrategia sólo ha comenzado a operar después de la crisis 
energética, con el surgimiento de la OPEP, y en particular a raíz de 
la constitución del F.I.D.A.85• 

¿Cuál es al respecto la situación del Fondo Comun? 
El Fondo Comun para los Productos Básicos comprende cinco 

categorías de miembros: Grupo de los 77 (1); Países desarrollados 
con economías de mercado (n); Países Socialistas (m); Republica 
Popular Crina (IV); Y otros no alineados (v). 

Cada grupo posee un numero de votos, lo que representa un 
porcentaje en el total. Ello nos da el siguiente cuadro: 

Grupo de los 77 
Países Desarrollados 
Países Socialistas 
'''",,,,U'''''I.d Popular China 

Países 

N9 de Votos 
47.000 
42.000 
8.000 
3.000 
4.269 

104.269 

% Pode1' de Votación 

45.08% 
40,28% 

7,67% 
2.88'7" 
4,09% 

100.00% 

interior de cada grupo el desglose se efectua de acuerdo a los 
principios: cada Estado miembro tiene 150 votos bási­

cos; un número adicional de vot~s que se le asigna a cada país 
miembro en relación con las acciones de capital aportado directa­
mente que haya suscrito y un voto por cada us$ 5u.000 de capital 
de garantía. El anexo D se coloca además en la hipótesis que las 

""E/Conf. 46/141, vol. 1I, p. 629. Citado por Flory (M.), Droit lnternational 
du Dévcloppement ... op cito p. 71. 

"'Cf. Le Fonds International de Développement Agricole ... op. cit., p. 667. 
Este autor nos entrega otro ejemplo, la creación en 1966 del Fondo de las Na­
ciones Unidas para el Desarrollo de la Capitalización (F.N.U.D.C.), el cual sin el 
apoyo de los grandes países industriales ha realizado una actividad muy limita­
da hasta la fecha. 

"'En el caso del F.I.D.A., existen tres grandes categorías de miembros: países 
industriales de la O.C.n.E.; paises de la O.P.E.P.; otros países en desarrollo. Todos 
tienen el mismo número de votos: tanto en el Consejo de Gobernadores como 
en el Consejo de Administración suman 1.800. Así, en cada uno de estos órga­
nos los países en desarrollo (OPEP y otros), disponen de la mayoría necesaria 
(1.200 votos). 
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acciones ele capital aportado directamente se aumenten36, en este 
caso se asignarán a cada Estado miembro dos votos suplementarios 
por cada nueva acción que suscriba. 

Los sistemas de votación son distintos',' ya sea que se trate del 
Consejo de Gobernadores o de la Junta Ejecutiva. El primero, que 
está compuesto por un representante de cáda Estado miembro, 
adoptará sus decisiones por mayoría simple, es decir, más de la mi­
tad del total de los votos emitidos37• Los votos en el Consejo de 
Gobernadores se distribuirán entre los Estados miembros, de acuer­
do a los principios consignados en el anexo D, que ya hemos' ex-
plicado. ' . 

La Junta Ejecutiva, órgano intergubernamental' restringido, está 
compuesto por 28 Directores Ejecutivos, elegidos por los Goberna­
dores; Quedarán elegidas las 28 candidaturas' que obtengan el ma­
yor número de votos, siempre que ninguna de ellas haya 'obtenido 
menos del 2,5,% del total de votos3S• Las decisiones se adoptarán 
en el seno de la Junta Ejecutiva por mayoría simple, pudiendo ca­
da Director Ejecutivo emitir el número de votos atribuible a los 
miembros que represente, pero' sin estar obligado a' emitirlos en 
bloque. 

Sin 'embargo, 'en múltiples oportunidades el proyecto de conve­
nio constitutivo exige otra mayoría para adopcióri dé decisiones: 
mayoría calificada y mayoría muy calificada. Por la primera se en­
tiende' por lo' menos las dos terceras partes del total de los votos 
emitidos, es decir, 69.512,60, si nos referimos al C).Iadro' inserto 
teriormente. Por mayoría muy calificada se entiende en cambi 
lo menos las tres cuartas partes del total de los votos emi 
que alcanza a 78.201,75 en relación al mismo cuadro. 

,Difícilmente podrán los países en vías de desarrollo, en 
en el seno del Consejo de Gobernadores, adoptar decisiones 
tantes sin conseguir el apoyo de los países desarrollados o 
su abstención. El proyecto de convenio constitut~vo está 
rado sobre la base de qut: el Fondo debe funcionar mediante el 
acuerdo entre ,los gr~pos de países miembros, no permitiendo la 
opresión de ninguno de los ,dqs más poderosos políticamente1m• 

Ei Fondo qomún para .los Productos Básicos aparece como una 
institución del Nuevo Orden Económico Internacional, en una ne-

'·EI Consejo de Gobernadores está autorizado para juzgar acerca de la sufi­
ciencia de las susel'ip¡:iones del capital aportado directamente (artículo 12). 
Como consecuencia de esta facultad, dicho órgano podrá autorizar la suscrip­
CÍ(m de acciones no suscritas o de emitir más acciones de capital aportado di­
l'ectamen,te en la proporción que decida por mayoría calificada, Igual facultad 
la posee en lo que se refiere a compromisos derivados de los empréstito~ toma­
dos para la Primera Cuenta (Art. 17, párrafo 14). 

s"Véase el artículo 1\>, párrafo 17. 
38La elección de los Directores Ejecutivos es una cuestión bastante compleja' 

por el procedimiento mismo y por su representatividad, Cf. Anexo E. 
""En los artículos 21 y 23, el proyecto tiende a que en ambos órganos las de­

cisiones sean adoptadas en lo posible sin votación. Sobre los p,roblemas a que 
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gociación mucho más ambiciosa, el diálogo Norte-Sur. Sin embar­
go, las voluntades que han concurrido a. la creación del 'Fondo Co­
mún han tenido conciencia de no duplicar ·las actividades realiza­
das por otras instituciones u organismos~ 

n. EL FONDO COMÚN: UNA INSTITUCIÓN INICIALMENTE EFICAZ 

PARA EL DESARROLLO 

Si se analiza con detención el proyect~ de convenio constitutivo del 
Fondo Común, se puede concluir. en el interés por parte de los Es­
tados fundadores de crear una institución eficiente y de gran com­
petencia técnica40• Igualmente ha existido la intención de no limi­
tar sus actividades' a funciones ejercidas por otras instituciones in­
ternacionales previamente constituidas. Es cierto que todos esos in­
tereses o intenciones se verificarán una vez que imcie .el Fondo sus 
actiVIdades, pero cabe señalar desde ahora, que en una resolución 
aprobada por la Conferencia, el 27 de junio de 198041, se adoptó 
la decisión de establecer una Comisión preparatoria destinada a 
proponer al Consejo de Gobernadores una serie de instrumentos y 
documentos de trabajo, lo que prueba la premura que existe en 
cumplir rápidamente el calendario programado. 

Otra conclusión que se desprende de la simple lectura del pro· 
yecto, se refiere a la autonomía que caracteriza al Fondo Común, 
afirmando su particularidad en todas las etapas y funciones, en es­
pecial en materia de decisión y control. 

A. Autonomía del Fondo Común 

El Fondo Común para los Productos Básicos es una institución u 
organismo especializado y de ninguna manera un órgano subsidia­
rio42, diferenciándose así de ciertos fondos especiales de Naciones 
Unidas43• Ya hemos citado al respecto el artículo 29 del proyecto, 
titulado "Vinculación con las Naciones Unidas y otras organizacio-

pueda dar lugar la aplicación de la regla de la mayoría en organism~s interna· 
cionales, se puede consultar a Reuter (P.), Droit International Public, París, 
PUF., 1976, 528 págs., p. 24 Y ss. 

'uCf. el artículo 24, párrafo 5. 
"Véase el documento TD/IPC/CONF/23/Add. 1. 
"'La distinción entre órganos principales y órganos subsidiarios corresponde 

a una de las particularidades más in teresantes del derecho de las Organizacio· 
nes Internacionales. Creados los segundos por simple resolución del órgano 
principal, los órganos subsidiarios no dependen sino de aquél, correspondiéndo. 
le determinar los estatutos del subsidiario. Toda esta p1'Oblemática aparece ana· 
lizada por la C.I.J. en el dictamen de 13 de julio de 1954, en el asunto "Effect 
des jugements du T.A.N.U.", Rec. 1954, p. 47. 

"'Como por ejemplo UNCTAD; ONUDI; PNUD, etc. Como lo señala acertadamen· 
te Jean Combacau, la carencia de personalidad moral en estos casos las configu­
ra como órganos subsidiarios, no obstante que por sus funciones e importancia' 
deberían ser considerados como verdaderas instituciones autónomas. Cf. "Les ·su· 
jcts du droit international", en Droit International Public, Paris, Editions 
Montchretien, 1975. 770 págs. p. 275. '. 
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nes: ,Según esa disposición; ,el Fondo podrá iniciar negoci;¡lciones 
con la organización mundial a fin de concluir un acuerdo para vin;­
cuIarse con,Naciones Unidas en la forma prelicritaen la Carta de 
San FranciscoH • Igual capacidad se ,le reconoce . en sus relaciones 
con la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa­
rrollo Y- demás,or,ganizaciones del sistema de las' Naciones Unidas u 
otras organizaciones interguberpamentales, etc.45. 

Este tipo de relaciones no puede afectar su autonomía, indispen­
sable.para 'el cumplimiento de las fl;lriciones específicas' que le han 
sido' encomendadas., Con este propósito el Fondo goza, en el terri­
torio de cada uno de los Estados miembros, de personalidad jur(di­
ca internacional, de inmunidad y de privilegios. 

El artículo 41 es, expreso en declarar que él Fondo'está capacita­
do para "concretar :acuerdos internacionales con los 'Estados 'y orga­
nizaciones internacionales, celebrar contratos, adquirir y enajenar 
bienes muebles e inmuebles e iniciar 'procediritientos judiciales"46. 
, Esta autonomía que persiguen sus fundadóres se manifiesta igual.; 
mente a nivel de la estructura del Fondo Común para los Produc­
tos: BásÍ'cos. El órgano intergubernamental plenario lo constituye 
el Consejo de Gobernadores; donde cada miembro está representa­
do. Dicho Consejo celebrará una reunión anual y las reuniones ex­
traordinarias 'que .sean necesarias. Posee ampl.ias atribuciones dis­
tinguiéndose aquellas que le son exclusivas de aquellas otras facul­
tades que puede delegar en la Junta Ejecutiva41:. Forman parte de 
la primera categoría las facultades que pueden comprometer la 
existencia misma del Fondo Común, por ejemplo las que se refie­
ren a política fundamental del Fondo; ,aumentar''Ó dü¡minuir: el ca' 
pital aportado directamente; aprobar las propuestas de acuerdos de 
asociación;termiriación de las operaciones del Fondo y distribu­
ción de sU activo, etc. 

Sin embargo, . todo' lo relacionado con la dirección <lelas opera­
ciones del Fondo es de responsabilidad de la J unta Ejecutiva, órga­
no intergubernamental restringido. Es por ello que dicho órgano 
"ejercerá sus funciones en la sede del Fondo y se reunirá con la fre­
cuencia que los asuntos .delFondo requieren"48. " 

.... Véanse los articulos 57 y 63 de la Carta de'Naciones :U~idas. ·EI Art. 579 
nos entrega dos criterios para caracte.rizar a, un "organismo especializado", es­
tablecido .poracuerdo internacional y que posea 'atribuciones definidas . 
. ","'Cf. el artkulo 29, párrafo 2,del proyecto de convenio. constitutivo. Según 

esta disposición, existiría una diferencia entre un acuerdo celebrado por el 
Fondo, ·que es de competencia del Consejo de Gobernadores, y,las "relaciones 
de trabajo", que son materia del conocimiento de la Junt¡¡,Ejecutiva. 

'üLa redacción de este artículo se enmarca biel1 en el principio de la "es­
pecialización funcional" que caracteriza lascompetenciascte las organizaciones 
internacionales. Es derto que esta es . una problemática bastante más amplia, 
sobre la ,cual aún persisten dudas .. Cf. Jacque U. P.), Elementspour une théo· 
ríe de l'acte juridique en droit international public, Paris, L.G.U.J., 1972, 511 
págs, p~78y ss. , .',. . 

"Cf. Art. 209. párrafo ,l! •. ' 
'"Cf. Alt. 220, párrafo 4. 
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Bajo la supervisión del Consejo de Gobernadores y de la Jurita 
Ejecutiva existirá un Director Gerente, quien dirigirá los asuntoS 
ordinarios del Fondo. Éste será el funcionario ejecutivo principal 
del Fondo y Presidente de la Junta Ejecutiva, participando en las 
reuniones de esta última, sin derecho a vot049• 

Por último, en lo que se refiere a la estructura del Fondo, es ne~ 
cesarioagregar la existencia del Comité Consultivo. Ya hemos ex­
plicado que para financiar aquellas medidas en el campo de los 
productos básicos distintas de la constitución de reservas, se ha es­
tablecido una Segunda Cuenta. Afín de que las <>peraciones de es­
ta segunda cuenta comiencen a funcionar 10 antes posible, el Con­
sejo de Gobernadores constituirá un Comité Consultivo, órgano 
asesor de la Junta Ejecutiva5o• . 

La autonomía del Fondo está reafirmada; además, por el recono­
cimiento de competencias que efectúa el proyecto de convenio cons­
titutivo, a los órganos del mismo en> todo 10 que se relaciona con 
la interpretación o aplicación de las disposiciones del mismo. En 
tal proceso intervendrán sucesivamente la Junta Ejecutiva y el 
Consejo de Gobernadores, siendo la decisión de este último defini-
tivalll • . 

El Fondo Común posee estructuralmente la autonomía necesaria 
para cumplir sus funciones; en consecuencia, pareciera lógico que 
esté dotado de un poder de decisión. 

B .. El poder de decisión 

Desde un punto de vista jurídico, una institución internacional, 
agrupando sistemáticamente en su seno a un grupo de órganos, ha 
sido especialmente constituida para adoptar decisiones. A raíz de 
ello se ha concluido que la existencia de este poder específico sería 
el criterio de determmaCÍón de la Organización InteriJ.acional~2. 

El poder en cuestión aparece expresamente conferido al Consejo 
de Gobernadores en la letra a) del párrafo 3 del artículo 20, que 
dispone: "decidir la politica fundamental· del Fondo" .. Estos térmi· 
nos implican una amplísima capacidad de apreciación en lo que se 
refiere a decisiones, tanto en las relaciones internas del.Fondo co­
mo en sus relaciones externas. 

En efecto, las decisiones de orden interno son :~últiples, distin-

'"El Director Gerente durará cuatro años, pudiendo ser reelegido, pero cesa­
rá en sus funciones cuando así lo decida el Consejo de Gobernadores por mayo­
ría calificada. 

"'Cf. artículo 25. 
"'Es necesal'io distinguir, como lo hace el capítulo XII, la interpretación del 

arbitraje. Este último medio de solución rige por regla general en las contro­
versias entre el Fondo y un miembro que se haya l·etirado· o entre el Fondo y 
un miembro durante la terminación de las operaciones del Fondo. Véase ar-
tículo 53Q. . > • 

"'Tales hi opinión del profesor Reuter, citado por Virally (M.), L'Organisa. 
lion Mondiale... op. cito p. 176. .. > > . >. . . 
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guiéndose según una clasificación aceptada5S, las atributivas, las 
constitutivas y las orgánicas. Son decisiones de la primera catego­
ría, aquellas que atribuyen un determinado estatuto jurídico, como 
por ejemplo: la que establece condiciones para la adhesión54, la 
que suspende a un miembr051.1, la que elige a los miembros de un 
determinado órgano56• 

El Consejo de Gobernadores adopta también decisiones de or­
den constitutivo, como la aprobación de enmiendas al conveni057 • 

De más está señalar, por último, todo el cúmulo de decisiones de 
tipo orgánico en virtud de las cuales las instituciones o sus órganos 
regulan su propio funcionamiento58• 

Sin embargo, en el proyecto constitutivo existen múltiples refe­
rencias a un poder de decisión que trasciende el plano interno de 
la organización, para. penetrar en el campo de las relaciones ex­
ternas. 

Una primera hipótesis se refiere a las principales funciones que 
realiza el Fondo Común, tanto a través de la Primera como me­
diante la Segunda Cuenta. Ya hemos explicado que los servidos de 
la Primera Cuenta serán utilizados por las organizaciones de pro­
ductos básicos establecidas en convenios en que se prevea la consti­
tución de una reserva internacional de estabilización o de reservas 
nacionales, internacionalmente coordinadas, pero que hayan con­
certado con el Fondo Común un acuerdo de asociación. Este aCuer­
do de asociación será presentado por el Director a la Junta Ejecu­
tiva y con la recomendación de esta última, al Consejo de Gober­
nadores, para. que éste lo apruebe por mayoría calificada5G • 

Las operaciones que realice el Fondo a través de la Segunda 
Cuenta y que impliquen el financiamiento de un proyecto,patro­
cinado por un organismo internacional de productos básicos, de­
berá ser objeto de una evaluación detallada por el Director Ge­
rente y aprobado por la Junta Ejecutiva por mayoría calificadaGo• 

Es interesante consignar que para la evaluación de las propuestas 
de proyectos cuyo financiamiento se le solicite, el Fondo deberá 
utilizar los servidos de institl,lciones internacionales o regionales o 
recurrir a organismos consultores. En todo caso, el Fondo concerta­
rá un acuerdo con el organismo internacional de productos básicos 
o con el Esta.do miembro interesado, consignándose en él el monto, 
las modalidades, las condiciones del préstamo y la constitución de 
garantías adecuadas. 

""Véase a Vi rally (oc.), op. cit., pp. 181·183. 
"eL artículos 20 y 56. 
""Cf. artículos 20 y 3 L 
OOCf. artículos 20, 22, 24 Y 25. 
"Cf. artículos 20 y 51. 
""Cf. aI'tículo 20, párrafo 6, etc. 
""Cf. articulo 4, párrafo 3. 
"'En todo este proceso intervendl'á, cuando proceda, el Comité Consultivo, 

establecido como órgano aseSOr de la Junta Ejecutiva para facilitar las operacio­
nes de 'la Segunda Cuenta. (Cf. arto 25Q). 
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La segunda hipótesis se refiere a los acuerdos mediante los cua­
les el Fondo se vincula con el sistema de Naciones Unidas y con 
otras organizaciones intergubernamentales o no gubernamentales61 . 

Pero al mismo tiempo aparece necesario considerar las posibles re­
laciones entre el Fondo Común y otras instituciones financieras. En 
efecto, si bien el convenio prohíbe al Fondo financiar proyectos, le 
permite en cambio participar en operaciones de cofinanciamiento 
en las que intervengan 'instituciones financieras iIlternacionales o 
regiona:Ies62 . 

C. El poder de control. 

Atendidas las funciones que se han encomendado al Fondo Común 
y la cuantía de los recursos posiblemente involucrados, aparece ló­
gico y necesario que en el proyecto constitutivo se haya establecido 
un poder de control que abarca las operaciones ya aprobadas. 

No olvidemos que, de acuerdo al artículo 22, la Junta Ejecutiva 
"será responsable de dirigir las operaciones del Fondo e informará 
sobre ellas al Consejo de Gobernadores". Este poder de control 
otorgado directamente a la Junta Ejecutiva y en forma indirecta al 
Consejo de Gobernadores se aplica a las operaciones tanto de la 
Primera como de la Segunda Cuenta. 

Entre los principios aplicables a las operaciones de la Primera 
Cuenta se destaca aquel que otorga a la Junta Ejecutiva la decisión 
de aprobar las condiciones de los empréstitos de esa. cuenta. Pero 
esto no limita las funciones de control, ya que durante toda la vi­
gencia del acuerdo de asociación, el Fondo Común, a través de la 
Junta .Ejecutiva supervigila los niveles de endeudamiento de la or­
ganización internacional de productos básicos asociados; más aún; 
en caso de incumplimiento inminente de la obligación de pagar un 
préstamo otorgado, el Fondo puede cargar su crédito a los recursos 
de esas organizaciones, depositadas o en garantía63• 

Igual situación ocurre con las operaciones realizadas por el Fon­
do a través de la Segunda Cuenta. Es importante destacar en rela­
ción a esta cuenta, que la administración y la supervisión de la eje­
cución de los proyectos financiados por el Fondo, y que impliquen 
préstamos o donaciones, pueden ser encargados por éste a Institu­
ciones internacionales o regionales. Se trata en esta hipótesis de un 
poder de control compartido. 

Para terminar, aparece conveniente referirse a otro tipo de con­
trol. y que dice relación con las auditorías anuales. De acuerdo al 
artículo 26, párrafo 3, corresponderá al Director Gerente implemen-

OlCf. Artículo 29Q. 
"Se supone que nos estamos refiriendo a las operaciones de la segunda 

cuenta. Cf. arto 18<>, párrafo 3, letra 1) • 
""Cabe' hacer presente que el Fondo Común está facultado para enajenar li­

bremente las existencias de productos básicos cedidas a él, cuando la organiza­
ción internacional asociada haya incurrido en falta de pago. Cf. artículo 17, 
párrafo 15. 
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tar la realización de unaauditoria anual externa e independiente 
de las cuentas del Fondo. Un estado de estas últimas, debe ser exa­
minado por la Junta Ejecut~va, que lo transmitirá, con sus obser­
vadones, al Consejo de Gobernadores para que lo apruebe. 

CONCLUSIONES 

La constitución de un Fondo Común para los Productos Básicos es 
hoy una realidad. Sin embargo, las proyecciones futuras de esta­
institución están todavía por probarse, dependiendo de negociacio­
nes más globales, como el diálogo Norte.sur. 

Resulta _cOIwenien.te recordar el contexto que da lugar a la adop­
ción de la ResóluciÓn 9'3" (IV), influido por el problema de la ener­
gía. A raíz de la crisis -energética se _ produce un replanteamiento 
del -enfoque tradicional de análisis de -los problemas económicos de 
los países del Tercer Mundo. 

-Sin ltlgar él dudas los países industrÍalizados han adquirido can­
dencia de su dependencia energética64, van ando su estrategia de 
dilación sistemática. Los esfuerzos realizados no son todo lo que 
desearÍan10s países en desarrollo, y el texto del proyecto constituti­
vo del Fondo lo reafirma, 

Por su parte, los paises en vías de d¿sarrollo han observado en 
la alianza· Ol'EP-Tercer Mundo, una posibilidad real de cristalizar 
sus aspiradones largamente postergadas: El proyecto de convenio 
recoge en· parte esas aspiraciones. . 

El avance que signifiátla constitución del Fondo Común se de­
be en gran parte al papel jugado por la crisis energética, que apa­
rece como un elemento diferehdador de 13.· Cuarta UNCTAD, respec-
to de sus predecesoras. . . 

El Fondo Común para los Productos Básicos es mía institución 
del NUevo Orden Económico Internacional y, desde un punto de 
vista, orgánico está capacitado para constituirse en un instrum~nto 
eficaz ·para el deSarrollo. . 

. Los· objetivos fundamentales del Fondo Común coinciden con 
antiguas posiciones de los países' del Tercer Mundo; estabilización 
de precios e indización de los mismos. El Fondo tiende a disminuir 
los efectos negativos de los primeros y acepta reflexionar sobre los 
segundos. 

Los reCUTsoscon que contará el Fondo Común dependen en 
gran medida de .las Organizaciones de Productos Básicos que deci­
dan asociarse con él, situación peligrosa si se considera los magros 
resultados alcanzados en las negociaciones para lograr acuerdos en 
los diferentes productos básicos. 

"Véase toda la literatura sobre dependencia; citándose uno de los últimos 
trabajos de Muñoz (H.), "Las relaciones económicas entre la .periferia latino· 
americana, Estados Unidos y Europa. Occidental", en Lagos (G.). "Las .Te]aCÍo­
nes entre América Latina, Estados Unidos y Europa Occidental", Santiago, Edi­
torial Universitaria, 1979, 173 págs., pp. 49-88. 
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EL DERECHO INTERNACIONAL PENAL 
EN EL SISTEMA INTERAMERICANO: 

CONSIDERACIONES GENERALES 

Calixto A. A nnas Barea 

l. EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO COMO UN ORDENAMiENTO 

JURÍDICO PECULIAR 

Conviene comenzar recordando que resulta ya indiscutible el carác­
ter jurídico de las normas que integran el Derecho Internacional 
Público. La doctrina moderna da por ampliamente superadas tú­
das aquellas teorías negadoras de esa juridicidad. algunas de las 
cuales se fundaban en la equiparaciÓn errónea del derecho y la 
fuerza, mientras que otras consideraban como única base posible del 
derecho al Estado moderno, o apoyaban su argumentación, en la 
presunta inexistencia de una comunidad internacional. Podrá sos­
tenerse que el derecho internacional público actual tiene un orde­
namiento distinto que el derecho estatal interno, e incluso que ese 
ordenamiento es más imperfecto que el de este último, principal­
mente por carecer de órganos centrales, pero nada de ellos afecta a 
la naturaleza jurídica de las normas que lo componen1. Simple­
mente verifica que se encuentra en una etapa histórica menos avan­
zada que la de otros sistemas jurídicos, situación perfectamente ex­
plicable por la mayor complejidad e inmadurez sociológica de esta 
comunidad humana, la internacional, que debe regular. 

Recalquemos que es propio de la norma jurídica, cualquiera sea 
su especie, el ser imperativa. O sea, que no se trata de un consejo, 
de una sugerencia para seguir un comportamiento determinado, si­
no que ordena una conducta ~humana con carácter obligatorio, im­
perativo. Se diferencia en esto de lo que sena un orden normativo 
de cortesía social. 

Como muy bien decía Kelsen, la función de todo orden social, 
y el derecho es un orden social, es la de lograr cierta conducta re· 
cíproca entre los hombres (o sujetos) que la componen, conducta 
que puede consistir en realizar actos o abstenerse de otros, pero en 
ambos casos teniendo siempre presente la utilidad (el bien común 
diríamos nosotros) de la sociedad que esos sujetos integran2 • 

'TRUYOL y SERRA, Antonio, Fundamentos de Derecho Intemacional Público, 
2'1- e,d. (Barcelona. 1955), pp. 37-42. 

'KEI..'JEN, Hans. PrinciPios de Derecho Internacional Público. Trad., H. Cami­
nos)' E. C. Hermina (Buenos Aires 1965), págs. 3/4. 
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Pero el heého de que upa nóima sodál; en'este casó jurídica, 
sea imperativa, no asegura su cumplimiento efectiyo~ pe ahí que 
un ordenamiento social determinado pueda' recurrir a diversas téc­
nicas para inducir a los sujetos que ]0 int<:;gran a seguir la conduc­
ta normativamente establecida. Habrá tecnicas que en hase a la 
persuasión, al ejemplo. a la recompensa, induzcan al cumplimien­
to voluntario de una norma imperativa. 

Hay en cambio otro método que se diferencia substancialmente 
de los anteriores, ya que para inducir a una conducta determinada 
a los sujetos del ordenamiento social que 10 emplea, se recurre a la 
amenaza de un mal determinado que será infligido por la fuerza a 
aquellos que se comporten contrariamente a la conducta social es­
tablecida. 'Este mal en que' consistida eL castigo es la denómiüada 
"sandón"3. 

Si en la creencia del suieto la sanción amenazada proviene de 
una autoridad extratemporál, nos encontraremos ·ante un orden ·so­
dal religioso. trascendente. Siempre. al decir· de Ke'lsen. debeR .dis­
tinguirse éstas de las sanciones socialmente ,organizadas, a ejecutar­
se. por los hombres segun un orden social preestablecido, con un ca~ 
rieter coercitivo,. ya que se llevarán a cabo sobre el infractor, aun 
contrá' su voluntad y recurriendo al empleo de la fuerza si fuere 
necesario4• ' , 

Sólo'sieI ordenamiento normativo en cm;stión admite ~lempleo 
oe la fuerza física para respaldar una sandónes que podemos ha­
Mar apropiadamente de un orden <'.oercÍtivo. Y el derecho e~' por 
cierto un orden coercitivo!!. 

No nos· interesa entrar a analizar aquí ciertas teorías que ponen 
en duda si: la coercibiHdad es o no una característica· esencial de 
la norma jurídica, pues es evidente que la coacción (y por lo tanto 
la coerdbilidad, entendida como posibilidad· de coerción) se· da 
plenamente eíl 'el derecho internacional publico, asumiendo aspec­
tos de retorsión, de represalias e incluso el uso de la fuerza armada, 
aun cuando éste sólo sea legítimo en nuestros días si se €onforma 
a. los presupuestos de la Carta de N.U. 

Claro est:i que la coacción internacional adolece de fallas ime 

portantes que' no se dan en el derecho interno, por lo menos con 
la misma intensidad: la frecuente desproporción entre el sistema 
tutelado y la sanción a aplicar, y por sobre todo que, dada.la falta 
de órganos centrales, su .éxito depende mucho de la. distribución de 
fuerzas de los actores. Pero esta falencia, no obstante su gravedad, 
sólo implica un menor grado de su desarrollo como ordenamiento 
social. Al fin y al cabo, incluso en el dere.cho interno, ~'la coacción 
n.o puede normalmente aplicarse a .los órganos ·supremos del Esta· 
do, si infringen el derecho"6. A ello cabe agregar que pueden 'ser 

SIbid., p. 4. 
'lbid., p. 4. 
"lbid., p.5. 
"TRuyo, ap. tit., p. 40. 
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otras varias las circunstancias fácticas que impidan que 'en 'el arde' 
namiento estatal, la sanción legal establecida se aplique efectiva­
mente, sin que nada de ello desvirtúe el carácter coercitivo del de, 
recho interno. 

n. 'EXISTENCIA DE UN ORDENAMIENTO INTÉRNÁCIONAL PENAL 

La ley penal tiende fundamentalmente a la ]jrotección' de' bienes 
propios del hombre y de la sociedad niisma. Cuando las aétivida~ 
des (de los individtios tienen lugar exclusivamente dentro del terrl' 
torio de un Estado; 'nos encontramos ante cuesti'ones reguladas"por 
un derecho penal nacional determinado. Pero cuando los' efectos 
de una acCión punible trascienden las honteras de un país incidien· 
do en otros, o cuando el 'autor tiene nacionalidad distinta, o cUan· 
do eldeli to tiene elementos cuya ubicuidad 'no' puede determinar­
se con precisión, nos hallamos con que el ordenamiento penal en 
cuestión tiene elementos extranjeros, lo que 'implica 'que ha cesado 
la' territorialidad absoluta de esa ley penal: nos encontraríamos an­
te la formación de lo que podríamos denominatun derecho penal 
transnacional o extranacÍonal. 

Como muy acertadamente señala Vieira, "la importancia' de 10 
extranacionaJ gravitando' sobre lo penal no puede ser desconocida: 
cada día adquiere más relevancia y ello e's la' consecuencia del ade" 
lanto de 'los medios de comunicación y de transporte. La crimina~ 
lidad usa los medios que le proporciona la técnica para lograr la 
impunidad y la respuesta debe provenir de los Estados y, a la mayor 
extensión de la delincuencia se le opone la mayor colaboración de 
los Estados en la lucha contra el delito"7. ' 

,Los avances tecnológicos, particularmente en lo que va de 'este 
siglo, han estrechado en progresión geométrica la interdependencia 
de los pueblos. Así ha 'sido como la comunidad internacional se 
ha visto forzada a requerir de sus miembros un cierto mínimo 
standard de comportamiento jurídico que haga posible esa tan in­
tensa convivencia. 

Este es el reto que en general afronta el derecho internacional, 
público, ,y como un ordenamiento coercitivo que es, con esta ma' 
yor exigencia de institucionalización, se le ha ido haciendo cada vez 
más necesaria la aparición de varias ramas especializadas, que, sin 
dejar de pertenecer al tronco común, regulan aspectos parciales 
que por su creciente importancia requieren la atención de lo espe­
cífico. 

Siendo el derecho internacional', público un' ordenamiento nor­
mativo jurídico, implica imperatividad y coercibilidad, y lleva ínsi­
to en su' implementación la posibilidad de los problemas' que son 
análogos a los que en el derecho interno Il~amos "pen<l¡les" 9 "eri-

"VIEIRA, Manuel A., Derecho Penal Internacional y Derecho Internacional 
Penal, (Montevideo 1969), p.9. 
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minales". Su carenCia' de órganos centrales y un proceso codifica­
torio muy incipiente, dificulta toda evolución, pero no ha impedí­
do ni impide que las normas internacionales penales existan y se 
apliquen,', . 

Debemos tener muy presente que la ley penal es una manifesta­
ción de la evolución de una cultura jurídica determinada y prácti­
camente se ha dado en todo ordenamiento jurídico. La sanción, 
que consideramos inseparable de toda manifestación jurídica, apa­
rece respaldando toda la vida jurídica, aun cuando no siempre asu­
ma la fonna penal. Claro está que si se trata de una comunidad 
iurldica avanzada. la sanción penal revestirá todos los caracteres y 
garantías que se dan en ciertos Estados modernos, pero la vengan­
za y la ley del talión. no obstante su primitivismo, no deben dejar 
de considerarse manifestaciones normativas punitivas. 

Con razón dice Bassiotmi aue "el deredlO internacional penal es' 
<laueHa rama del sistema lurídico internacional Que representfl una 
de las estrategias empleadas para alcflnzar, en lo que se refiere a 
ciertos intereses sociales universales, un mayor grado de cumpli­
miento v conformidad con las metas de la comunidad internacio­
nal en lo que se refiere a la prevención, preservación y rehabili­
tación"s. 

Se busca especificar la conducta considerada como dañosa a un 
interés social internacional determinado. cuya protección es estima­
da, para requerir la imposición de sanciones criminales sobre quie­
nes las violan, sanciones que son implementadas por los Estados 
miembros de la comunidad internacional, mediante una acción in­
ternacional que puede ser colectiva. cooperativa o naciona19 • 

Conviene no obstante precisar bien los alcances e inclusive las 
denominaciones de las disciplinas involucradas, porque la verdad 
es que el derecho internacional penal es en gran parte producto de 
una convergencia de los aspectos municipales del derecho penal 
interno y de los aspectos criminales del derecho internaciona}1°. 

La analogía entre el ordenamiento penal interno y el internacio 
nal es relativa, pues si bien habría una similitud de lo que pode­
mos llamar lo general, el ordenamiento internacional ofrece una 
situación muchísimo más compleja, imprecisa y casi no institucio­
nalizada 11. 

No obstante cuanto queda dicho, sigue siendo objeto de encon­
tradas discusiones doctrinales la existencia o no en este campo de 
un conjunto de normas jurídicas de carácter afín lo suficientemen­
te específico como para poder agTuparlas científicamente en una 
disciplina jurídica de singularidad propia. 

8BASSIOUNI, M. Cherif, International Ct'iminal Law, A Draft International 
Criminal Code, (Germantown 1980), p. l. 

"Ibid., p. l. 
1°Ibid., p. 2. 
"GARCfA AMADOR, Francisco V., Introducción al estudio del De1'echo lnte1'1l(I­

cional Contempordneo, (Madrid 1959) pp. 286-287. 
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Si bien el problema de fondo está en fijar su contenido y alcan­
ces, lo primero que corresponde es ponerse de acuerdo con respecto 
a la denominación a emplear, ya que la tradicional propuesta des­
de fines del siglo XVIII por Jeremías Benlham "Derecho internacio­
nal penal", ha seguido siendo empleado por muchos autores para 
referirse a dos ordenamientos jurídicos con contenidos sustancial­
mente distintos, lo que induce a todo tipo de confusiones12 • 

Son hasta tres las denominaciones que usan los autores, sin que 
a veces coincidan en el nombre, en la naturaleza y en el alcance 
de los contenidos. 

Por de pronto, lo que primero debemos distinguir y precisar es 
qué se entiende por el tradicionalmente llamado "derecho penal 
internacional". Coincidimos, y creemos es opinión netamente pre­
dominante, que el contenido que se le atribuye no es de naturaleza 
internacional, sino de carácter claramente interno13, por cuanto se 
trata de normas nacionales que cada Estado sanciona unilateral­
mente con el propósito de establecer el ámbito espacial de su pro­
pio derecho interno. Más todavía, hay autores para quienes la te­
mática de este ordenamiento jurídico sería eminentemente procesal 
más que sustantiva14 • Ello hace que algunos nieguen tanto su ca­
rácter de internacional cuanto el de penal, y resulte bastante im­
preciso ensayar una clasificación del mismo dentro del campo del 
derecho. Pero ello no es tema de nuestro estudio. 

Hay en cambio otro ordenamiento jurídico dentro del cual esta­
ría cQmprendida la temática que nos ocupa y al que se enrola sin 
discusión: es el campo amplio del derecho internacional público. 

Algunos autores, como Manuel Vieira, creen que puede estable­
cerse una distinción o subdivisión en este nuevo derecho, teniendo 
en cuenta el bien jurídico lesionado. Habría así un "Derecho Pe­
nal Interestático" y un "Derecho Internacional Penal" propiamen­
le dicho. El primero comprendería todos aquellos actos que aten­
ten contra el Estado como miembro de la comunidad y de los inte­
reses colectivos puestos bajo su custodia. El mencionado en segun­
do término protege los bienes supremos como la paz, la digllldad 
del ser humano tanto en tiempo ue paz como de guerra. Pero esta 
subdivisión, no obstante encerrar ciertas connotaciones interesantes, 
no aporta una sistematización suficientemente precisa, lo que hace 
que ciertos tipos de delitos penales sean susceptibles de mcluirse 
en una o en otra subdivisión, como el mismo autor citado reconoce 
expresamente15• Lo que realmente interesa es que ese conjunto 
normativo tiene ya un principio de sistematización coherente, con 

J2FIERRO, Guillermo j., La Ley Penal y el De,'echo Intel'nacional, (Buenos Al­
res 1977), pp. 3-9. SOLER, Sebasti<Ín, De,'cellO Penal AI'gentino, T. 1, (Buenos 
Aires 1951), pp. 180,182. 

J8PODESTÁ COSTA, Luis A. - RUDA, José María, DeTeclzo Inte1'1lacional Públi­
co._ T. 1, (Buenos Aires 1979), p. 5. 

"FIERRO, op. cit., pp. 4-5. 
'>VIElRA, op. cit., pp. 11-13 Y 197-201. 
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propósitos definidos y aspiraciones tendientes a un proceso jurídi­
co, que comprenda la tipificación del delito penal internacional, 
su imputabilidad y la jurisdicción competente, superando en parte 
las deficiencias que hasta ahora han caracterizado a este campo de 
las relacionesinternacionales16• 

lII, EL CÉNERO y LA ESPECIE 

Si bien las i~stituciones que ü;tegran las div~rsa~ disciplinas jurí­
dicas suelen tener similitudes y regirse por lineamientos generales 
comunes, es de suma importancia tener en daro cuál es el género 
de ias normas jurídicas que integran el que llamamos "derecho in­
lernacional penal". En efecto, según que a éste se lo considere 
parte o desprendimiento del derecho internacional público, o por 
el contrario co¡rno una disciplina jurídica integrante del derecho 
interno, el criterio del cual se parta ha" de tener una orientación 
decisiva en toda la construcción jurídica posterior. 

De cuanto ya' queda dicho y de un análisis objetivo de los pro­
blemas involucrados, se desprende sin duda alguna que en el dere­
cho internacional penal lo genérico. es. lo internacional, y la crimi­
nalidad lo específico. Ello entendemos se basa en que es el ámbito 
de validez espacial el primer determinante de lo que hace al géne. 
ro de un ordenamiento jurídico. . 

La importancia de esta aclaración se traduce en todo el enfoque 
que debe darse a la l1lieva disciplina, ya que la cuestión de la sub­
jetividad, de las fuentes formales a las que recurrir, de los criterios 
atributivos de responsabilidad, estarán incluidos en los principios 
rectores del derecho de gentes. . 

Para la mentalidád del penalista' interno, una' disciplina de este 
tipo, con las exigencias de certeza y absoluta seguridad que carac­
terizanal derecho penal moderno, no puede realizané si tiene por 
fuentes principales a normas de nacimiento táles como la costuni­
bre y las convenciones internacionales, bi o ,multilaterales, que sue­
len ser imprecisas, inestables y a veces ,hasta contradictorias. Sin 
embargo, el enfoque que corresponde a lo genérico internacional, 
obliga a la mentalidad penalista pura a "hacer cesión de la dogmá­
tica legalista absoluta del nullum crimen sine lege y, más aún, del 
nulla poena sine lege"17. Agreguem()s por nuestra cuenta que debe 
tomar también en cuenta la falta de órganos específicos y la auto­
tutela del sujeto presuntamente agraviado. 

Por otra parte, lo que en realidad sucede, es que en el derecho 
internacional penal, su fuente no es únicamente la ley que surge 
de un órgano centralizado; sino que un acto puede estar tipificado 
como delito intenlacional, tanto por un tratado, como por una nor­
ma consuetudinaria, y aún por la conciencia jurídica de la huma­
nidad. 

l<'GARCíA AMADOR, op. cit., p. 220. 
"'FIERRO, op. cit., p. 14. 

110 



- EL DERE€:HO INTERNAClONA:L,PENAL EN EL S!STDIA INTERA~IERICA:-¡O • '. ,"" 

Un claro ejemplo de ello, lo encontramos en el artículo 15.2 del 
Pacto Internacional de Detechos Civiles y Políticos, que estableCe 
que "Nada de lo disp:uesto en el artículo se opondrá al juicio ni a 
la condena de una persona por actos u omisiones que, en elmo­
mento de cometerse, fueran delictivos según los principios genera­
les del derecho reconocidos por la comunidad internacional". En el 
mismo sentido la Convención de Roma de 1950, habla de "los prin­
cipios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas". 

En cambio, la Convención .Interamericalla de Derechos Huma­
nos sólo establece el principio de que "nadie puede ser condenado 
por actos TI omisiones que en el momento de come terse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable': (Art.9). 

Estos tratados reflejan el estado actual del derecho internacional 
público en la materia, que admite distintas fuentes y procedimientos 
de' elaboración de la norma penal, sin que por ello se afecte su 
existencia. 

Esta es la realidad histórica y sociológica del proceso jurídico 
punitivo a nivel comunidad internacional. Ello no significa que no 
deba trabajarse para s~perar este estado, por cuanto el mismo pre­
senta deficiencias que deben y pueden superarse, para evitar que 
sig'a siendo cierto la dura crítica de Bassiouni cuando dice: "De 
este modo, el derecho internacional penal que estaba pensado co­
mo una combinación de los mejores aspectos del derecho interna­
cional y del derecho penal, ha solamente logrado combinar los 
peores de ambos"18. 

IV. EL ILÍCITO INTERNACIONAL 

N o hay una clara precisiÓn teJ;minológica en el uso de los vocablos 
que se usan para referirse a los posibles ilicítos internacionales. Y 
así, autores como Verdross hablan de acto ilicito internacional, 
Ilüentras que la Comisión de· Derecho Internacional habla de he· 
cho (Art. 19).' . " 

Por otra parte, en . el tratamiento de .los delitos internacionales? 
la Comisión, siguiendo a la doctrina y al derecho francés distingue 
entre. crimen (violación de una obligación esencial para la salva­
guardia de intereses fundamentales de la comunidad internacional) , 
y delitos (los ilícitos internacÍoIlales que no son crimen). 

Esta distinción es, no obstante, extraña a. la mayoría de los miem­
bros de la comunidad hispanoamericana, en la que sólo se habla de 
delitos. 

La divergencia terminológica puede crear cierta confusión. 
Conforme al derecho internacional público común, al igual que 

en. todo otro ordenamiento jurídico, cualquier sujeto (lato sensu) 
que infringe una norma jurídica internacional, ya sea de alcance 

18BASSioUNI, op. cit.,p. 23 . ., 
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común o particular, comete un acto ilícito internacional, sea cual 
'fuere el objeto de la obligación violada y es responsable con res­
pecto al sujeto (Lato sensu) afectado. Como muy bien señala Ago, 
y recoge en su informe la Comisión de Derecho Internacional, no 
existe ni un solo fallo de la Corte Permanente de Justicia Interna­
cional ni de la actual Corte Internacional de Justicia, ni un solo 
laudo arbitral que explícita o implícit<lmente no acepte esa preci­
siónl \!. 

Hay consenso en que la violación generadora puede consistir en 
una acción o en una omisión, y que la responsabilidad no implica 
que se haya producido un daño de contenido económico, en el pa,' 
trimonio del ofendido, sino que el perjuicio puede ser de cualquier 
otro carácter2o• , 

Una nociónamplia.d.el delito internacional debe abarcar desde 
las violaciones normales contraídas en virtud de una convención y 
que no implican niás que una indemnización pecuniaria, hasta 
aquellas otras que equivalen "a un acto criminal en el sentido ge· 
neralmente aceptado del término"21. 

Constituye uno de los puntos más delicados y discutidos del de­
recho internacional público actual el determinar si en función del 
objeto de la obligación internacional transgredida y especialmente 
de la importancia que la comunidad internacional le atribuye, se 
justifica una diferenciación entre distintos tipos de hechos interna· 
cionalmente ilícitos. 

La posición más antigua era la de no prever más que un régi­
men único de responsabílidad aplicable a todos los casos de hechos 
internacionales ilícitos. Pero esta teoría que llamaríamos clásica 
comenzó a sufrir críticas en el lapso entre las dos guerras mundia­
les. Hoy esta tesis está en franca revisión y así lo ha recogido la 
Comisión de Derecho Internacional en el artículo 19 de su ante­
proyecto sobre responsabilidad de los estados. Conforme a la opi­
nión predominante actualmente, el derecho internacional públIco 
general prevé dos regímenes de responsabilidad completamente dis­
tintos. uno se aplicaría a los casos en que un estado viole una obli­
gación cuya observancia tenga una importancia fundllí1Ilental para 
la comunidad internacional en su conjunto, considerando que este 
tipo de violaciones constituye un "crimen internaclOnal". La CI­

tada Comisión al fundamentar doctrinaria y jurisprudencialmente 
esta teoría hace un especial hincapié en el caso de la Barcelona 
Tractíon, en el que el Tribunal internacional acepta expresamente 
la existencia de una distinción esencial entre las obligaciones de 
los Estados para con la comunidad internacional en su conjunto y 
de las que un Estado tiene con respecto a otro, dándole a las pri-

'·COMISIÓN DE DERECHO INTERNACIONAL, Anuario 1976, Vol. 11, 2~ Parte', p. 94. 
""VERDROSS, Alfred, Derecho Internacional Público. Trad, A. Truyol y Serra. 

6\' ed., (Madrid 1976), p. 353. 
"'OPPENHEIM, L., Tratado de Del'echo Internacional Público. Trad. J. Lópcz 

Olivan y J. M. Castro·Rial, T. 1, Vol. 1, (Barcelona 1961); p. 359. 
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meras un carácter erga omnes22, es decir, que se ha llegado al con­
vencimiento de que una violación de esa naturaleza representa ne­
cesariamente un hecho internacionalmente ilícito mucho más gra­
ve, que debe calificarse de otra manera y, en consecuencia, estar su­
jeto a un régimen de responsabilidad distinto. 

La Comisión propone que todos los otros hechos internacional­
mente ilícitos que no fueren un crimen internacional conforme al 
criterio recién enunciado, sean considerados como "delitos interna­
cionales" (Apartado 4 del artículo 19 citado) . 

En general, la doctrina más calificada ha recibido este distingo 
de la Comisión de Derecho Internacional como "marcando un hito 
en el desarrollo progresivo del derecho de la responsabilidad inter­
nacional"23. 

]iménez de Aréchaga afirma que esta distinción de lege ferendae 
constituye una respuesta básica a las necesidades presentes de la 
comunidad internacional y que la recepción favorable que ha reci­
bido de los Estados en la Asamblea General de Naciones Unidas 
prueba que refleja el desarrollo actual en el campo de este de re­
ch024• 

Sin darle un carácter taxativo a la enunciación, la Cómisión 
propone considerar crímenes internacionales a las violaciones gra­
ves a la paz y seguridad internacionales (como la agresión) a la 
libre determinación de los pueblos (la dominación colonial im­
puesta), la esclavitud, el genocidio, el apartheid, o a las normas 
esenciales de salvaguardia y protección del medio humano (conta­
minación masiva de la atmósfera o mares). 

Cabe señalar coincidentemente, como lo hace Diez de Ve lasco, 
que en el seno de la Sexta Comisión de la Asamblea General algu­
nos gobiernos ~e mostraron reticentes respecto a aceptar el distingo 
entre crimen y delito internacional, por cuanto tal distingo sin C1u­
da presupone el aceptar un régimen de responsabilidad penal para 
los Estados, y es previsible que muchas delegaciones subordinen su 
aceptación al distingo en cuestión, a la condición de que se esta­
blezca una instancia internacional imparcIal (judicial o no) que 
sea la que califique los ilícitos en cuestión. 

Esta desconfianza no deja de tener su razón de ser, "en vista del 
subjetivismo con que las alegaciones unilaterales estarían teñidas 
a la hora de invocar la violación de una obligación derivada de 
un principio tan fluido como el de la autodeterminación de los 
pueblos o de una regla tan evasiva cqmo la que grdena in genere 
la preservación del medio"25. 

""COMISiÓN DE DERECHO INTERNACIONAL,. op. cit., pp. 95-97. 
""DIEZ DE VELASCO, Manuel, Instituciones de Del'echo Internacional Público, 

T. 1, 5~ ed. (Madrid 1980), p. 468. 
"'JIMÉ'NEZ DE ARÉCHAGA, Eduardo, Intemational Law in the Past Third of a 

Century, (Leyden 1978), p. 275. 
"'DIEZ DE VELASCO, op. cit., pp. 470·471. 
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Por ello,. la doctrina insiste en que toda controversia acerca de 
la existencia o no de un crimen internacional debe ser sometido a 
la Corte Internacional de Justicia, salvo que el Consejo de Segu­
ridad tuviera competencias en el caso; y en que las sanciones o me­
didas coercitivas que se· apliquen deben serlo por un órgano inter­
nacional en ejercicio de sus competencias, y no quedar libradas al 
arbitrio de los Estados26• En ese sentido, en el reciente· XII G,on­
greso del Instituto Hispano-Luso-Americano de Derecho In~:r~a­
cional (Mérida, septiembre 1980), las conclusiones de la ComISIón 
tercera atenuaron considerablemente la propue,sta, hecha por el 
ponente21• . 

V. Los SUJETOS 

Por lo que se refiere a los posibles sujetos de los' ilícitos interna­
cionales, debe primeramente diferenciarse entre quien lo realiza y 
quien sufre las consecuencias. Por ello consideramos que más apro­
piado que decir sujeto y objeto de los ilícitos internacionales, hay 
que hablar de sujeto activo (el realizador) y sujeto pasivo (aquel 
cuyo derecho ha sido conculcado, ya sea directa o indirectamente) . 
Sin 'esto que llamamos doble subjetividad, el ilícito no puede pro­
ducirse. 

La regla general del derecho internacional público tradicional 
era que, puesto que los Estados se consideraban sus sujetos norma­
les, en principio ellos y solamente ellos actuaban como sujetos de 
los delitos internacionales. No obstante, se aceptaba que "en la me­
dida en que se reconoce a los individuos como sujetos de las obli­
gaciones internacionales, y, por consiguiente del derecho interna­
cional, es también preciso reconocerlos como sujetos de los actos 
delictivos internacionales"28. Así, el caso de la piratería y la trata 
de esclavos, para sólo citar los más tradicionales .. 

Por otra parte, el Derecho de guerra se ha basado en el princi­
pio de que sus preceptos obligan "no solamente a los Estados, sino 
también a sus nacionales, pertenezcan o no a sus fuerzas armadas":!\!. 
Tímidamente, en 1919, después de la primera guerra mundial, y 
con toda fuerza después de la segunda, la concreción de los crime­
nes no sólo de guerra, sino también contra la paz y contra la hu­
manidad, involucraron tanto al Estado como al hombre como su­
jetos activos. 

"CARRILLO SAU::EOO, ] uan A., La distinción entre crímetles y delitos itlterna­
cional. Una posible apo,·tación iberoamericana a la codiJicación y desarrollo 
progresivo del Derecho de la responsabilidad internacional de los Estados. XII 

Congreso IHLADI (Mérida 1980). pp. 14-15. 
"CARRILLO SAU::EDO. [bid. IHLADI, Acuerdos del Duodécimo Congreso, Mérida, 

Fenezuela, p. 14. (Madrid 1980). 
""QpPENHEIM, 01'. cit., p, 862. 
"[bid. 
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Hoy, además, se acepta pacíficamente que pueden ser sujetos ac­
tivos del ilícito internacional todas las comunidades sometidas di­
rectamente al derecho internacional públicol;\O. 

Estas responsabilidades, antes de excepción, dejan de tener este 
carácter, al ser cada vez más numerosas y per,miten aceptarlas co­
mo integrando una verdadera categoría de actos ilicitos interna-
cionales. .. . 

Por otra parte, al ser los Estados personas jurídicas de existen­
cia ideal (empleando esta denominación para diferenciarlas de 
aquellas otras personas de existencia física propiamente dicha) se 
plantea el problema de la imputación de los actos lesivos de ca­
rácter internacional que pueda realizar un Estado, ya que siempre 
su accionar ha de concretarse en la actuacÍón de sus órganos, o pa­
ra ser todavía más exactos, por la de los agentes (seres humanos). 
que son quienes realmente realizan tales actos. En líneas genera­
les, se aplican las normas del derecho internacional público con 
respecto a la responsabilidad de los Estados por actos de sus órga­
nos, sea que éstos actúen cumpliendo instrucciones o extrali,mitán­
dose en sUs funciones. 

En lo que se refiere a la responsabilidad del Estado por actos ilí­
citos de los particulares, si bien discutido en doctrina, la mayor 
parte de ésta se inclina a considerar que el Estado no responde por 
los . actos ilícitos de los particulares, nacionales o extranjeros, salvo 
en el caso que los órganos del Estado omitieran tomar las corres­
pondientes medidas preventivas o represivas. Pero en este supuesto 
la responsabilidad resultará por falta propia, por su negligenciaa1 , 

y no por el acto del particular. 
En cuanto a los sujetos que damos en llamar pasivos de los ilí­

citos internacionales, serían todos aquellos jurídIcamente afectados 
por la conducta antijurídica en cuestión. Por de pronto, además 
de los Estados, lo son todas aquellas entidades a las que el derecho 
internacional público contemporáneo reconoce subjetividad inter­
nacional. N adte duda ya, después de la opinión consultiva de la 
Corte Internacional de Justicia sobre reparación de daños sufridos 
al servicio de Naciones Unidas, que los organismos internacionales 
tienen "personalidad internacional objetiva ... así como la calidad 
de presentar reclamaciones internacionales"3~. Quedaría, sin duda, 
campo de discusión con respecto al individuo como tal, ya que la 
mayoría de las veces el derecho internacional público sólo lo pro­
tege en los daños que pueda sufrir en cuanto integrante de una co­
munidad estatal (o de un organismo internacional) determinada, 
siendo esta entidad la capacitada para entablar la acción legal co­
rrespondiente. La posibilidad que se ha abierto al hombre para un 
accionar (directo o indirecto) en ciertos campos de los derechos 

"'Ibid., p. lI60. . 
31VERDROSS, op. cit .. pp. 370-371. JIM'ÉNEZ DE ARÉCHAGA, op. cit., pp. 283-284. 
""CoRTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA, Recueil 1949, p. 195. 
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humanos, permiten aceptarlo con un cierto grado de la subjetivi­
dad pasiva a la que nós venimos refiriend08s• 

VI. EL DAÑO 

Este requisito, es decir, del daño, no fue incluido como un elemen­
to separado por el relator especial de la Comisión de Derecho In­
ternacional de Naciones U nidas, profesor Roberto Ago, alegando, 
cntre otras cosas, que si bien "todo incumplimiento de una obliga­
ción implica un perjuicio, el elemento perjuicio ya está compren­
dido en el incumplimiento de la obligación", y recuerda también 
que puede haber infracciones penales sin dañoS4. 

No comparte este criterio jiménez de Aréchaga, quien, recordan­
do el Caso de' las Pruebas Nucleares, entre Australia y Nueva Ze­
landia contra Francia, sostiene que: "El requerimiento de daño es 
realmente una expresión del principio jurídico fundamental que 
afirma que nadie puede entablar una aCCIón a menos que tenga un 
interés de naturaleza legal. Es siempre el elemento del daño sufri­
do por un Estado que da derecho a ese Estado a reclamar contra 
el Estado que causó el daño, y a demandar reparación"35. 

Creemos, ante estas divergencias, que aquí, al igual que en el 
derecho interno, debe distinguirse según se trate de ilícito penal o 
no, ya que en el primero de esos 'casos puede darse la responsabi­
lidad por actos penales que no hayan causado daños, como por 
ejemplo sería una tentativa fallida de agresión, o el atentar con­
tra la inviolabilidad personal de un diplomático extranjero, si el 
actor fuere un Estado o sus agentes; o el intento fallido de apode­
ramiento ilícito de aeronaves (Convenio para la represión del apo­
deramiento ilícito de aeronaves, La Haya, 1973, artículo 19 inciso 
Ha") 36, en caso de un particular. 

VII. LA CULPA 

Mucho más dividida está la doctrina y la jurisprudencia acerca de 
si debe considerarse un cuarto elemento constitutivo de la respon­
sabilidad internacional. que sería la culpabilidad por parte del o 
de los órganos estatales infractores. Verdross, luego de analizar la 
cuestión. sostiene que "tiene que haber culpa de un órgano no sólo 
en las omisiones, sino también en las acciones, para atribuir el acto 
antijurídico a su Estado, y ... que no surge responsabilidad inter­
nacional de violaciones objetivas del derecho de gentes que proce­
dan de un error excusable"37. En cambio, Jiménez de Aréchaga 
opina que en general lo relevante es la conducta objetiva del Esta-

""VERDROSS, op. cit., p. 354. 
"'COMISiÓN DE DERECHO INTERNACIONAL, Anuario 1973, Vol. 1, p. 20. 
aGJIMÉNEZ DE ARiÉCHAGA, op. cit.,< p. 269. 
··RUDA, J. M., Instrumentos internacionales, (Buenos Aires 1976), p. 282. 
"'VERDROSS, op. cit.<. p. 357. 
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do per se, y no la actitud psicológica de los individuos que actúan 
como sus órganos. Recordando el caso del Canal de Corfú, afirma 
que "puede concluirse que, en general, las normas del derecho in­
t,ernacional no contienen un fluctuante requerimiento de dolo o 
rtegligencia culpable como una condición de responsabilidad". Ello 
no descartaría la posibilidad de que normas particulares de derecho 
internacional público puedan específicamente condicionar la res­
ponsabilidad a la existencia de aquellos elementos38. 

También en el derecho internacional' público como en el inter­
no, las más recientes circunstancias sociotecnológicas están plan­
teando enfoques totalmente nuevos en lo que hace a causales de 
responsabilidad, que si bien no implicarían elementos penales, sí 
plantean casos ;IIluy peculiares de responsabilidad: es la teoría del 
"riesgo" o de la "responsabilidad absoluta", Esta teoría establece 
la responsabilidad del Estado por la realización de determinadas 
actividades que, no obstante ser plenamente legales, crean serios 
riesgos para la comunidad. Ello implica la eliminación del prime­
ro de los elementos constitutivos de la responsabilidad internacio­
nal, es decir, la existencia de una acción u omisión ilícita, ya que 
aun sin existir ésta, lo mismo se incurriría en responsabilidad39, 

Se trata de actividades riesgosas como las involucradas en el 
campo de lo aeroespacial y en el uso de la energía nuclear. Así, 
por ejemplo, se establece la responsabilidad absoluta del Estado de 
lanzamiento de un objeto espacial en el artículo Il y concordante 
del "Convenio sobre la responsabilidad internacional por daños 
causados por objetos espaciales"40, y que el explotador de una nave 
de propulsión nuclear es objetivamente responsable de todo daño 
accidentalmente causado, conforme a la "Convención relativa a la 
responsabilidad de quienes explotan naves nucleares" de Bruselas, 
196241, para sólo citar algunos de los principales convenios inter­
nacionales que están recogiendo este nuevo concepto del derecho 
internacionill público42. 

En sus estudios sobre la responsabilidad de los Estados, la Co­
misión de Derecho Internacional de Naciones Unidas, ha decidido, 
prudentemente, no encarar por ahora este tipo de problemas "en 
vista del fundamento completamente distinto de la llamada respon­
sabilidad por riesgos y de la naturaleza diferente de las normas que 
la prevén"43. 

8SJIMÉNEZ DE ARÉCHA(;A, op. cit., pp. 270-271. 
··Ibid., p. 271. DIEZ DE VELASCO, op. cit., pp. 460·461. 
""RUDA, op. cit. pp. 305-312, 
"'QUENEUDEC, Jean-Pierre, Droit Mari time Intemational (recueil de textes), 

(París 1971), pp. 342-354. 
"'Otras referencias en JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA, op. cit., pp. 272-273. 
"'COMISIÓN DE DERECHO INTERNACIONAL, Anuario I97J, Vol. JI, p. 172, 
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VIII. LAS SANCIONES 

Dentro de los lineamientos propios de todo orden jurídico, la vio­
lación de una norma de derecho internacional público presenta 
peculiaridades propias, que responden a los presupuestos sociológi­
cos y a las características actuales que singularizan al derecho (fe 
gentes. 

Como hemos visto ya, la existencia del ilícito en el derecho in­
ternacional público es pacíficamente aceptada. También hay coin­
cidencia en aceptar la existencia de un princi pio general que de­
termina que todo sujeto al cual le es imputable un acto ilícito in­
ternacional es responsable en el orden internacional. 

En lo que existen discrepancias es, no tanto en sus consecuencias, 
sino en lo referente al carácter de las mismas. 

Por. de pronto, se sostiene que la consecuencia esencial de la 
responsabilidad internacional es la obligación de reparar que tiene 
el sujeto responsable44• Ya Jo expresó claramente la Corte Perma­
nente en el caso Chorzow: "Es un principio de derecho internacio­
nal que la violación de un compromiso lleva consigo la obligación 
de reparar en forma adecuada. La reparación es, pues, el comole­
mento indispensable de la faIta de aplicación de una convención, 
sin que sea necesario que ello esté inscrito en la misma conven­
ción"41S. 

Asimismo, el árbitro Max Huber, en el caso de los bienes bri­
tánicos en el Marruecos español,. sostuvo como un principio indis­
cutible que "la responsabilidad es un corolario necesario del dere­
cho. Todos los derechos de orden internacional tienen como conse­
cuencia una responsabilidad ·internacional. La responsabilidad en­
traña como consecuencia la obligación de acordar una reparación 
en el caso de que la obligación no haya sido cumplida. Quedaría 
por examinar la naturaleza y extensión de la reparación"46. 

No es,del caso entrar a analizar aquí el contenido moral o ma­
terial del daño ocasionado por el acto ilícito que debe repararse, 
ni si la reparación debe consistir en el restablecimiento de la situa­
ción preexistente o si cabe una sustitutiva, y cuál sería el alcance 
de ésta. 

Para muchos autores la obligación de reparar tiene el carácter 
de "sanción". En cambio, otros, como Kelsen, sostienen que, dado 
que en la comunidad internacional no existe una autoridad centra­
lizada con competencia para determinar la existencia de un acto 
ilícito y los alcances de la reparación, el derecho internacional pú­
blico general sólo dispone que por un acuerdo entre el Estado 
transgresor y el ofendido puede aquél evitar las sanciones corres-

"'ROUSSEAU, Charles, Derecho internacional público profundizado. Trad. D. 
Carda Daireaux, (Buenos Aires, 1966). p. 150. 

"CORTE PF.RMANENTE DE JUSTICIA INTERNACIONAL, Serie A, NQ 17, p. 29. 
"RECUEIL DE Sll:NTENCES ARBITRALES, Vol. II, p. 641. 
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pondientes. Añade que aun admitiendo qUe la violación de una 
obligación internacional imponga automáticamente la obligación 
sustituta de reparar, no puede considerarse que esta última posea 
el carácter de "sanción", porque una sanCión es un acto coercitivo 
y no una obligación. La sanción estaría así condicionada por un 
acto ilícito "compuesto de dos actos: la conducta que causa el da­
ño y la no reparación del daño". Pero ni la obligación de no caU­
sar el daño ni la obligación sustituta de reparar son sanciones41. 

Nos interesa especialmente entrar a considerar si en un ordena­
miento descentralizado como es el derecho internacional público 
pueden darse dos clases de sanciones: la penal y la civil, a seme­
janza de lo que ocurre en el derecho interno. En éste, la sanción 
de carácter civil (que en derecho internacional público podríamos 
llamar común) tiene esencialmente un carácter reparador, y tiende 
a integrar el patrimonio del damnificado. En cambio, la sanción 
penal, sin excluir a la anterior, tiene por finálidad aplicar una 
medida punitiva que puede afectar la vida, la libertad o el mismo 
patrimonio del violador. 

Se busca con ello no resarcir a la persona damnificada, sino sa­
tisfacer un bien de la comunidad. Lo que resulta indiscutible es 
que en la naturaleza jurídica de la reparación hay una ausencia to­
tal de carácter penal. Como dice Rousseau: "esta materiá está do· 
minada por el principio de que la responsabilidad internacional 
no tiene o tiene sólo excepcionalmente un carácter penal. La repa­
ración no posee sino un carácter compensatorio, rio punitivo. La 
jurisprudencia internacional es unánime a ese respecto"4S. 

No obstante, la existencia de sanciones de carácter penal resulta 
evidente en el ordenamiento jurídico que es el derecho internacio­
nal público, y aún desde la más remota antigüedad se han dado ma­
nifestaciones de este tipo, con todas las imperfecciones propias de 
un sistema jurídico primitivo. Esta evolución histórica d_e 10 que 
podríamos llamar el derecho internacional penal, no difiere en lo 
sustancial de la que todos los penalistas reconocen fue la del dere-
cho penal interno. . . . 

Hay autores que afirman que dado el carácter soberano de Jos 
Estados, su responsabilidad por los delitos internacionales se redu­
ce solamente a la reparación de los daños por ellos cometidos, y 
en verdad algunos tribunales internacionales han sostenido que no 
es posible reconocer daños y perjuicios de carácter penal o puniti­
vo contra los Estados49• No obstante, esta jurisprudencia no encie­
rra un valor absoluto porque, por una parte los tribunales intervi­
nientes estaban limitados por el compromiso arbitral respectivo, y 
por la otra en otros numerosos casos arbitrales se han reconocido 
"daños y perjuicios que, en el fondo, podían ser considerados de ca­
rácter penal. La práctica de los Estados y de los tribunales ofrece 

"KELSEN, op. cit_, pp. 18-19. 
""ROUSSEAU, op. cit., p. 15t. 
"OPPENHEIM, op. cit., p. 375. 
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otros ejemplos de reparación imposible de distinguir de los de ca­
rácter punitivo, consisten en una compensación pecuniaria sin rela­
ción alguna !Con el daño efectivamente causado"50. 

Es indudable que el Estado, y consecuentemente sus agentes, ad· 
quieren responsabilidad de carácter penal por actos ilícitos inter· 
nacionales. Cuando por su gravedad, constituyen actos criminales 
tal como lo entienden las leyes de los países civilizados, tal sería, 
por ejemplo, un exterminio total de los extranjeros residentes en 
un determinado territori051, 

A poco que se examine, se advierte que la sanción penal, ya exis­
tía en el derecho internacional clásico, puesto que conforme al mis­
mo era lícito recurrir a las represalias y aún a la guerra como san­
ciones penales contra el Estado considerado responsable de un acto 
ilícito determinado, acciones coercitivas que iban más allá de la 
mera reparación del daño causado. Luego, en 1919, las sanciones 
previstas por el Art. 16 del pacto de ]a Sociedad de Naciones te­
nían ese alcance penal, y el mismo carácter está mucho más clara­
mente definido en las disposiciones pertinentes del Cap. VII de la 
Carta de Naciones Unidas, ya que las amenazas a la paz, su que­
brantamiento y la agresión armada están considerados como un 
gravísimo crimen. Hay, por otra parte, un reconocimiento general 
de que las normas que castigan crímenes cometidos por individuo~ 
en violación de las leyes de la guerra, constituyen otro eJemplo de 
la responsabilidad penal de los Estados, puesto que los actos come· 
tidos por dichos delincuentes de guerra, no 10 son en beneficio in­
dividual, sino en interés del Estado y (('ffiO agente~ suyos. 

Ciertos autores se resisten a aceptar la responsabilidad penal de 
una entidad colectiva como es el Estado por crímenes individuales 
de sus componentes, pero ello es perfectamente compatible con una 
de las características actuales del derecho internacional público, 
cual es la de la "responsabilidad colectiva"52. Además es suma­
mente atinada la argumentación de Oppenheim, al señalar que re­
sulta inadmisible aceptar que por el hecho de agruparse en Estados 
puedan personas individuales, a la vez que aumentan enormemen-' 
te sus potencialidades para el mal, conferirse un grado de inmuni­
dad de su responsabilidad criminal y de sus consecuencias de la 
que no gozarían si actuaran individualmenteGa• 

IX. HACIA LA IMPLEMENTACIÓN 

Son varias las etapas que la plena realización de la norma penal re­
quiere para su cabal perfeccionamiento en el derecho interno. Co­
mo ya ha quedado explicado anteriormente, ellas no tienen por 
qué darse igualmente en el derecho internacional público, por las 

""¡bid., p. 376. 
"'Ibid., pp. 376-377. 
Ul'VERDROSS, op. cit., pp. 106-108. 
""OPPENHEIM, op. cit., p. 378. 
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características que a éste le son propias como ordenamiento jurídi­
co descentralizado. No obstante, hay una tendencia innata en cual­
quier rama jurídica a adoptar y adaptar instituciones similares de 
otras que tienen más antigüedad o una más eficaz vigencia, 10 cual 
constituye una actitud sumamente positiva que favorece el desarro­
llo progresivo de la rama jurídica de que se trate. Ello ocurre en 
el derecho internacional penal" que busca tomar del interno ciertas 
técnicas e instituciones convenientes a la finalidad punitiva y de 
justicia que ambos persiguen. 

La extensión de este estudio no nos permite más que una ligera 
referencia a estos diversos aspectos de la gradual y polifacética iin­
plementación del derecho internacional penal actual, particular­
mente acelerada a partir de la finalización de la última guerra 
mundial. 

Quizás el primero de esos problemas lo constituye la llamada 
"tipificación" previa del delito penal. Este proceso se cumple por 
la vía descentralizada que sigue el proceso legislativo (normativo) 
del derecho internacional público, es decir: la costumbre internacio­
nal, los tratados bi y multilaterales, los principios generales de de­
recho reconocidos por la comunidad internacional y ciertas decisio­
nes de organismos internacioJ;1ales. No nos parece, contra lo que es 
la opinión de algunos autores, que al derecho interno deba consi­
derárselo, salvo en tanto y en cuanto coadyuve a la aparición de 
una norma consuetudinaria de alcance internacional. La vía en 
cuestión, no obstante sus serias desventajas propias de su diversidad 
y ámbitos de vigencia dispares, ha sido la que ha ido produciendo 
todas las normas Que permiten la actual tipificacitSn. Por otra par­
te, tiene una flexibilidad que permite a veces logros parciales que 
sería totalmente imposible alcanzar en ámbitos más amplios. con 
]a consiguiente paralización total del desarrollo de la disciplina. 
Los nuevos delitos que se están tipificando y que por razones polí­
ticas encuentran gran resistencia en algunos estados. como por ejem­
plo el terrorismo. son buena prueba de ello, pero el .jurista no debe 
cejar en la empresa ni dejarse distraer por argumentos falaces. Co­
do bien señala Nascimento e Silva, se emplean, incluso en Naciones 
Unidas, argumentos cuyo fin real es postergar la obtención de una 
solución, como aquel que pretende que deben buscarse las causas 
profundas del terrorismo antes de adoptar normas para combatirlo 
como qimen internacional que probablemente esll4 • Sería como ha­
ber pretendido erradicar las causas de la prostitución antes de en­
trar a perseguir la trata de mujeres. 

1\1 ucho más seria es, a nuestro entender, la falencia que· presen­
ta el derecho internacional penal en lo que hace a la tipificación 
de la penalidad a aplicar al responsable. Aquí prácticamente la 
solución encontrada ha sido, en general, que el derecho internado-

"'NASCIMENTO E SILVA, Geraldo Edo., o Direito Internacional e o Terroris­
mo, Conferencia pronunciada en el VII Curso de Derecho Internacional de. la 
Comisió¡) de Derecho Internacional, (Río de Janeho 15{8{1980), pp. 32·33. 
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nal público delegue en la legislación de un estado jurídicamente 
interesado en establecer y aplicar las penas que un ilicito interna­
cional punible pueda merecer. Así ha sucedido en los casos de pi­
ratería y demás delitos contra el derecho de gentes, y con los críme­
nes de guerra55, 

También en lo que hace a los sistemas de represión se pueden 
comprobar las todavía incipientes posibilidades del derecho inter­
nacional penal. . Existen dos formas de represión de los delitos pe­
nales internacionales: la judicial y la política. Aquella hasta ahora 
sólo se aplica a nivel de tribunales nacionales; en cambio la polí­
tica puede aplicarse a nivel de organismos internacionales, particu­
larmente en 10 que se refiere al castigo de los crímenes contra la 
paz56• Nosotros también incluimos en las formas de represión po­
lítica a las que un estado pueda aplicar conforme al derecho de au­
totutela que le reconoce el derecho internacional público. Se plan­
tea aquí el conocido caso de la "represalia", que sin duda alguna 
constituye una sanción coercitiva propia del derecho internacional 
público y a la que puede recurrir cualquier estado en tanto y en 
cuanto se encuadre dentro de los requisitos necesarios para que se 
le considere compatible con dicho ordenamiento normativ057• 

No obstante todas las deficiencias apuntadas. es indudable que 
el derecho internacional penal ha experimentado profundos e im­
portantes avances como ordenamiento jurídico, y es indudable que 
está en plena gestación en busca de ampliar su campo de acción y 
sus técnicas de implementación. 

Señalemos como una comprobacibn evidente, cuánto se ha am­
pliado el campo de los reconocidos como delitos internacionales. 
Ensayar una clasificación de los mismos nos parece aün algo pre­
matura, no obstante haber intentos muy vaHosos58. Pero no desea­
mos finalizar este trabajo sin incluir, a1m a riesgo de caer en algu. 
na omisión, una lista de los ilícitos que consideramos tipificados 
para el derecho internacional penal contemporáneo. Ellos son: 

. l. Agresión o uso de fuerza armada por un estado contra la so­
beranía, la integridad territorial o la independencia política 
de otro o en cualquier otra forma incompatible con la· Car­
ta de Naciones Unidas. 

2. Crímenes de guerra. 
3. Uso de armas de destrucción masiva. 
4. Crímenes con·tra la humanidad. 
5. Apartheid. 
6. Esclavitud y otros delitos que cercenan la libertad de las per­

sonas. 
7. Trata de mujeres y de niños. 

"'GARcfA.AMADOR, op. cit., pp. 259·260. 
"¡bid., pp. 287-288 .. 
"'KELSEN, op. cit.; pp. 20·21. 
""VERDROSS, op. cit., pp. 632·633. FIERRO, (Jp. cit., pp. 20-22. 
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8. Tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. 
9. Experimentaciones médicas ilegales. 

10. Piratería. 
n. Apoderamiento ilícito de aeronaves y actos conexos. 
12. Terrorismo. 
13. Amenaza y uso de la fuerza contra personas protegidas ínter· 

nacionalmen te. 
14. Toma de rehenes. 
15. Tráfico de estupefacientes. 
16. Falsificaciones. 
17. Robos de tesoros arqueológicos nacionales. 
18. Interferencias a cables y duetos submarinos. 
19. Tráfico de publicaciones obscenas. 
20. Uso ilícito del patrimonio común de la humanidad. 
21. Deterioro grave del medio ambiente. 

Una de las técnicas de implementación antes aludidas, difícil 
pero no imposible, sería la codificación, que podría tener alcance 
mundial o regionaL No resistimos transcribir la esperanzada de­
fensa que le hace Bassiouni, uno de sus más grandes propulsores: 
"El derecho internacional penal se ha desarrollado mediante con­
venciones de un modo aisladas, donde cada asunto se regia por uno 
o más tratados durante cierto período de tiempo, sin tener en 
cuenta el desarrollo de las áreas afines. Así se ha producido un cre­
cimiento por una serie de senderos sin coordinación entre sí. El re­
sultado ha sido una carencia de consistencia, de cohesión y unifor­
midad. Para rectificar esto, se requiere un esfuerzo de codificación 
progresiva. Para ello este Proyecto de Código podría servir como 
un modelo para que los estados adoptasen o incorporasen prescrip­
ciones del derecho internacional penal como parte de su derecho 
interno, o para también podría servir de inspiración a un código 
penal substantivo destinado a ser aplicado por un tribunal interna­
cional, en el caso de que tal tribunal fuere establecido"5s. 

X. FINAL 

Sin pretender hacer un resumen de cuanto antecede, creemos opor­
tuno destacar aspectos sobre los que la doctrina debe insistir con 
particular énfasis. Ellos son: 

l. Si bien el fenómeno punitivo se da en el derecho internacio­
nal público desde muy antiguo, como ordenamiento científi­
co, el que consideramos debe ser llamado derecho internacio­
nal penal, prácticamente adquiere singularidad luego de la 
Segunda Guerra Mundial. 

"BASSIOUNI, op. cit. p. 27. 

123 



NUEVAS INSTITUCIONES DE INTEGRACIÓN EN AMÉRICA LATINA I F. Orrego yJ.lrigoin 

2., Podrá sostenerse que el derecho internacional penal tiene o 
no autonomía científica, pero es indiscutible que pertenece 
al género de lo internacional. 

3. Consecuentemente" toda su problemática está acorde con los 
presupuestos sociológicos y las características actuales del de­
recho internacional público. 

4. El derecho internacional penal, pese a las diversas e impor­
tantes imperfecciones que puedan señalárSele, es un ordena­
miento jurídico en pleho progreso, tanto en su contenido 
normativo cuanto en su valor institucional. 

5. Sin pretender injertar las técnicas normativas del derecho 
penal interno, lo que no se puede ni corresponde por los dis­
tintos géneros de ambos ordenamientos, si debe tratar de 
adoptar y adaptar todas aquellas' que impliquen mejorar su 
propósito específico (10 punitivo) y el valor justicia en que 
ha de inspirarse. 

6. Los estados tienen que comprender que la sanción penal efi­
ciente integra un patrimonio jurídico común a todos ellos, 
por lo que deben facilitar las técnicas que permiten sancio­
nar al particular, al' agente estatal y a la comunidad estatal 
misma. La doctrina ti.ene un' gran papel activo que cumplir 
para lograr concientizaren tal sentido. 

7. Los mecanismos de cooperación internacional pueden acele­
rar el proceso hacia un más perfecto derecho internacional 
penal. Un ensayo de codificación a nivel regional o subre­
giona1 constituiría un primer gran paso en ese sentido, y hay 
suficiente elaboración doctrinaria para intentarlo. En Amé· 
rica Latina se dan numerosos factores homogéneos para en· 
sayarlo con buenas probabilidades de éxito. 

8. Aun cuando se trabaje en un ámbito espacial más amplio, 
no deben abandonarse los esfuerzos de complementación a 
nivel bilateral o de pluralidad reducida, pues esta técnica 
tiene una gran flexibilidad, ductibilidad y penetración que 
permite alcanzar, mediante logros parciales, grandes adelan-
tos a niveles insospechados. . 

9. Por los valores morales y de justicia que son comunes a los 
pueblos de América Latina, y a !lU general condición de paí­
ses de desarrollo relativo, les interesa muy directamente la 
eficaz persecución de los delitos que afectan al orden públi. 
co internacional. al patrimonio común de la humanidad y al 
medio ambiente. 
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DERECHO INTERNACIONAL PENAL 
EN EL SISTEMA INTERAMERICANO: 

PERSPECTIVAS DE EVOLUCION 

José Joaquín Caicedo Perdomo 

La Convención de Viena sobre el derecho de los tratados ofrece 
una definición de lo que seria la norma imperativa de Derecho In­
ternacional general en su Artículo 53, y al referirse al conflicto 
con normas convencionales, limita la omnipotente voluntad de los 
Estados en materia de celebración de tratados. La originalidad del 
planteamiento a la luz del Derecho Internacional clásico hizo que 
la doctrina analizara el concepto de Jus Cogens para determinar su 
contenido y al mismo tiempo fijar los linderos de la libertad de 
acción de los Estados. La introducción del concepto de Derecho Na­
tural en el ámbito del Derecho positivo mediante las normas impe­
rativas de Derecho Internacional General constituye una de las ca­
racterísticas principales del último decenio desde un punto de vis­
ta jurídico y explica el empeño de la Comunidad Internacional de 
Estados en otorgar al individuo una mayor protección frente al Es­
tado cuya caprichosa discrecionalidad quedó restringida mediante 
la expedición de nuevas normas internacionales. La definición de 
la agresión de 1974, los últimos desarrollos en materia de Derechos 
Humanos, así como la tipificación de crímenes y delitos internacio­
nales que establece el Derecho Internacional Penal, reflejan la vo­
luntad de otorgar al individuo mayor ingerencia en las relaciones 
internacionales como sujeto de Derecho Internacional, y de contro­
lar mejor al Estado mediante un nuevo régimen de responsabilidad 
internacional. Desde ese punto de vista ofrece especial interés la 
situación del sistema interamericano, cuyos proyectos de convencio­
nes sobre la tortura como crimen internacional y en materia de 
extradición, se enmarcan perfectamente dentro del contexto que 
acabamos de señalar y demuestran la importancia futura del Dere­
cho Internacional Penal. 

Para poder analizar el tema, objeto de la presente disquisición, 
seria conveniente comparar, lo que podría llamarse, el concepto 
tradicional con las nuevas características del Derecho Internacio­
nal penal. 
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l. El concepto tradicional del Del'echo Internacional Penal. 

El eminente tratadista Claude Lombois en su obra "Derecho Penal 
Internacional"l se refiere primero ,!l "dereého de las infracciones 
internacionales" como rama que obedece al Derecho Internacional 
público, para después considerar lo regido por el Derecho Interna­
cional privado como "Derecho Penal Internacional". Según este 
autor, el concepto de Derecho Penal tiene como marco de referen­
cia al concepto de orden público. Cualquier sociedad tiene un or­
den público, de ahí que la comunidad internacional de Estados 
pueda también fundamentarse en un concepto similar cuya defi, 
nición sería la siguiente: 

"El orden público internacional debe entenderse como el con­
junto de normas imperativas de cuyo respeto depende la conviven­
cia organizada de los Estados soberanos". Vemos, por consiguiente, 
la relación muy estrecha: que puede existir entre el Jus Cogens 
y la noción de orden público internacional, hasta el punto que se 
confunden en ciertos casos. Tal como puede existir un orden pú­
blico en el ámbito universal, puede existir un orden público re­
gional, aún más en el caso del sist('lIIla interamericano cuyas caraC­
terísticas jurídicas sean tan claras y precisas. 

a) El Derecho Internacional Penal, como rama del Derecho In­
ternacional Público: 

Desde el punto de vista del Derecho Internacional Público, los 
delitos internacionales pueden dividirse en infracciones internacio­
nales por naturaleza e mfracciones internacionales por la SImple 
forma de mcriminaclón. }:n la pnmera categoría quedarán com­
prendidos los siguientes temas: Derechos Humanos, Derecho de 
G-uerra, Agresión, Genocidio, Crímenes contra la humanidad, Apar­
theid, actos contra la libre determinación de los pueblos, etc ... 

En la segunda encontraríamos aquellas infracciones que son in­
ternacionales por su simple forma de incriminación: trátIco de nar­
cóticos, trata de esclavos, trata de blancas, etc ... 

En el ámbito interamericano existen las siguientes convenciones 
que consagran infracciones internacionales por naturaleza: 
- Tratado de extradición y protección contra el anarquismo 

(Washington, 1890). 
Convención sobre asilo (La Habana, 1928). 
Convención sobre deberes y derechos de los Estados en caso de 
luchas civiles (La Habana, 1928). 
Convención sobre asilo político (Montevideo, 1933). 
Convención sobre mantenimiento, afianzamiento y estableci­
miento de la paz (Buenos Aires, 1936). 
Protocolo adicional relativo a la no intervención (Buenos Ai­
res, 1936). 

lLombois (Claude). Droit Penal Intemational, 1971, Precis DaIloI, París. 
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- Tratado interamericano de asistencia recíproca (Río de ]anei, 
ro, 1947). 
Convención interamericana sobre concesión de los Derechos Po­
líticos a la mujer (Bogotá, 1948). 
Convención interamericana sobre concesión de Jos Derechos Ci­
viles a la mujer (Bogotá, 1948). 
Convención sobre asilo Diplomático (Caracas, 1954). 
Convención sobre a~ilo Territorial (Caracas, 1954). 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (San José, 
"1969) . 
Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo 
configurados en delitos contra las personas y la extorsión mnexa 
cuando éstos tengan trascendencia internacional (Washington, 
1971). 
Convención que define la tortura como crimen internacional 
(Washington, 1980). 

En cuanto a las infracciones internacionales por la simple for­
ma de incriminación, el sistema interamericano se limita a dar 
cumplimiento a las normas universales en la materia, mediante los 
mecanismos de la extradición pertenecientes al Derecho Interna­
cional Privado. 

b) El Derecho Internacional Penal como rama del Derecho In­
ternacional Privado; en este caso encontraríamos la aplicación ex­
traterritorial del Derecho Penal Interno, teniendo en cuenta el ca­
rácter externo de cualquiera de los hechos: nacionalidad del delin­
cuente o de la víctima, lugar del delito, ubicación del delincuente, 
ley aplicable, juez competente, etc ... Las disposiciones, principios 
y reglas generales del Derecho Internacional Privado serían aplica. 
bIes y más especialmente lo dispuesto en los tratados de extradición. 

En el ámbito americano, la extradición podría fundamentarse en 
los. siguientes tratados multilaterales: 

Tratado sobre Derecho Penal Internacional (Montevideo, 1889). 
- Acuerdo sobre extradición (Caracas, 1911). 

Convención sobre Derecho Internacional Privado (La Habana, 
1928) . 
Convención sobre extradición (Montevideo, 1933). 
Tratado de Derecho Penal Internacional (Montevideo, 1940). 
Proyecto de convenio interamericano sobre extradición (Cara­
cas, 1981). 
Un estudio detenido de todas estas convenciones nos llevaría a 

las siguientes conclusiones en· materia de Derecho Internacional 
Penal: el sujeto activo del Derecho Penal Internacional es el indio 
viduo, razón por la cual muchos autores consideraron que, en este 
campo específico, el particular actúa como sujeto de derecho in­
ternacional. Los delitos internacionales por naturaleza, así como 
aquellos por su forma de incriminación, tipificados por el derecho 
positivo, se refieren a los individuos como delincuentes internacio· 
nales y no a los Estados. Puede sorprender que, dentro del concep-. 
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toO clásico de Derecho Internacional Penal, el Estado no sea sindi­
cado por los actos ilícitos que haya cometido, a menos que recor­
demos que la soberanía absoluta e inestricta del Estado constituye 
su principio fundamentaL 

2. : El nuevo concepto de Derecho Internacional Penal. 

La teoría del Jus Cogens consagrada en la convención de Viena 50-

bie el Derecho de los tratados, permite limitar, para no decir re­
glamentar, el ejercicio de la libertad convencional que poseen los 
ES,tados como lógica consecuencia de su soberanía absoluta. Una 
vez establecido el principio según el cual "es nulo todo tratado 
que, en el momento de su celebración, esté en oposición con una 
norma imperativa de Derecho Internacional General", la comuni­
dad internacional de Estados en su conjunto podría entrar a defi­
nir los delitos que comete el Estado y fijar criterios sobre su res­
ponsabilidad. Después de considerar las primeras conclusiones pre­
sentadas por la comisión de Derecho Internacional, la Asamblea 
General de las Naciones U nidas recomendó, mediante las resolu­
ciones 3315 (XXIX) del 14 de diciembre de 1974 y 3495 (xxx) de 
diciembre 15 de 1975 a la comisión "que prosiga su labor sobre la 
responsabilidad de los Estados, asignándole carácter de alta priori­
dad, con miras a la preparación de un primer proyecto de artículos 
sobre la responsabilidad de los Estados por hechos internacional­
mente ilícitos en el plazo más breve posible y que se ocupe, tan 
pronto como sea oportuno, del tema distinto de la responsabilidad 
internacional por las consecuencias perjudiciales de actividades no 
prohibidas por el Derecho Internacional. 

a) La responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente 
ilícitos. El proyecto aprobado por la Comisión de Derecho Inter­
nacional en 1976 establece claramente la responsabilidad del Es­
tado en los siguientes términos: 

Artículo 19. Responsabilidad del Estado por sus hechos inter­
nacionalmente ilícitos. 

Todo hecho internacionalmente ilícito de un Estado da lugar a 
la responsabilidad internacional de éste. 

Articulo 29. Posibilidad de que a todo Estado se le considere 
incurso en la comisión de un hecho internacionalmente ilícito. To­
do Estado está sujeto a la posibilidad de que se considere que ha 
cometido un hecho internacionalmente ilícito que da lugar a su 
responsabilidad internacional. 

Articulo 3Q
• Elementos del hecho internacionalmente ilícito del 

Estado. 
Hay hecho internacionalmente ilícito de un Estado cuando: 
a) Un' comportamiento consistente en una acción u omisión es 

atribuible según el Derecho Internacional al Estado; y 
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b) Ese comportamiento constituye una violación de una obliga­
ción internacional del Estado". 

En el capitulo II del proyecto, la Comisión de Derecho Interna­
cional se refiere "al hecho del Estado", según el Derecho Interna­
cional, y precisa que se refiere a los siguientes casos: "el comporta­
miento de todo órgano del Estado que tenga la condición de tal, se­
gún el Derecho Interno de ese Estado" (Art. 5); "el comporta­
miento de un órgano de una entidad pública territorial de ese Es­
tado, siempre que, en el caso de que se trate, haya actuado en esa 
calidad" (Art. 7, párrafo 1); "el comportamiento de un órgano de 
una entidad que no forme parte de la estructura misma del Estado 
o de una entidad pública territorial, pero que esté facultada por el 
Derecho Interno de ese Estado para ejercer prerrogativas del poder 
público" (Art. 7, párrafo 2); "el comportamiento de una persona 
o grupo de personas actuaba de hecho por cuenta del Estado, o b) 
esa persona o grupo de personas ejercía de hecho prerrogativas del 
poder público en defecto de las autoridades oficiales y en circuns­
tancias que justificaban el ejercicio de esas prerrogativas" (Art. 8). 
Por otra parte, el artículo 10 del proyecto establece que "el com­
portamiento de un órgano del Estado, de una entidad pública terri­
torial o de una entidad facultada para ejercer prerrogativas del po­
der público, cuando tal órgano ha actuado en esa calidad, .se con­
siderará hecho del Estado según el Derecho Internacional, aunque, 
en el caso de que se trate, el órgano se haya excedido en su com­
petencia con arreglo al derecho interno o haya contravenido las 
instrucciones concernientes a su actividad". Cabe anotar que "no 
se consideran hechos del Estado, según el Derecho Internacional, el 
c.:omportamiento de una persona o de un grupo de personas que no 
actúen por cuenta del Estado" (Art. 11). 

Lo anterior reviste singular importancia en el campo del Dere­
cho Internacional Penal, si aceptamos que normas imperativas de 
Derecho Internacional general establecen delitos internacionales 
cuyos sujetos positivos son los individuos, pero con la obligación 
para el :Estado de expedir las normas jurídicas necesarias para pre­
venir o sancionarlos. Por consiguiente, al lado de la responsabili­
dad directa del individuo aparece también la responsabilidad del 
Estado, con carácter directo, por cualquier hecho internacionalmen­
te ilicito cuando su comportamiento consiste en una acción u omi­
sión que constituye una violación de una obligación internacional 
(Art. 3 del proyecto C.D.I.). 

Ese mismo aspecto tiene un tratamiento, que podríamos calificar 
de tradicional en el ámbito interamericano, ya que el proyecto de 
convención sobre la tortura como crimen internacional se refiere al 
individuo como sujeto activo y mantiene el criterio de responsabi­
lidad internacional del Estado de carácter indirecto. 

b) La tipificación de crímenes y delitos internacionales. El as­
pecto más novedoso que surgió en el ámbito del Derecho Interna-

129 



NUEVAS TNSnTUCIONES DE INTEGRACIóN EN AMtRICA LAn!\A I F. 01'rego )' .J.lrigoill 

cional Penal en los últimos años, es, sin duda alguna, el Art. 19 
del proyecto de la C.D.I. sobre responsabilidad de los Estados, en el 
cual aparecen las definiciones de los crímenes y delitos internacio­
nales. El párrafo 2 del mencionado artículo define el crimen inter­
nacional en los siguientes términos: "El hecho internacionalmente 
ilícito resultante de una violación por un Estado de una obligación 
internacional tan esencial para la salvaguardia de intereses funda­
mentales de la comunidad internacional, que su violación está reco­
nocida como crimen por esa comunidad en su conjunto, constituye 
un crimen internacional", Ustedes seguramente anotarán la simili­
tud de esta redacción con la definición de norma imperativa de De­
recho Internacional General consagrada en el artículo 53 de la 
Convención de Viena, La semejanza es aún más notable entre el 
concepto de "crimen internacional" y la definición de Jus Cogens 
si tenemos en cuenta el párrafo 3 del Art, 19 del proyecto: 

"3. Sin perjuicio de las disposiciones del párrafo 2 y de confor­
midad con las normas de Derecho Internacional en vigor, un cri­
men internacional puede resultar en particular: 

a) De una violación grave de una obligación internacional de 
importancia esencial para el mantenimiento de la paz y la seguri­
dad internacionales, como la que prohíbe la agresión; 

b) De una violación grave de una obligación internacional de 
importancia esencial para la salvaguardia del derecho a la libre de­
terminación de los pueblos, como la que prohíbe el establecimien­
to o el mantenimiento por la fuerza de una dominación colonial; 

c) De una violación grave y en gran escala de una obligación 
internacional de importancia esencíal para la salvaguardia del ser 
humano, como las que prohíben la esclavitud, el genocidio, el 
apartheid; 

d) De una violación grave y en gran escala de una obligación 
internacional. de importancia esenCial para la salvaguardia y la pro­
tección del medio humano, como las que prohíben la contamll1a­
ción masiva de la' atmósfera o de los mares". 

En cuanto a la definición de "delito internacional" figura en el 
párrafo 4 del artículo antes mencionado: 

"4. Todo hecho internacionalmente ilícito que no sea un cri­
men internacional conforme al párrafo 2, constituye un delito in­
ternacional" . 

En el ámbito interamericano, el proyecto de convención que defi­
ne la tortura como un crimen internacional acoge las disp05iciones 
de una norma imperativa de Derecho Internacional General consagra­
da en la resolución 3452 (xxx) aprobada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en 1975, titulada "Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes", En efecto, el artículo 1 Q 

del proyecto aparece redactado en los siguientes términos: 
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"Artículo 1. Los estados contratantes confirman que la tortura 
es un crimen internacional que se obligan a prevenir y a sancio­
nar en los términos de los artículos siguientes". 

En cuanto a los responsables de este crimen, el artículo 29 del pro­
yecto de convención, preparado por el Comité Jurídico Interameri­
cano de Río de J aneiro, menciona: a) al empleado o funcionario 
público que ordene, instigue o induzca su aplicación o la aplique 
directamente; b) a quienes, sin ser empleados o funcionarios pú­
blicos, la ordenen, induzcan o apliquen; c) a quienes, teniendo la 
obligación y posibilidad de impedirlo, no lo hacen. Cabe anotar que 
en ningún momento se menciona al Estado como responsable del 
crimen de tortura. 

Por todo lo expuesto, podemos afirmar que, en el ámbito uni­
versal, las nuevas orientaciones del Derecho Internacional Penal 
configuran una responsabilidad internacional de carácter directo, 
tanto del Estado como del individuo, en caso de actos ilícitos según 
el derecho de gentes. 

Por el contrario, el sistema interamericano mantiene la respon­
sabilidad directa del individuo y parece confirmar, asimismo, una 
responsabilidad de segundo grado por parte del Estado. 

A la luz de todo lo anterior, vamos a considerar la siguiente te­
sis: Ante la tipificación de crímenes y delitos internacionales en 
el ámbito universal que conllevan la responsabilidad internacio­
nal del Estado, el siste¡ma interamericano se limita a incorporarlos 
al ordenamiento jurídico americano, sin apartarse del concepto 
tradicional de responsabilidad internacional del individuo. 

Primera PaTte 

LA TIPIFICACIÓN DE CRÍMENES Y DELITOS INTERNACIONALES EN EL 

ÁMBITO UNIVERSAL CONLLEVAN LA RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 

DEL ESTADO 

La determinación de crímenes y delitos internacionales en el ám­
bito universal es, en realidad, un fenómeno muy reciente, aunque 
algunos hechos ilícitos internacionales ya hubiesen sido tipificados 
como tales con anterioridad a la Convención de Viena y de su res­
pectivo desarrollo progresivo tanto por la comunidad internacio­
nal como por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones 
Unidas. 

En ese sentido podríamos mencionar algunos documentos expe­
didos después de 1920 en el campo del uso de la fuerza armada: el 
"tratado de asistencia mutua", elaborado en 1923 por la Sociedad 
de las Naciones, califica desde entonces como "crimen internacio­
nal" a la guerra de agresión; el protocolo de Ginebra, de 1924, pa­
ra la solución de las controversias internacionales, definía la gue-
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rra de agresión como una infracción de la solidaridad que une a 
los miembros de la comunidad internacional y como un "crimen 
internacional"; la resolución de septiembre de 1927, aprobada por 
unanimidad por la S.D.N., volvió a confirmarlo y, finalmente, la re­
solución de febrero 18 de 1928, aprobada por todos los Estados 
americanos durante la VI Conferencia Interamericana de La Haba­
na, consideraba la agresión como "un crimen internacional de lesa 
humanidad" .. Fueron expedidas después de 1969 la mayoría de las 
normas consideradas como normas imperativas de Derecho Inter­
nacional General. U na lista somera confirmaría la afirmación que 
acabamos de hacer: Declaración americana de los derechos y debe­
res del Hombre (1948). Declaración universal de los Derechos Hu­
manos (10 de diciembre de 1948), Convención sobre genocidio (9 
de diciembre de 1948), Declaración sobre la concesión de la inde­
pendencia a los países y pueblos coloniales (Rs. 1514 expedida por 
la Asamblea General.de las Naciones Unidas el 19 de diciembre 
.de 1960), Declaración sobre la inadmisibilidad de la intervención 
en los asuntos internos de los Estados y protección de su indepen­
dencia y soberanía (Res. 2131 expedida por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 21 de diciembre de 1965), Pacto Inter­
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos (16 de diciembre de 
1966), Convención americana sobre Derechos Humanos (1969), De­
claración sobre los principios de Derecho Internacional referentes 
a las relaciones de amistad y a la cooperación ante los Estados, de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas (Res. 2625 de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, 24 de octubre de 
1970); Declaración sobre la soberanía permanente de los Estados 
sobre sus recursos naturales y la expansión de las fuentes internas 
de acumulación para el desarrollo económico (Res. 2692 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 1970); Convenio para 
la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves (1970); Con­
venio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 
aviación civil (1971); Convención para prevenir y sancionar los 
actos de terrorismo configurados en delitos contra las personas y 
la extorsión conexa, cuando éstos tengan trascendencia internacio­
nal (?E.A., 1971); Convención sobre prevención y castigo de deli­
tos contra las personas internacionalmente protegidas, inclusive los 
agentes diplomáticos (O.N.U., 1973); Convención internacional so­
bre la represión y el castigo del crimen de apartheid (Res. 3068 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 30 de noviembre 
de 1973); Definición de l~ agresión (Res. 3314 de la Asamblea Ge­
neral de las Naciones Unidas, 1974); Declaración sobre los dere­
chos y deberes económicos de los Estados (Asamblea General de 
las Naciones Unidas, 1974); Declaración sobre la protección de to­
das las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhU)IIlanos o degradantes (Res. 3452, Asamblea General de las Na­
ciones Unidas, 1975), etc .. ~ 
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La Comisión de Derecho lnternacional de las Naciones Ú nidas, 
en su proyecto sobre la Responsabilidad del Estado, se refiere en su 
artículo 19 a cuatro categorías' de normas imperativas de Derecho 
Internacional General: Mantenimiento de la paz y seguridad inter" 
nacionales, derecho a la libre determinación de los pueblos, salva­
guardia del ser humano, protección del medio ambiente. Cualquier 
incumplimiento grave de estás obligaciones sería considerado co­
mo crimen internacional. En esta materia, el desarrollo progresivo 
del derecho existente, realizado por la c.D.l., es fundamental," tal co­
mo ella misma lo señala en su informe de 1976: " ... en lo que 
concierne a determinados aspectos, no hay tanta abundancia de 
precedentes como, por ejemplo, en el caso de la determinación de 
]05 criterios para la atribución de un hecho al Estado. Por lo tan­
to, hay que sup1ir, en su caso, esa carencia procurando tomar cui­
dadosamente en consideración, para inspirarse en ellas al formu­
lar ciertas reglas, las verdaderas exigencias de la comunidad inter­
nacional actual y sus ideas y tendencias más autorizadas. En otras 
palabras, el desarrollo progresivo del Derecho Internacional debe 
prevalecer a veces sobre la codificación en sentido estricto":!, 

l. La tiPificación de crímenes y delitos internaciona,les. 

La Comisión de Derecho Internacional, al considerar el tema de 
la responsabilidad del Estado, examinó tres aspectos muy concre­
tos: "a) Si la fuente de la obligación jurídica internacional infrin­
gida (norma consuetudinaria, convención, etc.) tiene o no efectos 
para la determinación de la violación como hecho internacional­
mente ilícito; b) El requisito según el cual la obligación interna­
cional cuya violación se denuncia debe haber estado en vigor en el 
momento en que se ha producido el hecho constitutivo de la vio­
lación, y c) Si es preciso en la actualidad admitir la existencia de 
una distinción basada en la importancia para la comunidad inter~ 
nacional del objeto de la obligación violada y si, por lo tanto, es 
preciso poner de relieve, en el Derecho Internacional actual, una 
categoría distinta y más grave de hechos internacionalmente ilícitos 
que puedan ser calificados de crímenes internacionales"4. Después 
de analizar con lujo de detalles tanto la jurisprudencia internacio­
nal como la práctica de los Estados, la Comisión llegó a las siguien­
tes conclusiones: a) Que el origen de la obligación internacional 
violada por un hecho del Estado no influye en la calificación de 
tal hecho internacionalmente ilícito; y b) Que el origen de la obli­
gación internacional violada tampoco influye de por si en el régi­
men de la responsabilidad internacional a que dé lugar un hecho 
internacionalmente ilícito. 

"Ver Anual'io C.D,I., 1976, 11, segunda parte, p. 192, 
'Ver cita anterior, p. 179, punto 4. 
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Teniendo en cuenta 'la existencia del Jus Cogens, la C.D.I. afir· 
ma que existen hechos internacionalmente ilícitos que pueden ser 
calificados de crímenes internacionales: "Tal vez la existencia de 
principios denominados '''constitucionales'' o "fundamentales" del 
ordénamiento jurídico internacional podría proporcionar una base 
más sólida para trazar una distinción entre la responsabilidad in­
ternacional . a queda Iu~r la violación dé una obligación dima­
nante de uno de esos principios y ]a Que resulta de la violación de 
otras obligaciones internacionales. Es incontestable Que las obliga­
ciones impuestas a los Estados por algunos de los principiosaludi­
dos, a veces afectan a los' intereses vitales de la comunidad inter­
nacional y' que, 'por tal concepto, su violación merece, en ciertos 
casos, un régimen de responsabiliM-d más' severo que el que co­
rresponde a 6tros hechos internacionalmente ilícitos"5. 

La distinción entre crímenes y delitos internacionales se funda­
menta en el "convenctmiento de que tina violación de las obliga­
ciones impuestas por normas de esta naturaleza no puede ser con­
siderada ni tratada 10 mismo que una violación "como las otras", 
sino que representa necesariamente un hecho internacionalmente. 
¡lidto mucho más fl-r3ve, una transgresión que debe calific¡¡rse de 
otra manera y que debe estar sujeta en consecuencia a un régimen 
distinto de responsabilidad"tl. La Comisión de Derecho Internacio­
nal ]lega a ese resultado teniendo en cuenta las siguientes circuns­
tancias: tia) La distinción consagrada recientemente en el marco 
de las normas de Derecho Internacional de una categoría especial 
de normas calificadas de "imperativas" o de JU$ Cogens; b) El 
establecimiento del principio en virtud del cual el individuo-órgano 
que con su comportamiento ha violado obligaciones internaciona­
les de un determinado contenido debe ser considerado personal­
mente punible a pesar de haber actuado en calidad de ór~ano del 
Estado, y ello de conformidad con normas de Derecho Penal In­
terno particularmente severas: y el hecho de que la Carta de las 
Naciones Unidas atribuya consecuencias que se determinan espe­
cialmente a la violación de ciertas obligaciones internacionales"7. 

Por consiguiente, la metodología establecida en el artículo 19 
del proyecto sobre responsabilidad del Estado sería la siguiente: 
primero, determinar si el hecho internacionalmente lícito resul­
tan te· de una violación por un Estado de una obligación interna­
cional se refiere o no a "una obligación internacional tan esencial 
para la salvaguardia de intereses fundamentales de la comunidad 
internacional"; segundo, si la respuesta fuera afirmativa, sería in­
dispensable analizar si esta violación de una nonma fundamental 
está reconocida o no por la comunidad internacional de Estados 
en su conjunto como crimen internacional; tercero, si la respuesta 

• Anuario C.lU., 1976, p. 12l2, punto 21. 
°Anuario C.D.I., 1976, ¡p. 254, punto 15. 
1Anuario C.D.t., 1976, p. 254, punto 16. 
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a la primera pregunta fuere negativa o si la violación de "una 
obligación internacional esencial para la salvaguardia de intereses 
fundamentales de la comunidad internacional" no fuere reconoci­
da como crImen internacional, lo cual sería contradictorio con el 
espíritu del artículo, pero totalmente compatible con su redacción, 
entonces estaríamos ante un delito internacional con la respectiva 
responsabilidad internacional del Estado. Por lo tanto, dejemos de 
lado el estudio de los delitos internacionales, para volver a señalar 
los ejemplos de "crímenes internacionales", mencionados en el ar­
tículo 19, párrafo 3, del proyecto: 

"3. Sin perjuicio de las disposiciones del párrafo 2 y de confor­
midad con las normas de Derecho Internacional en vigor, un cri­
men internacional puede resultar en particular. 

a) De una violación grave de una obligación internacional de 
importancia esencial para el mantenimiento de la paz y la seguri­
dad internacionales, como la que prohíbe la agresión; 

b) De una violación grave de una obligación de importancia 
esencial para la salvaguardia del derecho a la libre determinnóón 
de los pueblos, como la que prohíbe el establecimiento o el mano 
tenimiento por la fuerza de una dominación colonial; 

e) De una violación grave y en gran escala de una obligación 
internacional de importancia esencial para la salvaguardia del ser 
humano, como las que prohíben la esclavitud, el genocidio, el 
apartheid; 

d) De una violación grave de una obligación internacional de 
importancia esencial para la salvaguardia, y la protección del me­
dio humano, como las que prohíben la contaminación masiva de 
la atmósfera o de los mares". 

2. La responsabilidad internaci,onal del Estado. 

El suieto positivo del régimen de responsabilidad internacional que 
establece el proyecto de la Comisión, es el Estado. La redacción del 
artículo 19 antes mencionado es sumamente daro al respecto: "El 
hecho de un Estado que constituye una violación de una obliga­
ción internacional es un hecho internacionalmente ilícto, sea cual 
fuere el objeto de la obligación internacional violada". El artículo 
19 del texto subraya aún más esa responsabilidad del Estado, al 
decir que "todo hecho internacionalmente ilícito de un Estado da 
Jugar a la responsabilidad de éste", No puede existir excepción al· 
guna por el régimen jurídico, estructura política, orientación filo· 
sófica del Estado, según lo dispuesto en el artículo 2Q; "Todo Es­
tado está sujeto a la posibilidad de que se considere que ha come­
tido un hecho internacionalmente i]fcito que da lugar a su respon­
sabilidad internacional". 
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La responsabilidad del Estado existe también en el caso de que 
la violación de la obligación internacional haya sido realizada por 
personas que actúan de hecho pOI' cuenta del Estado. El artículo 8 
del proyecto de 'la C.D.!. se refiere a ese aspecto en los siguientes 
términos: 

'''Artículo 8. A tribución al Estado' del comportamiento de perso­
nas que actúan por cuenta' del Estado. 

Se considera también 'hecho del Estado según el Derecho Inter­
nacional el comportamiento de una persona o de un grupo de per­
sonas, si: 

a) Consta que esa pers'ona o 'grupo de personas actuaba: de he-
cho por cuenta de ese Estado, o' ' 

b) Esa persona o gi:upo de personas. ejercía de hecho prerroga· 
tivas del poder público én defecto de las autoridades oficiales y en 
circunstancias que justificaban el ejercicio de esas prerrogativas". 

Cuando la violación de la obligación internacional sea el hecho 
de personas que no actúan por cuenta del Estado, sólo podría apa­
recer la responsabilidad internacional del individuo según la natu­
raleza del hecho internacionalmente ilícito. y no la responsabili. 
dad del Estado, a menos que haya permitido por omisión Que se 
cometa el acto ilícito. Cabe anotar, en ese sentido. que la redac· 
ción del artículo 11 del proyecto no es satisfactoria a menos de 
leerla a la luz de las disposiciones del artículo 3. 

"Artículo 11. Comportamiento de personas que no actúan, p01' 
cuenta del Estado. 
H) No se considerará hecho del Estado, según el Derecho Interna· 

cional, el comportamiento de una persona o de un grupo de 
personas que no actúe por cuenta del Estado. 

2Q El párrafo 1 se entenderá sin perjuicio de la atribución al Esta­
do de cualquier otro comportamiento que, hallándose relacio· 
nada con el de las personas a que se refiere dicho párrafo, deba 
considerarse hecho del Estado en virtud de los artículos 5 a 10". 

Los comentarios de la Comisión de Derecho Internacional res­
paldan plenamente la existencia de una responsabilidad especial 
del Estado en caso de crímenes internacionales y ordinaria ante los 
delitos internacionales, sin perjuicio de la responsabilidad interna· 
cional que puedan tener los individuos como sujetos del Derecho 
Internacional Penal. Los miembros de la C.D.I.: después de analizar 
la evolución de la doctrina. aprobaron por unanimidad las si· 
guientes conclusiones: "En primer lugar. han reconocido que el 
objeto de la obligación internacional violada no influye en la cali· 
ficación de internacionalmente ilícito del hecho del Estado autor 
de esa violación: cualquiera que sea la materia a la que se refiere 
la obligación, y cualquiera que sea su contenido específico, el he-
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cho del Estado que no esté en conformidad con lo que de él exige 
esa obligación, es siempre y sin discusión un hecho internacional­
mente ilícito. En segundo lugar, la Comisión ha reconocido, en 
cambio, que el objeto de la obligación internacional violada tiene 
una repercusión innegable en la definición del régimen de respon­
sabilidad vinculado al hecho internacionalmente ilícito resultante 
de tal violación", De ahí que la distinción entre las diferentes ca­
tegorías de responsabilidad del Estado, según la importancia de la 
obligación internacional, deba aparecer ulteriormente en los traba­
jos de la C.D.I. 

CONCLUSIÓN 

Para concluir esta primera parte, es conveniente recordar que los 
trabajos de codificación y de desarrollo progresivo del Derecho In­
ternacional por el órgano competente de las Naciones Unidas, se 
refieren a los crímenes y delitos internacionales por parte del Es­
tado, sin que. por ello se modifique lo dispuesto por el Derecho 
Internacional positivo aplicable a los individuos. Este aspecto apa­
rece en el informe de la Comisión, cuando dice: "Huelga decir que, 
al adoptar la denominación de "crímenes internacionales", la Co­
misión entiende únicamente referirse a "crímenes" de Estado, a he­
chos atribuibles al Estado como tal. Nuevamente la Comisión de­
sea poner en guardia contra toda confusión entre la expresión 
"Crímenes internacionales" empleada en este artículo, y expresio­
nes similares ("crímenes de Derecho Internacional", "crímenes de 
guerra", "crímenes contra la paz", "crímenes contra la humanidad", 
etc.), utilizadas en una serie de convenciones e instrumentos in­
ternacionales para designar determinadas fechorías individuales 
respecto de las cuales tales instrumentos exigen de los Estados que 
se castiguen adecuadamente y conforme a las normas de su Dere­
cho Interno a las personas culpables. Una vez más, la Comisión 
aprovecha esta ocasión para subrayar que la atribución al Estado 
de un hecho internacionalmente ilícito calificado de "crimen in­
ternacional" es algo muy distinto de la imputación a ciertos indi­
viduos-órganos de actos relacionados con la perpetración de un 
"crimen internacional" del Estado y que la obligación de castigar 
tales actos individuales no constituye la forma de responsabilídad 
internacional especialmente aplicable al Estado autor de un "cri­
men internacional" o, "en todo caso, la única forma de esa respon­
sabilidad"8. 

"Ver Anuario C.D.J" 1976, pp. 301 Y 302, punto 59. 
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Segunda Parte 

EL SISTEMA INTERAMERICANO SE LIMITA A INCORPORAR LOS NUEVOS 

CRÍMENES Y DELITOS INTERNACIONALES, CONSAGRADOS EN EL ÁMBITO 

UNIVERSAL, AL ORDENAMIENTO JURÍDICO AMERICANO, SIN APARTARSE 

DEL CONCEPTO TRADICIONAL DE RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL 

INDIVIDUO 

La aparición de normas imperativas de Derecho Internacional ge­
neral, en el ámbito universal, nos lleva a plantear usa serie de in­
terrogantes sobre la competencia misma que tienen los Estados ame­
ricanos para actuar en este campo o si sólo pueden limitarse a 
complementar los principios aceptados por la comunidad interna­
cional de Estados en su conjunto. La determinación de una norma 
imperativa obliga a cualquier Estado americano, sin que éste pue­
da alegar su voto negativo o su falta de participación en el proceso 
de elaboración. Por consiguiente, las características mismas del De­
cho Imperativo imponen una respuesta novedosa por parte de los 
Estados, quienes no pueden rechazar o desconocer el principio que 
se consagra en el ámbito universal (la agresión como crimen inter­
nacional, la hbre determinación de los pueblos, por ejemplo), pe­
ro sí podrían precisar su alcance o contenido mediante una incor­
poración a su ordenamiento .lurídico regional o subregional. 

En ese sentido, ya tuve la oportunidad de pronunciarme hace 
unos años al respecto en los siguientes términos: "La norma de .Tus 
Cogens, por ser imperativa, se aplica a toda la sociedad de Estados, 
por 10 tanto es de Derecho Internacional generaL Esto no quiere 
decir que no pueda existir un derecho imperativo regional, siem­
pre y cuando constituya un desarrollo progresivo de ciertos puntos 
específicos del .Tus Cogen.~ Universal,con el fin de ajustarlo a las 
realidades de un sistema jurídico particular"!!, 

Desde ese punto de vista, las actividades de] Comité jurídico in­
teramericano son muy dicientes en los últimos años, por la natura­
leza de los puntos que figuran en su temario, Por ejemplo, en 1976, 
el Comité adelantó el estudio de un proyecto de instrumento ten­
diente a definir los casos de violación al principio de no interven­
ción. El año siguiente, el Comité analizó y aprobó el texto de un 
proyecto de convención interamericana sobre extradición que se 
considerara en una Conferencia de Plenipotenciarios en febrero de 
1981. Ese mismo año se consideraron dos temas que el Derecho In­
ternacional General considera como Derecho Imperativo: el princi­
pio de autodeterminación y su campo de aplicación, así como las 
posibilidades de tipificación de delitos económicos y comerciales 

·CAICEDO PEIUlOMO (J .. J.). La teoría del Ju.s Cogens a la luz de la Conven­
ción de Viena sobre el derecho de los tratados. Revista de la Academia Colom· 
biana de Jurisprudencia. Bogotá. N.os 206-207, enero, junio 1975. pp. 259 a 277. 
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internacionales. En 1978 aparecen cuatro estudios en el temario de 
Río de ]aneiro, que tienen muchos vínculos con el Jus Cogens: el 
colonialismo territorial en América; la tortura como crimen inter­
nacional; un proyecto de convención sobre aspectos específicos del 
terrorismo y las medidas para promover el acceso de los territorios 
no autónomos a la independencia en el sistema interamericano. FJ 
6 de febrero de 1980 el Comité Jurídico Interamericano aprobó el 
proyecto de convención que define la tortura como crimen interna­
cional que se sometió a consideración de la Asamblea General de 
la OEA. 

Por consiguiente, las perspectivas de evolución del Derecho In­
ternacional Penal en el sistema interamericano están esbozadas en 
esos intentos de codificación y más especialmente en el proyecto de 
convención, que define la tortura como crimen internacional, así 
como en el proyecto de convención interamericana sobre extra­
dición. 

1. La incol'jJm"ación de crímenes y delitos internacionales, consa,­
grados en el ámbito universal, al O1'denamiento jurídico ameri­
cano. 

La incorporación al ordenamiento jurídico regional del Jus Cogens 
no altera en ningún momento el carácter imperativo de esas nor­
mas para los Estados americanos desde el momento de su expedi­
ción por la comunidad internacional en su conjunto. Por consi­
guiente, cualquier afirmación, en el ámbito americano, no modifi­
ca en nada las obligaciones asumidas por los Estados americanos al 
manifestar su consentimiento en el ámbito universal. Desde ese 
punto de vista, una incorporación de las definiciones de crímenes 
y delitos internacionales no tendría mayor significado fuera de pre­
cisar sus condiciones de aplicación en el ámbito regional o de lo­
grar su desarrollo progresivo. 

Para aclarar este aspecto, veamos el ejemplo de la calificación 
de la tortura como crimen internacional y la influencia de la dife­
rencia entre crímenes y delitos internacionales en materia de asilo. 

A) LA TORTURA COMO CRIMEN INTERNACIONAL 

La Asamblea General de la OEA, mediante la Resolución 368, de 
1978, solicitó al Comité Jurídico interamericano la preparación, en 
coordinación con la Comisión Interamericana de Derechos Huma­
nos, de un proyecto de convención que defina la tortura como cri­
men internacional. El texto elaborado por esa entidad fue trans­
mitido al Comité Jurídico Interamericano el 20 de diciembre de 
1979 y el 6 de febrero de 1980, quedó aprobado el proyecto de con­
vención que se somete a consideración de los Estados. 

La iniciativa de la Asamblea General respalda implícitamente la 
diferenciación entre crímenes y delitos internacionales establecida 
por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 
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así como la definición de la tortura dada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas mediante la Resolución 3452 (xxx), titula­
da "Declaración de todas las personas contra la tortura y contra tra­
tos y penas crueles, inhumanas y degradantes". 

El artículo primero, acorde con el artículo 19 párrafo 3 del pro-' 
yecto de la C.D.l., establece que "Los Estados contratantes confir­
man que la tortura es un crimen internacional que se obligan a 
prevenir y a sancionar en los términos de los artículos siguientes". 
Esta definición tendría las siguientes características: 

a) Confirma que la tortura sea un crimen, por consiguiente la 
califica<:Íón de ese acto ilícito internacional debe figurar en otros 
instrumentos internacionales tales como la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana so­
bre Derechos Humanos. Al existir esta definición entre las normas 
imperativas, sobraría el proyecto de convención por traducir nor­
mas imperativas mediante normas convencionales. Desde un punto 
de vista estrictamente jurídico, aparece aquí una contradicción, 
muy frecuente en materia de Jus Cogens: respaldar el carácter im­
perativo de una norma de Derecho Internacional General median­
te la obligatoriedad de una norma convencional. La influencia del 
dualismo es tan fuerte que inconscientemente no se puede pensar 
en nuevos mecanismos normativos sin que su obligatoriedad 110 se 
fundamente en la actuación de un órgano interno que imparta su 
aprobación. De ese modo queda pulverizado en la práctica el ar­
tículo 53 de ila Convención de Viena sobre el Derecho de los Tra­
tados. 

b) En cuanto al hecho mismo, es decir que la tortura sea un cri­
men internacional, cabe anotar que los argumentos presentados por 
el Comité Jurídico Interamericano son muy elementales, lo cual 
nos sorprende mucho, dada la nutrida documentación existente en 
la materia. Podríamos decir que el artÍCulo l'? del proyecto de con­
vención fue redactado de este modo porque así lo ordenó la Asam­
blea General en su mandato. Tan penosa impresión no desaparece 
al leer los comentarios elaborados por el Comité Jurídico Interame­
ricano: "Al formular esta reiteración en el artículo 19 del proyec­
to, el Comité da, además, pleno cumplimiento al mandato de la 
Asamblea General de la Organización, contenido en el inciso 6 de 
la Resolución ag/Res. 368 (VIII, 0/78), de definir la tortura como 
crimen internacional". En ese sentido podría mencionarse el voto 
razonado concordante del Dr. Juan Materno Vásquez, miembro del 
C.J.I., expedido el 16 de agosto de 1979, quien observó lo siguiente: 
"1. La Asamhlea General acordó definir la tortura como delito in­
ternacional, sin hacer mayores (mejor ninguna) consideraciones 
doctrinales. F'ara ello encomendó al Comité Jurídico Interamerica­
no para elaborar un proyecto de convención, en cooperación con la 
C.l.D.H. El Comité Jurídico Interamericano, recibió, pues, un encar­
go sin la fundamentación teórica que debió preceder a la decisión 
del mismo organismo del sistema, y esto me provoca dudas sobre 
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la seriedad científica de tal decisiÓn"lO. Por otra parte, el Artículo 
2 del Proyecto de Convención se refiere a un delito, cuando el ar­
tículo 1 tipifica la existencia de un crimen internacional, confu­
sión inaceptable a la luz de la doctrina universal en materia de 
Derecho Internacional Penal. Por otra parte, un miembro tan dis­
tinguido como el Dr. Rerrarte González, después de un estudio 
muy detenido, concluye que "La tortura no puede ser considerada 
como crimen internacional en el sentido estricto, de los que dan 
origen al Derecho Internacional Penal o al Derecho Internacional 
Estatal Penal ... " y sustenta .la tesis de que "Es un delito común 
como cualquier otro, en el cual funciona plenamente el principio 
de la territorialidad". Lo anterior explica por qué la redacción del 
proyecto de convención sea tan ambigua al tratar de tipificar el ac­
to ilícito y tan precisa cuando se trata de castigar al delincuente. 

La definición de la tortura que aparece en el artículo 2Q supe­
ra las disposiciones de la Resolución 3452 (xxx) de las Naciones 
U nidas. Asimismo, con mucho acierto, los artículos 3 y 5 desear· 
tan las justificaciones que generalmente alegan los autores de ese 
crimen: 

"Artículos 3. El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores 
no puede ser considerado como una circunstancia eximente de la 
responsabilidad penal en el delito de tortura". 

"Artículo 5. Ningún Estado permitirá ni tolerará la tortura ni 
admitirá como justificación de este delito, la existencia de ciertas 
circunstancias, como el Estado de guerra, las amenazas de guerra, 
la inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades 
públicas". 

Tenemos que lamentar que el artículo 21 permita a cada Estado 
formular reservas, en el momento de manifestar su consentimien­
to en obligarse, a cualquier disposición de esta convención, con lo 
cual puede quedar sin efecto el tratado, hecho insólito si tenemos 
en cuenta que en muchos aspectos se limita a incorporar normas 
imperativas al derecho americano. 

B) LA INFLUENCIA DE LA DIFERENCIACIÓN ENTRE CRÍMENES Y 

DEUTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE EXTRADICIÓN 

El excelente proyecto elaborado por el Comité Jurídico Interame­
ricano sobre extradición, aprobado en 1977, que considerara una 
conferencia de plenipotenciarios en los próximos meses, establece 
en su artículo U, párrafo 4, que la extradición no es procedente: 
"Cuando con arreglo a la calificación del Estado requerido se trate 
de delitos políticos, o de delitos conexos. 

La circunstancia de que la víctima del hecho punible de que se 

lOe.J.I •. Trabajos realizados por el e.J.I. durante el período ordinario de se· 
siones julio-agosto de 1979. O.E.A.¡Seg. 9/IV-20 e.J.!. pp. 49 Y 50. 
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trata ejerciera funciones políticas no justifica por sí sola de que di­
cho delito sea calificado como poHtico". Sobra decir gue cualquier 
calificación por parte del Estado en el sentido de que el delito o 
delitos conexos sean políticos puede considerarse como el otorga­
miento implícito del asilo al delincuente. Este aspecto reviste ma­
yor importancia a la luz de las nuevas diferenciaciones entre crí­
menes y delitos internacionales: al establecerse la existencia de crí­
menes internacionales, no podría aceptarse, en esos casos, la califica­
ción de "políticos" y la aplicación de los mecanismos del asilo. En 
ese sentido podríamos señalar el artículo 12 del proyecto de conven­
ción interamericano de extradición, cuando dice: "Ninguna dispo­
sición de la presente convención impedirá la extradición por el de­
lito de genocidio u otros delitos que sean susceptibles de extradi­
ción en tratados vigentes entre el Estado requirente y el Estado re­
querido". La anterior disposición, desde luego, introduce al Art. 
13 del proyecto en el cual se precisa que "nada de lo dispuesto en 
la presente convención podrá ser interpretado como limitación del 
derecho de asilo, cuando éste corresponda". Estas disposiciones son 
contradictorias y constituyen puntos de partida para futuras con­
troversias totalmente innecesarias, ya que estos artículos violan di­
rectamente lo dispuesto en varias normas imperativas de Derecho 
Internacional y serían nulas como normas convencionales, de con­
formidad con el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el de­
recho de los tratados. Los actos ilícitos que sean crímenes interna­
cionales no pueden ser calificados como crímenes políticos, que 
permitan el otorgamiento del asilo, tanto diplomático como terri· 
torial, e impidan la extradición de su autor. En ese sentido po­
dríamos mencionar la Convención internacional contra la toma de 
rehenes, firmada en las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 
1979, que considera que "La toma de rehenes es un delito que 
preocupa gravemente a la comunidad internaCional y que, en con­
formidad con las disposiciones de esta convención, toda persona 
que cometa dicho delito deberá ser sometida a juicio o sujeta a ex­
tradición". Asimismo, el artículo 10 de esta convención, establece 
que los delitos previstos en su artículo 19 se considerarán incluidos 
entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición ante Estados. Entonces, ¿podrían los Estados america­
nos pactar algo distinto en una convención sobre extradición? 

Por consiguiente sería conveniente reformar el texto de los ar­
tículos 12 y 13 del proyecto de convención de la siguiente manera, 
para evi lar esas controversias: 

"Artículo 11. Toda persona que cometa cualquiera de los críme­
nes o delitos internacionales reconocidos como tales por la comuni­
dad internacional de Estados en su conjunto, u otros delitos que 
sean susceptibles de extradición según tratado vigente ante el Esta­
do requirente y el Estado requerido, deberá ser sometida a juicio o 
sujeta a extradición. 
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"Artículo 12. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo ante­
rior, nada de lo establecido en la presente convención podría ser 
interpretado como una limitación del derecho de asilo, cuando éste 
corresponda" . 

2. El concepto tradicional de responsabilidad 
internacional del individuo 

Tanto en el proyecto de convenio sobre la tortura como crimen 
internacional como en el proyecto de convención sobre extradición, 
el sujeto activo del derecho internacional penal sigue siendo el in­
dividuo y el Estado se mantiene como sujeto indirecto, de acuerdo 
con la teoría tradicional de la responsabilidad internacional del Es­
tado. 

A) El individuo ante la tortura como C1-imen internacional 

El Artículo 2 del proyecto de convención que define a la tortura 
como crimen internacional ofrece una nueva definición de este ac­
to ilícito y se refiere a los sujetos activos, es decir a los responsables 
de ese crimen, en los siguientes términos: 

"Serán responsables del delito de tortura: 
a) El empleado o funcionario público que ordene, instigue o in­

duzca su aplicación o lo aplique directamente; 
b) Quienes sin ser empleados o funcionarios públicos, la orde­

nen, induzcan o apliquen; 
c) Quienes, teniendo la obligación y posibilidad de impedirlo. 

no ]0 hacen". 

Según las disposiciones antes mencionadas, vemos que el Estado 
no figura como responsable, del crimen de tortura, sino los indivi· 
duos que sean empleados o funcionarios públicos, es decir, que su 
responsabilidad sería indirecta. Por este motivo no puedo compar­
tir las afirmaciones que figuran en los comentarios del Comité Ju­
rídico Interamericano: "El párrafo tercero se funda, en cuanto a 
los posibles sujetos activos del delito de tortura en el principio de 
Derecho Internacional penal, tanto consuetudinario como positivo, 
de la responsabilidad penal individual por hechos voluntarios del 
Derecho Internacional atribuibles al Estado o quien actúa en o por 
representación o con la autoridad del mismo. Además, en este pá­
rrafo se está dando también pleno reconocimiento a otro principio 
del Derecho Internacional Penal, generalmente reconocido y que se 
deriva del anterior, y que podría resumirse así: en el ámbito de los 
actos delictuosos cometidos por el Estado o por aquellos que actúan 
en nombre de éste o bajo la sombra de su autoridad, el concepto 
de la ley Nacional es aplicable en el sentido de que la persona que 
lleva a cabo el acto es responsable del mismo, pero correspondién-
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dole al Estado frente al Derecho Internacional la responsabilidad 
subsidiaria como garante que es, en el orden interno, de los dere­
chos y garantías que consagran las leyes que el propio Estado pro­
mulga". 

Cabe anotar que la letra b) del párrafo 3Q
, del artículo 2 del 

proyecto, se opone al artículo correspondiente del proyecto de la 
C.D.!. Uno de los miembros del Comité Jurídico Interamericano 
considera asimismo que el artículo 2, no establece la responsabili­
dad directa del Estado en caso de tortura y sugiere que se modifI­
que el proyecto en ese sentido: "Estas consideraciones me llevan a 
la convicción de que la definición de tortura como crimen interna­
cional, que reclama la Asamblea General de la OEA, debe lograrse 
dando una pauta aceptable para medir la responsabilidad del Esta­
do en cuanto no ejerza medidas efectivas que impidan a sus agen­
tes practicar actos de tortura degradantes para el ser humano"l1. 

B) El Estad.o como sujeto indirecto del 
Derecho Internacional Penal 

Siguiendo la opinión formulada por el Embajador Aja Espil, el Es­
tado aparece en estos dos proyectos como sujeto indirecto cuando, 
en el ámbito universal, la Comision de Derecho Internacional, su· 
giere que sea sujeto directo. 

El Embajador Alberto Herrarte González, asumiendo una posi­
ción muy parecida después de rechazar la calificación de la tortura 
como crimen internacional, defiende la tesis de la responsabilidad 
subsidiaría del Estado en los siguientes términos: "Se habla de la 
indemnIzación a que tiene derecho la víctima, como si fuese una 
pena contra el Estado, considerando a éste como delincuente y no 
simplemente como responsable subsidiario, cuando el delincuente 
es un empleado o funcionario público". 

Queda claro que los desarrollos futuros del Derecho Internacio­
nal Penal en el sistema interamericano, respaldan la respuesta tra­
dicional del derecho de gentes en materia de responsabilidad. 

CONCLUSIONES 

1) El sistema interamericano debe llevar a cabo un desanollo 
progresivo del Derecho Internacional General, para mantener su 
identidad como sistema juridico frente a la codificación universal 
del Derecho Internacional. 

2) El sistema interamericano debe evitar que sus disposiciones 
convencionales puedan violar normas imperativas de Derecho In-

llVoto razonado del Embajador Jorge A. Aja Espil, c.J.r., 1980, pp. 70 a 73. 
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lernacional General revisandó los proyeCtos de tratados y reforman­
do los" existentes en ese sentido. " 

3) El sistema interamericano debe" establecer nuevas normas en 
materia de asilo y extradición, acordé s . ~on el siguiente principio: 

Los crímenes y delitos internacionales reconocidos por la comu­
nidad internacional de Estados en. su conjunto no constituyen, en 
ningún caso, delitos políticos para los efectos de solicitar asilo o 
negar la extradición de sus autores. 

", ,1 
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REFERENCIA A LOS NUEVOS DESARROLLOS 
OUE CABRIA ESPERAR EN ESTE PLANO HACIA 
<V EL FUTURO . 

Manuel A. Vieira 

Para considerar el tema sobre el cual se me ha honrado exponer, 
corresponde en primer lugar efectuar una precisión terminológica, 
para situar el problema. Desde hace algún tiempo la doctrina ha· 
formulado algunas clasificaciones del delito en el espacio que esti­
mo necesario señalar, aunque, en el aspecto práctico, creo que de­
berían ser encaradas globalmente, porque hay demasiada indepen­
dencia de las acciones humanas para considerar las clasificaciones 
en forma absolutamente independiente. La necesidad de la coope­
ración de los Estados en la lucha contra el crimen significa el com· 
bate en todos los frentes, porque más se adelanta en la coopera­
ción entre lo~ Estados, en todas las ramas de la actividad humana, 
más se hace por la paz. 

l. PRECISIONES TERMINOLÓGICAS 

La ley penal es una de las manifestaciones principales de la acti­
vidad de los Estados y en la protección de ciertos bienes fundamen­
tales del hombre y de la sociedad nacional e internacional. Cuando 
la actividad humana se desarrolla dentro del territorio del Estado 
o cuando los elementos de la infracción se encuentran dentro del 
territorio nacional, nos encontramos ante el derecho penal nacio­
nal. Es el imperio absoluto de la territorialidad de la ley penal. 

Cuando los efectos de la acción punible rebasan el marco de las 
fronteras y se proyectan hacia otros Estados, o cuando los autores 
no pertenecen a la comunidad nacional, sino que son originarios 
de otros países, o cuando surgen elementos del delito cuya ubicui­
dad no puede precisarse, nos encontramos ante un derecho penal 
con elementos extranjeros y, por lo tanto, nos encontraríamos ante 
un derecho penal supra o extranacÍonal. 

La importancia de lo extranacíonal gravitando sobre lo penal no 
puede desconocerse, pues cada día adquiere más relevancia como 
consecuencia del adelanto de los medios de comunicación y de 
transporte. La criminalidad utiliza los medios que le proporciona 
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la técnica para la perpetración del delito o para obtener su impu­
nidad. La respuesta debe provenir de los Estados y a la.mayor ex­
tensión de la delincuencia se le debe oponer la mayor colaboración 
internacional en la lucha contra el delito y la delincuencia. 

El derecho penal internacional, denominación dada por Bent­
ham, encaraba en forma principalísima la colaboración internacio­
nal ante los delitos" cuya tipificación estaba a .cargo del ordena­
miento jurídico de cada Estado, pero que interesaba lo internado·\< 
nal por rebasar el cuadro estataL Eran delitos que, por lo general, 
afectaban los intereses del ser humano considerado en su individua­
lidad y los del Estado con relación a esa sociedad. Pero a causa de 
la creciente interdependencia de los hombres· y la multiplicación 
de las relaciones entre los Estados, se han originado relaciones ju­
rídicas de naturaleza penal con relevancia internacional, porque 
afectan a la comunidad internacional en si misma y a los :Estados, 
en tanto que miembros de· aquella comunidad, Estas acciones no 
son, delitos internacionales, sino. que son acciones de trascenden­
cia internacional~" aunque no alcanzan la categoría de delitos inter­
nacionales propiamente dichos. Ante el aumento incesante de la 
actividad estatal ha sido necesario defender penal.mente sus insti­
tuciones y relaciones. El clásico derecho penal ha sido impotente 
para cubrir estas actividades por la sencilla razón de estar consti­
tuido en su mayor parte parlas derechos penales nacionales. Sur­
gió entonces la idea de elaborar un nuevo cuerpo de normas para 
satisfacer estas nuevas necesidades de protección penal. En el año 
1946, un autor italiano separaba el derecho penal internacional 
del derecho internacional penal, incluyendo en el primero los de­
litos previstos en el ordenamiento penal interno y en el segundo 
aquellos de estructura internacional. ,(Jannacone. "Diritto l!enale 
lnternazionale e Diritto lnternazionale Penale". Rev. Penale. No­
vienabre de 1946). 

Semejante fue la tesis de. un distinguido jurista rumano, Vespa­
siano Pella, para quien .el derecho. penal es un conjunto de nor· 
naas destinadas a asegurar, por la represión, el orden que debe 
remar en toda comunidad. ~ste derecho penal se encuentra divi­
dido en tres ramas: a) el derecho penal común; b) el derecho pe­
nal nacional político, y c) el derecho penal internacional. Esta úl­
tima denominación la reservaba para las infracciones cometidas 
por el Estado, sujeto activo de las infracciones, del mismo modo 
que lo son de derechos (Pella - Fonctiones pacificatrices du Droit 
Penal Supranational et fin du systeme traditionel des traités de 
paix. París, 1947). 

La denominación "derecho penal internacional" tiene en cuen­
ta al Estado como sujeto de derecho internacional y la necesidad 
de defenderlo contra la acción criminal de los hombres, y aun de 
Estados, como lo han propuesto algunos autores, como el citado 
Pella, Agó y Quintano RipolIés. Este último clasifica los delitos en 
tres grandes categorías: en la primera incluye aquellos que tienen 
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SU origen en la tipificación interna del Estado y que pertenecen 
en lo subjetivo a su propio ordenamiento y que, en ciertas opor­
tunidades, atraviesan lo nacional e interesan a lo internacional, 
siendo los delitos menos internacionales, aun cuando en muchas 
legislaciones hay tipificadas acciones de evi4ente interés internacio­
nal como los atentados contra jefes de Estados extranjeros y otros. 

En una segunda categoría se encuentran los delitos de elabora­
ción internacional por la vía del tratado, categoría que engloba 
aquellas acciones tipificadas internamente y otros más en virtud de 
la necesidad ae protección internacional por afectar a la comuni· 
dad internacional: protección de cables submarinos, piratería, tra­
ta de blancas, esclavitud, publicaciones obscenas, falsificación de 
moneda.' tráfico. de estupefacientes. Estos delitos no son delitos in­
ternos internacionales y en muchas oportunidades son objeto de 
una doble calificación o tipificación: por el ordenamiento interno 
y el internacional y su lista va en constante aumento. 

D na tercera categoría incluye los delitos internacionales tiBifi­
cados por una organización internacional o supranacional, con o 
sin el consentimiento de los Estados. Son las únicas infracciones 
internacionales que han sido objeto de su enjuiciamiento ante un 
tribunal internacional, como los tribunales de Nuremberg y Tokio 
(Quintano Ripollés, "Derecho Penal Internacional e Internacional 
Penal". Madrid, 1955, vol. 1, pág. 23 ss). 

n. EL DERECHO PENAL INTERNACIONAL 

El Derecho Penal Internacional tiene como objetivo la distribu­
ción de competencia en el campo de lo penal y el alcance de sus 
leyes represivas. Los esfuerzos internacionales en la ludla contra el 
crimen desembocan en intentos de cooperación internacional y en 
la armonización de sus normas represivas. El derecho penal inter­
nacional en su concepción clásica es de elaboración nacional y es­
casa su regulación internacional en el sistema interamericano. Es 
el Estado que regula el alcance de la ley penal. 

La evolución del derecho y la creciente actividad de los Esta­
dos penetrando en campos durante mucho tiempo reservados a la 
actividad privada, ha sido también utilizada por el delito, que do­
tado de elementos proporcionados por la ciencia y la técnica ha 
ampliado considerablemente en espera de sus actividades, atentan­
do directamente contra el Estado y sus instituciones y todo el com­
plejo de bienes sujetos a su tutela. 

La territorialidad de la ley penal ha sido impotente para san­
cionar los nuevos tipos de delincuencia y se han elaborado nuevas· 
fórmulas, que necesariamente rebasan el marco de lo territorial y 
penetran en lo internacional. 

Hay acciones que pueden de alguna manera tener un aspecto 
extranacionaI, como ser la nacionalidad del agente o de la vícti­
ma, el lugar de la comisión del delito, por lo que es necesario dic-

148 



EL DERECHO INTERNACIONAL PENÁL EN EL SISTEMA INTERAMERICANO •.• 

tar normas tendientes a preCisar el alcance dé las normas penales 
en el espacio: surge el derecho penal internacional cuya fuente 
principal es el derecho interno y excepcionalmente el tratado in­
ternacional. 

III. EL DERECHO INTERNACIONAL INTERETÁTlCO 

Pero en muchas oportunidades el atacado es el Estado en su pro­
pia seguridad o sus principios básicos que la sociedad ha puesto 
bajo su protección. Cuando el ataque es íntegramente nacional, la 
ley penal es la que debe funcionar; pero cuando la agresión pro­
viene del exterior o tiene elementos extranacionales, hay un ele~ 
mento de internacionalidad que precisa una norma de superior 
jerarquía que la meramente interna. La circunstancia de existir 
normas semejantes en el resto de los Estados, impone una solida­
ridad' internacional entre los sujetos de derecho de la comunidad 
internacional. Surge el derecho penal interetático o si se quiere 
interestataI o intergubernamentaI, que bebe sus principios en el 
derecho pena] por tratarse de ilícitos penales y en el derecho inter­
nacional por su protección. La finalidad de este derecho es la pro­
tección de los Estados como integrantes de la comunidad y de los 
intereses colectivos puestos bajo su custodia. Estos intereses son 
fundamentalmente los relacionados con la salud, las comunicacio­
nes, la moralidad pública, etc. Pero en ciertos casos se afecta la 
comunidad entera y no el Estado en particular: son los ataques a 
la paz, bien supremo, o a los derechos fundamentales del ser hu­
mano, a la personalidad humana en lo más íntimo de su dignidad. 

IV. EL DERECHO INTERNACIONAL PENAL 

Con lejanos antecedentes en Hugo Grocio y los canonistas españo­
les y en el Preámbulo de la IV Convención de La Haya del año 1907, 
el origen próximo del derecho internacional penal se remonta al 
intento fallido de las potencias aliadas para juzgar al ex Kaiser de 
Alemania Dor sus crímenes contra la santidad de los tratados. Fue 
necesaria ~tra conflagración mundial para que se creara un tribu­
nal internacional para juzgar a los autores de los típicos delitos 
comprendidos en el derecho internacional penal: delitos contra la 
humanidad, delitos contra la paz y crímenes de guerra. Lamenta­
blemente, los intentos de las Naciones Unidas para establecer un 
tribunal internacional para juzgar estos delitos no han tenido an­
damiento. 

Ha surgido entonces el derecho internacional penal, correspon­
diendo que se examine cuál es su contenido de esta rama del de­
recho. Existe actualmente consenso acerca de considerar al hombre 
como el fin último del derecho y el principal destinatario de sus 
normas. El Derecho 11).ternacÍonal tiene el deber de protegerlo, no 
en su estricta individualidad, sino en su universalidad. Cada vez 
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que un del'echo' esencial ¡ dé un 'ser' humano es atacado, :cortespol1· 
de al derecho de gentes el tratar de reparar esa violación . 

. ' Algunos de los· ,bienes del, hombre S011 afectados en forma de 
ataques al :Estado, su principal custodio, cayendo entonces bajo el 
imperio del derecho penal interetático. En otras oportunidades 
se comete la ,agresión 'al ser humano' en, su propia esencia, en sus 
bienes fundamentales, como el genocidio, quedando bajo el impe­
rio del derecho internadonalpropiamente dicho. En el derecho 
interetático el . lesionado directamente' es el Estado, en los· bienes 
que' tiene la obligación de tutelar jurídicamente. Tal sería el caso 
de la protección d'e. los medios de comunicación, los atentados con­
tra la seguridad del Estado, la falsificación de moneda, atentados 
contra la moralidad 'pública y la alteración de las buenas cos­
tumbres: 

. El derecho internacional penal protege los bienes supremos de 
la humanidad, como la paz, la dignidad del ser humano, tanto 'en 
tiempo de 'paz como en el taso de las lochas armadas. Reconoce­
mos que hayeiertas categorías de delitos que pueden ser incluidos 

. en ambas categorías: derecho penal' interetático y derecho inlerna­
cional penal. Tál . sería el 'caso de lá esclavitud, que en realidad 
debiera ser' incluido en, el derecho internacional penal, pero la ra­
zón de considerarlo eh otra categoría radica en el hecho de esti­
mar que el derecho internacional penal en su acepción má.s· res­
tringida actúa por lo general en los tiempos de . luchas armadas o 
ligado a ellas, en tanto que el derecho penal interetático funciona 
generalmente en tiempos de paz. Esta premisa no es absoluta -re­
tordemos el genocidio-, pero consideramos que esta división pue­
de simplificar su estudio, porque los hechos que caen dentro del 
derecho internacional penal, propiamente dicho,' tuvieron su ac­
tual sistematización a consecuencia de la guerra. 

Cuando tratemos el fondo del tema que se nos ha solicitado ex­
poner, esto 'es, la situación 'actual y el futuro del derecho interna­
cional penal en el Sistema Interamericano, utilizaremos la expre­
sión "derecho internacional penal" en su sentido amplio y al te­
ner en cuenta la situación actual, se dejará de lado la considera­
ción, al menos para una futura acción a emprender, lo atinente 
a los típicos delitos del derecho internacional penal, esto es, los 
crímenes contra la paz, los crímenes contra la guerra. Lós crímenes 
contra la humanidad que funcionan tanto en tiempo de guerra co­
mo en tiempo de paz, serán considerados brevemente pues necesi­
tan su normativización. 

V. EL DERECHO INTERNACIONAL PENAL EN EL SISTEMA 

INTERAMERICANO 

Si se tiene en cuenta la internacionalización de la vida actual y la 
solidaridad que debe imperar entre las naciones y más particular­
mente en el seno de ·la Organización de los Estados Americanos, 
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me permito apartarme algo 'de la materia que estoy tratando, esto 
es, el derecho penal internacional, para considerar también los 
probiemas derivados del derecho penal internacional, porque estí­
rilo' que el recrudecimiento de la criminalidad, que ve favorecida 
su impunidad por la existencia de las fronteras y la utilización ca­
da vez inayor de los medios de transporte y de comunicación inter­
nacionales, obligan a una respuesta. La' ciencia y la técnica con­
tribuyen' a facilitar' la perpetración de actos criminales y la justi­
cia debe actuar' frente a! delito. Por tal razón, se examinará lo que 
ha hecho la comunidad interamericana frente al delito. 

U:na de.las primeras manifestaciones en nuestro continente re­
lacionadas con el dere~ho penal ~n su proyección internacional, 
fue en el Congreso de Lima en 1878, al dictarse normas sobre la 
jurisdicción nacional cometidos en el extraniero y sobre falsifica­
ción en perjuicio de otros Estados (Título Quinto). El texto in­
ternacional encaraba fundamentalmente el problema de la falsifi­
cación de moneda y títulos pÍlblicos. El Tratado de Lima y su 
complemento sobre extradición no fueron ratificados. 

Una resolución de la primera conferencia internacional ameri­
(¡¡na. recomendando a hs naciones latinoamericanas el estudio de 
los tratados de ,Montevideo de 1889. no tuvo éxito. 

Once años después se suscribe en Montevideo un Tratado de 
Derecho Penal Internacional, actualmente vigente. entre varios Es­
,tados. Tuvieron que pasar muchos años para que nuestros países 
encararan el problema penal, pues es recién en 1928 que se san­
ciona el Código de Bustamante, que contiene reglas generales de 
competencia en lo penal (Arts. 340-343); sobre extradición (Arts. 
344-381) y eJecución de s~ntencias penales (Arts. 436-437). 

En 1933 se suscribe un texto sobre asilo. ampliando las normas 
de la Convención de 1928 y también se suscribe una Convención 
interamericana sobre extradición. También se recomienda la adop­
ción de principios sobre la penalidad en delitos a bordo de aero­
naves (Resolución LlI) . 

Poco tiempo antes del comienzo ele la segunda guerra mundial, 
conmemorando el cincuentenario de los tratados de Montevideo, se 
firma en esta ciudad un tratado de Derecho Penal Internacional. 
para sustituir el texto de 1889 -ratificado por el Paraguay y el 
Uruguay- y.una Convención sobre asilo y refugio. 

Hacia el fin de la segunda guerra mundial, las naciones integran­
tes del sistema interamericano -la O.E.A. no habia sido aún estable­
cida formalmente-, se reúnen en Chapultepec y su resolución VI 

encara en forma concreta los crímenes de guerra, recomendándose 
a las Repúblicas americanas que no concedan refugio a los culpa­
bles, responsables o cómplices de didlOS crímenes, recomendando 
asimismo sU entrega a la nación requeriente o a la custodia de las 

,Naciones Unidas. Se solicita al Comité Jurídico Interamericano que 
proyecte las normas necesarias para determinar su condición de crí-
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minal' de guerra, así como. el procedimiento para la devolución o 
entrega de los mencionados delincuentes. La resolución siguiente 
se refiere a' la eliminación de centros' de influencia subversiva y 
prevención contra la admisión de deportados y propaganda peli­
grosos. 

En 1954 se suscriben las Convenciones sobre Asilo y. Refugio. 
La 'actividad ,de, las naciones,l integrantes del Sistema Interame­

ricano no se ha circunscrito únicamente al ámbito continental, pues 
han participado también en la elaboración y sanción de otros tex· 
tos de carácter universal en materia penal, concretamente en lo re­
lativo al derecho internacion,al penal en su acepción más amplia. 
Desde la ya lejana Convención para la protección de cables subma­
rinos de 1881, hasta. los trabajos de la Asamblea General de las Na­
cioQes Unidas para elaborar una Convención sobre la toma de rehe­
nes de d.iciembre del año pasado. Estos antecedentes pueden ser de 
suma, utilidad para. la elaboración de una estrategia para el futuro. 

,,' . . . 

VI. LA ACCIÓN, QUE CABRÍA ESPERAR PARA EL FUTURO 

Ántes. de seiíalar nuestras ideas acerca de esta programación, convie­
ne indicar algunos pasos que se estál,l encarando .. Ellos pueden di­
vidirse en ,dos partes:, una . acción regional y otra de naturaleza bi-
latera!. ..' 

En' el campo regIonal cabe anotar los trabajos de nuestra organi­
zación sobre . ~a 'elaboración de un proyecto que define la tortura 
como un Crimen, que fuera aprobado por el Comité Jurídico Inter­
americano en su sesión 'del 6 de febrero de este año de 1980. Para 
antecedeItt<¡!s sobre este aspecto,~er el interesante docu~ento de la 
Consultoría Jurídica sG/Ser. Dj4. 2 y el del Comité Jurídico OEAj 

Ser. G cp/dóc 1061/80 de 14 de marzo de 1980 . 
. También en el seno d~ la O.E.A. el Consejo Permanente encargó 

a la Secretaría la preparaCión deun documento relacionado con al­
gunos aspectos del tertórismo, secuestros y delitos conexos y la ju­
risprudencia en este campo, seguramente con la intención de estu­
diar la redacción de algún tratado relacionado con estas activida­
des,verdaderó flagelo de nuestros tiempos. Prevención y represión 
del terrorismo 'en el Sistema Interamericano. oEA/Ser G Cl' JCG 911-
78 rev. 1.3 de agosto de 1978. 

Merece destacarse la labor que están realizando los penalistas de 
nuestro' continente en la elaboración de un código penal tipo para 
Latinoamérica. Ya han sido aprobados algunos artículos; entre ellos 
se encuentran los relativos a la aplicación de la ley penal en el es­
pacio, que abarca los seis primeros artículos que desarrollan el prin­
cipio de la territorialidad de la ley penal y algunas excepciones. 
, En el plano de las realizaciones encontramos el Acuerdo Sud. 

americano sobre estupefacientes y psicotrópicos, suscrito en el año 
1963, habiendo entrado en vigencia en 1977. Este texto, a mi jui­
cio .inferior al convenio mundial de 1971, pues nada regula en ma-
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teria de extradiéión, ha recibido muy pocas ratificaciones y tiene, 
como· su nombre lo indica, un alcance limitado dentro del marco 
regional, pues se circunscribe úüÍcamente a las naciones latinoame­
ricanas. 

En las relaciones bilaterales pueden señalarse algunos anteceden­
tes de sumo interés. En primer lugar, cabe indicar los tratados que 
han suscrito los Estados U nidos con algunos países continentales 
como México, Bolivia, y .reo que con alg{¡n otro. Son tratados re­
lacionados con la éjecución de sentencias penales, con el ohjeto de 
hacer purgar las sentencias dictadas contra los naciona1es de otro 
Estado, en su país de origen::Es decir, en el caso de Estados Unidos 
y México. que los· condenados por los tribunales americanos, de na­
cionalidad mexicana, cumplan su pena en su tierra natal y vice­
versa. Los Estados Unidos. con la finalidad de dar efectividad a es­
tos tratados; ban dictado una ley al respecto. La O.E.A. podría fo­
mentar este tipo de acuerdo, ya mediante exhortaciones al respecto 
o bien elaborando una serie de reglas para tratar de introducir una 
uniformidad en tales acuerdos. 

Otro antecedente· de interés, por ser el primero que se suscribe 
en el cono sur del continente, es el acuerdo suscrito entre el Uru­
guay y la República Argentina en materia de intercambio de infor­
mación penal. Este acuerdo, que ya ha sido ratificado por el Uru­
guay por ley 15.057 del 30 de septiembre de 1980, significa la obli­
gación para ambos países de remitir al otro una información men­
sual de las comunicaciones que reciban de sus tribunales en relación 
a sentencias condenatorias dictadas contra los nacionales del otro 
Estado, así como las relacionadas con estupefacientes, trata de per­
sonas y hechos vinculados a actividades subversivas, en estos casos, 
sin limitación de nacionalidad. 

También se está negociando un acuerdo sobre el diligenciamien­
to de exhortos y cartas rogatorias en 10 civil, comercial, contencio­
so-administrativo y en lo penal. El texto contemplaría además .la 
tramitación de exhortos en materia probatoria, incluyéndose todo 
lo relativo a lo penal. 

. Esto es lo que hemos registrado en cuanto a lo que se comienza 
a elaborar en la materia que tratamos. ¿Cuál es el curso de la ac­
ción que debería encarar la O.E.A. en el campo de lo penal? 

Creemos que la acción a emprenderse debe abarcar el problema 
en su totalidad. Esto no significa que no deban establecerse priori. 
dades. Una buena red de acuerdos internacionales constituye una 
sólida barrera contra la criminaIídad nacional o internacional. 

A mi juicio, la acción debe encararse desde dos ángulos: uno de 
fondo y otro procesal, siendo este último un necesario complemento 
de aquél, tanto en la prevención como en la sanción de las activi­
dades delictivas. En ]0 procesal se encuentra prevista para el mes de 
febrero del año próximo una Conferencia diplomática para aprobar 
una Convención sobre extradición. Es de hacer notar que bajo los 
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auspicios del Consejo de Europa se suscribió en Roma uná COll­
vención en esta tmateria, luego de unos seis años de trabajos. En 
nuestro continente se está tratando el tema desde 1954. ' .. Una' 
Convención sobre extradición es absolutamente necesaria, pero ello 
no es suficiente. El texto a aprobarse debería contener, a mi juicio, 
normas sobre cooperación judicial en materia penal, como lo hacen 
los tratados de extradición suscritos por Bélgica y Francia, esta úl­
tima con sw; ex colonias. 

Es decir, que, tal como lo hemos expresado, la lucha contra la 
delincuencia debe encararse en lo relatiyo al fondo y en la impor­
tancia y necesaria cooperación judicial internacional. En cuanto al 
aspecto sustancial o de fondo. un doble aspecto debe ser considera­
do: uno en todo 10 atinente al derecho penal internacional, moder­
nizado y adaptando a los tiempos actuales los vieios textos de Mon­
tevideo y La Habana. El proyecto de Código tipo latinoamericano 
podría ser una base de análisis, aunque sus disposiciones son insu­
ficientes, al menos encarando el punto desde un ángulo internacio­
nal y no meramente penal nacional. 

El otro enfoque es el derecho intemacionaI penal que merece 
consideraciones más amplias. Según lo hemos visto supra, en este 
campo del derecho poco es lo que se ha concretado en nuestro sis­
tema. Aparte de algunas normas aisladas en los tratados de Monte­
video y en el Código de Bustamante, el único texto vigente y con 
muy pocas ratificaciones ha sido la Convención sobre terrorismo del 
alío 1971, que parece, dado los antecedentes citados sobre los traba­
jos de la O.E.A,} estaría en vías de revisión. Existe además, pero en 
el campo de proyecto, la tortura como un delito internacional. Re­
plegarse al solo examen del derecho nacional y regional parecería 
en la actualidad una posición anacrónica y todos aquellos que son 
conscientes de la necesidad de elaborar un nuevo orden internacio­
nal basado en la justicia, deben tener un conocimiento, aunque no 
sea total, de lo que se está trabajando en otros lugares. 

Por ello, y en primer término, se debe examinar una acción fu­
tura que necesita del derecho comparado, fundamentalmente en el 
campo universal y luego en el regionaL Se adjunta a este trabajo 
un cuadro de vigencias de los principales textos internacionales uni­
versales con contenido penal. Las informaciones de dicho cuadro 
son privadas, no teniendo carácter oficial y por lo tanto deben te­
ner seguramente errores. 

Un examen de este cuadro que, aunque con errores, no creo que 
ellos puedan alterar las conclusiones que se extraigan, nos muestra 
que el porcentaje de ratificaciones de esos tratados no llega al 40% 
de su total, lo que no es un índice alentador. Si se observa la acti­
tud de los países, vemos que sobre un total de 28 tratados (no se 
considera el relacionado con la toma de rehenes, de reciente firma) 
quien más textos ha ratificado llega a 18, existiendo países herma­
nos que no han suscrito 5 de ellos. 
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Este cuadro merece que se reflexione. ¿La falta de ratificaciones 
significa un desacuerdo con el texto del tratado y que existen ra­
zones de fondo por no ratificarlos o revela un desinterés por el tema? 
.. Se ha dicho por algunos autores que hay en muchos países una 
verdadera' mortandad infantil de los tratados. pUes el número de 
veces que ellos son ratificados representa una ínfima proporción de 
Jos firmados. ¿Hay alguna influencia en la actitud de los Parlamen­
tos. agobiados y sumergidos en la consideración de problemas poll­
deos internos o de otros a los cuales se les otorga una mayor im­
portancia? 

,No será el momento de anaJizar 1a participación de 'los Parla­
mentos en la "probación de los trat"oos v buscar fórmulas Que. 51n 
desconocer el papel del Parlamento. introduzcan criterio'ide flexi­
bilidad v a'gilidad en la toma de decisiones por parte del Ejecutivo? 

Uegamos aquí al primer problema que se debe enfocar. si se de­
cide por la O.E.Á. atacar de frente el problema: la consideración v 
el análisis de priorid~des de acción. Para el10 es necesario tomar ,los 
textos que incluimos en la lista adiunta v otro~ que pueda haber 
omitido v establecer un orden de prioridades en base al interés que 
puedan tener los' gobiernos 'en su consideración. También sería ne­
cesario estudiar la conveniencia de tener un' texto regional propio 
ó si bastaría con e1 internacional vigente. ' 

En este orden de 'ideas creo que las Convenciones, sobre el dere­
cho penal aeronáutico no necesitan un duplicado, interamericano, 
pues son las que tienen los mayores índices de ratificación. En este 
caso podría ser suficiente un'a exhortación a su ratificación. En con­
tra de lo sustentado estaría 'la Convención latinoamericana de 1973 
sobre estupefacifntes y psitotrópicos, evidentemente inferior a la 
mundial. 

Examinando los textos mencionados en el cuadro, ,llaman la aten­
ción las pocas ratificaciones que han tenido las convenciones rela­
cionadas con la prostitución y el tráfico de publicaciones obsCenas 
y la relativa a la falsificación de monedas. También en el cuadro 
se señala que hay ciertas convenciones cuyo estudio debe ser descar­
tado, pues revelan una suficiente -aunque no total- adhesión de 
los países del sistema: tal sería la Convención sobre el genocidio'y 
las relativas a los estupefacientes, sin perjuicio de la exhortación a 
su ratificación para quienes no la hayan depositado. . 

Otro aspecto que debería ser estudiado es el de las medidas que 
se hayan adoptado en el ordenamiento interno para poner en m~r­
cha y en fonma eficaz e1 texto internacional. No poseo informacjo­
nes al respecto, pero me témo que muchas convenciones no hayan 
merecido la ley interna necesaria para su eficacia. Tal sería, por 
ejemplo, el caso de Uruguay que ha ratificado la Convención sobre 
el genocidio. pero no ha "tipificado" el delito en su derecho inter­
no, como lo dispone la propia Convención. Esto puede repetirse 
en varios textos y un estudio por parte de la O.E.A~ señalaría aspec-
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tos importantes' y podría indicar un camino de exhortaciones y re­
comendaciones al respecto. 

Sin embargo, estimamos que la acción fundamental a desarro· 
lIarse en un mediano plazo, sin perjuicio de' lo relativo al fondo 
Que hemos mencionado, radica en la colaboración a nivel procesal. 
Esta colaboración puede Drestarse' en diversas etapas del proceso y 
aun antes de su sustanciación, cuando la actividad del Estado se 
dirige a la búsqueda y aprehensión de la persona requerida. Tam­
bién la cooperación puede existir cuando el proceso ha terminado 
con una sentencia condenatoria. Parecería que la mejor manera de 
encarar el futuro es examinar en forma esquemática la práctica de 
estos Estados, para en el futuro apreciar 'Cuáles de estos mecanismos 
pueden tener andamiento dentro de nuestro sistema. Dejaremos de 
lado, por estar en la agenda de la O.E.A.} para una rápida decisión, 
el tema de la extradición. 

El origen de la Convención Europea de ayuda judicial en mate· 
ria penal, fue la consideración de que la ayuda en materia penal es 
una materia conexa con la extradición, reglada por la Convención 
Europea de Extradición' (1957) . 

Lá Convención dispone que la parte requerida hará ejecutar, 
según las formas establecidas por su legislación, las comisiones ro­
gatorias en materia penal que le sean dirigidas por la parte requi. 
rente" que tengan por, objeto cumplir actos de instrucción y tam­
bién la remisión de documentos y expedientes penales. El campo 
de la Convención abarca el testimonio de testigos y peritos si la ley 
del Estado requerido no se opone. La parte requirente podrá asis­
tir a esas diligencias si lo solicita expresamente y si la parte reque­
rida así lo consiente (Arts. 3 a 5 inel.). 

La Convención dispone la ayuda mutua más amplia posible en 
los procedimientos penales solicitada por las ,autoridades judiciales 
competentes (Art. 1). 

Se podrá rehusar la ayuda cuando se trate de la ejecución de un 
pedido de arresto y de condena o en el caso de las infracciones mi­
litares que' no sean también del fuero común. Tampoco procede la 
ayuda cuando la parte requerida considera que se trata de delitos 
políticos o conexos COI1 la política o de naturaleza fiscal. No habrá 
ayuda si ella puede atentar contra su soberanía, seguridad, orden 
público y otros intereses esenciales del país (Arts. 1 y 2). 

En el caso de los testigos se debe solicitar su testimonio con la 
suficiente antelación a la fecha establecida para el interrogatorio y 
no podrá exceder de treinta días (Art.' 7); los testigos desobedien­
tes no podrán ser objeto de medidas coercitivas (Art. 8) . 

No se transferirá una persona detenida si no acepta o si su pre­
sencia es necesaria en un procedimiento en la parte requerida. Tam­
poco si su transferencia es susceptible de prolongar su detención o 
si otras consideraciones imperiosas se oponen al traslado. La perso­
na per:manecerá detenida en el país requirente y llegado el caso 
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en la requerida, salvo que el Estado requerido solicite su libertad 
(Art. 12). 

La Convención regula la transmisión de antecedentes penales, lo 
que se realizará en forma directa entre los Ministros de Justicia u 
otras autoridades o directamente entre autoridades judiciales. Tam­
bién se encara la trasmisión mediante la Interpol. 

Convención Eumpea pa1'a la vigilancia de las personas condenadas 
o bajo libertad condicional (1964). 

Afirmando su voluntad de cooperar en la lucha contra la crimina~ 
lidad y con el deseo de la readaptación soCial de los delincuentes 
condenados o bajo libertad condicional, los Estados integrantes del 
Consejo de Europa suscribieron esta Convención por la cual se 
comprometen a ayudarse mutuamente p~ra lograr la readaptación de 
los que hubieran delinquido. Esta ayuda consiste en la vigilancia 
de los delincuentes, mediante las medidas adecuadas para su en­
mienda y readaptación, por un lado, y por el contralor de su con­
ducta en vista de, si ello' correspondiere a una sanción o a su eje­
cución. 

Los delincuentes son aquellos que hayan sido objeto de una sen­
tencia penal pasada en autoridad de cosa juzgada, acompañada de 
una suspensión condicional de la pena. La condena, para la Con­
vención, es aquella que implique lá privación de la libertad, bajo 
condición y cuya ejecución ha sido suspendida condicionalmente en 
todo o en parte, sea en el momento de la condena o posteriormente. 

Los delitos castigados deben ser tipificados en anlbos países. La 
vigilancia, la ejecución o la aplicación de la pena no tendrá lugar 
cuando las medidas solicitadas por su naturaleza pueden atentar 
contra la soberanía, la seguridad, los principios esenciales del orden 
jurídico o los intereses esenciales del Estado requerido. El rechazo 
de las solicitudes de colaboración deben ser motivados. Tampoco 
procederán las medidas encaradas en la Convención cuando el he­
cho por el cual se ha condenado a la persona haya sido objeto de 
un juicio en el Estado requerido; si la infracción es política o co­
nexa con un delito político, o si se trata de una infracción pura­
mente militar. Tampoco se ejecutarán las medidas si la sanción ha 
prescrito, tanto en una como en otra ley o si el autor del delito se 
ha beneficiado de una medida de gracia en uno de los dos Estados. 

Convención Europea para la represión de las infracciones carreteras 
(1964) . 

El aumento del tránsito por las carreteras europeas, consecuencia 
del establecimiento del Mercado Comun y del auge del turismo, re­
presentó un acrecentamiento de los accidentes y eventuales daños en 
las propiedades y ¡muerte o lesiones de las personas. Estas razones 
impulsaron a los· países del Consejo de Europa a suscribir una Con-
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vención tendiente a aumentar la cooperación entre sus estados 
miembros, para tornar más eficaz la represión de las infracciones 
cometidas en sus carreteras. 

Aunque no se trata en puridad de una lucha· contra el delito. se 
trata de un interesante ejemplo de colaboración interestatal en ma­
terias que interesan al derecho penal. Examinaremos brevemente 
este interesante texto internacional, mostrando sus rasgos más im­
portantes. 

Separándose de otros antecedentes que comienzan con una defi­
nición de 10i, conceptos luego utilizados en su parte dispositiva, la 
Convención formula las detmiciones en el artículo 35, incluyendo 
el texto un apéndice en el cual se establece un "Fondo Común" de 
infracciones carreteras, o sea una lista de infracciones comunes vg. 
"delito de huida", inobservancia de ciertas reglas, como ser la velo­
cidad de los vehículos; el estacionamiento y la detención de los ve­
hículos, etc. 

Los prillci pios fundamentales se hallan expuestos en los artícu­
los 1 y~. El primero deeHos dIspone que cuando una persona 
que llene su residenCia habitual en otra .t'arte Contratante y haya 
cometido una infracción en otra Parte Contratante, ésta podrá so­
licitar al :Estado de la residencia, que ejerza las acciones SI él no la 
ha ejercido, o Si habiéndola iniciado estima que será imposible de 
llevarla hasta una deCISIón defmltiva o a la ejecución integral de 
tal acción. La sentenoa o la decIslón admlllIstrativas pO<1ran ser 
ejecutadas, a pedido del Estado del lugar de! hecho, en el país en 
el cual la persona tiene su reSidencia. .El artículo segundo consa­
gI'a la regla de la doble identidad, al dlsponer que la infracción de­
be ser contemplada en ambas legislaciones. 

El articulo 9 encara dos hipótesis de negativa a ejecutar las deci­
siones: una preceptiva (casos de amnistía, aplicación de la regla 
"ne bis in ídem") por haber sido objeto de una decisión por 10~ 
mismos hechos. La hipótesis facultatIva ocurre si el Estado estima 
que tal ejecución puede atentar contra los principios fundamenta­
les de su orden jurídico o aquellos que preSIden su legislación pe­
nal y en los casos en que las autoridades competentes de ese país 
hayan decidido no iniciar acciones. o terminarlas por los mismos 
hechos. Si la pena no es una multa,. el Estado de la residencia, si 
fuera posible, aplicará las penas establecidas por su legislación 
(art. 10). 

Convención Europea sobre el valor internacional de las sentencias 
represivas 

Con el antecedente de la Convención de Benelux suscrita en Bru­
selas en 1968, los países del Consejo de Europa firmaron un acuer­
do internacional siguiendo, y en algunos aspectos, mejorando la 
Convención Benelux. Por razones de espacio comentaremos la úl-

158 



EL DERECHO r;\1TER1'>'ACIONAL PENAL EN EL SISTEMA INTERAMERICANO ••• 

tima, señalando de paso que ambas Convenciones guardan, en lo 
sustancial, bastante similitud. 

La Convención suscrita bajo los auspicios del Consejo de Euro­
pa es extensa -67 artículos- que por razones obvias reseñaremos, 
brevemente algunas de sus' normas. El artículo primero, siguiendo 
la tendencia de las convenciones modernas, formula una definición 
de los principales con<:eptos utilizados en el texto; entre ellos sen­
tencia represiva (o de condena) europeos, infracción, condena, ca­
ducidad, juicio en rebeldía, etc. El título primero, el corazón del 
texto, abarcando alrededor de cincuenta artículos, comienza con las 
disposiciones generales normando las condiciones para la ejecución 
y el establecimiento del campo del tratado, a saber: las sanciones 
privativas de la libertad, las multas, las confiscaciones y la caduci­
dad. El artículo 3 establece el compromiso de los Estados de ejecu­
tar una decisión penal ejecutoria de otra parte, siempre que hu­
biera mediado un pedido expreso. Pa,ra ello constituye una condi­
ción ineludible la de que exista la doble incriminación, o sea que 
el delito se encuentra tipificado en ambos Estados. 

La ejecución se rige por la ley del Estado requerido y éste es el 
único competente para tomar todas las decisiones apropiadas, en 
especial la libertad condicional. El país requirente, por 10 contra­
rio, es el único que tiene el derecho de disponer sobre el recurso 
de revisión entablado contra la condena. Ambos Estados poseen el 
derecho de amnistía y de gracia. En, estos casos se suspende la eje­
cución (Arts. 10 y 12). El Estado requirente asume todas sus com­
petencias -derecho de ejecución- si retira su demanda antes que 
el país requerido haya aceptado su pedido o si el requerido rehúsa 
dar curso a la ejecución (Art. 11). Se regula el tránsito de los con­
denados por el territorio de las Partes Contratantes y la renuncia 
de reclamar reembolsos derivados de la aplicación del Convenio 
(Arts. 13 y 14). 

La ejecución de las sanciones se encuentra prevista en la sección 
quinta en dieciséis artículos. El principio fundamental, a nuestro 
juicio, es que la ejecución sólo puede ser dispuesta mediante una 
decisión de un tribunal del Estado requerido. Si se trata de multas 
u otras medidas -confiscaciones- pueden ser dispuestas por otras 
autoridades a condición de que se prevea una instancia judicial 
(Art. 37). La persona condenada debe tener la posibilidad de ha­
cer valer su punto de vista y el tribunal deberá examinar si la so­
licitud se, ajusta a una serie de requisitos -que se mencionan- es­
tablecidos en el propio texto internacional (Arts. 39 y 40). La 
Convención estipula que deben prever recursos contra la decisión 
judicial. Ésta se encuentra ligada únicamente por la comprobación 
de los hechos en la medida en que la decisión o la medida se ha­
yan fundado sobre tales hech9s (Arts. 41 y 42). 

El estudio de esta cooperación tendería a eliminar una serie de 
conflictos positivos y negativos en materia de jurisdicción penal, 
originados por los distintos criterios sobre aquella. La solución es-
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taría dada restringiendo el campo jurisdiccional -para el primer 
caso- y aumentando la competencia para la segunda hipótesis. El 
Comité citado. llegará a la comprobación de que un Estado compe­
tente podría estimar que la persecución del autor de esa infracción 
penal podría ser la más eficaz si fuera ejercida por otro país, que 
según su propia ley carecería de jurisdicción. Para ello sería nece­
sario un texto internacional para extender la jurisdicción del se­
gundo Estado. Ello puede darse en los casos en que una persona 
que ha cometido un delito en una nación y se refugia en otra -por 
ejemplo el de su residencia habitual-; en este caso un juicio penal 
en rebeldía muchas veces sería inocuo y la extradición imposible; 
por ser un nacional del segundo país. Estas razones y otras como 
el de la readaptación del delincuente justificaron la Convención. ; 

Las autoridades competentes del país requerido serán las que de­
terminarán el destino a darse a la solicitud. El carácter judicial de 
las actuaciones se afirma al exonerarse que cuando la ley del Esta­
do requerido prevea la represión de la infracción por una autori· 
dad administrativa, deberán avisar al país requirente (Art. 9) . 

De sumo interés es la disposición contenida en el artículo 32, 
que contempla la posibilidad de que los Estados, en el interés del 
descubrimiento de la verdad y en vista de la aplicación de una san­
ción apropiada, examinen la posibilidad de un procesamiento úni­
co, y cuál de ellos ejercerá la acción. Esto puede ocurrir cuando 
varios hechos distintos constituyan todos una infracción a la ley de 
cada uno de los Estados, sean imputados a una sola persona: o a va­
rios individuos que hayan actuado concertadamente; o un hecho 
único que constituya una infracción a la ley penal de cada uno de 
esos Estados e imputado a varias personas. 

El Tratado de Benelux de extradición fue suscrito en 1962 yen­
tró en vigencia en 1967 a consecuencia de su ratificación por sus 
tres integrantes: Bélgica, Luxemburgo y los Países Bajos. El Tra­
tado tiene un Protocolo anexo concerniente a la responsabilidad 
civil para los agentes en misión en el territorio de otra parte. 

La experiencia aconsejó efectuar una modificación al Tratado, 
lo cual se realizó mediante un Protocolo suscrito en 1974, no te­
niendo información acerca de si ha sido ratificado por los tres Es­
tados integrantes del Benelux. 

Hay un compromiso entre las Partes Contratantes de otorgarse 
la más amplia ayuda mutua en los procedimientos, encarando las 
infracciones cuyo castigo se encuentra, en el momento en que la 
ayuda es solicitada, dentro de la competencia o jurisdicción de la 
parte requirente (Art. 22). Se puede rechazar la cooperación cuan­
do el Estado requerido considera que las infracciones tienen un ca­
rácter político o conexo a los delitos políticos o cuando la ejecu­
ción del pedido puede atentar contra la seguridad, el orden públi­
co u otros intereses esenciales del país, o si la persona ya ha sido 
procesada o condenada por los mismos delitos (Art. 22). 
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El Tratado prevé la transmisión de extractos de antecedentes ju­
diciales (Art. 36), las menciones que deben contener los pedidos 
de ayuda (Art. 37), su transmisibilidad directa entre las autorida­
des judiciales o con la intervención del Ministerio de Justicia (Art. 
38), la dispensa de legalización (Art. 39) y la necesidad de que el 
rechazo de una solicitud de ayuda sea motivado (Art. 41). Las nor­
mas finales de la Convención autorizan las denuncias de las auto­
ridades judiciales de una Parte Contratante a otra a fin de que es­
tas últimas puedan iniciar procedimientos penales en su territorio 
(Art. 42), el intercambio de las sentencias penales y las medidas 
posteriores en las causas afectadas tanto a sus nacionales, para ser 
anotadas en un registro espesial (Art. 43). La ley de la parte re­
querida será la que regulará la ejecución de las medidas de ayuda. 

Como conclusiones de este examen se sugiere: 

1. En el aspecto sustantivo, examinar las Convenciones suscritas 
por los integrantes de la O.E.A.} para decidir el curso de acción con­
sistente en: 

i) Redactar un texto propio para el sistema. 
ii) Recomendar la adhesión a aquellos países que no lo hayan 

hecho. 
iii) Seleccionar los aspectos que merecerían ser objeto de un tra­

tado específico. 

2. En el campo de la cooperación judicial de ayuda en la mate­
ria penal analizar los textos del derecho comparado para su even- . 
tual adopción, con las modificaciones del caso, dentro del sistema 
interamericano. También podrán ser examinadas las posibilida­
des de: 

i) Recomendar la adopción de textos bilaterales. 
ii) Estudiar un texto multilateral. 

3) Parecería conveniente establecer, tal como lo autoriza la Car­
ta en su artículo 51 in fine, un organismo dedicado al estudio de 
los problemas criminales, tal como existe en el seno del Consejo de 
Europa el Comité Europeo, para los problemas criminales, para 
coordinar la acción de la Organización en estas materias, formulan­
do proposiciones y eventualmente proyectos que pudieran ser some­
tidos al Comité Jurídico Interamericano. 

Finalmente, y en un campo más vasto, parecería necesario que 
se busquen fórmulas que permitan la adopción de los tratados in­
ternacionales con la mayor rapidez posible. 
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PAIS 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 

Argentina' .. 2 6 12 13 14 
Barbados ..... . 
Bolivia ....... . 
Brasil 
Colombia ...... . 
DomInica ..•... 
Costa Rica ...•.. 
Chile ........ . 
Ecuador ...... . 
El Salvador . . . . 
Estados Unidos ... . 
Guatemala ..... . 
Haití ... 
Honduras 
Jamaica ... 
México. 
Nicaragua .. 
Panamá ..... . 
Paraguay. 
Perú ........ . 
Rep. Dominicana .. ' .• 
S. Luda ...... . 
Suriname . 
Trinidad Tobago ... : 
Umguay ...... . 
Venezuela ..... . 

5 7 10 12 
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12 
12 
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234 
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6 8 12 13 

4 6 11 

4 5 

4 5 

8 9 12 

8 

11 12 

8 12 13 

14 

5 7 4 10 9 11 8 14 5 6 2 18· 6 2 

CONVENCIO~ES RELATIVAS AL DERECHO PENAL INTERNACIONAL y AL 

DERECHO' INTERNACIONAL PENAL 

1 Tratado de Derecho penal internacional (1889). 
2 Convención 'para la protección de cables submarinos (1884). 
3 Convención sobre la trata de blancas (1904). 
4 Convención sobre las publicaciones obscenas (1910). 
5 Convención para la supresión del tráfico de mujeres y niños 

(1910) . 
6 Convención sobre la circulación y tráfico de publicaciones obs-

cenas (1923). 
7 Convención sobre la abolición de la esclavitud (1926). 
8 Código de Bustamante (1928). 
9 Convención sobre la falsificación de moneda (1929). 

10 Convención sobre la trata de mujeres adultas (1933). 
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11 Tratado de Derecho penal internacional (1940). 
12 Convención sobre el crimen de genocidio (1948). 
13 Convención sobre el tráfico de personas y la explotación de la 

prostitución (1950). 
14 Convención sobre la competencia penal en materia de abordaje 

(1952) . 
15 Convención sobre la esclavitud (1953). 
16 Convención suplementaria sobre la esclavitud (1956). 
17 Convención de Ginebra sobre la altamar (Piratería) (1958). 
18 Convención única sobre estupefacientes (1961). 
19 Convenio sobre infracciones y ciertos otros actos cometidos a 

bordo de aeronaves (1963). 
20 Convenio de La Haya para la represión del apoderamiento ili­

cito de aeronaves (1970). 
21 Convenio sobre sustancias psicotrópicas (1971). 

163 



NUEVAS JNSTl11.!CIONE5 DE IN:rEGRA.CIÓN EN AMÉRICA LATIN{\j F. Orregl? y J. lrígoil1 

22 Convenio de Montreal para la represión de actos ilícitos contra 
la seguridad de la aviación civil (1971). 

23 Convención para la prevención y saneÍón de actos de terrorismo 
configurados en delitos contra las personas y la extorsión co­
nexa, cuando éstos tengan trascendencia internacional (1971). 

24 Convención modificando la Convención 'Única sobre estupefa­
cientes ('1972). 

25 Convención sobre la prevención y la represión de' infracciones 
contra personas gozando de protección internacional, compren­
didos los agentes diplomáticos (1973). 

26 Convención sobre el crimen del apartheid (1973). 
27 ConveneÍón contra la toma de rehenes (1979). 
28 Acuerdo sudamericano sobre estupefacientes y psicotrópicos 

(1973) . 
29 Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de gue­

rra (1968). 
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DISCURSO INAUGURAL PRONUNCIADO POR EL 
DECANO DE LA FACULTAD DE DERECHO DE 
LA UNIVERSIDAD CATOLICA ANDRES BELLO 

DE CARACAS, VENEZUELA, DR. ALFREDO 
MORLES HERNANDEZ . 

La generosidad de los promotores y organizadores de estas II Jorna­
das Latinoamericanas de Derecho Internacional explica mi presen­
cia en este acto. La Profesora Tatiana B. de Maekelt, en nombre 
de la Organización de Estados Americanos, y el Profesor Francisco 
Orrego Vicuña, en nombre del Instituto de Estudios Internaciona­
les de la Universidad de Chile, quisieron expresar un reconoci­
miento a la Facultad de Derecho de la Universidad Católica An­
drés Bello, por haber sido ésta la promotora y organizadora de la·g 
1 Jornadas, celebradas en Caracas en julio de 1978, a cuyo efeqo me 
hicieron el honor de invitarme a participar en este acto solemne. 
Agradezco profundamente, en nombre de mi Facultad y en el mío 
propio, la honra dispensada. 

Para quien pronunció palabras tan llenas .de optimismo en el 
acto inaugural de las 1 Jornadas, hace poco más de dos años, no 
puede resultar extraña esta reunión. Al contrario, ella es cosa na­
tural, porque la preocupación latinoamericana por el Derecho In­
ternacional está muy arraigada en la condencia de sus cultivado­
res y guarda estrecha relación con las aspiráciones autonomista's de 
nuestros países. Resulta, sÍ, muy satisfactorio, comprobar que ha te­
nido eco la convocatoria de Caracas, así como también es muy gra­
tificante observar que un organismo internacional de la importan­
cia de la Organización de Estados Americanos, que una Cancillería 
de la tradición de la Cancillería chilena. y que una Universidad de 
la altura de la Universidad de Chile, promuevan, organicen y pa­
trocinen este encuentro, el cual, además, tiene como objetivo hon­
rar la memoria del Libertador Simón Bolívar, con ocasión del Ses­
quicentenario de su muerte. Como venezolano, me siento profun­
damente conmovido por este gesto de hidalguía tan ~hileno, tan la­
tinoamericano. 

Se ha hablado mucho de la peligrosa discrepancia entre el pro­
greso científico y la falta de progreso en las relaciones humanas, co­
mo uno de los factores de la crisis de nuestra cultura, crisis que 
llevaba a Joseph L. Kunz a poner de relieve el sentimiento de inse-
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guridad propio de nuestra época, que se compendia dramáticamente 
en la frase "la escandalosa provisionalidad" de Ortega y Gasset. 
Coincidía con esta apreciación el Profesor Francisco Orrego Vicu­
ña, al afirmar en Caracas: 

"La sociedad internacional contemporánea se caracteriza por su 
alto grado de inestabilidad, fenómeno que puede apreciarse no so­
lamente en el campo político sino también, y quizás con mayor in­
tensidad, en lo económico, social y cultural. Todo el orden inter­
nacional se encuentra cuestionado, como asimismo las ideas y las 
instituciones matrices en que se fundamenta. La actual crisis del 
poder y de la organización internacional, ha adquirido una magni­
tud tal que amenaza con transformarse en un proceso incontrola­
ble. En esta misma medida, el derecho internacional como estruc­
tura reguladora de la vida internacional encuentra también su pro­
pia crisis". 

Crisis, transición y provil¡ionalidad son conceptos que se aplican 
con frecuencia a todas las instituciones humanas y a todos los pro­
cesos sociales, como si el uso de la denominación fuera suficiente 
para apuntalar la esperanza hacia un cambio positivo o para sus­
tentar reservas infundadas en el destino del hombre. Los juristas 
han planteado, con gran franqueza, 10 que la crisis de la cultura 
occidental significa para la Ciencia del Derecho en general y para 
el Derecho Internacional en particular, observando que las dos ac­
titudes básicas que es posible adoptar en política, la conservadora 
y la progresista, conducen a posturas antagónicas frente al Derecho 
Internacional y llevan a los conservadores a llamar "utopistas" a los 
progresistas y a éstos a llamar "reaccionarios" a los otros, como bien 
10 anotaba Kúnz. Ante este estéril combate, el propio Kunz pro­
ponía "la aura vía media": reconocer hl insuficiencia del Derecho 
Internacional clásico, "de que debe progresar para asegurar más 
paz, más bienestar y más protección a las naciones y a los indivi­
duos ... ", pero, al mismo tiempo, no olvidar que las propuestas 
sólo tienen sentido dentro de las posibilidades políticas y en un de· 
terminado momento histórico; no dedicarse a utopías, pero, tam­
bién, resistir con toda energía al "realismo", para el cual no hay 
más que política de poder. "Ni realismo", ni desesperanza, ni uto­
pismo" -concluía Kunz-. "La actitud correcta, progresista, realis­
ta, científica, debe evitar estas Scilas y Caribdis, equidistante de la 
utopía, de un optimismo superficial; de una superestimación, del 
menosprecio y del cinismo. Esta actitud correcta sabe quee1 dere­
cho internacional tiene un gran papel, pero ... que no es ni una 
panacea ni un mito". 

Una postura equilibrada como la que ha sido eminciada es per­
fectamente congruente con el enfoque tridimensional ·del fenóme­
no jurídico -normológico, sociológico, dikelógico-, el enfoque de 
Werner Goldschmidt. que hace decir a Juan Carlos Puig: "En un 
mundo que aspira ardientemente a la justicia, 'i que a la vez desea 
comprender vitalmente los acontecimientos que, en caleidoscópica 
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sucesión, tienen lugar en la realidad social, una visión meramente 
normativa del Derecho de la comunidad internacional no satisface 
ya las expectativas de quienes no sólo se sienten expectadores sino 
también protagonistas de un proceso que alumbrará. sin duda una 
humanidad mejor". Sea oportuno recordar que Werner Goldsch­
midt y Juan Carlos Puig presentaron importantes comunicaciones 
en las 1 Jornadas, las cuales contribuyeron a ampliar esta visión 
científica del Derecho Internacional, conforme a la cual éste se in­
tegra por medio de la norma, de la realidad social y de la justicia. 
El propio Puig nos advierte contra las exageraciones que la incor­
poración del elemento dikelógico pudiera engendrar, al afirmar: 
"La justicia es inspiradora de todo el mundo jurídico ... , pero de­
be tener un contenido científico y no suplantarse a la realidad so­
cial. Y esto es así aun en la doctrina de los Padres de la Iglesia, 
para quienes la norma injusta debe ser cumplida, aun cuando afec­
te al DeredlO Natural (no así al Derecho Divino), si la desobe­
diencia al déspota no trae mayores perjuicios que el acatamiento". 

La visión trialista del Derecho Internacional es, además, perfec­
tamente congruente con otra doctrina internacional elaborada en 
América Latina. Se trata de la justicia social internacional, postu­
lada por el venezolano Rafael Caldera desde 1948, la cual enfoca 
"al hombre y al desarrollo de su personalidad como objetivos esen­
ciales del orden jurídico". Expresa Caldera: "La antigua idea de 
justicia, interíndividual e igualitaria, no daba suficiente reconoci­
miento a la existencia de la sociedad como un ente real, que tiene 
derecho a todo lo necesario para su existencia y perfeccionamiento, 
compuesta, a su vez, de personas, cada una de las cuales tiene de­
recho a reclamar de la sociedad las condiciones necesarias para lo­
grar mediante su trabajo una existencia humana y digna. Traslá­
dese este panorama al á.mbito de la comunidad internacional, cu­
yos integrantes son los pueblos y obsérvese que el actual Derecho 
Internacional aplica una concepción de justicia similar a la de la 
justicia interindividual, teóricamente igualitaria y esencialmente in­
orgánica. Si la comunidad internacional existe -como lo creemos 
y como a diario se proclama en incontables documentos-, ella tiene 
deredlO a exigir de sus miembros todo lo necesario para asegurar 
su existencia y perfeccionamiento y sus miembros, es decir, los pue­
blos, tienen derecho a reclamarle las condiciones indispensables pa­
ra asegurarse una vida humana y digna". 

Sea pertinente recordar que esta doctrina fue ratificada y am­
pliada por el propio Caldera en el acto de clausura de las 1 Jorna­
das, en Caracas. 

América Latina tiene una profunda vocación de respuesta a los 
retos que plantea la realidad internacional, vocación que se enlaza 

. con sus contribuciones al orden planetario, tal como lo destacaba 
el Profesor Francisco Orrego Vicuña en·sQ magnífica comunicación 
a las 1 Jornadas, en la cual desarrolló el tema de "La Seguridad 
Económica Internacional: Una Alternativa. para un Orden Mun-
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dial Solidario". En esa comunicación, el Profesor Orrego Vicuña 
nos invitaba al ejercicio intelectual de diseñar las nuevas modali· 
dades que puede adoptar la noci6n de la seguridad económica in­
ternacioQ.al ... ' "en términos que pueda constituirla en una alter­
nativa solidaria de respuesta y solución a los problemas que aque­
jan a la actual sociedad internacional", 

Señoras y señores: 

Tomar la palabra en el Instituto de Estudios Internacionales de 
la Universidad de Chile.es un honor muy singular para cualquier 
persona, pero ese honores aún más significativo para quien, como 
yo, viene aquí a la Universidad de Chile, a la Universidad de An· 
drés Bello por autonomasia, en representación de la Universidad 
que en Venezuela lleva el nombre del gran humanista americano. 
Como si esas circunstancias no fueran suficientemente propicias, 
venir para estar presente en un diálogo continental sobre los prin­
cipale5 problemas del Derecho Internacional, excede la dignidad a 
que podría aspirar la modestia de mis cualidades personales. 

Es imposible estar en este recinto sin recordar el compromiso de 
esta Universidad con los postulados de sus fundadores, maravillo­
samente sintetizados en el discurso de su primer Rector, para quien 
es "bajo la influencia de la libertad, espíritu vital de las institu­
ciones chilenas", que el caudal de ciencia y talento de la Univerui­
dad aumenta y se difunde; sin recordar, igualmente, cómo "la Uni­
versidad , , . no sería digna de ocupar un lugar en nuestras institu­
ciones sociales, si (como murmuraran algunos ecos oscuros de decla­
maciones antig.uas) el cultivo de las ciencias y de las letras pudiese 
mirarse como peligroso bajo un punto de vista moral, o bajo un 
punto de vista político"; sin recordar, por último, que "la libertad 
es el estímulo que da. un vigor sano y una actividad fecunda a las 
instituciones sociales", No es pequeño el compromiso de esta Uni. 
versidad con su pasado. 

El cúmulo de coincidencias felices no se agota todavía, porque 
es imposible en una reunión como ésta dejar de recordar, en el um­
bral del bicentenario de su nacimiento, a don Andrés Bello, jurista 
internacional, primer tratadista americano, cuya obra "Principio~ 
de Derecho de Gentes" -ya llamada "Principios de Derecho Inter­
nacional" desde Sil segunda edición chilena en Val paraíso- ha lle­
vado muy justamente a Héctor Gros EspielI a considerar a Bello 
como "primer autor que en América Latina publicó una obra sis­
temática, que intentaba presentar un panorama completo del De­
recho Internacional de la época". Todos conocemos la enorme re­
percusión e influencia en América Latina de la obra de Bello, ma­
nifestada en las múltiples ediciones, en número excepcional para 
su época, y en la adaptación de las concepciones del Derecho Inter­
nacional a las nuevas realidades latinoamericanas. Ese espíritu re­
novador de Bello está presente en este encuentro, 
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Señoras y señores:. . 
El nombre de don Andrés Bello impide que la antorcha de estas 

Jornadas cambie de manos. Por e!lo, la Universidad Católica An­
drés Bello de Caracas siente que, al momento del relevo, la Univer­
sidad de Chile, la Universidad de Andrés Bello, no la sustituye, 
sino que renueva la llama de la esperanza en la paz y en la libertad 
que es propia del Derecho Internacional, a cuyo amparo se instala 
esta magnífica reunión. 
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DISCURSO PRONUNCIADO POR LA DOCTORA 
TATIANA B. DE MAEKELT, SUBSECRETARIO 
DE ASUNTOS ]URIDICOS DE LA ORGANIZACION 

DE LOS ESTADOS AMERICANOS 

, . 

Constituye una verdadera satisfacción participar en esta oportuni. 
dad, y en nombre de la Secretaría General de la OEA, en las Segun­
das Jornadas de Derecho Internacional. compartiendo con el Insti­
tuto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores de este país, el privilegio de 
auspiciar la continuación del diálogo que se iniciara dos años atrás 
en la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés Be­
lIo de la ciudad de Caracas, bajo el decanato del Dr. Alfredo Mo­
rales Hernández, quien nos acompaña en esta oportunidad. 

El homenaje que brindamos hoy al Libertador Simón Bolívar, 
en el sesquicentenario de su fallecimiento, es acaso la circunstan­
cia más propicia para examinar el rol que le cabe al Derecho In­
ternacional en la construcción de la unidad latinoamericana. 

La región americana se caracteriza, particularmente, por la falta 
de homogeneidad socioeconómica. coyuntura que ha influido en el 
predominio del enfoque económico en la formulación de un siste­
ma de integración. 

En este sentido conviene señalar que el descuido de la necesaria 
perspectiva .iurídica en las dos décadas anteriores acentúa hoy la 
urgencia de aportar soluciones jurídicas que doten el proceso de in­
tegración de certeza, previsibilidad y del equilibrio razonable que 
permitan reafirmar el principio de igualdad de los Estados en el 
seno de la comunidad regional. Es a todas luces evidente que la 
unidad de nuestro sistema interameric<lno sólo podrá alcanzarse con 
la ayuda de una adecu<lda regulación jurídica, necesaria e inaplaza­
ble. que acompañe. a través de un luego interdisciplinano. la for­
mulación económica de un nuevo orden internacional. 

Desde esta perspectiva y ante la creciente complejidad de las 
relaciones interamericanas que imponen el fortalecimiento de la co­
munidad hemisférica, la OEA no ~la· permanecido indiferente. antes 
bien ha intensificado su presencia a través de nuevas y rea1istas 
respuestas jurídicas. 
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.Nuestro organismo, virtual canal de circulación de las relaciones 
interamericanas, comprende la realidad de la región, observa .el 
vertiginoso avance de sus estructuras o .los cambios sustanciales que 
operan en ellas, y percibe que el difícil proceso de unidad latino­
americana está, en gran medida, relacionado con las respuestas que 
se den a las implicaciones jurídicas derivadas de la integración. 

En el ámbito del Derecho Internacional Privado, a través de la 
-gestión desarrollada por el Comité Jurídico Interamericano y la 
Subsecretaría de Asuntos J~lfídicos, la OEA ha proyectado el pensa­
miento regional en reuniones como las Conferencias Especializadas 
Interamericanas de Derecho Internacional Privado (ClDIP-1 y n)', 
singularmente trascendentes porque con ellas América reinicia la 
labor codificadora tratando de aproximar los sistemas jurídicos de 
"common law" y de derecho civil. 

Prosiguiendo esta labor de codificaciÓn, la Asamblea General, 
en su recientemente concluido décimo período ordinario de sesio­
nes, resolvió convocar la III Conferencia Especializada Interameri­
cana de Derecho Internacional Privado y recomendar que la insti­
tución jurídica de la adopción de menores sea incorporada, entre 
otros, a su temario. No escapa a jurista alguno que esta última cir­
cunstancia marca el inicio de unificación de normas en derecho de 
familia, en el cual el juego de principios inherentes al estatuto del 
menor y de sus padres señala de antemano el difícil y complejo tra­
tamiento de la materia. 

En el ámbito de Derecho Internacional Público, la OEA está em­
peñada en el logro de una convivencia armónica de los Estados y 
ha puesto verdadero énfasis en aspectos vitales, como lo son la se­
guridad colectiva y la solución pacífica de controversias, así como 
también la protección del medio ambiente, la transferencia de tec­
nología, la tortura como crimen, internacional, por nombrar sólo 
algunos temas, lo que hace concluir que la organización regional en 
estos campos tampoco ha permaneCldo indiferente. Aún más, en 
fecha próxima se ha convocado la Conferencia Especializada sobre 
'Extradición, a efectos de actualizar las normas multilaterales VIgen­
tes en esta materia. 

También se ha convocado para el próximo año la Asamblea Ge­
neral Extraordinaria sobre Cooperación para el Desarrollo, como 
una reafirmación de que la cooperación y el desarrollo deben ser 
las pautas señeras que guíen la evolución de nuestros pueblos. En 
este inmenso campo, al análisis de los aspectos jurídicos le cabe un 
lugar privilegiado. 

Por ello y por tener plena convicción de la importancia de la 
labor jurídica de la OEA que, por lo demás, cuenta con una honrosa 
tradición, la Secretaría General se complace en auspiciar eventos 
como el que hoy nos reúne, en los cuales la divulgación del pensa­
miento jurídico constituye la premisa cierta para la elaboración de 
futuras normas, premisa que, al contar con la presencia de los más 
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distinguidos juristas del hemisferio, constituye la mejor garantía 
del éxito. 

Con motivo del homenaje que hoy rendimos al Libertador Simón 
Bolivar, es oportuno señalar -como una feliz coincidencia- que la 
experiencia que se abriera al futuro en la Universidad Católica An­
drés Bello en Venezuela, patria de Simón Bolívar, según lo mani­
festara el Dr. Gros Espíell en el acto .de clausura de las primeras 
jornadas, dos años atrás, se hace presente ahora en Chile, segunda 
patria de Bello y cuna de las más brillantes doctrinas jurídicas. Es~ 
ta coincidencia augura la. tan necesaria y deseada continuidad de 
las jornadas, sin la cual sería imposible lograr sus objetivos. 

Antes de finalizar, en nombre del Secretario General de la OEA 

y en el mío propio, permítaseme dar las gracias al Instituto de Es­
tudios Internacionales de la Universidad de Chile, especialmente a 
su dinámico Director, Dr. Francisco Orrego Vicuña, y al Ministe­
rio de Relaciones Exteriores de este hospitalario país, por contri; 
buir a la organización y realización de las Segundas Jornadas y au­
gurar a todos los presentes internacionalistas y. amigos de siempre 
éxitos en el desarrollo de nuestras labores, que no sólo serán nues­
tros sino, y a través del fascinante temario que nos espera, de Amé­
rica toda. 

Muchas gracias. 

i74 



PALABRAS INAUGURALES PRONUNCIADAS 
POR EL DIRECTOR DEL INSTITUTO DE 
ESTUDIOS INTERNACIONALES DE LA 
UNIVERSIDAD DE CHILE, PROFESOR 

FRANCISCO ORREGO VICUÑA 

El Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile 
se complace en declarar inauguradas las Segundas Jornadas Latino­
americanas de Derecho Internacional, que reunen en esta ocasión 
a distinguidos internacionalistas de América Latina, para analizar 
temas de especial importancia y oportunidad. 

Esta iniciativa ha sido posible gracias al apoyo recibido de la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, de la Universi­
dad de Chile y del Servicio de Desarrollo Científico de la misma 
U niversidad, entidades a las cuales deseamos expresar nuestros agra­
decimientos. Este encuentro constituye un paso importante para 
asegurar la continuidad del esfuerzo que fuera iniciado hace dos 
años por, la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés 
BeHode Caracas, hoy día representada por su distinguido Decano, 
profesor Alfredo Morles, y por la profesora Tatiana de Maekelt, 
quien actualmente se desempeña como Consultor Jurídico de la Se­
cretaría General de la OEA. 

El propósito de reunir periódicamente a los profesores de dere­
cho internacional y disciplinas conexas de América Latina, repre­
senta en sí mismo un aporte de importancia al desarrollo de los es" 
tudios, investigaciones y extensión en esta área temática, lo que es 
particularmente relevante en momentos en que se registran tan 
grandes cambios en la estructura, característica y contenido del or­
denamiento jurídico internacional. Las Jornadas Latinoamericanas 
de Derecho Internacional permiten cada dos años la realización de 
un activo intercambio de experiencias, la comunicación y plantea­
mientos de nuevas ideas y perspectivas en torno a esta disciplina 
y el inestimable contacto personal entre quienes dedican sus mejo­
res esfuerzos a esta rama del derecho. 

Además de lo anterior, las Jornadas Latinoamericanas permiten 
analizar en profundidad lo que son los temas de mayor importan­
cia para los países latinoamericanos en cada bienio, examinando 
experiencias, ideas e instituciones cuyo perfeccionamiento puede 
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contribuir con eficacia al desarrollo progresivo del derecho inter­
nacional, tanto en un sentido regional como eventualmente en el 
ámbito mayor de una proyección universal. 

A los temas ya analizados en las Primeras Jornadas de Caracas, 
todos los cuales han sido materia de trabajos cuidadosamente pu­
blicados en ·un volumen, cabe agregar ahora los estudios que em­
prenderemos en torno a los proyectos binacionales y multinaciona­
les en nuestra región, el derecho penal internacional, la solución 
pacífica de controversias, el perfeccionamiento de los mecanismos 
jurisdiccionales o las perspectivas dé la integración económica lati­
noamericana. Es evidente que son muchas y decisivas las demás 
materias que falta por examinar en un temario amplio como el del 
derecho internacional en nuestro continente, pero todos éstos son 
pasos significativos en su gradual y paulatino desarrollo. 

Desde ahora quisiera dejar planteada una invitación, que a la 
vez es un verdadero desafío, para todas las instituciones universita­
rias, públicas y privadas que se encuentran representadas en esta 
reunión, consistente en la necesidad de que acepte la responsabili­
dad 'de organizar para 1982 las Terceras Jornadas Latinoamericanas 
de Derecho Internacional en alguna otra ciudad latinoamericana. 
Ciertamente, no es ésta una responsabilidad fácil, pero los prepa­
rativos necesarios deben iniciarse desde ahora. Estoy cierto que tO­

das las entidades que han tenido el privilegio de intervenir en este 
proceso, tendrán un especial agrado en poder comunicar sus expe­
riencias a quien decida emprender esta tarea para los próximos dos 
años. 

El rol del derecho internacional en la construcción de la unidad 
latinoamericana es el lema que nos ha reunido en esta oportuni­
dad, como un homenaje académico al sesquicentenario del falleci­
miento del Libertador Simón Bolívar. Es éste un tema de perma­
nente actualidad y vigencia para el futuro de nuestra región y pa­
ra la consolidación de su identidad en el concierto de las naciones. 
El hecho de que procedamos a analizar cada tema de nuestro pro­
grama demro de este espíritu es un elemento desde ya auspicioso 
para esta unidad de América Latina. 

El señor Rector de la Universidad de Chile y el señor Ministro 
de Relaciones Exteriores me han solicitado que pueda transmitir 
sus saludos de bienvenida a los distinguidos participantes en estas 
Segundas Jornadas Latinoamericanas de Derecho Internacional. En 
nombre del Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad 
de Chile me es grato igualmente expresarles nuestra cordial bien­
venida y declarar formalmente inauguradas las Segundas Jornadas 
Latinoamericanas de Derecho Internacional. 
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Segundas Jornadas Latinoanlericanas 

de Derecho Internacional 

El rol del Derecho Internacional 

en la construcción de la Unidad 

La tinoamericana 

PROGRAMA 

. LUNES 1 Q DE DICIEMBRE 1980 

10.00 - 1l.00 horas - InscripciÓn de participantes y distribución de docu­
mentos. 

11.00 - 12.00 horas Sesión lnaugUJ·al 

- Intervención del Ik Alhedo Mm-les Hernández, Decano 
de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica An­
drés Bello, Caracas, Venezuela, entidad organizadora de 
las Primeras Jornadas Latinoamericanas de Derecho In-
terna¡;ional.· . 

- Intervención de la Doctora Tatiana B. de Maekeln, Con­
sultOl' Jurídico de la Organización de los Estados Ameri­
canos. 

Intervención del Profesor Francisco Orrego Vicuña, Di­
rector del Instituto de Estudios Internacionales de la 
Universidad de Chile, 

15,00 - 16.00 horas . TEMA 1 

Regulación Juddica Intemacional de los ComPlejos de 
O/n'as Públicas Binacionales y Multinacionales. 

Presidenta: Dra. Tatiana B. de Baekelt, Consultor Juri­
dico de la Organización de los Estados Americanos. 

- L.QS complejos de obras públicas y otros proyectos bina­
cionales y multinacionales, con particular referencia a 
las nuevas exigencias que ellos plantean para el Derecho 
Internacional a la luz de la experiencia latinoamericana. 

Doctor Félix Peña, Secretaría Ejecutivo, Consejo Argenti­
no . para las Relaciones Exteriores, Uucnos Aires, Argen­
tina .. 

- Discusión. 

16_.30 - 17,00 horas - Receso. 

17.00 - 18.30 horas Regulación jurídica internacional de los complejos de 
obras públicas binacionales y multinacionales, con parti­
cular refercncia a los problemas de Derecho Internacio­
llal Privado que se plantean. 

177 



NUEVAS INSTITUCIONES DE INTEGRACiÓN EN AM:ERICA LATINA! F. On"ego y ¡.lrigoin 

Doctor Didicr Opcrtti, Director Oficina de Desarrollo y 
Codificación del Derecho Internacional O.E.A. 

- Discusión. 

MARTES 2 DE mCIf.:,MBRE 1980 

'9.30 -11.00 horas Presidente: Dr. Héctor Gros EspíeH. Secretario Ejecutivo 
del Organismo para la Prohibición de las Armas Nuclea­
res en América Latina (OPANAL). 

Los complejos de obras públicas y otros proyectos bina­
ciollales y multinacionales, con particular referencia a los 
problemas de la contratación internacional a la lUI de la 

'experiencia latinoamericana. 

, 'Doctor Juan María Rouvicr, Profesor de Derecho' Intér· 
nacional, Universidad de Zulia, Venezuela. 

- Los requerimientos jmídicos que se pueden' aprecia"r en 
el aprovechamiento binacional y mllHinacional de cuen­
,ca;; hidrográficas y otros proyectos relacionados. 

Dr. Guillermo J. Cano, Profesor de Derecho Ambiental, 
Presidente Honorario de la Asociación Internacional del 
Derecho de Aguas, Presidente de la Asociación Interna­
cional de Recursos Hídricos, Buenos Aires, Argentina. 

- Discusión. 

11.00 1 U!O horas - Receso. 

1 DO 13.00 horas - TEMA n. 

El Derecho Internacional Pena! el¡ el Sistema Interame­
ricano. 

Presidente: Dr. H ugo Caminos, Secretaría de la Confe­
rencia sobre el Derecho del Mar, Naciones Unidas, Nue· 
va York. 

- El Derecho Internacional Penal en el Sistema Interameri­
cano, <:on particular referencia a los nuevos desarrollos 
que cabrían esperar en este plano hacía el futuro. 

DoctO}' Calixto Armas Barca, Profesor de Derecho Inter­
nacional, Universidad de Rosario, Argentina. 

- El Derecho Internaciona.l Penal en el Sistema Interame­
ricano, perspectivas de evolución: 

Doctor José Joaquín Caicedo Perdomo, Profesor de Dere­
cho Internacional en el Colegio Mayor de Nuestra Seño­
ra del Rosario, Bogotá, Colombia. 

- Discusión. 

15.00 - 16.30 hOl'as - Etapa actual y perspectiva en el proceso de elaboración 
'de un lluevo Derecho Internacional Penal en el Sistema 
Interamericano. 
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Dr. Manuel A. Vieira, Profesor de Derecho Internacional 
y Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Montevideo, Uruguay. 

- Discusión. 

16.30 17.00 horas - Receso. 

17.00 - 19.00 horas TEMA 111. 

Nuevos mecanismos procesales para la eficacia de la so­
lución pací jica de con troversias. 

Presidente: Sr. Hernán Ríos¡. Director de Asuntos Jurídi­
cos, Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile. 

- Los nuevos mecanismos procesales para la eficacia de la 
solución pacifica de controversias, con particular referen­
cia a la solución no judicial en el ámbito de las Nacio­
nes Unidas. 

Doctor Hugo Caminos, Secretaria de la Conferencia so­
bre el D~recho del Mar, Naciones Unidas, Nueva York. 

MIÉRCOLES 3 DE DiCIEMBRE 1980 

9.30 - 11.00 horas - Presidente: Dr. Alfredo MOl:les Hernández. Decano de la 
:Facultad de Derecho de la Universidad Católica Andrés 
Bello, Caracas, Venezuela. 

11.00 11.30 horas 

- Delimitación de Competencias entre la Organización de 
las Naciones Unidas y los Estados Miembros y sus impli­
candas para la eficacia de los mecanismos de solución 
pacífica de controversias internacionales. 

Doctor Antonio A. Cano;;ado Trindade, Director del De­
partamento de Ciencia Política y Relaciones Internacio­
nales, Universidad de Brasilia, Brasil. 

- Los nuevos mecanismos procesales para la eficacia de la 
solución pacífica de controversias con particular referen­
cia a la práctica de la O.E.A. en los últimos años. 

Doctor Enrique Lagos, Consultoría Jurídica de la Secre­
taría General de la O.E.A. 

Discusión. 

Receso. 

11.30 13.00 horas - Evaluación de la práctica latinoamericana en materia de 
solución pacifica de controversias durante la década de 
1970 y perspectiva de las tendencias del futuro. 

Profesor Francisco Orrego Vicuña, Director del !nstituto 
de Estudios Intemacionales de la Universidad de Chile, 
Profesor de Derecho Internacional Público en la Facul­
tad de Derecho de la Universidad de Chile. 

- Discusión. 
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JUEVES 4 DE DICIEMBRE 1980 

9.30 11.00 horas TEMA IV. 

Perfeccionamiento del régimen jUl'isdiccional internacio­
nal en el sistema interamericano. 
Presidente: Dr. Manuel a Vieira, Profesor de Derecho 
Internacional y Decano de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Montevideo, Uruguay. 

- Perfeccionamiento del l'égimen jurisdiccional internacio­
nal en América Latina, con particular referencia al Tri­
bunal Andino. 

Doctor Felipe H. Paolillo, Secretaría de la Conferencia 
sobre el Derecho del Mar, Naciones Unidas, Nueva York. 

- Perfeccionamiento del régimen jurisdiccional internacio· 
nal en América Latina~ con particular referencia a la 
Corte Interameericana de Derechos Humanos. 

Doctor Edmundo Vargas Carreña, Secretario Ejecutivo de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, O.E.A. 

- Discusión. 

11.00 11.30 horas - Receso. 

11.30 - 13.00 horas Perfeccionamiento del reglmen jurisdiccional internacio­
nal en el Sistema Interamericano en aquellos aspectos 
que puedan tener una mayor relevancia para el futuro. 

Doctora Tatiana B. de Maekelt, Consultor Jurídico de la 
Secretaría General de la O.E.A. 

- Perfeccionamiento del régimen jUl'Ísdiccional internacio­
nal en el Sistema Interamericano. 

Doctor Héctor Gros Espiell, Secretario Ejecutivo del Or­
ganismo para la Prohibición de las Armas Nucleares en 
América Latina (Ol'ANAL). Ciudad de México, México ... 

- Discusión.· 

15.00 - 16.00 horas Perfeccionamiento del régimen judsdiccional internacio­
nal en el Sistema Interamericano: una visión pl'ospectiva. 

16.00 - 16.30 horas 

Doctora María Teresa Infante Caffi, Profesora del Insti­
tuto de Estudios Internacionales de la Universidad de 
Chile. 

- Discusión. 

Receso. 

16.30 -18.00 horas - TEMA V. 

El Derecho de la Integración Latinoamericana ante una 
nueva década. 
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Presidente: Dr. F. V. Garda-Amador. Profesor de la Fa­
cultad de Derecho de la Universidad de Miami, Ex Ase­
sor Jurídico de la Secretaría General de la O.E.A. 

- El Derecho de la Integración Latinoamericana ante una 
nueva década: Análisis comparativo de los convenios de 
ALALC y ALADI. 

Doctor Raymundo Barros CharUn, Asesor Jurídico del 
Instituto para la Integración de América Latina (INTAL). 
Y profesor del Instituto de Estudios Internacionales de 
la Universidad de Chile. 

- El Derecho de la Integración Latinoamericana ante una 
nueva década, con particular referencia a la Integración 
subregional. 

Doctor Eduardo Ferrero. Profesor de Derecho Internacio· 
nal de la Universidad Católica, Lima, Perú. 

- DiscusiÓn. 

VIERNES 5 DE DICIEMBRE 1980 

9.30 - 11.00 horas - Presidente: Dr. Francisco Onego Vicuña. Director del 
Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad 
de Chile. 

11.00 lUlO horas 

12.30 horas 

El Derecho de la Integración Latinoamericana ante una 
nueva década, con particular referencia a los aspectos 
institucionales. 

Doctor F. V. Garda-Amador, Profesor de la Facultad. de 
Derecho de la Universidad de Miami. Ex Asesor Jurídi­
co de la Secretaría General de la O.E.A. 

- El Fondo Común para Productos Básicos: una institu· 
ción del Nuevo Orden Económico Internaciona1. 

Doctor Rodrigo DIaz Albónico, Profesor del Instituto de 
Estudios Internacionales y Profesor de Derecho Interna­
cional Plíblico de la Facultad de Derecho de la Univer­
sidad de Chile. 

- Discusión. 

Las experiencias jurídicas derivadas del funcionamiento 
de organismos binacionales y multinacionales de admi­
nistración de proyectos o sistemas conjuntos, como es el 
caso de la Comisión del Río de la Plata, entre otros. 

Embajador Julio César Lupinacci, Subsecretario de Rela­
ciones Exteriores del Uruguay. 

- Discusión. 

- Clausura. 
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INSTITUTO DE ESTUDIOS INTERNACIONALES 
U NIVERSIDAD DE CHILE 

CON EL AUSPICIO DE 
ORGANIZACIóN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DE CHILE 

SEMINARIO 

El rol del Derecho Internacional 
en la construcción de la unidad 

latinoamericana 

SEGUNDAS JORNADAS LATINOAMERICANAS DE DERECHO INTERNACIONAL 
VIÑA DE MAR) 19 al 1) de diciembre de 1980 

NóMINA DE PARTICIPANTES 

EXPOSITORES 

Doctor 
Calixto Armas Barea 
Profesor Titular - Director 
Departamento Relaciones 
Internacionales 
Universidad NaCional de Rosario 
ARGENTINA 

Profesor 
Raymundo Barros. Charlín 
Asesor Jurídico 
INTAL 

Cerrito 1116 
Buenos Aires - Argentina 
Profesor Instituto de Estudios 
Internacionales 
Universidad de Chile 

Doctor 
José Joaquín Caicedo Perdomo 
Profesor de Derecho Internacional 
Colegio Mayor de Nuestra Señora 
del Rosado 
Bogotá - Colombia 
Embajador, Jefe de la Oficina 
de Planeación 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
COLOMBIA 

Doctor 
Hugo Caminos 
Director Adjunto 
Tercera Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar 
Naciones Unidas 
NEW YORK 
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Doctor 
Antonio Augusto Cano;;ado Trindade 
Profesor de Derecho Internacional 
Director del Departamento de 
Ciencia Política y Relaciones 
Internacionales 
Universidad de Brasilia 
Asa Norte, Campus 
Universitario, 70.000 
Brasilia D.F. 

BRAS1L 

Doctor 
Guillermo J. Cano 
Presidente 
International Water Resources 
Association 
Buenos Aires 
ARGENTINA 

Profesor 
Rodrigo Diaz Albónico 
Profesor de Derecho Internacional 
de la Universidad de Chile 
Director Jurídico de la 
ComisióJl Chilena del CQbre 
Santiago 
CHILE 

Doctor 
Eduardo Ferrero CQsta 
Profesor de Derecho 
Internacional Público 
Universidad Católica del Perú 
Av. Arequipa 3926, Miraflores 
Lima 
PERU 



NÓMINA DE PARTICIPANTES 

Doctor 
F. V. Garda Amador 
Profesor Facultad de Derecho 
Universidad de Miami 
Coral Gables, Fla. 33124 
ESTADOS UNIDOS 

Doctor 
Héctor Gros Espiell 
Secretario General 
OPANAL 
Temístocles 78, México 5 
Ciudad de México 
MEXICO 

Profesora 
María Teresa Infante Caffi 
Instituto de Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
Condell 249 
Santiago 
CHILE 

Profesora 
Jeannette Jrigoin Barrenne 
Coordinadora Académica 
Segundas Jornadas Latinoamericanas 
de Derecho Internácional 
Instituto de Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
Condell 249 Santiago 
CHILE 

Sefior 
Enrique Lagos 
Consultoría Jurídica 
Secretaría General de la O.E.A. 
Washington D. c. 
ESTADOS UNIDOS 

Embajador 
Julio César Lupinacci 
Subsecretario de RR. EE. 
Montevideo 
URUGUAY 

Doctora 
Tatiana B. de Maekelt 
Subsecreta¡;a de Asuntos Jurídicos 
Secretaría General de la O.E.A. 
OAs-19th a. Constitution. 
Washington o. c. 20006 
ESTADOS UNIDOS 

Doctor 
Alfredo Morles Hemández 
Decano Facultad de Derecho 
Universidad Católica Andrés Bello 
Montalbán-La Vega 
Caracas 
VENEZUELA 
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Doctor 
Didier Opertti 
Director 
Oficina de Desarrollo y Codificación 
del Derecho Internacional 
Secretaría General de la O.E.A. 

Washington D. c. 
ESTADOS UNIDOS 

Profesor 
Francisco Orrego Vicuña 
Director del Instituto de 
Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
Condell 249 
Santiago 
CHILE 

Doctor 
Felipe Paolillo 
Asesor Legal-Conferencia sobre 
Derecho del Mar 
Organización de las Naciones Unidas 
United Nations, New York, 
N.Y. 10022, 
ESTADOS UNIDOS 

Doctor 
Félix Pefia 
Secretario General 
Consejo Argentino para las 
Relaciones Internacionales 
Uruguay 1037-1Q 
Buenos Aires 
ARGENTINA 

Doctor 
Juan Maria Rouvier 
Facultad de Derecho 
Universidad de Zulia 
Zona Buenos Aires 7Q Piso 
Maracaibo 
VENEZUELA 

Doctor 
Edmundo Vargas Carreño 
Secretario Ejecutivo 
Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. O.E.A. 
19st and Constitution. 
Av. Washington D·C. 20006 
ESTADOS UNIDOS 

Doctor 
Manuel A. Vieira 
Decano 
Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la República 
Montevideo 
URUGUAY 



NUEVAS INSTITUCIONES DE INTEGRACIÓN EN AMÉRICA LATINA / F. Ol'rego y J.lrigoill 

PARTICIPANTES 

Profesor 
Alfonso Ansíeta 
Facultad de Derecho 
Universidad Católica de 
Valparaíso 
Prat 827 
VALPARAISO - CHILE 

Señor 
Luis Arteaga Barros 
Asesor Jurídico Adjunto 
Ministerio de RR. EE. 

Bandera 52 • 7Q Piso 
SANTIAGO· CHILE 

Profesor 
Crisólogo Bustos 
Profesor Titular 
Derecho Internacional Ptíblico 
Facultad de Derecho 
Universidad Católica de Chile 
Moneda 970 2<' Piso 
SANTIAGO - CHILE 

Señor 
Luiz Dilermando de Castello Cruz 
Abogado 
S. O. S. 110 Bloco A, AptQ 50 
Brasilia D.F. 

BRASIL 

Profesor 
Donald Fox Rettig 
Facultad de Derecho 
Universidad de Chile 
Prat 668 6Q Piso 
VALPARATSO CHILE 

Profesor 
Eugenio Alberto Gaete 
Facultad de Derecho 
Universidad de Chile 
Universidad de Chile 
Maipú 390 Quillota 
VALPARAISO • CHILE 

Profesor 
Farouk Garfe Jarufe 
Facultad de Derecho 
Universidad Católica de Val paraíso 
Prat 856 8Q Piso 
VALPARAISO • CHILE 

Profesor 
Claudio González Parra 
Departamento de Ciencias Sociales 
Sede Osomo Universidad de Chile 
Casilla 933 
OSORNO . CHILE 
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Señor 
Pedro Moral López 
Subdirector General 
Representante Regional 
para América Latina 
Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura 
y la Alimentación. 
Providencia 87 
SANTIAGO CHILE 

Señor 
Fernando Morales Barría 
Jefe Departamento Jurídico 
(DlRECON) 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Bandera 52 3er Piso 
SANTIAGO - CHILE 

Señorita 
Luz O'Shea Lecaros 
Instituto de Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
CondelI 249 
SANTIAGO· CHILE 

Profesor 
Waldo Otárola Aqueveque 
Profesor Titular 
Derecho Económico 
Universidad de Concepción 
Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Sociales 
Ciudad Universitaria 
CONCEPClON CHILE 

Profesora 
Natacha Panatt Kyling 
Coordinadora Departamento 
Derecho Internacional 
Facultad de Derecho 
Universidad de Chile 
Las Arañas 225 
SANTIAGO • CHILE 

Profesor 
Hermann Petzold-Pernia 
Secretario-Coordinador 
Instituto Filosofía del Derecho 
Facultad de Derecho 
Universirlad de Zulia 
Av. 8 NI' 8 Maracaibo 
VENEZUELA 

Profesora 
Frida M. Pfirter de Armas 
Profesora Titular 
Derecho Internacional Público 
Universidad Nacional del Litoral 
Cata marca 533 Pío Di·2000 Rosario 
ARGENTINA 



NÓMINA DE PARTICIPANTES 

Doctor 
Abelardo Posso Serrano 
Ministro Consejero 
Embajada del Ecuador 
Providencia 979 
SANTIAGO CHILE 

Doctor 
José Ramón RangeJ MOntiel 
Consultor Jurídico 
Ministerio de RR. EE. 

Casa Amarilla 
Caracas 
VENEZUELA 

Señor 
Hernán Ríos De Marimón 
Director Asuntos Jurídicos 
Ministerio de RR. EE. 

Bandera 52 
SANTIAGO - CHILE 

Señor 
Pedro Reus 
Asesor y Profesor de Derecho 
Academia de Guerra del Ejército 
Huérfanos 7 Oficina 805 
SANT1AGO - CHILE 

Doctor 
Roberto Ruiz-Díaz Labrano 
Profesor-Ayudante Cátedra 
de Derecho Internacional 
Privado 
Facultad de Derecho 
Universidad Nacional 
Olleary 55 - 3er. Piso Oi. C 
Asunción 
PARAGUAY 

Doctor 
Ernesto Rey Caro 
Presidente de la Asociación 
Argentina de Derecho Internacional 
Enrique Granados 782 
5000 Córdoba 
ARGENTINA 

Profesor 
Juan Sánchez 
Departamento de Ciencias Sociales 
Sede Osorno Universidad de Chile 
Casilla 933 
OSORNO - CHILE 
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Doctor 
Luis 1. Savid Bas 
Director Centro de Estudios 
e Investigación de Integración 
La tinoamericana 
Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales 
Universidad Nacional de Córdoba 
Cne!. Olmedo 76 - 5000 Córdoba 
ARGENT1NA 

Profesor 
Alberto Sepúlveda Almarza 
Profesor Relaciones Internacionales 
Insti tuto de Ciencias Sociales 
Universidad Católica de Valparaíso 
VALPARAISO - CHILE 

Profesor 
Marcelo Solari Barrandeguy 
Profesor Derecho 
Internacional Privado 
Facultad de Derecho 
Rincón 65 - Ese. 13 
Montevideo 
URUGUAY 

Doctor 
Ernesto Enrique Tosi 
Jefe Departamento Dictámenes 
Dirección Jurídica 
Comisión Técnica Mixta 
de Salto Grande 
Leandro Alem 344 - C_ Federal 
ARGENTINA 

Señor 
Carlos Valenzuela Ramírez 
Abogado-Jefe 
Departamento Jurídico 
Fiscalía Ministerio de oo. PP. 

Morandé 59 - 6<' Piso 
SANTIAGO - CH1LE 

Profesora 
Iris Vittini 
Instituto de Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
Condell 249 
SANTIAGO - CHILE 

Señor 
Patricio Victoriano Mufioz 
Abogado, Tercer Secretario 
Ministerio de RR. EE. 

Bandera 52 7Q Piso 
SANTIAGO - CHILE 
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Embajador 
Jorge E. Villamizar Ruiz 
Director Instituto Colombiano 
Estudios Internacionales 
Ministerio de RR. EE. 

Bogotá 
COLOMBIA 

Profesor 
Manfred Wilhelmy 
Instituto de Ciencias Sociales 
Universidad Católica de Valparaíso 
17ALPARAISO • CHILE 

OBSERVADORES 

Señorita 
ShelIey Blumberg Turner 
Profesora 
Intérprete/Traductora 
Los Plátanos 1950 
VItvA DEL MAR· CHILE 

Señorita 
Magdalena Cubillos Sallato 
Egresada Postgrado, 
Instituto de Estudios Internacionales 
Universidad de Chile 
América Vespucio Norte 1776, 
Departamento 22 
SANTIAGO . CHILE 

Señor 
Diego García Diaz 
Hemando de Magallanes 602 
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